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Introducción

La inmigración siempre ha sido un tema controvertido al interior de las
sociedades canadiense y estadunidense, a pesar de que ambas nacio-
nes se consideran como países de inmigrantes. Las necesidades de-
mográficas para asentar y desarrollar sus sociedades, así como los
continuos requerimientos de fuerza laboral calificada y no calificada,
documentada y no autorizada en periodos de prosperidad y crisis
económicas, son sólo algunos elementos que han influido para abrir
o cerrar la puerta a los inmigrantes durante el siglo XX.

Tanto Canadá como Estados Unidos han tenido experiencias his-
tóricas diferentes respecto a la inmigración, lo cual ha afectado sus
políticas de diversas maneras. Entre las diferencias sustantivas que
han influido en sus respectivos procesos encontramos, por ejemplo,
que para Canadá el elemento económico como factor de admisión
ha regido abiertamente su política de inmigración, de tal manera que
dicha política es administrada por el Ministerio de Mano de Obra y
de Asuntos Laborales; en tanto que la mayoría de los asuntos de in-
migración en Estados Unidos se manejan en el Departamento de Justi-
cia, lo que implica diferencias de percepción del fenómeno en ambas
sociedades. Por otra parte, el Congreso y el Parlamento determinan
las políticas migratorias en ambos países, pero las leyes canadienses
otorgan un importante poder discrecional al ministro del ramo y a
los servidores públicos a cargo de dicho servicio. Las provincias cana-
dienses comparten con el gobierno federal la jurisdicción en asuntos
de inmigración, mientras que el papel que desempeñan los gobiernos
estatales en Estados Unidos, respecto a estas políticas, ha sido muy
limitado. Si bien ambas sociedades han estado conscientes de la im-
portancia de la reunificación familiar, como un elemento fundamental
para la asimilación de los inmigrantes, Estados Unidos ha concedido
un número importante de sus visas a los familiares inmediatos del
residente legal, en comparación con los admitidos por Canadá. Sin



embargo, la principal diferencia entre ambos países es que Estados
Unidos comparte una frontera de más de tres mil kilómetros con Mé-
xico, con lo cual las tensiones creadas por el flujo migratorio a ese
país —la mayoría en forma indocumentada— se han constituido en
uno de los asuntos más delicados en la relación entre ambos vecinos,
y si bien las fricciones han sido a veces modestas, en otras ocasiones
se han vuelto verdaderamente incendiarias. Este fenómeno no es com-
parable con la frontera Estados Unidos-Canadá.

Tradicionalmente, la mayoría de los inmigrantes que eran admitidos
en esos dos países procedían de Europa; sin embargo, a partir de la
década de los sesenta, el origen de los inmigrantes ha sufrido un cam-
bio sustancial ya que provienen principalmente de Asia y de Amé-
rica Latina, y muchos de ellos ingresan en forma indocumentada. La
migración temporal de visitantes, hombres de negocios, trabajadores
y estudiantes a Estados Unidos y Canadá se ha venido incrementan-
do de manera significativa durante las últimas dos décadas, en espe-
cial la proveniente de México y de América Central, cuyos migrantes
usan el territorio mexicano como un país “puente” hacia el norte. 

El aumento considerable de flujos migratorios admitidos, así como
de los no esperados ni deseados, ha moldeado la percepción de las
sociedades receptoras. Así, en ocasiones, sus opiniones públicas se
han mostrado en contra de la migración, argumentando que toman
los empleos de los residentes y que representan una carga económica
para los estados, pues deben proveerles costosos servicios sociales.
También han estado latentes percepciones xenofóbicas y nativistas
que han tenido gran influencia en la sociedad, en el sentido de que los
migrantes provocan conflictos, aumentan la criminalidad, el tráfico
de drogas, la contaminación ambiental y hasta los actos terroristas.
Estas percepciones que se agudizaron después del 11 de septiembre
de 2001 han tenido un tremendo impacto entre los formuladores de
políticas tanto en la rama ejecutiva como en la legislativa, ocasionan-
do que se aprueben y apliquen leyes restrictivas, las cuales no sólo
impiden la entrada de migrantes “no deseables”, sino que intentan
reducir el número de admisiones anualmente y restringir su acceso a
los beneficios sociales gubernamentales.

Independientemente de los controles fronterizos establecidos en
Canadá para evitar el ingreso de migrantes indocumentados, no exis-
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te la tradición entre los mexicanos de emigrar a ese país, pues única-
mente son contratados alrededor de diez mil trabajadores agrícolas
anualmente, mediante un acuerdo bilateral, y no existe un registro im-
portante de indocumentados procedentes de México.

En 1994, los tres países de la región de América del Norte pusieron
en marcha el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN).
Su principal objetivo es el de disminuir las barreras arancelarias para
permitir la libre circulación de capital, bienes y servicios entre Méxi-
co, Estados Unidos y Canadá. A pesar de las numerosas presiones para
que se incluyera el tema migratorio en el tratado, el gobierno mexica-
no optó por no incluirlo, debido al alto riesgo de no aprobarse, dada
la reticencia por parte de los estadunidenses. Como contrapeso, se argu-
mentó que uno de los beneficios que traería la aprobación del TLCAN

sería que, con base en un dinámico intercambio de productos, se fo-
mentaría un mayor desarrollo económico en la región norteamericana,
creando con ello un número significativo de empleos y, como con-
secuencia, se disminuirían las presiones prevalecientes en México por
emigrar al norte, situación que no ha ocurrido ni ocurrirá mientras las
diferencias salariales tan pronunciadas persistan.

Es un hecho que a raíz de la puesta en marcha del TLCAN, el comer-
cio entre los países miembros se ha incrementado significativamente.
El total de las transacciones comerciales entre México y Estados Uni-
dos se triplicó, ya que éstas pasaron de 88.1 millones de dólares en
1993 a 275.2 millones en 2000, siendo el aumento aun mucho mayor
entre las de México a Canadá, al pasar de 2.1 millones de dólares a
7.3 millones durante el mismo periodo (véase el cuadro 1). No sólo el
comercio se ha elevado, sino que ha surgido una interacción y coope-
ración mucho más estrecha entre los países miembros que la que se
daba con anterioridad respecto a diversos asuntos incluyendo la mi-
gración, lo que ha dado lugar a que se establezca un clima positivo
de colaboración bilateral entre México y Estados Unidos. A pesar de
una mayor interacción y un dinámico intercambio comercial, la emi-
gración masiva de indocumentados ha continuado hacia el norte, por
lo que las expectativas creadas han sido un mito. Por supuesto, el tema
migratorio constituye un asunto muy delicado y prioritario, que afec-
ta día con día la agenda de las relaciones bilaterales.

INTRODUCCIÓN 15



16 INTRODUCCIÓN
C

U
A
D

R
O

1
C

O
M

E
R
C
IO

T
O

TA
L

D
E

M
É
X
IC

O
C
O

N
LO

S
PA

ÍS
E
S

M
IE

M
B
R
O

S
D

E
LA

R
E
G

IÓ
N

D
E

A
M

É
R
IC

A
D

E
L

N
O

R
T
E

(m
ill

o
n
es

 d
e 

d
ó
la

re
s)

19
93

19
94

19
95

19
96

19
97

19
98

19
99

20
00

20
01

20
02

No
rte

am
ér

ic
a

Ex
po

rta
ci

on
es

44
 4

19
.5

53
 1

27
.9

68
 2

60
.1

82
 7

46
96

 3
40

.9
10

4 
44

2.
9

12
2 

78
4.

2
15

0 
99

3.
6

14
3 

36
6 

14
5

87
1.

8
Im

po
rta

ci
on

es
46

 4
70

56
 4

11
.2

55
 2

02
.8

69
 2

79
.7

83
 9

70
.3

95
 5

48
.6

10
8 

21
6.

2
13

1 
58

2.
2

11
8 

00
1.

6
11

1
14

0.
3

To
ta

l d
e 

tra
ns

ac
ci

on
es

*
90

 8
89

.5
10

9 
53

9.
1

12
3 

46
2.

9
15

2 
02

5.
7

18
0 

31
1.

2
19

9 
99

1.
5

23
1 

00
0.

4
28

2 
57

5.
8

26
1 

36
7.

6
25

7
01

2.
1

Re
su

lta
do

 fi
na

l**
-2

 0
50

.5
-3

 2
84

.2
13

 0
57

.3
13

 4
66

.3
12

 3
70

.6
8 

89
4.

3
14

 5
68

19
 4

11
.4

25
 3

64
.4

34
73

1.
5

M
éx

ic
o-

Es
ta

do
s U

ni
do

s
Ex

po
rta

ci
on

es
42

 8
50

.9
51

 6
45

.1
66

 2
72

.7
80

 5
74

 
94

 1
84

.8
10

2 
92

3.
9

12
0 

39
2.

9
14

7 
63

9.
9

14
0 

29
6.

5
14

3
05

9.
2

Im
po

rta
ci

on
es

45
 2

94
.7

54
 7

90
.5

53
 8

28
.5

67
 5

36
.1

82
 0

02
.2

93
 2

58
.4

10
5 

26
7.

3
12

7 
56

5.
6

11
3 

76
6.

8
10

6
66

0.
0

To
ta

l d
e 

tra
ns

ac
ci

on
es

*
88

 1
45

.5
10

6 
43

5
12

0 
10

1.
2

14
8 

11
0.

1
17

6 
18

7 
19

6 
18

2.
3

22
5 

66
0.

2
27

5 
20

5.
5

25
4 

06
3.

3
24

9
71

9.
2

Re
su

lta
do

 fi
na

l**
-2

 4
43

.8
-3

 1
45

.4
12

 4
44

.2
13

 0
37

.9
12

 1
82

.5
9 

66
5.

9
15

 1
25

.6
20

 0
74

.3
26

 5
29

.7
36

39
9.

2

M
éx

ic
o-

Ca
na

dá
Ex

po
rta

ci
on

es
1 

56
8.

7
1 

48
2.

8
1 

98
7.

4
2 

17
2 

2 
15

6.
1

1 
51

8.
9

2 
39

1.
3

3 
35

3.
7

3 
06

9.
5

2
81

2.
6

Im
po

rta
ci

on
es

1 
17

5.
3

1 
62

0.
6

1 
37

4.
3

1 
74

3.
6

1 
96

8 
2 

29
0.

2
2 

94
8.

9
4 

01
6.

6
4 

23
4.

9
4

48
0.

3
To

ta
l d

e 
tra

ns
ac

ci
on

es
*

2 
74

4
3 

10
3.

5
3 

36
1.

7
3 

91
5.

6
4 

12
4.

2
3 

80
9.

2
5 

34
0.

2
7 

37
0.

3
7 

30
4.

4
7

29
2.

9
Re

su
lta

do
 fi

na
l**

1 
39

3.
4

1-
13

7.
8

6 
13

1.
1

1 
42

8.
4

1 
18

8.
1

1-
77

1.
3

1-
55

7.
6

1-
66

2.
9

-1
 1

65
.4

-1
66

7.
7

FU
E
N

T
E
: 
Se

cr
et

ar
ía

 d
e 

E
co

n
o
m

ía
, 
co

n
 d

at
o
s 

d
el

 B
an

co
 d

e 
M

éx
ic

o
, 
va

ri
o
s 

añ
o
s.

 
* 

  
P
o
r 

to
ta

l 
d
e 

tr
an

sa
cc

io
n
es

 s
e 

h
a 

co
n
si

d
er

ad
o
 l
a 

su
m

a 
d
e 

im
p
o
rt
ac

io
n
es

 y
 e

xp
o
rt
ac

io
n
es

.
**

  
P
o
r 

re
su

lta
d
o
 f
in

al
 s

e 
co

n
si

d
er

ó
 e

l 
su

p
er

áv
it 

o
 d

éf
ic

it 
em

an
ad

o
 d

e 
la

 d
if
er

en
ci

a 
en

tr
e 

ex
p
o
rt
ac

io
n
es

 e
 i
m

p
o
rt
ac

io
n
es

.



A pesar de la reciente desaceleración económica de Estados Uni-
dos que se inició en 2001, el dinamismo y la importante expansión
económica de ese país, registrados durante los noventa, ocasionaron
cifras récord de bajas tasas de desempleo inclusive entre la comu-
nidad latina, lo que suscitó una demanda creciente de mano de obra
extranjera. Más allá de sus habilidades y/o niveles educativos, esta
demanda fue satisfecha con la importación de mano de obra tem-
poral legal e indocumentada. En virtud del boom económico, se dis-
cutieron propuestas relativas al establecimiento de programas de regu-
larización para trabajadores indocumentados, así como la de aumentar
el número de visas para inmigrantes temporales calificados y no cali-
ficados. En forma inusual, algunos funcionarios y congresistas, así
como líderes de minorías y sindicales, se pronunciaron a favor de la
liberalización de las fronteras de Estados Unidos y, por tanto, al in-
greso de trabajadores extranjeros. Simultáneamente en México, el
presidente Vicente Fox, desde el inicio de su gestión, adoptó una po-
sición más activa y agresiva en cuanto a la temática, y propuso formal-
mente a su contraparte, el presidente Bush, una semana antes de los
ataques terroristas, un acuerdo migratorio que a partir de entonces
ha quedado congelado.

Por lo anterior, la presente obra tiene como objetivo general ana-
lizar las políticas migratorias de los países de “colonización” que,
como Canadá y Estados Unidos, se han nutrido de migrantes prove-
nientes de todo el mundo. Me propongo comprobar cómo, a pesar
de que ambos países han sido considerados como naciones que han
mantenido políticas liberales o de “puertas abiertas”, se han genera-
do actitudes antiinmigratorias en varias etapas de su historia que han
redundado en políticas xenofóbicas y nativistas. Asimismo, trataré de
demostrar cómo durante la década de los noventa esta situación fue
evidente en Estados Unidos, a través de la aplicación de ciertas ini-
ciativas locales como la Propuesta 187, las operaciones fronterizas y
las leyes aprobadas en 1996. 

Después de definir lo que significa una política migratoria y cómo
los países soberanos han buscado, desde antaño, limitar la entrada de
ciertos migrantes estableciendo diversos tipos de políticas al respec-
to, me propongo exponer las principales razones por las cuales sur-
gen los flujos migratorios internacionales, explorando las fuerzas o
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razones que han impulsado al inmigrante a tomar la decisión de sa-
lir de su país, así como las determinantes que influyen sobre la de-
manda que atrae a los extranjeros a sus mercados laborales, y las
bases para establecer políticas migratorias abiertas, flexibles o cerra-
das y restriccionistas. Para ello, analizo las aproximaciones teóricas
que diversas escuelas de pensamiento han planteado para dar res-
puesta a estas cuestiones. 

Como objetivos específicos, me planteo investigar, en primer lu-
gar, la evolución de las políticas migratorias en relación con traba-
jadores temporales en Estados Unidos y Canadá, y su impacto en la
conformación de comunidades latinas en general y mexicanas en
particular. Para comprender a fondo el significado del papel que de-
sempeña un migrante temporal, en primer lugar explicito las dife-
rencias entre éstos y los residentes permanentes, los naturalizados,
los ciudadanos, así como los que hoy son “multiciudadanos”, ya que
han optado por la doble o triple nacionalidad. Con el fin de explorar
las particularidades de la región de América del Norte —compuesta
geográficamente por Canadá, Estados Unidos y México, a partir de
1994 socios comerciales—, en segundo lugar analizo los convenios
laborales que México ha firmado en el pasado con Estados Unidos,
como el convenio sobre braceros entre 1942 y 1964, así como el que
prevalece actualmente con Canadá, el Programa de Trabajadores Agrí-
colas Temporales. En tercer lugar, evalúo las propuestas elaboradas
en el Congreso y en las administraciones estadunidenses de Clinton
y de Bush, así como las generadas a lo largo de la última década en
México, marcando un cambio en la administración de Fox. Al res-
pecto trato de descubrir cómo se ha ido desarrollando y formulan-
do una novedosa “política emigratoria mexicana”. A continuación
sostengo que los ataques terroristas del 11 de septiembre marcaron
un parteaguas en el debate migratorio regional con graves conse-
cuencias para la celebración de un acuerdo bilateral en la materia.
En el último capítulo, analizo el libre movimiento de trabajadores en
la Unión Europea a partir de la firma del Acuerdo Schengen, mismo
que ha establecido una serie de medidas contenidas en arreglos re-
gionales novedosos y dignos ejemplos a seguir. Finalmente, me per-
mito realizar una serie de propuestas no sólo respecto a posibles
arreglos entre México y Estados Unidos, sino a nivel regional. 
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Cabe mencionar que utilizo el concepto de migrante para referir-
me indistintamente a flujos permanentes o temporales, legales o sin
documentos, que se mueven de un país a otro. Es importante preci-
sar que un inmigrante es la persona que se encuentra físicamente en
el país receptor, mientras un emigrante es aquella persona que ha de-
jado su país de origen para dirigirse a otro, lo hagan con o sin do-
cumentos migratorios. De la misma forma, me refiero a las políticas
migratorias en tanto la serie de lineamientos diseñadas por los países
receptores para la admisión de sus inmigrantes; y, políticas migrato-
rias, a aquéllas conformadas por los países expulsores de sus nacio-
nales, como sería el caso de México, cuyo objetivo es establecer los
mecanismos idóneos para recuperar la mano de obra que se ha ido,
así como definir otros destinados a impedir que nuestros connaciona-
les se vayan; y, por supuesto, tratar de defender sus derechos huma-
nos, tanto en los puertos de salida como al interior del país receptor.

Me gustaría expresar las limitantes que presenta esta obra. En pri-
mer término, contiene un sesgo importante hacia el análisis de las
políticas migratorias de inmigrantes y no inmigrantes de Estados Uni-
dos, en virtud de que dicha nación constituye el país que recibe la
mayor cantidad de migrantes no sólo de la región sino del mundo.
Muchos miles de mexicanos fluyen diariamente a su territorio a través
de sus rígidas fronteras y puertas de entrada. En segundo lugar y en
aras de realizar un estudio regional y comparativo, he introducido a
Canadá como un nuevo actor en las relaciones trilaterales, a raíz de
la firma del TLCAN. Es importante reconocer que nuestras relaciones
bilaterales con Canadá han avanzado significativamente en los ám-
bitos económico y diplomático; no obstante, éstas no son tan cuan-
tiosas ni complejas como la ya muy antigua, dinámica y conflictiva
relación bilateral con Estados Unidos, en donde el tema migratorio
ha jugado un papel preponderante. Finalmente, el fenómeno migra-
torio tiene tantas aristas y dimensiones que es difícil aspirar a solucio-
nes generales que alivien tanto el bienestar de los inmigrantes como
las relaciones diplomáticas en la región de América del Norte.
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Las políticas migratorias

FORMACIÓN Y CONCEPTUALIZACIÓN

El continuo flujo de migrantes hacia los países receptores como Esta-
dos Unidos y Canadá ha provocado la creación y continua remodela-
ción de sus políticas migratorias, a través de las cuales se han aprobado
y reformado diversas leyes durante muchos años. Su aplicación en
el país receptor de inmigrantes constituye la base para la elaboración
y dirección de una determinada política migratoria. Estas políticas
influyen en los patrones migratorios de los extranjeros procedentes
de diversas regiones del mundo, y también en los debates que se ge-
neran en varios sectores de la sociedad del país receptor, así como
a nivel internacional.

Una política migratoria puede ser definida como el derecho fun-
damental que tiene un Estado soberano para controlar y vigilar los
intereses nacionales de su territorio. Para llevar a cabo dicha políti-
ca se requiere que el Estado, en primera instancia, establezca los lí-
mites territoriales o fronteras, terrestres y marítimas, según sea el
caso. Posteriormente, deberá formular ciertas reglas que se aplicarán
a los individuos extranjeros que desean ingresar al país de destino por
múltiples y muy variados propósitos. En última instancia, seleccio-
nará a los mejores candidatos a inmigrantes, de un cúmulo impor-
tante de solicitudes de individuos de diferentes naciones, razas y/o
etnias, objetivo primordial de cualquier política migratoria. 

Una política migratoria puede ser abierta o cerrada. La primera se
caracteriza por ser generosa, flexible o liberal y, por lo general, per-
mite la entrada de muchos de los extranjeros que lo solicitan por
razones económicas, políticas o de reunificación familiar. El ingreso
se limita únicamente a los candidatos “no admisibles” o “no desea-
bles”, es decir, aquellos que tengan antecedentes criminales y/o de
terrorismo, enfermedades contagiosas, pero no por cuestiones rela-



cionadas con la raza. Por el contrario, una política cerrada es inflexi-
ble, de corte conservador o restrictiva; tiene como objetivo principal
escoger sólo a algunos de todos los que solicitan ingresar, quizá sobre
la base de las ventajas para su economía y sociedad. Dicho proceso
está vinculado con ciertas características que presenta el individuo,
tales como raza y/o color de la piel, nación de procedencia, habili-
dades y capacidades, nivel educativo, recursos económicos, lazos fa-
miliares con los residentes o ciudadanos, entre otras variables.

En el caso de Estados Unidos y Canadá, a pesar de que son vis-
tos mundialmente como países que han tenido por lo general políti-
cas abiertas, también han discriminado a quienes consideran como
“no deseables” y “no blancos”, generando actitudes racistas, ánimos
que se han exacerbado en algunos momentos de sus respectivas his-
torias, sobre todo en épocas de crisis económicas, fomentando una
política de puertas cerradas.

Las políticas migratorias se han consolidado gracias al estableci-
miento de criterios de admisión bien definidos, otorgando permisos a
través de visas para que ingresen ciertos extranjeros. Las categorías uti-
lizadas en las políticas migratorias tanto en la de Estados Unidos como
en Canadá son las de inmigrantes y no inmigrantes. La primera inclu-
ye a los extranjeros que han sido admitidos por las autoridades para
poder residir en forma permanente. Los no inmigrantes son aquellas
personas admitidas por un determinado tiempo o propósito definido.
En esta situación se encuentran los turistas, estudiantes, profesionis-
tas y trabajadores temporales (García y Griego y Verea 1998).

Por lo general, los países receptores de migrantes otorgan un nú-
mero de visas limitado para residir en forma temporal o permanente,
de acuerdo con un sistema de preferencias, que incluye las relaciones
familiares y habilidades específicas, entre otras. Los inmigrantes pueden
solicitar la naturalización, generalmente después de haber residido
legalmente en el país en forma continua y por un tiempo determina-
do. Los no inmigrantes no pueden solicitarla sin antes haber obte-
nido un permiso o visa específica para residir en forma permanente.

La inmigración indocumentada o no autorizada no existiría de no
haber una política migratoria que restringiera la entrada o estableciera
límites a la estancia de ciertas personas. Con frecuencia, se denomi-
na a estos inmigrantes “ilegales”, porque violan las leyes o el derecho
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migratorio de sus países. Su presencia en el país receptor no es legal
en términos migratorios, por lo que están sujetos a deportación. Esta
medida se puede aplicar a los extranjeros que, habiendo ingresado al
país de destino con la visa adecuada, prolongan su estancia más allá
del periodo estipulado y, con ello, su visa expira, por lo que automá-
ticamente se convierten en indocumentados. Como es evidente, esta
sanción también se aplica a quienes ingresaron subrepticiamente sin
la autorización de las autoridades del país receptor, así como a quie-
nes utilizaron documentos falsos.

Para David Jacobson existen tres niveles a través de los cuales los
Estados receptores buscan detener la inmigración, generalmente la
indocumentada o ilegal: a) por medio de controles policiacos en las
fronteras limítrofes o puertos de entrada; b) mediante revisiones con-
tinuas de documentos de identidad, así como la aplicación de mul-
tas y/o sanciones a los empleadores que contratan extranjeros sin
documentos en el interior del país receptor y c) mediante ayuda inter-
nacional, con el fin de generar los incentivos económicos y de empleo
suficientes en los países de origen de los inmigrantes para que per-
manezcan en él (Jacobson 1996: 27).

En general, el gobierno central tiene un poder importante frente a
los extranjeros; no obstante, ciertas limitaciones imponen a ciertas
disposiciones constitucionales. En cambio, los estados y las provin-
cias están mucho más limitados por las cortes y por el Congreso o
Parlamento, según sea el caso, en lo que se refiere a regulaciones para
extranjeros (Schuck 1998).

En virtud de que las políticas migratorias están esencialmente en
manos de los Estados receptores de inmigrantes, la soberanía es un
factor determinante —ésta se podría definir como el poder que ejer-
ce el Estado para decidir quién entra a territorio nacional, bajo qué
condiciones, temporalidad y categoría—. En la definición de Max
Weber, el Estado se caracteriza por tener el monopolio legítimo del
uso de la fuerza en un determinado territorio. De aquí que la habili-
dad o incapacidad de un Estado para controlar sus fronteras y por
tanto, a su población, está directamente relacionada con su sobera-
nía (Hollfield 2000: 141).

Un Estado soberano limita o permite el ingreso de extranjeros a su
territorio. En consecuencia, puede afirmarse que una política migra-
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toria es inherentemente discriminatoria ya que el Estado escoge, entre
varios candidatos, a aquellos que pueden ingresar en forma legal a
su país. Al aplicar esta política, el Estado rechaza a quienes no reúnen
los requisitos, previamente establecidos precisamente por ser un Es-
tado soberano. 

Christian Joppke tiene razón al señalar que la soberanía nunca ha
sido absoluta ya que, internamente, los Estados liberales están limi-
tados por las leyes, la división de poderes, el federalismo, la auto-
nomía de ciertos sectores de la sociedad y la economía capitalista
en general. Hacia el exterior, su soberanía tampoco es absoluta, ya
que los Estados se ajustan, en gran medida y por voluntad propia,
a las obligaciones de los tratados y el derecho internacionales.1

En términos generales, se podría decir entonces que una política
migratoria tiene las siguientes funciones:

a) regular los procedimientos de selección y admisión de los ex-
tranjeros procedentes de diversos países que solicitan ingresar
al territorio deseado como visitantes o turistas, trabajadores tem-
porales, inmigrantes permanentes y refugiados o asilados; 

b) establecer límites a aquellos que ingresan al país sin haber in-
cursionado por los procedimientos señalados, o los que perma-
necen sin la autorización debida; 

c) proveer las condiciones apropiadas para aquellos inmigrantes
que visitan al país como trabajadores o residentes, en forma
temporal o definitiva; 

d) establecer las condiciones mediante las cuales un inmigrante
puede obtener la naturalización y convertirse en ciudadano. 
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políticos de las acciones contrarias a las normas de “convivencia” internacionales. Sin embargo,
los regímenes de derechos humanos no tienen la capacidad de sustituir a los Estados sobera-
nos como única forma de organización política en el sistema internacional. Véase Joppke
(1998: 138-139).



APROXIMACIONES CONCEPTUALES Y TEÓRICAS

A LA FORMULACIÓN DE POLÍTICAS MIGRATORIAS

Para analizar las razones del surgimiento de los flujos migratorios in-
ternacionales, es indispensable plantearnos distintas preguntas: ¿cuáles
han sido las fuerzas o razones que han impulsado al inmigrante a
tomar la decisión de salir de su país?, ¿cuáles han sido las fuerzas
determinantes en las sociedades receptoras, suficientemente atracti-
vas, como para haber creado el lugar idóneo o la demanda adecuada,
y para un extranjero, recibirlo y darle oportunidades de trabajo?, y
¿cuáles han sido las bases para establecer políticas migratorias abier-
tas, flexibles y/o cerradas y restriccionistas?

Muchos teóricos han formulado estas preguntas desde diferentes
enfoques, perspectivas, disciplinas y métodos de estudio. Así, exis-
ten varias escuelas de pensamiento que dan respuesta a éstas y a
otras cuestiones acerca de las razones del surgimiento de los movi-
mientos migratorios internacionales, así como a las acciones y reaccio-
nes de los países que acogen a dichos flujos.

A pesar de que desde hace muchos años los historiadores, soció-
logos, economistas y antropólogos analizaban ya el tema de la mi-
gración, en realidad hasta hace poco tiempo se convirtió en un asunto
de interés prioritario, y paulatinamente se ha constituido en un cam-
po de estudio importante en las disciplinas y subdisciplinas relacio-
nadas con la ciencia política, las políticas públicas, la administración
pública y las relaciones internacionales. Tradicionalmente, los estu-
dios sobre migración se desarrollaron bajo el prisma de las teorías
de las economías neoclásicas con base en los modelos macroeco-
nómico voluntarista y estructuralista, así como a partir de modelos
de costo-beneficio de la macroeconomía y de las complejas redes de
conexión entre las sociedades.

En las últimas dos décadas ha aparecido una amplia y variada lite-
ratura especializada sobre el control de la migración y en este sen-
tido, los historiadores, sociólogos, economistas, politólogos e inter-
nacionalistas han analizado el fenómeno interviniendo unos en las
disciplinas de los otros, llegándose a traslapar y surgiendo, por ende,
enfoques teóricos interdisciplinarios. Por ello, en las aproximaciones
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delineadas en este apartado se utilizan marcos teóricos y concep-
tuales interdisciplinarios que explican las razones por las cuales un
Estado adopta una política migratoria determinada. 

Es esencial reconocer que cada sociedad, sin excepción, impone
un límite al ingreso de cuántos individuos y cuáles pueden ingresar
a su territorio. Pero la misma pluralidad social constituye un obs-
táculo para identificar un enfoque teórico que especifique cuál es la
cantidad idónea que una determinada sociedad pueda absorber y
qué tipo de inmigrantes son los más deseables y potencialmente
aceptables, dado que son muchos los sectores y grupos que intervie-
nen dentro de una sociedad: lo que es económicamente deseable
para algunos empleadores puede ser social y políticamente inacep-
table para cierto estrato de la población (Weiner 1995: 83).

Con el fin de establecer un orden analítico, primero se explicarán
los enfoques tradicionales de la teoría de las economías neoclásicas
y de la teoría marxista, que explican fundamentalmente las fuerzas
que impulsan al migrante a tomar la decisión de salir de su país en
busca de una mejor opción de vida y, simultáneamente, aquellas
condiciones que prevalecen en los países receptores que favorecen
la atracción de migrantes. Por otro lado, describimos las aproxima-
ciones teóricas y conceptuales que se refieren al origen y estable-
cimiento de políticas migratorias en los países receptores desde una
perspectiva multidisciplinaria. Así, tenemos en primer término que
en el área política analizamos los enfoques relacionados con polí-
tica interna, institucional y burocrática; las teorías de relaciones
internacionales como el realismo y el liberalismo; la globalización,
que abarca varias disciplinas; y las aproximaciones de la sociología
política, como las relativas a la identidad nacional y la ciudadanía.2

Cabe señalar que estos enfoques teóricos y conceptuales no son los
únicos (pero han sido los más utilizados), pues existen otras formas
que pueden relacionarse directamente con la formulación de políti-
cas migratorias.
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Las economías neoclásicas y el marxismo

Si bien la teoría de las economías neoclásicas nos explica las razones
por las cuales surge el fenómeno migratorio, no se ocupa de expli-
car las reacciones de los países receptores que reflejan sus políticas
migratorias. Dicha teoría y sus diversas extensiones estima que la mi-
gración internacional constituye una respuesta a las diferencias
geográficas en la oferta y la demanda por el trabajo. Los países que
cuentan con una mano de obra relativa a su capital tienen bajos sa-
larios; y, en el caso contrario, los trabajadores perciben salarios más
altos. Es ampliamente conocido que la diferencia salarial a nivel in-
ternacional constituye la principal causa de la movilidad: trabajadores
de países de bajos salarios se movilizan hacia otros de altos salarios.
Supuestamente y como resultado de este movimiento, la oferta de tra-
bajo cae y los salarios suben en el país expulsor de emigrantes; mien-
tras que sucede lo contrario en el país receptor de migrantes, es de-
cir, la oferta de trabajo sube y los salarios tienden a descender. Este
proceso frenaría la demanda de trabajadores extranjeros.

En este sentido se podría inferir la explicación de los factores de
“expulsión” (push) y de “atracción” (pull ). El primer autor que intro-
dujo esta explicación fue Enrique Santibáñez en 1930. En ese enton-
ces, nos señalaba que el fenómeno migratorio entre México y Estados
Unidos debía ser tratado en forma bilateral, ya que en cada lado de
la frontera operaban factores de “atracción” por lo alto de los jor-
nales y de “expulsión” por las condiciones económicas, malas o difí-
ciles del país que se abandona (1997: 121).

Esta explicación ha sido adoptada por muchos autores para en-
tender la migración entre dos países con características particulares,
sobre todo de grandes desigualdades económicas. Algunos teóricos
han señalado que después de la segunda guerra mundial, estos fac-
tores han promovido grandes flujos de migrantes de los países del
tercer mundo a las naciones desarrolladas generalmente con economías
de mercado. En sí, es difícil predecir el volumen del flujo de inmi-
grantes provenientes de los países a través de los factores de “expul-
sión”, pues dichos factores son ilimitados y difíciles de cuantificar. 

Nikos Papastergiadis nos dice que según el modelo voluntarista de
migración (push-pull ), el individuo toma en consideración las opor-
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tunidades económicas para emigrar, basándose en algunos de los
dos aspectos, es decir, mercados insatisfechos en los países recepto-
res o trabajadores insatisfechos en los países de origen. No obstante,
también reconoce que existen otros factores “personales” y/o “facili-
tadores”, como serían las presiones demográficas, los regímenes po-
líticos represivos, las políticas inmigratorias más abiertas, los bene-
ficios e incentivos atractivos que un Estado receptor otorga, o vínculos
por redes o contactos personales, factores que son determinantes y
facilitan el movimiento migratorio. Estima que el modelo volunta-
rista ha sido muy desacreditado por tener muchas limitaciones para
entender la complejidad de los motivos para migrar. Por ejemplo, no
esclarece por qué los flujos migratorios aumentan a medida que se
profundiza la polarización económica —entre el país de origen y el
receptor—, ni por qué a veces los miembros de la clase media mi-
gran más que los pobres que no encuentran satisfactores en su país
(2000: 22-50).

A diferencia del modelo voluntarista, el estructuralista está basado
en las oportunidades de trabajo y en los ciclos de expansión y con-
tracción del capitalismo. Papastergiadis señala que una condición
para la expansión de las sociedades industrializadas es la existen-
cia de mano de obra barata y disponible. Este modelo se relaciona
con el de centro-periferia, que estipula que los trabajadores migra-
torios representan los patrones de desarrollo de la periferia, y su mo-
vimiento, un escape a condiciones de pobreza. Para los del centro la
ganancia es obvia, al obtener mano de obra barata sin tener muchas
veces que asumir los costos sociales de estos trabajadores. Este mo-
delo también tiene limitaciones, ya que al establecer a los factores
económicos como los dominantes, ignora las variables sociales o
culturales, o las que se derivan de redes trasnacionales (Papaster-
giadis 2000: 33).

Massey, Durand y Malone (2002: 9) nos señalan que la prospec-
tiva macroeconómica suele acompañarse de un modelo microeco-
nómico de toma de decisiones. Según dicho modelo, generalmente
los actores toman una decisión racional a través de un cálculo de
costo-beneficio, el cual les genera suficientes expectativas de obtener
ganancias positivas netas, usualmente en forma monetaria, que com-
pensan los costos de tener que abandonar su país. Al respecto, George
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Borjas (1990) nos dice que los migrantes estiman sus costos y bene-
ficios para moverse a diferentes lugares y van adonde los beneficios
y ganancias son mayores. En general, estos migrantes con determi-
nadas características y habilidades escogen lugares en donde pueden
ser más productivos y ganar más dinero. No obstante, para tomar la
decisión de emigrar se debe reconsiderar los esfuerzos y costos que
deben invertir con el fin de lograr este objetivo; por ejemplo, los
costos y peligros del viaje, el sustento mientras arriban y obtienen
el trabajo, el esfuerzo y la inversión que implica aprender el idioma
del país escogido, si es que para su trabajo es necesario; las dificul-
tades de adaptación a un mercado laboral y a un país con rasgos
culturales diferentes a los suyos; y, finalmente, el costo de abandonar
a sus familias, entre otras muchas decisiones.

En cuanto a las decisiones colectivas, muchas veces éstas se toman
dentro de una familia o comunidad a la cual pertenecen los candi-
datos a emigrar. En estos enclaves familiares, por lo general, se maxi-
mizan las posibilidades de obtener mayores ingresos, al igual que
sucede cuando los inversionistas diversifican sus riesgos y oportu-
nidades invirtiendo en múltiples compañías. En ocasiones, las familias
tienden a diversificar sus riesgos, enviando a ciertos miembros a di-
ferentes tipos de mercados laborales, internos o internacionales.
Estiman que las remesas que logren enviar pueden ser útiles tanto
para gastos corrientes de manutención, como para inversiones en su
hogar o en un negocio y, aun más, para cubrir deudas pendientes. Por
lo anterior, enviar a un miembro de la familia en forma temporal pue-
de, a fin de cuentas, beneficiar económicamente a la familia o co-
munidad (Massey et al. 2002: 8-11).

Es decir, para emigrar no solamente influyen las diferencias sala-
riales entre dos países sino que, en ocasiones, se toma esa decisión
por fracasos o quiebras económicas, por deudas que requieren ser
pagadas, para obtener capital o crédito con el fin de realizar las inver-
siones necesarias para lograr una mayor productividad en su negocio
local y, finalmente, para enfrentar las transformaciones económicas
que puede llegar a sufrir un país al entrar a un sistema de produc-
ción intensiva de capital y, más recientemente, los efectos de los fe-
nómenos de integración regional y globalización, procesos que han
traído como consecuencia dislocaciones, importantes desplazamien-
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tos de un sector a otro del mercado laboral o que inclusive han cau-
sado el desempleo masivo.

La teoría marxista argumenta que los capitalistas importan traba-
jadores migrantes —a quienes supuestamente se les paga un menor
salario que a los locales— con el fin de establecer una presión a la
baja sobre los salarios prevalecientes y, como consecuencia, obtienen
mayores ganancias de capital. En general, los trabajadores extranje-
ros ingresan al nivel más bajo de la escala socioeconómica de una
sociedad ocupando los empleos menos deseados y peor remunera-
dos, por lo que automáticamente elevan a los nativos a una escala
superior. Es decir, la migración forma parte del desarrollo capitalista
y de la división internacional del trabajo y los migrantes conforman el
ejército de reserva laboral. Con su mano de obra, los migrantes asegu-
ran los bajos costos de la producción y la acumulación del capital.

Castles nos señala que la inmigración es el resultado de la subordi-
nación del trabajador a la organización de los medios de producción
dictados por el capital, así como del desarrollo desigual entre sectores,
regiones y/o países. Sostiene que la migración no es simplemente
consecuencia de un cambio en las necesidades de mano de obra de
los países capitalistas organizados, sino más bien constituye una ten-
dencia estructural característica de la fase del monopolio capitalista.
Como resultado de ello, mientras la situación del empleo a corto plazo
causa un impacto en los niveles de inmigración, la tendencia a largo
plazo es un crecimiento continuo en la fuerza laboral inmigrante.

Tal como lo señala Hollfield, para el marxismo, la sociedad capita-
lista debe tener una reserva de mano de obra compuesta por inmi-
grantes extranjeros. Desde esta perspectiva, dicho flujo migratorio in-
tensifica la lucha de clases y contribuye a la politización de la clase
trabajadora dirigida generalmente hacia cuestiones étnicas. En este
sentido, esta visión estaría relacionada con la durkheimiana que ve en
la migración un elemento más del proceso modernizador que desin-
tegra las sociedades (2000: 158-165). Por haber grandes concentra-
ciones en una sola área, las tensiones étnicas, raciales y de clase se
exacerban.

Mientras que la mayoría de los teóricos marxistas enfatizan que el
crecimiento continuo en la contratación de inmigrantes constituye
una parte estructural del capitalismo, Castells señala que las econo-
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mías capitalistas avanzadas regulan sus flujos migratorios limitándo-
los o expulsándolos, en épocas de crisis económicas. Paradójicamen-
te la fuerza laboral migrante es el remedio ideal para las crisis del
capitalismo, en virtud de que supuestamente en caso necesario es una
mano de obra muy productiva; es fácilmente excluible, consume poco,
por lo que reduce las tensiones inflacionarias y amortigua la caída de
la demanda en periodos de recesión económica (Meyers 2000: 1248).

Con el esquema marxista se podría deducir que los capitalistas
tienden a propiciar la migración proveniente, sobre todo, de países
menos desarrollados, en virtud de que los trabajadores migrantes
están dispuestos a recibir salarios por debajo del mínimo. Asimismo,
las fluctuaciones de los ciclos económicos, aunadas a las tasas de de-
sempleo registradas en un momento dado, influyen en los migrantes;
por ejemplo, en momentos de crisis económicas, los países estable-
cen medidas de emergencia para prevenir recesiones que se pueden
eventualmente convertir en verdaderas crisis del sistema capitalista
y entonces fácilmente se despide o contrata, según sea el caso, a tra-
bajadores migrantes. En este sentido hay una relación entre ciclos
económicos y políticas migratorias. 

Podríamos afirmar entonces que los capitalistas estadunidenses y
canadienses han venido importando trabajadores migrantes que se
han constituido en el ejército de reserva laboral. En algunos casos,
dichos migrantes provenientes principalmente de países con menor
nivel de desarrollo, como sería el caso de los mexicanos, han ingre-
sado a los estratos más bajos del mercado laboral obteniendo salarios
menores, inclusive que los que obtienen los residentes o ciudadanos
de la región. El trabajo de dichos migrantes asegura para el emplea-
dor mayores ganancias. Así ha ocurrido con los trabajadores indo-
cumentados en Estados Unidos, quienes ingresan en el estrato más
bajo del mercado laboral con salarios aun por debajo de los imperan-
tes para los ciudadanos estadunidenses por el mismo tipo de trabajo.
Muy atinadamente, Meyers señala cómo el enfoque marxista no es
muy claro en explicar la razón por la cual, en ocasiones, un mismo
país sigue el patrón de contratar a individuos de distinto origen étni-
co para realizar los mismos tipos de trabajos, pero con el mismo
nivel de desarrollo económico, y porque en ocasiones los nativos se
oponen a la presencia de ciertas etnias.
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Política interna, institucional y burocrática

El control, la influencia, el poder, la autoridad, la legitimidad y la so-
beranía, entre otros elementos, han sido analizados bajo diversas
perspectivas y disciplinas. El ejercicio del poder, que toma lugar en
los niveles ideológicos, legales e institucionales de todo sistema po-
lítico, difiere de un país a otro y depende de qué tan autoritario o de-
mocrático sea éste. El control, es decir, el papel del Estado-nación al
establecer las reglas del juego para el ingreso de extranjeros, migran-
tes y refugiados a su territorio, constituye el tema determinante para
entender cualquier política migratoria.

Tanto las teorías de la política interna como la institucional y buro-
crática suponen que el Estado-nación constituye un actor determinante
y sirve como un ámbito neutral para los intereses de la sociedad y,
por tanto, es la entidad que debe conformar una política migratoria.
El Estado es concebido como una entidad autónoma que actúa de
acuerdo con sus propios intereses. Quienes aplican este enfoque atri-
buyen los cambios en una política migratoria a factores socioeconó-
micos “coyunturales”, como serían recesiones o crisis económicas
y/o repentinos y sustanciosos flujos procedentes de una sola nación
con una composición étnica diferente. 

Dentro de esta perspectiva, los grupos de presión anteriormente
dominantes juegan un papel central en la formulación de decisiones
a este respecto, con el fin de que se realicen los cambios necesarios
en algún aspecto determinado de la política migratoria establecida,
acoplándose y ajustándose, desde luego, a sus intereses. En general,
los grupos de presión más persistentes en lo que a la contratación
de trabajadores temporales concierne son los empleadores, las orga-
nizaciones de derechos civiles y humanos y, en ocasiones, los grupos
étnicos. En cambio, los trabajadores nativos, sindicatos y los gru-
pos conservadores y nacionalistas tienden a oponerse a cualquier
contratación de trabajadores extranjeros, sobre todo cuando afecta
sus intereses económicos, políticos o ideológicos.

Gary Freeman (1998: 884) estima que las políticas migratorias en
los países democráticos pueden analizarse partiendo de los electo-
res, de las organizaciones y de los actores estatales. Sostiene que a
pesar de que en estos países hay libertad en el debate, en algunas
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ocasiones los ciudadanos no cuentan o no desean adoptar una posi-
ción al respecto, dado que la migración es un tema sumamente emo-
tivo y divisivo. Considera que los gobiernos sólo toman en cuenta la
opinión pública, particularmente en periodos electorales, a pesar de
que los partidos, por lo general, no tienden a adoptar posiciones ex-
tremas en cuanto al tema. Menciona también que las políticas se
definen en las negociaciones que se llevan a cabo entre funcionarios
y grupos organizados, generalmente formados por quienes buscan
políticas expansivas y que son los que en última instancia reciben
los beneficios y no los costos de la migración. Obviamente, las po-
líticas también dependen de ciclos bastante predecibles, como los
económicos, así como de la propia dinámica migratoria que incluye
el movimiento, el arribo al lugar deseado, la incorporación y la socie-
dad, y la reunificación familiar. Las políticas se endurecen cuando las
recesiones económicas afectan los índices de desempleo y emergen
brotes de conflictos culturales.

Los teóricos que han analizado las políticas migratorias tomando
como marco de referencia las políticas públicas y/o internas, así como
la perspectiva institucional y la burocrática, tienen razón en que los
factores económicos y sociales han influido de manera preponde-
rante en la formulación circunstancial de las políticas migratorias, y
han pesado más que las consideraciones de seguridad nacional. Es
evidente que en el caso de Estados Unidos y Canadá, las recesiones
importantes han afectado a la opinión pública, que a su vez ha in-
fluido en los formuladores de políticas públicas para adoptar me-
didas restrictivas. Por ejemplo, en Estados Unidos, a principios de la
década de los noventa y a causa de una recesión sumamente impor-
tante, sobre todo en el estado de California, se originó la Propuesta 187,
la cual a su vez tuvo efectos definitivos en el debate nacional como
lo prueba su impacto sobre el Congreso y la aprobación en 1996 de
iniciativas de ley tan importantes como las de inmigración y de bie-
nestar social.

De la misma manera, cuando se ha registrado un crecimiento
económico constante y alto o una tasa de desempleo muy baja, cier-
tos grupos han presionado en el Congreso estadunidense para que
se aprueben iniciativas tendientes a aumentar el número de visas ad
hoc de trabajadores temporales o programas de trabajadores hués-
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pedes. Estas demandas, generalmente provenientes de empresarios,
responden a la escasez temporal y recurrente de trabajadores locales
para realizar un cierto tipo de trabajo por un determinado salario. De
esta manera, varias agencias estatales promueven diferentes tipos
de migración y actúan de acuerdo con ciertos intereses de la sociedad.
Cada tipo de migrante (refugiado, temporal, residente o naturalizado)
se ha integrado a las instituciones locales en forma diferente y tiene
sus interconexiones, actores, retóricas y dinámicas propias.

Este comportamiento puede ser claramente analizado a partir del
enfoque de que una política migratoria es el resultado de negociacio-
nes entre diferentes actores y/o grupos de presión provenientes de
diversos sectores económicos de la sociedad. A su vez, cada tipo de mi-
gración tiene sus propios actores y grupos de presión que actúan de
diferente forma y en diferente ciclo de la economía, con el fin de lograr
cambios en la política migratoria que se acerquen a sus intereses.

En el caso de los canadienses, el Estado tradicionalmente ha teni-
do una agenda casi independiente en la consecución de seguridad
económica nacional, estableciendo un límite en el número de admi-
siones anuales acorde con su crecimiento demográfico y sus necesi-
dades económicas. No obstante, también han influido grupos de pre-
sión tales como organizaciones humanitarias, sindicatos, voces de
varias provincias con diferentes intereses para la admisión de deter-
minados grupos étnicos. 

Relaciones internacionales: realismo y liberalismo

El realismo es quizá el enfoque teórico más utilizado en las relacio-
nes internacionales, y es representado como una lucha por el poder
entre Estados egoístas (self interested), quienes son los principales
actores. Es generalmente pesimista en cuanto a las posibilidades de
eliminar el conflicto y la guerra. Los realistas “clásicos”, como Hans
Morgenthau, creen que los Estados son como los seres humanos, ya
que poseen un impulso innato a dominar a los otros, lo que los lleva
a luchar en las guerras. Los temas estratégicos y de seguridad nacio-
nal constituyen los más importantes dentro de su agenda y son de-
nominados como de “alta política”, mientras que los económicos y

34 MÓNICA VEREA



sociales, que serían los de “baja política”, son percibidos como me-
nos importantes. Para Robert Keohane (1986: 1-26), el realismo políti-
co contiene tres suposiciones: que los Estados-nación son las unidades
clave de acción; que éstos buscan el poder ya sea como un fin o
como un medio para alcanzar otros fines; y que se comportan en for-
mas racionales.

Hans Morgenthau, como todos los realistas, se basó principalmen-
te en conceptos tales como el poder, la nacionalidad y el balance
del poder. Caracterizó la política internacional como una lucha de po-
der y argumentó en su momento que se podía entender claramente
al analizar a los hombres del Estado “que piensan y actúan en tér-
minos de sus intereses definidos como poder”.

Una adición importante al realismo es la teoría de la ofensa-de-
fensa, en la que se considera que cuando los Estados pueden con-
quistar a otros fácilmente hay una mayor propensión a la guerra,
mientras que la seguridad se incrementa cuando la defensa es más
fuerte que la ofensiva, porque en ese caso, los incentivos para la ex-
pansión disminuyen y la cooperación es posible. La única prioridad
estatal es sobrevivir, por lo que los grandes poderes tenderán a bus-
car garantizar su seguridad formando alianzas y adoptando estrategias
militares defensivas.3

A partir de los setenta, algunos teóricos comenzaron a estudiar
los temas del conflicto y la cooperación desde la perspectiva de la
seguridad y de la economía internacional. Y sólo hasta el último lus-
tro de la década de los noventa fue cuando el tema de la migración
internacional se reconoció como un elemento importante en el estudio
de la seguridad y de la soberanía estatales. Desde el punto de vista
realista —en el que el Estado es un maximizador de su poder, segu-
ridad y capacidades nacionales—, la política migratoria y de refugia-
dos forma parte de la seguridad nacional, por lo que las fronteras se
abren o cierran según convenga a sus intereses y según sea su posi-
ción relativa en el sistema internacional (Hollfield 2000: 152). Por
ejemplo, durante la guerra fría, el interés nacional de los países co-
munistas era prohibir la emigración de sus nacionales, mientras que
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los occidentales estaban abiertos a aceptar y hasta promover el prin-
cipio del asilo político, por lo que sus fronteras se abrieron y cerraron
en concordancia con sus intereses. Al término de la guerra fría, hubo
libertad de movimiento mas no libre entrada, ya que los principales
países desarrollados receptores de migrantes vieron en la migración
una amenaza para su seguridad económica, política, cultural y racial,
tal como lo argumentó para el caso estadunidense Peter Brimelow en
su polémico y controvertido libro Alien Nation, publicado en 1995.

A pesar de que el realismo no se ha enfocado particularmente en
cuestiones migratorias, se parte de la base de que los conflictos reales
y potenciales han influenciado la configuración de cualquier política
relacionada con el tema, estableciendo las reglas del juego para per-
mitir o rechazar el ingreso de extranjeros. Para los realistas, la sobera-
nía estatal es la capacidad que tiene el Estado para formular las leyes
y hacerlas cumplir dentro de un territorio. En este sentido, algunos
autores que se han abocado al estudio de la formulación de la po-
lítica migratoria estadunidense han descrito la influencia determinante
que tiene la seguridad nacional, así como los intereses económicos
y sociales para la formulación de tal política. Muy claramente Weiner
y Russell (2001: 1-21) describen cómo, en determinados momentos
de la historia de Estados Unidos, los migrantes y los refugiados han
sido percibidos como amenazas potenciales y reales para su seguri-
dad nacional. 

Para el caso europeo, Koslowski (1998: 154-157) nos señala que
la seguridad de la región ha reemplazado al Estado soberano, como
el actor clave para el éxito o el fracaso de la integración europea.
Hoy la migración proveniente de terceros países no miembros de la
Unión Europea (UE) ha captado su atención y preocupación como
amenaza para su seguridad regional. Cabe destacar que la soberanía
en la UE se refiere al control que los Estados ejercen sobre sus fron-
teras al permitir o prohibir la entrada y/o salida de individuos al de-
recho a expulsar a un inmigrante, y a la decisión de quiénes mere-
cen o no obtener la nacionalidad. Sin embargo, el aumento de la
inmigración ilegal, así como la creciente separación de los derechos
sociales, civiles y políticos del estatus de soberanía, automáticamen-
te cuestiona los supuestos realistas de la soberanía estatal respecto a
la migración. Para Koslowski, la soberanía y su relación con la migra-
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ción deben ser estudiadas no sólo desde el punto de vista del con-
trol de la inmigración, sino desde la perspectiva de la integración y
la cooperación intereuropea, y forzosamente deben ser abordados
en el contexto internacional, dadas las nuevas formas de interacción
mundial. Es decir, en el caso de la UE, el concepto de soberanía ya
no se refiere exclusivamente a la libertad de los Estados a actuar en
forma independiente en favor de sus propios intereses, sino a su
pertenencia a un régimen internacional diferente. Valdría la pena
aclarar que para ser un participante en la comunidad mundial, el
Estado debe someterse a las presiones que las regulaciones inter-
nacionales imponen y cumplir con la mayoría de los tratados in-
ternacionales. 

El enfoque realista constituye un buen comienzo para discutir po-
líticas migratorias. A pesar de que no niega la influencia del Estado
en el sentido de que debe garantizar la defensa de los intereses na-
cionales sobre cuándo admitir trabajadores temporales y cuándo per-
manentes, su principal énfasis y enfoque ha sido la seguridad nacio-
nal, enviando los factores sociales a un segundo plano. Es decir, para
la visión realista, la migración es sólo una amenaza más a la seguridad
nacional que el Estado debe enfrentar en el sistema internacional
estructuralmente anárquico, donde los Estados son los únicos actores
unitarios. La política migratoria es definida por las condiciones que
dicta el sistema internacional. De esta manera, los migrantes que no
son esencialmente necesarios para sus mercados laborales pueden,
en algún momento, constituirse en enemigos potenciales. Bien podría
analizarse el caso de los ataques terroristas del 11 de septiembre en
Estados Unidos y la respuesta de este país al terrorismo desde este
marco de análisis. 

En contraste, el “neorrealismo”, propuesto por Kenneth Waltz, igno-
ra la naturaleza humana y se centra en los efectos del sistema inter-
nacional, es decir, en un gran número de poderes, cada uno luchan-
do por sobrevivir. Como el sistema es anárquico (no hay autoridad
central para proteger a los Estados, uno del otro), cada Estado debe
sobrevivir por sí mismo. En este sentido, la bipolaridad es más estable
que la multipolaridad. Para Waltz, una buena teoría no debe apuntar
sólo a la importancia del poder y a su equilibrio en sí mismo, como
lo hizo Morgenthau, ya que en forma recurrente se conforman los
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equilibrios del poder en el escenario internacional y estas nuevas
alineaciones y conflictos afectan la política mundial (en Walt 1998).

Cabe destacar que hoy día se ha cuestionado el análisis del Esta-
do-nación como el actor fundamental, dirigiendo la atención hacia
nuevas formas de regímenes e instituciones a nivel internacional y,
sobre todo, pensando en los cambios necesarios que se requieren
para entender mejor el principio de soberanía.

Los liberales ofrecen un punto de vista más optimista que consti-
tuye el principal reto al realismo. Sostienen que la interdependencia
económica, las interacciones transnacionales, las instituciones inter-
nacionales y la diseminación de la democracia pueden promover la
cooperación y, en particular, la paz entre naciones. Para ciertos libe-
rales la interdependencia económica desincentiva a los Estados en
el uso de la fuerza entre ellos, porque la guerra es una amenaza para
la prosperidad propia. Una segunda corriente ve en la diseminación
de la democracia la clave para alcanzar la paz mundial, basándose en
el supuesto de que los Estados democráticos son más pacíficos que
los autoritarios. Otra corriente más actual estima que las institucio-
nes internacionales disminuyen el comportamiento egoísta de los
Estados, al hacer que éstos dejen de lado su interés por obtener
ganancias inmediatas a favor de mayores beneficios derivados de
una cooperación duradera. 

A pesar de que algunos liberales consideran que los actores trans-
nacionales, especialmente las corporaciones multinacionales, están
adquiriendo un poder creciente en el escenario mundial, siguen con-
siderando a los Estados como los actores centrales de las relaciones
internacionales. En contraste con los teóricos realistas, el liberalismo
supone que actores no estatales, como serían organizaciones inter-
nacionales o las corporaciones multinacionales, constituyen elemen-
tos importantes en el juego de las relaciones internacionales y que
los temas económicos y sociales no son menos importantes que los
militares.

La visión liberal considera que las sociedades orientadas al merca-
do son capaces de absorber un gran número de inmigrantes y asimi-
larlos en una o dos generaciones. En las economías liberales, carac-
terizadas por constituciones que se basan en los derechos individuales
y que cuentan con sistemas competitivos de partidos y elecciones

38 MÓNICA VEREA



regulares, las políticas migratorias pueden analizarse partiendo de los
electores, de las organizaciones y de los actores estatales. 

Las identidades o políticas étnicas deberán ir desapareciendo a
medida que los inmigrantes se integren a la sociedad receptora, por
lo que los conflictos y tensiones étnicas no debiesen existir. Ello su-
pone que la solución es la asimilación (Hollfield 2000: 165). En este
sentido, a través del planteamiento del melting pot se suponía que las
fronteras étnicas y locales se suavizarían dando paso a una comu-
nidad nacional en la que las diferencias pueden persistir sin crear
conflicto. No obstante, las grandes concentraciones regionales de un
solo grupo étnico pueden ocasionar al final serios problemas debido
a la falta de ciertos procesos de integración, los cuales no permiten
el ajuste y la incorporación plena de los inmigrantes a la sociedad
(Higham 1999: 53-54). Es decir, la incorporación supondría la pérdida
de la identidad étnica. No obstante, los inmigrantes siguen sufriendo
ciertas formas de discriminación que impiden su asimilación.

El neoliberalismo sostiene que las instituciones y los regímenes
internacionales ayudan a resolver los dilemas que se presentan en
las naciones que confrontan esta problemática y que, por ende, tienen
intereses comunes para resolverla. Supuestamente, está en el interés
de ambos facilitar la colaboración y coordinación para lograr acuerdos
de interés común entre países. No cabe duda que el aumento en la
interdependencia económica, así como la importancia creciente de
las instituciones internacionales, han tenido un efecto importante en la
forma en que los Estados se comportan, así como en la manera en
que manejan el conflicto y la cooperación. 

Tanto Hollfield (2000) como Meyers (2000) argumentan que para
los neoliberales las políticas nacionales así como las internacionales
están condicionadas por el juego económico y se reducen a un pro-
blema de acción colectiva, en el que deben identificar los intereses y
preferencias de los actores sociales, económicos y políticos. Es decir, la
actuación del Estado en el escenario internacional, en el comercio, en
las finanzas o la migración se deriva de la competencia entre grupos de
países liberales. Este enfoque, que incluye tanto el análisis económico
como político, es conocido como política económica internacional. 

En el caso de la región de América del Norte, es un hecho que el
nuevo marco jurídico del TLCAN ha institucionalizado las nuevas reglas
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de las relaciones trilaterales en una región en donde prevalecen los
intereses económicos de dos de los socios incentivando el libre flujo
de bienes y servicios; simultáneamente, se ha reforzado una frontera
para prohibir el ingreso de inmigrantes no deseados, principalmente
los provenientes de uno de los socios: México.

Para los neoliberales, los Estados estarían más dispuestos a abrir
sus economías al comercio y, por lo tanto, a la migración si existie-
sen regímenes internacionales para regular los flujos y los problemas
que se presentasen. No obstante, desde una perspectiva neoliberal es
mucho más complicado crear este tipo de coaliciones económicas,
ya que abarcan dimensiones de carácter legal, ideológico y cultural,
en las que difícilmente se llega a crear un consenso. En este sentido,
tal como lo señala Hollfield, los mitos fundadores o la identidad nacio-
nal (national models) de un país tienen un gran peso en la formula-
ción de políticas migratorias, lo que refleja valores morales y cultura-
les, más que un mero cálculo económico. Para entender las políticas
migratorias desde una perspectiva neoliberal, Hollfield señala que hay
que tomar en cuenta tres tipos de factores.

• Factores ideológicos, históricos y culturales. Las políticas, sobre
todo en las naciones liberales, están moldeadas por los mitos
fundadores que se encuentran codificados en la ciudadanía y
las leyes nacionales, como la constitución. La soberanía y la ciu-
dadanía, instituciones cargadas de símbolos políticos, están ex-
puestas, como la economía, no sólo a la lucha política, sino a
factores exógenos. Es decir, la migración puede transformar la
composición de las sociedades, alterar las coaliciones políticas,
modificar el sistema político y transformar la ciudadanía y la iden-
tidad nacional. En este sentido, la migración y el multiculturalis-
mo contribuyen a la creación de coaliciones a favor de la inmi-
gración. A medida que los extranjeros ganan derechos legales,
se convierten en actores capaces de influir sobre el proceso de
toma de decisiones.

• Factor de coaliciones. Los sectores económicos que dependen
de la mano de obra, tanto calificada como no calificada, forman
importantes grupos de presión o lobbies para asegurar el acce-
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so a ese imprescindible recurso. Impedir la entrada de mano de
obra sería equivalente a imponer tarifas arancelarias que afec-
tarían fuertes intereses económicos.

• Factor institucional. Los inmigrantes han ido obteniendo dere-
chos, mismos que se han ido institucionalizando, haciendo mucho
más difícil su eliminación, a pesar de los intereses estatales o las
presiones que existan para endurecer las políticas migratorias.

Cabría señalar que hay muy pocos estudios sobre el tema migrato-
rio en esta dirección. La razón es que hasta hace poco, la cooperación
internacional en cuestiones migratorias no se consideraba impor-
tante. Lo usual eran los programas bilaterales de trabajadores hués-
pedes o temporales, como fue el programa bracero entre México y
Estados Unidos, o los que en la UE se han establecido. Los países
desarrollados continúan buscando detener o, al menos, controlar y
administrar los flujos migratorios.

Globalización

Los trabajos recientes sobre globalización y transnacionalismo han
tomado fuerza en todas las ciencias sociales. La mayoría de ellos
parten de la base de que el desarrollo de una economía global, en
conjunto con la creación de sofisticadas redes de telecomunicaciones
en el mundo moderno, han ocasionado una reconfiguración funda-
mental tanto de las instituciones como de los procesos de gobierno. 

En este sentido, la globalización ha afectado directamente al Esta-
do a pesar de que éste sigue jugando un papel importante, aunque
ya no exclusivo. Su territorialidad y soberanía han sido transforma-
dos, pues los procesos transnacionales suceden dentro de su territo-
rio o inclusive en sus instituciones nacionales. Se ha argumentado
también que la soberanía y el poder de los Estados han sido afec-
tados por los movimientos transnacionales de personas, bienes y ca-
pital, así como por la influencia de las grandes empresas internacio-
nales, los individuos y las comunidades transnacionales, que hacen
ver al Estado como “desterritorializado” (Sassen 1995: XII).
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Ya hemos señalado que la soberanía es la condición política que
legitima a un gobierno, y hasta el día de hoy, es el que tiene la
soberanía absoluta de su Estado sobre su territorio. El hecho de que
el Estado haya alcanzado la territorialidad exclusiva no ha sido una
tarea fácil, pues se ha pasado de monarquías a Estados-nación, a
uniones regionales, entre otras formas. 

En esta era de globalización, la soberanía está siendo descentrada,
diluida o transformada de una combinación de poder y legitimidad
en sí misma, hacia otras entidades, particularmente organizaciones
supranacionales. En este sentido, Stephen Castles y Alastair Davidson
(2000) nos dicen que el papel que juega hoy el Estado-nación ha
sido trastocado o modificado no solamente por el fenómeno de la glo-
balización, sino por cuerpos regionales como la UE, el área de libre
comercio de Norteamérica, Mercosur en América Latina, entre otras
entidades regionales. Es decir, a pesar de que el Estado-nación toda-
vía permanece como el nivel de poder más importante, las decisiones
políticas están cada vez más diseminadas en diversos niveles. 

Es un hecho que la globalización plantea retos a la estabilidad y
territorialidad del Estado, y límites a su capacidad de controlar sus
políticas económicas y sociales. Dentro de este enfoque teórico, el
Estado ha perdido control sobre sus políticas de inmigración y/o na-
turalización. Para Castles y Davidson, por ejemplo, la migración
internacional constituye una parte esencial de la globalización y, si
los gobiernos le dan la bienvenida al capital, a los bienes y a las
ideas, a largo plazo no se podrá controlar la movilidad de las per-
sonas. Para Hollfield (2000: 153-157), la teoría de la globalización se
refiere al hecho de que la interacción de las economías del mundo,
junto con la formación de redes sociales y comunidades, han crea-
do una demanda estructural de mano de obra lo que, a su vez, ha
provocado una pérdida del control de las fronteras. Existen diver-
sos estudios que han demostrado que el comercio y la inversión
internacionales, es decir, el movimiento de bienes, capital y servi-
cios, han ido acompañados de flujos migratorios, sobre todo cuan-
do existen grandes diferencias en los ingresos y los salarios de los
países. Ejemplo claro de ello son las pronunciadas diferencias sala-
riales —una proporción hasta de 1:10— entre México y Estados
Unidos.
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En este sentido, mientras que ciertas regiones han liberalizado sus
economías para facilitar intercambios financieros, comerciales, de
inversión y tecnología, paralelamente han trazado nuevas condicio-
nes políticas en sus fronteras para convertirlas en zonas altamente
fortificadas, pues ha surgido una alarmante criminalidad y violencia.
Lejos de que las fronteras desaparezcan o se desvanezcan, se han
reformulado y/o fortalecido a través de políticas unilaterales que bus-
can reafirmar la soberanía nacional. Es decir, ha aparecido una “des-
fronterización” para dar la bienvenida a los bienes y servicios, y al
mismo tiempo una “refronterización” para rechazar a inmigrantes ex-
tranjeros sin documentos. De acuerdo con Peter Andreas (2000: 2),
la “desfronterización” que han experimentado ciertas regiones como la
UE ha estado acompañada por una “refronterización”, tendiente
a limitar y seleccionar los movimientos transnacionales de personas.
Entonces, cabe preguntarse si la globalización ha traído como con-
secuencia la “apertura de fronteras” o sólo ha constituido un mito, más
que una realidad, pues más que desaparecerlas, se han reformula-
do y redefinido.

En principio, los formuladores de políticas responden a los inte-
reses nacionales de un Estado o a las prioridades colectivas de un
conjunto de Estados. En la actualidad conciben a las fronteras de
diferente forma que en el pasado; es decir, no como una línea que di-
vide y separa a dos territorios, sino como puentes eficientes, pacífi-
cos y amistosos por donde circulan y confluyen una multiplicidad de
bienes, servicios, capital y flujos humanos tanto de visitantes como
de trabajadores y/o inversionistas, aumentando sustancialmente la in-
terdependencia entre los Estados. No obstante, las fronteras siguen
funcionando como filtros para frenar lo “no deseable”, como drogas,
armas, terroristas e inmigrantes indocumentados, entre otros. Estos
filtros dan respuesta a las políticas unilaterales de “refronterización”,
impuestas a través de controles fronterizos severos. La impecable ló-
gica que está detrás de esta política es detener el mal en la línea
fronteriza, pues una vez adentro del país, es difícil de detectar y com-
batir. La intensificación en la vigilancia fronteriza necesariamente
reduce la competitividad y eficacia de los límites que demanda el pro-
ceso de globalización. Los actos terroristas del 2001 por desgracia
darán mayor impulso a dicha política (Verea 2003).
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La globalización no sólo implica una creciente movilidad de per-
sonas a través de las fronteras nacionales sino un importante aumen-
to en el intercambio cultural promovido por el propio desarrollo en
el transporte y las comunicaciones. Sassen y Castles, entre varios aca-
démicos, también plantean cómo la globalización de la economía,
la creación de redes familiares y las mejoras en el transporte y las
comunicaciones hacen obsoletas las políticas migratorias, al promo-
ver la migración internacional y fortalecer las comunidades transna-
cionales que en algunos casos —como los mexicanos en Estados
Unidos— ya cuentan con doble nacionalidad, lo que ha fortalecido
la existencia de una comunidad transnacional. Para ellos, el comercio
y la migración internacionales crean una división internacional del
trabajo natural (mercados de trabajo duales como los existentes entre
México y Estados Unidos), en la que los Estados sólo juegan un papel
marginal en la determinación de resultados sociales y económicos,
y en la que los agentes principales son las corporaciones y comuni-
dades transnacionales.4

Esta situación ha promovido que la población de un país sea más
heterogénea en lo que a diferencias culturales se refiere, creando mi-
norías y a su vez enclaves étnicos que en muchas ocasiones se encuen-
tran segregados y en una posición desventajosa respecto al resto de
la sociedad. Lo anterior pone en duda la identidad cultural de una
nación, incluso si ésta ha sido fundada sobre las bases de una mezcla
étnica.

En la formulación de políticas inmigratorias, Sassen señala que ha
habido transformaciones importantes, pues hoy los gobiernos tienen
que confrontar una serie de presiones tanto externas como internas
(desde los derechos humanos “universales” hasta lobbies étnicos
“nacionales”), que no sólo limitan la soberanía estatal sino que modi-
fican las nociones sobre el fenómeno migratorio. Es decir, el régimen
de facto basado en acuerdos y convenciones internacionales, así como
los derechos ganados por los inmigrantes, limitan el papel del Estado
en el control de la inmigración. Aun más, el número y la diversidad
de los actores políticos que hoy influyen en el manejo de estos
temas, que participan en los debates y en el proceso de toma de de-
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cisiones,5 en regiones como la UE o inclusive Norteamérica, son mu-
cho mayores y más cuantiosos que los que había hace veinte años.

Una contradicción interesante ha sido destacada por Sassen
(1995: XIII), en el sentido de que la migración contemporánea es el
resultado del cambio global y de una fuerza poderosa en esa direc-
ción tanto en los países exportadores de inmigrantes como en los que
los reciben. Estima que mientras la globalización económica desna-
cionaliza las economías nacionales, la inmigración causa la renacio-
nalización de las políticas; mientras que la globalización exige levan-
tar controles a las fronteras para el flujo de información, capital y
servicios, cuando se trata de migrantes el Estado-nación exhibe su
viejo esplendor, exigiendo su derecho soberano para controlar sus
fronteras.

Identidad nacional y ciudadanía

Respecto al concepto de ciudadanía y nacionalidad, Eytan Meyers
(2000) sostiene que tanto las concepciones como los debates y los
conflictos de identidad nacional influyen para la formulación de una
política migratoria, en contraste con quienes afirman que los factores
coyunturales o externos son los que determinan dicha política. Tal
como lo señalé con anterioridad, la debilidad de la teoría de “iden-
tidad nacional” radica en que ciertos países como Estados Unidos y
Canadá han adoptado políticas migratorias similares simultáneamente;
es decir, a la vez que reciben inmigrantes en forma permanente y se
naturalizan, también contratan un vasto número de trabajadores tem-
porales, por lo que se refuerza la hipótesis de Freeman y Brubaker
en el sentido de que cada país forma su propia política de acuerdo a
sus propias experiencias históricas. En este sentido Gary Freeman
argumenta que las percepciones y actitudes hacia los extranjeros y
sus políticas hacia la ciudadanía se derivan necesariamente de expe-
riencias históricas particulares. Tanto Freeman como Brubaker con-
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sideran que para los Estados, otorgar una ciudadanía expansiva o res-
trictiva no se basa en consideraciones internas de carácter económico,
demográfico o militar, sino que prevalece el juicio de cuál es el inte-
rés del Estado, cómo se percibe su identidad, es decir, qué entiende
de sí mismo en cuanto a idiomas culturales, formas de pensar sobre
la nacionalidad, entre otros (Brubaker 1992: 34).

Las identidades nacionales se reafirman en las sociedades cuando
surgen crisis ya sean políticas, económicas o sociales. Las revolucio-
nes, disturbios o crisis generalizadas dentro de una sociedad crean a
sus ciudadanos suficientes temores de perder su identidad nacional.
El posible colapso de la nación crea angustias que exacerban sen-
timientos de nacionalismo y nativismo, los cuales a veces se traducen
en xenofobia. Y, precisamente, han sido los movimientos nacionalis-
tas los que han fomentado la cohesión social que, por desgracia, a
veces se han traducido en histerias antiinmigratorias, que influyen en
los formuladores de políticas públicas restrictivas para limitar la admi-
sión, tal como lo describo ampliamente en el capítulo tercero.

Congruente con las concepciones de nación que cada país se
haya forjado de sí mismo, las políticas de inmigración reflejan de algu-
na manera su idea de identidad nacional. Janette Money (1999: 6-7),
especialista que examina las políticas estatales que definen el nivel
permisible de admisiones de residentes extranjeros, se cuestiona por
qué algunos países desarrollados permiten la entrada de grandes
números de residentes extranjeros, mientras que otros son menos
hospitalarios. Al respecto señala que, por un lado, existen las socie-
dades settler (“de colonización”), aquellas en donde la identidad na-
cional y la ciudadanía se basan en los valores de participación ciu-
dadana; los inmigrantes son vistos como ciudadanos potenciales y,
por ende, el Estado se mantiene relativamente abierto a la inmigra-
ción. En contraste, las naciones nonimmigrant o “etnicistas” basan
su identidad y ciudadanía en cuestiones étnicas, por lo que los inmi-
grantes son vistos como extraños o extranjeros y no tienen grandes
niveles de inmigración. Para Money, los principales países “de co-
lonización” siguen siendo Estados Unidos, Canadá y Australia, que
aceptan grandes números de migrantes; en cambio, algunos países
europeos tienden a rechazar a los migrantes con legislaciones que con-
dicionan la obtención de la ciudadanía, según el origen nacional. 
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Respecto a los debates sobre la identidad, se ha propuesto la ne-
cesidad de formar una estructura conceptual en términos de un proce-
so de negociación continuo sobre las diferencias culturales existentes
en la conciencia social, que supere las categorías predeterminadas.
En este sentido, la noción de lo híbrido (hybridity) se ha convertido en
el concepto más usado para representar el significado de las dife-
rencias culturales en la identidad. Al respecto, Nikos Papastergiadis
ha propuesto una “identidad global” a la cual denomina híbrida, no
sólo para sugerir la multiplicidad de orígenes, influencias e intereses,
sino para mostrar que el sentido de nosotros mismos siempre es in-
completo (2000: 1-21).

Si la ciudadanía es considerada como una categoría para el Esta-
do, ya que integra a todos los habitantes de un territorio en una co-
munidad política, hoy la globalización erosiona tanto el concepto de
ciudadanía como el de Estado. En este sentido, Castles y Davidson
(2000: 15-19) sostienen que hay un cambio en la noción de territo-
rio y de autonomía estatal, promovida en gran parte por las fuerzas
del mercado que no pueden ser controladas por los gobiernos. Se
cuestiona ¿qué significado tiene entonces ser ciudadano con dere-
cho al voto y a buscar alcanzar los intereses individuales mediante
representantes gubernamentales, si éstos ya no tienen todo el poder
de antaño en la toma de decisiones? 

No obstante lo anterior, el concepto de ciudadanía sigue mol-
deando la democracia y la identidad nacional de un país, pero está
lleno de ambigüedades, pues al incluir a “unos” excluye a “otros”
quienes, por lo general, son los inmigrantes. La paradoja es que el
concepto de ciudadanía pretende ser una institución que debe brin-
dar cohesión política a una nación, pero automáticamente la convierte
en excluyente. 

Si bien en algunos países los inmigrantes legales pueden obtener
la residencia de un país, no tienen acceso a una total participación
política. Otro tipo de exclusión es la que ocurre de facto, cuando un
grupo es discriminado por razones étnicas, sociales, culturales o econó-
micas, que le impiden ejercer o hacer valer sus derechos políticos
aunque los posea. La segunda ambigüedad está en la relación entre
los derechos y las obligaciones del ciudadano. Esta relación se vuelve
problemática por el hecho de que el derecho al voto está relacionado
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con la obligación del servicio militar, el cual excluye a muchas mi-
norías, cuya lealtad podría ser cuestionada en caso de conflicto
internacional. 

Es importante destacar que existe una contradicción entre el con-
cepto de ciudadanía y el de nación. El primero pretende hacer igua-
les a todos los miembros de una nación, otorgarles los mismos de-
rechos. La nación se define en términos de identidad cultural, es
decir, de diferencias respecto a otras naciones. Se espera que todos
los ciudadanos se ajusten a ciertos valores e instituciones comunes,
sin importar sus diferencias culturales o étnicas, lo que excluye a mu-
chas minorías tales como los indígenas y los inmigrantes. 

Por lo tanto, el concepto de ciudadanía debe referirse a una co-
munidad política sin ningún intento de poseer una identidad cultural
común (es decir, de ser una nación). Esto significa que los mecanis-
mos políticos que convierten a un individuo en ciudadano deben
tomar en cuenta su derecho a la igualdad, pero también sus necesi-
dades, intereses y valores como miembro de una colectividad social
y cultural. 

Algunos autores como Castles y Davidson suponen que el poder
de las grandes corporaciones, sumado a las fuerzas del mercado,
harán obsoleta la capacidad de los Estados para gobernar y, por lo
tanto, innecesaria la noción de ciudadanía nacional (2000: 16). Por
ello, han propuesto la necesidad de desarrollar una nueva categoría:
“ciudadano global o universal” —sobre todo en las naciones que per-
tenecen a una región como Europa y, esperamos que a largo plazo,
a la región de América del Norte—. El supuesto “ciudadano global”
deberá ajustarse al intercambio mundial de información, capital, bie-
nes, servicios y personas. Su acto ciudadano consistirá en elegir de-
mocráticamente a un cuerpo supranacional, el cual se ajustará a los
intereses económicos globales. Un ejemplo claro que establece las re-
glas para la persona en general ha sido el desarrollo de convenciones
internacionales sobre los derechos humanos en instancias suprana-
cionales que, de alguna forma, al proteger al individuo como ser
humano y no como ciudadano, resta importancia al país de donde
procede. En virtud de que los consensos alcanzados en las organiza-
ciones supranacionales —como sería la ONU— están siendo adopta-
dos, cada vez más, por los Estados-nación, los ciudadanos deberían
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obtener los mismos derechos en todos los países, con lo que se de-
sarrollaría así la noción del “ciudadano global o universal” (18-19).
Obviamente, siguen existiendo prácticas proteccionistas en muchos
países, las convenciones de derechos humanos no son ratificadas o
puestas en marcha y los Estados se siguen remitiendo al concepto de
ciudadanía para su protección. Por tanto, es imperativo examinar las
cuestiones de derechos humanos, en un mundo donde la globali-
zación puede retar a la soberanía de cualquier Estado-nación. 

Otros autores, como Peter Schuck, han desarrollado la idea de la
“ciudadanía posnacional”, en la que la pertenencia va más allá de pa-
rámetros territoriales o nacionales, responde a las emergentes comu-
nidades transnacionales. Para convertirse en ciudadano posnacional
o global es necesario entonces tener identidades múltiples o colec-
tivas y haber sufrido una “desterritorialización”, en la que la perte-
nencia a un lugar físico determinado pasa a segundo plano, ya que
la persona se ha convertido en un actor internacional (Schuck en
Joppke, ed. 1998a).

En la UE, el concepto de ciudadanía se ha reformado definitivamen-
te y se han instituido nuevos referentes del significado de la perte-
nencia local, transnacional e internacional, además de que han sur-
gido nuevos actores —miembros de la Unión, inmigrantes legales
de terceros países, inmigrantes indocumentados visitantes, extranjeros,
minorías raciales o étnicas, movimientos y organizaciones transna-
cionales, entre otros—. Y, precisamente, en virtud de las transfor-
maciones institucionales de los Estados europeos ha surgido la posi-
bilidad de establecer una “ciudadanía posnacional”, como lo señalé
con anterioridad. 

A pesar de que el tema ha sido muy controversial, lo novedoso de
estas reformas estriba en que han tendido hacia la convergencia entre
los distintos Estados europeos. En algunos países de la UE se ha
facilitado la naturalización y se ha permitido la doble nacionalidad.
En algunos casos se han otorgado ciertos derechos y beneficios a
los “no ciudadanos”, sobre todo a los residentes permanentes, refu-
giados y residentes temporales. Esto se debe a la nueva percepción
y/o noción de la persona (personhood), en el sentido de que el indi-
viduo es primero ser humano y luego nacional de un país. La influen-
cia preponderante sobre este debate proviene, como ya lo señalé,
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de las políticas y discursos sobre derechos humanos en los regímenes
transnacionales e internacionales, y de las decisiones tomadas en
cortes nacionales para proteger a los inmigrantes (Feldblum 1998:
238-239).

Feldblum señala que los desarrollos posnacionales no son una
simple extensión de los desarrollos de la ciudadanía nacional, sino
que están desplazándola. Rompen esta lógica al llevar el concepto
de ciudadanía más allá de los parámetros del Estado-nación, acom-
pañados de otras reconfiguraciones (240-241). Se podría afirmar, en-
tonces, que están surgiendo nuevos sistemas de gobierno. Se ha
producido un alejamiento del estatismo —es decir, del derecho
absoluto de los Estados de representar a su pueblo en el derecho y las
relaciones internacionales—, y hay una apertura conceptual y ope-
racional ante el surgimiento de nuevos sujetos y actores del derecho
internacional (Sassen 1998: 69-70). Esto ha provocado desacuerdos
entre distintos sectores de los Estados y entre los poderes Judicial,
Legislativo y Ejecutivo en temas como la defensa de los derechos hu-
manos de los inmigrantes y de los refugiados. 

En virtud de que los derechos humanos restan autoridad al Esta-
do sobre sus nacionales y contribuyen a transformar el sistema inter-
estatal y el orden legal internacional, para Sassen la ciudadanía ha de-
jado de ser la única forma en la que un residente de un país puede
acceder a sus derechos, modificando así la noción de nacionalidad
(71). Aunque de ninguna manera es una norma, en algunos casos
los inmigrantes ilegales o indocumentados han logrado nuevos “con-
tratos sociales” en los que sus derechos no se definen en términos
de soberanía o nacionalidad (Joppke 1998a). Es previsible que en el
futuro cercano se dé una gran controversia en la discusión de los
retos que enfrentan categorías como la ciudadanía posnacional, glo-
bal o universal, dado que los intereses de toda nación afectarían los
derechos y beneficios previamente establecidos y logrados por los ciu-
dadanos tradicionales de las naciones.

A pesar de que el concepto tradicional de ciudadanía —como la
persona que pertenece o es miembro a un Estado-nación— se
ha transformado gracias al proceso de globalización, hoy día subsis-
ten enormes problemas de pertenencia como ciudadanos, por ejem-
plo entre indígenas y sus comunidades; entre inmigrantes indocu-
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mentados y sus países de origen; entre refugiados y sus comunida-
des. Dicho fenómeno ha impactado y hasta erosionado los diferen-
tes supuestos de la identidad nacional: a) ha puesto en entredicho
el entendido de que los habitantes de una nación son la esencia del
Estado, entidad que integra a todos los habitantes de un territorio;
b) ha trastocado la autonomía estatal, en virtud de que hoy las fuerzas
del mercado juegan un papel preponderante y no necesariamente
pueden ser controladas por los gobiernos de los Estados; c) ha pues-
to en duda que existe una identidad nacional “única” en Estados
orgullosos de su cultura, supuestamente homogénea. 

Por su parte, los “multinacionales o multiciudadanos” —los indi-
viduos que cuentan con más de una nacionalidad— o los que apoyan
esta tendencia, promueven múltiples identidades o la heterogeneidad
cultural y social. Sin embargo, están conscientes de que la propia
heterogeneidad ha promovido a su vez crecientes movimientos de
intolerancia que han redundado en la marginación social de ciertas
minorías étnicas, lo cual ha traído como consecuencia el aislamien-
to de esas minorías y su falta de integración en la sociedad, lo que
vendría a constituirse en la contradicción misma del espíritu de la
globalización. 

Es un hecho que la globalización ha impuesto nuevos retos no
sólo a los Estados, pues debido a la creciente movilidad de personas
en el ámbito internacional, cuestiona hoy las bases de la ciudadanía
o los sentimientos de pertenencia y lealtad a una sola nación, como
son los que hoy cuentan con doble nacionalidad o hasta triple. Es
más, algunos viven en un país y trabajan en otro, inclusive sin ser ciu-
dadanos de este último. 

El controversial concepto de la doble nacionalidad se deriva de las
reglas que rigen la ciudadanía, por lo que me permito abrir un parén-
tesis dentro de este apartado para realizar una breve explicación. Esta
noción ha sido muy debatida, porque se percibe que resultan afec-
tados los intereses de los ciudadanos “originales” de un país, quienes
temen que sus derechos se vean devaluados al ser otorgados de ma-
nera muy fácil a otros, o que, por ejemplo, su carga fiscal aumente
excesivamente. Los comportamientos sociales que crean oportuni-
dades de adquirir otra nacionalidad —como lo son los matrimonios
“mixtos” y la migración— se han vuelto más comunes, al mismo
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tiempo que las normas que rigen la doble nacionalidad han cambia-
do para permitir a los inmigrantes su adquisición. Un hecho impor-
tante que facilita la doble nacionalidad son las nuevas leyes en los
países de origen de los inmigrantes que les permiten mantener su
nacionalidad aun adoptando otra. 

Existen ventajas y desventajas para quienes adquieren la doble
nacionalidad y para los países que la otorgan. Para los primeros la
ventaja consiste principalmente en contar con opciones: un país al-
ternativo para vivir, trabajar e invertir y una fuente adicional de dere-
chos, obligaciones y lazos comunitarios. No obstante, muchos de
estos individuos reconocen que a pesar de que la doble nacionalidad
es un estatus voluntario, no están integrados a una determinada nación,
sino que más bien se sienten extranjeros en ambas. Algunas grandes
empresas también se benefician de esta condición, ya que los em-
pleados que la poseen pueden viajar más fácilmente, así como cons-
truir relaciones o redes transnacionales positivas para la empresa. 

En cuanto al Estado receptor, el estatus de doble nacionalidad es
ventajoso, ya que además significa mayores ingresos —impuestos
por ejemplo—, ayuda a la incorporación de los inmigrantes, legitima
las políticas migratorias, evita la discriminación y refuerza el valor po-
lítico de incluir la participación de todos bajo una misma autoridad
democrática. Se estima que el costo más significativo de la doble
nacionalidad para el Estado es el peso fiscal que implican los dobles
ciudadanos, ya que deben proporcionarles servicios y beneficios so-
ciales, lo que además puede llegar a irritar y crear grandes contro-
versias en la sociedad donde se establecen. Asimismo, otro costo
adicional lo constituye la obligación estatal a proteger diplomática-
mente a un ciudadano. No obstante, el debate sobre las desventajas
de la doble nacionalidad se centra casi siempre en cuestiones políticas,
tales como la posibilidad de votar en dos países, en términos de des-
lealtad y/o manipulación. 

Es un hecho que la doble nacionalidad cuestiona la identidad y
unidad política, puesto que introduce individuos que estaban com-
prometidos con otros valores o culturas políticas, y que muchas veces
se naturalizan únicamente por razones pragmáticas, por ejemplo, para
la obtención de beneficios sociales. Más aun, uno de los argumentos
en contra de la doble nacionalidad se refiere al hecho de que ésta
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retarda o impide la completa asimilación de los inmigrantes, dado que
refuerza los lazos con su comunidad de origen (Schuck 1998: 221-229).
En virtud de que la Constitución mexicana se ha reformado para es-
tablecer una política de doble nacionalidad, esta temática se retoma-
rá en el capítulo correspondiente a la respuesta de México.

Este círculo vicioso nos permite plantear la importancia de encon-
trar nuevas formas de pertenecer a un Estado-nación o a una región,
o la forma de incorporarse a una sociedad, en donde los conceptos
de ciudadanía e identidad nacional están o tendrán que adaptarse a
la nueva era de la globalización. Los posibles “ciudadanos globales”
tendrán muchos retos que confrontar y superar, puesto que deberán
adaptarse a nuevas identidades colectivas, formas de convivencia,
integración y a una comunicación mucho más ágil que en el pasado.

Después de analizar las diferentes aproximaciones teóricas e ideo-
logías que explican las razones por las cuales se generan movimientos
transnacionales de migrantes, podríamos concluir que ningún acerca-
miento teórico o ideológico se ajusta exclusivamente a la formulación
de las políticas migratorias estadunidense y canadiense, ya que no
solamente una y a la vez todas explican el complejo sistema que, a
través de los años, han generado países “de colonización” con polí-
ticas expansionistas como Estados Unidos y Canadá. Muchos ideólo-
gos han contribuido al entendimiento de la formulación de políticas
migratorias en diferentes aspectos, por esa razón no se puede hablar
de una sola perspectiva para explicar la política migratoria de un país
o región en particular. Los que he descrito sólo constituyen unos cuan-
tos que nos han conducido por diferentes disciplinas y avenidas que
nos llevan a un mejor entendimiento de las principales razones por
las cuales el emigrante toma la decisión de salir de su país, y las prin-
cipales respuestas que han adoptado las naciones receptoras y más
recientemente las regiones con unidades transnacionales.
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Ciudadanos y naturalizados
vs. residentes permanentes 
y temporales

CIUDADANOS Y NATURALIZADOS

La inclusión de un individuo a una sociedad democrática está respal-
dada por el estatus de ciudadano. Los que pertenecen a un Estado-
nación poseen documentos que los legitiman —generalmente un
certificado de nacimiento o naturalización y una identificación per-
sonal o pasaporte—. La Convención de La Haya estableció en 1930 el
derecho del Estado a otorgar ciudadanía a extranjeros; pero no se
señala el derecho que tiene cualquier persona al ingresar a un territo-
rio diferente al suyo. Es decir, en la práctica, se da libertad al Estado
receptor, pero no a la persona que ingresa en éste.

Castles y Davidson (2000: VII, X) nos señalan que los ciudadanos
poseen un amplio rango de derechos civiles, políticos y sociales que,
a su vez, les imponen obligaciones hacia la comunidad y el Estado.
Preferencialmente, un ciudadano pertenece a un solo Estado, y se es-
pera que éste incluya a todas las personas que viven en su territorio.
De la misma manera, se espera que exista una homogeneidad cul-
tural suficiente para lograr un acuerdo en las reglas básicas de convi-
vencia, a pesar de las diferencias en los valores individuales o de grupo
que pudiesen prevalecer. Más aun, una de las metas de la democra-
cia ha sido asegurar la participación —bajo los términos de la ciuda-
danía— de todos los grupos excluidos dentro de un Estado. En este
sentido, la democracia implica un ciudadano activo, capaz de parti-
cipar en el ejercicio del poder político y no solamente un ciudadano
pasivo que sustenta ciertos derechos.

El trabajo de T.H. Marshall, un sociólogo inglés que escribió so-
bre la teoría de la ciudadanía, nos brinda un estudio completo, aunque



limitado al caso británico. Desde la década de los cuarenta apunta-
ba la contradicción entre la igualdad política formal y la persistencia
de inequidades económicas y sociales en la sociedad capitalista. Dis-
tinguió tres tipos de derechos ciudadanos que surgieron progresiva-
mente: los derechos civiles que se desarrollaron en el siglo XVIII como
derechos negativos, en el sentido de que se daba la protección a la pro-
piedad privada, a la libertad individual y a la justicia estatal; los dere-
chos políticos que surgieron en el siglo XIX como derechos positivos,
debido a que el ciudadano ahora era visto como un ente activo y podría
formar parte de la opinión pública y participar en la toma de decisio-
nes; y, por último, los derechos sociales, que se desarrollaron en el
siglo XIX, con los que los ciudadanos obtuvieron el derecho al trabajo
o a los servicios de bienestar social. Estos derechos sociales eran vita-
les para permitir a los miembros de la clase trabajadora una genuina
participación en la sociedad como ciudadanos. El trabajo de Marshall
ha sido criticado porque supone que el surgimiento de los derechos so-
ciales marca “el fin de la historia de la ciudadanía”. La utilidad de su tra-
bajo radica en haber aportado la idea de la interdependencia entre los
diferentes tipos de derechos: es imposible tener derechos civiles y po-
líticos completos sin un cierto grado de derechos sociales. Es decir,
los derechos sociales son un indicador tan importante de la ciudada-
nía como los políticos y pueden dar paso al surgimiento de los se-
gundos, como sucedió en la UE (Castles y Davidson 2000: 104).

La ciudadanía no es un concepto universal, sino uno derivado de
las historias propias y culturas específicas de cada nación. Debemos
recordar que para los griegos y la Europa medieval, así como para la
Francia revolucionaria existían diversas perspectivas y análisis sobre
el origen de la ciudadanía. Las grandes migraciones no esperadas hacia
los países europeos promovieron de hecho el estudio de la ciudada-
nía y la nacionalidad, temas que tradicionalmente habían sido menos
abordados en los países “de colonización”, precisamente porque la
inmigración era parte de su mito fundador y la naturalización de los in-
migrantes había sido más fácil, gracias a la aceptación del principio
de jus soli; a diferencia de Europa, donde el principio más común es el
jus sanguinis (Schmitter 2000: 77-96).

En este sentido, en general, los países settlers o “de colonización”,
que aceptan grandes escalas de migración, como han sido Canadá,
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Estados Unidos y Australia, han adoptado como política ciudadana el
principio de jus soli que otorga la ciudadanía por lugar de nacimiento,
es decir, por el simple hecho de haber nacido en un país. En cambio,
los países nonimmigrant o “etnicistas” se fundan en el principio de
jus sanguinis que atribuye la ciudadanía por parentesco o sangre, por-
que su objetivo es preservar la homogeneidad de la sociedad y,
por ende, cuando han requerido mano de obra adicional han recurrido
a la contratación temporal de trabajadores extranjeros. Los europeos
no se han caracterizado por tener una actitud abierta hacia la admisión
de cuantiosos flujos migratorios y su orgullo radica, precisamente, en
haber escogido el principio basado en la herencia de sangre. Por lo
anterior, la ciudadanía se puede obtener tanto por el principio de jus
soli como el de jus sanguinis y, como ya señalé anteriormente, cada
vez más se aceptan ciudadanías duales o triples.

Es importante destacar que para Estados Unidos y Canadá, la cons-
trucción de una nación significó el ingreso de un cúmulo importante
de inmigrantes, lo que conllevó a una participación cívica y un com-
promiso para propagar los valores democráticos. Por el contrario, los
europeos que no fueron conformados por inmigrantes, en general, han
rechazado la diversidad étnica, precisamente con el fin de preservar
la homogeneidad de sus sociedades. Este rechazo constituye un valor
en sí mismo, es decir, un factor positivo de su sociedad y, por ende, en
ocasiones la inmigración masiva ha sido percibida como una amena-
za para su unidad nacional y el bien común.

Al terminar la guerra fría, muchos países comenzaron a revisar sus
leyes y prácticas relacionadas con los derechos y obligaciones de los
ciudadanos. Esto se debió a que la ciudadanía se vio como la solu-
ción a muchos de los problemas derivados de los nuevos fenómenos:
la creciente migración internacional; la creación de países multiétni-
cos (antes socialistas); las ex colonias, buscando alcanzar una iden-
tidad nacional y un gobierno estable, entre otras razones. Es decir, las
nuevas circunstancias políticas a nivel mundial ocasionaron que el
concepto de ciudadanía se analizara a fondo.

Como ya señalé con anterioridad, la globalización ha impuesto nue-
vos retos a los Estados, y se ha cuestionado si la creciente movilidad
internacional de las poblaciones debería fundar nuevas bases de per-
tenencia a uno solo, ya que cada vez más hay personas con múltiples
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ciudadanías viviendo en más de un país (o en otro diferente al de
su ciudadanía). Esta situación ha erosionado o modificado las fronte-
ras nacionales y ha dificultado los procesos de aculturación y asimila-
ción, dada la creciente heterogeneidad de los valores culturales. 

Un inmigrante se convierte en ciudadano cuando obtiene la natu-
ralización. Como símbolo de ello, obtiene formalmente el pasaporte
del país de residencia. Pero aún más importante, el hecho de conver-
tirse en ciudadano le confiere la membresía a la nación, y con ello
tiene las mismas posibilidades de participación en distintas áreas de
la sociedad, tales como política, laboral y de acceso a los sistemas
de bienestar social, entre otras. 

Las reglas para convertirse en ciudadano son distintas en cada país,
además de ser complejas y haber sufrido considerables cambios en
los últimos años. Los países “de colonización”, de inmigración tradi-
cional, han incorporado a su sociedad a ciertos extranjeros como in-
migrantes, otorgándoles posteriormente la ciudadanía. Han tenido la
ventaja de haber desarrollado los mecanismos para seleccionar racial-
mente a sus futuros ciudadanos. Por su parte, los países “etnicistas”
no han cambiado tan fácilmente sus criterios de acceso a la ciudada-
nía, debido a la fuerte relación entre su imaginario cultural como co-
munidad y la pertenencia a la comunidad política. Sin embargo, estos
criterios se han ido flexibilizando a través del tiempo, sobre todo
respecto a los extranjeros con una residencia prolongada.

Aunados a los principios de jus sanguinis y jus solis, Castles y
Davidson (2000: 100) plantean un modelo nuevo para otorgar la ciu-
dadanía denominado jus domicili —ley de residencia—. Dicho prin-
cipio está tomando mucha fuerza, y establece que un individuo puede
obtener la ciudadanía con base en la residencia continua en un país.
Estima que el acceso a la ciudadanía para la segunda y subsecuentes
generaciones debería facilitarse extendiendo a los hijos de inmigran-
tes el principio de jus soli o la combinación de éste con los principios
de jus sanguinis y jus domicili. Por ejemplo, los hijos de los inmi-
grantes nacidos en cualesquiera de los países “de colonización” son
ciudadanos automáticamente. En algunos países etnicistas, como
serían Francia, Suecia, Holanda, Bélgica e Italia, los hijos de inmigran-
tes se convierten en ciudadanos al alcanzar la mayoría de edad; en
otros, como Austria y Suiza, sigue habiendo grandes restricciones,
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por lo que muchos de los extranjeros permanecen en ese estatus a
pesar de haber nacido ahí; y, finalmente, hay algunos como Alemania,
donde recientemente se han suscitado cambios al haber introducido
el principio de jus soli además del de jus sanguinis.

La ciudadanía no es siempre una categoría absoluta, ya que, en res-
puesta al gran número de inmigrantes que fluyen y se establecen en
un lugar determinado, algunos países han desarrollado formas de cua-
siciudadanía que brinda algunos de los derechos que posee el ciu-
dadano. Un importante ejemplo en este sentido es la ciudadanía
que el Tratado de Maastricht introdujo para la UE en 1991. No obs-
tante, este tipo de ciudadanía implica ciertos problemas. Por ejemplo,
la ciudadanía de la UE está ligada a la de los Estados miembros y sólo
brinda un número limitado de derechos políticos, aunque un núme-
ro considerable de derechos sociales. No gozan de este privilegio
los miembros de los terceros países o “extracomunitarios”, lo que es
visto por algunos como una forma excluyente de crear una identidad
europea. A pesar de esto, la ciudadanía europea puede ser tomada
como un ejemplo importante en la construcción de una “membresía
total” o “membresía comunitaria”. La cuestión es si este tipo de mem-
bresía será de un Estado excluyente o de un nuevo tipo de entidad
democrática transnacional. 

Hoy muchas personas tienen doble o triple nacionalidad; no obs-
tante, algunos inmigrantes o refugiados, sin ser ciudadanos, obtienen
derechos similares a los ciudadanos en virtud de que han tenido una
residencia prolongada o gracias al derecho internacional. Los residen-
tes extranjeros legales y permanentes se distinguen en forma sustan-
tiva de los ciudadanos. En algunos países no necesariamente tienen
acceso a todos los beneficios públicos propios de los ciudadanos,
aunque en otros sí son sujeto de ellos. Esta situación ha causado una
gran controversia en naciones como Estados Unidos. Ahora bien, los
residentes temporales ingresan precisamente por un tiempo y pro-
pósito determinado; por lo que deben salir en el periodo estipulado
y certificado en su visa. Como ya señalé con anterioridad, en el caso
de Canadá y Estados Unidos, los extranjeros que ingresan en forma
temporal lo hacen con la categoría de no inmigrantes.

Podríamos decir entonces que la ciudadanía provee a los individuos
una seguridad frente al mundo exterior, y promete un estatus político
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y social y una identidad nacional en el escenario nacional. Como
bien lo señala Peter Schuck, el sentido normativo de la ciudadanía
puede inferirse de la distancia que separa a los ciudadanos o insid-
ers de los extranjeros o outsiders en cuanto a sus derechos y obliga-
ciones (1998: 192-193).

RESIDENTES PERMANENTES Y TEMPORALES

De acuerdo con Schuck, los insiders son quienes forman parte de
una comunidad constitucional con determinados derechos. Este con-
cepto incluye a los ciudadanos, a los residentes extranjeros legales
y, en ocasiones, a los extranjeros indocumentados. Es decir, su comu-
nidad incluye a casi todos los individuos que se encuentran en su
territorio e, incluso, algunos que se encuentran fuera, pero que tienen
una relación política y legal especial con el país. La problemática exis-
tente en este caso es la tensión entre los valores de la soberanía y auto-
nomía nacional y la realidad en la que muchos outsiders puedan vol-
verse insiders aun sin el consentimiento o el control de la nación.

Los residentes permanentes legales tienen diferencias políticas res-
pecto a los ciudadanos: no tienen el derecho de votar, no pueden ser
electos para determinados puestos gubernamentales ni fungir como
jueces federales y estatales. Esta situación se basa en que los residen-
tes permanentes siguen siendo extranjeros y su lealtad al país está alta-
mente cuestionada. Esta limitación tiene una carga simbólica, en el
sentido de que los ciudadanos son miembros de la nación y perte-
necen a ella. Su exclusión también puede interpretarse como un in-
centivo para que quienes deseen ser miembros de la nación obtengan
la naturalización.

En el caso de Estados Unidos existen ciertas inequidades: los resi-
dentes permanentes tienen menos derechos que los ciudadanos
estadunidenses, en virtud de que un insider debe apoyar económi-
camente como patrocinador al outsider —constituidos generalmente
por miembros familiares— para obtener el estatus de inmigrante.
Como producto de su política de reunificación familiar, los hijos y
parientes inmediatos de los ciudadanos reciben un estatus preferen-
cial sin tomar en consideración la cuota establecida para ellos. En
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contraste, las esposas(os) así como los hijos(as) no casados de los
residentes permanentes califican por una preferencia numérica limi-
tada y sus descendientes no reciben ninguna preferencia. 

Otra cuestión de suma importancia es que un residente permanente
puede estar sujeto a deportación por haber cometido algún acto cri-
minal, pese a que son pocos los casos registrados de este tipo. En
este sentido, es importante señalar que la Suprema Corte de Estados
Unidos estima que la deportación no es un castigo y, por consiguien-
te, no requiere de garantías constitucionales; no obstante, se sabe que
la deportación en este caso puede causar graves daños a la persona
deportada y a los familiares que deja.

Sin embargo, en Estados Unidos la diferencia más controversial entre
ciudadanos y residentes permanentes es la relativa al acceso a los ser-
vicios públicos, en virtud de que las leyes de Inmigración y Bienestar
Social de 1996 han limitado el acceso de los residentes permanentes
a ciertos programas de bienestar social. A partir de entonces, cualquier
extranjero que reside en ese país tiene que comprobar que es auto-
suficiente o que tiene algún familiar que lo apoya o que funge como su
“patrocinador”.

La situación para los residentes permanentes ha cambiado sustan-
tivamente, por lo que se podría decir que, además de que se estable-
ció una política discriminatoria en contra de los no ciudadanos, al
mismo tiempo se instituyó —quizá como consecuencia no intencio-
nada— una revitalización de la política de naturalización, enviando
a los residentes legales el mensaje de que se naturalicen tan pronto
como sea posible si quieren recuperar los servicios sociales. Cabe
mencionar que sólo 14 por ciento de los residentes permanentes en
Estados Unidos se ha naturalizado. Se calcula que el promedio de
años para que un residente se naturalice en ese país es de diez años
(Schuck 1998a: 260-263).

Por lo que respecta a los trabajadores temporales, como su nombre
lo indica, en algún momento trabajan en un determinado sector del
mercado laboral y de acuerdo con el tipo de visa que obtengan, se
especifican sus derechos y obligaciones. 

Los países importadores de mano de obra contratan trabajadores
extranjeros en forma temporal, con el propósito de aumentar el nú-
mero de trabajadores disponibles, sin necesariamente tener que aña-
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dir residentes permanentes y/o ciudadanos a la población. En la ma-
yoría de los casos, pueden ajustar su estatus para poder optar por una
residencia permanente. 

La admisión temporal de individuos con altos niveles de educa-
ción puede beneficiar la productividad económica del país receptor,
así como generar múltiples negocios e inversiones; asimismo, la ad-
misión de trabajadores con bajas capacidades educativas y técni-
cas, es decir, mano de obra barata, puede solucionar problemas tem-
porales, al aceptar trabajos que los locales desdeñan y al producir
productos o servicios con costos competitivos nacional e interna-
cionalmente.

La contratación legal de trabajadores extranjeros se puede llevar
a cabo por medio de acuerdos internacionales, de carácter bilateral
o multilateral. Los convenios bilaterales se hacen entre países expor-
tadores e importadores de mano de obra. A través de estos acuerdos
se establecen contratos mínimos que especifican el proceso de reclu-
tamiento, así como las condiciones de trabajo que se establecen entre
trabajador y empleador. El Convenio sobre Braceros entre México y
Estados Unidos, que concluyó en los años sesenta, y el actual Progra-
ma de Trabajadores Agrícolas Temporales Mexicanos entre México
y Canadá son ejemplos de convenios de carácter bilateral. Por su par-
te, los acuerdos multilaterales de trabajadores temporales se hacen
por lo general para permitir el libre movimiento de personas en una
región determinada. El caso de la UE es un ejemplo de este tipo de
acuerdos, que garantizan a los ciudadanos de países miembros el de-
recho a trabajar en otro Estado miembro. 

No obstante, la mayoría de los trabajadores extranjeros, temporales
o permanentes, ingresan a los países importadores de mano de obra
bajo acuerdos internos, es decir, unilaterales. Las leyes y regulaciones
del país sede establecen los requisitos que debe cumplir el empleador
para recibir el permiso de las autoridades correspondientes para poder
contratar trabajadores extranjeros, sin necesariamente especificar el
proceso de reclutamiento. En general, los trabajadores extranjeros son
admitidos para llenar un empleo vacante en un determinado sector,
por un periodo específico, a solicitud de un empleador en especial.
Su esfuerzo y buen desempeño en el trabajo no constituyen ele-
mentos suficientes para obtener la residencia permanente o la ciu-
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dadanía.6 Los trabajadores extranjeros pueden solicitar su ingreso
tramitando una visa de trabajo; o pueden ingresar en el mercado
laboral con una visa de turista y permanecer más tiempo de lo per-
mitido (visa abusers), o bien simplemente pueden cruzar la frontera
a pie, nadando o en un barco y ser contratados en el mercado labo-
ral sin documentos migratorios. 
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Ciudadanos y naturalizados
vs. residentes permanentes 
y temporales

CIUDADANOS Y NATURALIZADOS

La inclusión de un individuo a una sociedad democrática está respal-
dada por el estatus de ciudadano. Los que pertenecen a un Estado-
nación poseen documentos que los legitiman —generalmente un
certificado de nacimiento o naturalización y una identificación per-
sonal o pasaporte—. La Convención de La Haya estableció en 1930 el
derecho del Estado a otorgar ciudadanía a extranjeros; pero no se
señala el derecho que tiene cualquier persona al ingresar a un territo-
rio diferente al suyo. Es decir, en la práctica, se da libertad al Estado
receptor, pero no a la persona que ingresa en éste.

Castles y Davidson (2000: VII, X) nos señalan que los ciudadanos
poseen un amplio rango de derechos civiles, políticos y sociales que,
a su vez, les imponen obligaciones hacia la comunidad y el Estado.
Preferencialmente, un ciudadano pertenece a un solo Estado, y se es-
pera que éste incluya a todas las personas que viven en su territorio.
De la misma manera, se espera que exista una homogeneidad cul-
tural suficiente para lograr un acuerdo en las reglas básicas de convi-
vencia, a pesar de las diferencias en los valores individuales o de grupo
que pudiesen prevalecer. Más aun, una de las metas de la democra-
cia ha sido asegurar la participación —bajo los términos de la ciuda-
danía— de todos los grupos excluidos dentro de un Estado. En este
sentido, la democracia implica un ciudadano activo, capaz de parti-
cipar en el ejercicio del poder político y no solamente un ciudadano
pasivo que sustenta ciertos derechos.

El trabajo de T.H. Marshall, un sociólogo inglés que escribió so-
bre la teoría de la ciudadanía, nos brinda un estudio completo, aunque



limitado al caso británico. Desde la década de los cuarenta apunta-
ba la contradicción entre la igualdad política formal y la persistencia
de inequidades económicas y sociales en la sociedad capitalista. Dis-
tinguió tres tipos de derechos ciudadanos que surgieron progresiva-
mente: los derechos civiles que se desarrollaron en el siglo XVIII como
derechos negativos, en el sentido de que se daba la protección a la pro-
piedad privada, a la libertad individual y a la justicia estatal; los dere-
chos políticos que surgieron en el siglo XIX como derechos positivos,
debido a que el ciudadano ahora era visto como un ente activo y podría
formar parte de la opinión pública y participar en la toma de decisio-
nes; y, por último, los derechos sociales, que se desarrollaron en el
siglo XIX, con los que los ciudadanos obtuvieron el derecho al trabajo
o a los servicios de bienestar social. Estos derechos sociales eran vita-
les para permitir a los miembros de la clase trabajadora una genuina
participación en la sociedad como ciudadanos. El trabajo de Marshall
ha sido criticado porque supone que el surgimiento de los derechos so-
ciales marca “el fin de la historia de la ciudadanía”. La utilidad de su tra-
bajo radica en haber aportado la idea de la interdependencia entre los
diferentes tipos de derechos: es imposible tener derechos civiles y po-
líticos completos sin un cierto grado de derechos sociales. Es decir,
los derechos sociales son un indicador tan importante de la ciudada-
nía como los políticos y pueden dar paso al surgimiento de los se-
gundos, como sucedió en la UE (Castles y Davidson 2000: 104).

La ciudadanía no es un concepto universal, sino uno derivado de
las historias propias y culturas específicas de cada nación. Debemos
recordar que para los griegos y la Europa medieval, así como para la
Francia revolucionaria existían diversas perspectivas y análisis sobre
el origen de la ciudadanía. Las grandes migraciones no esperadas hacia
los países europeos promovieron de hecho el estudio de la ciudada-
nía y la nacionalidad, temas que tradicionalmente habían sido menos
abordados en los países “de colonización”, precisamente porque la
inmigración era parte de su mito fundador y la naturalización de los in-
migrantes había sido más fácil, gracias a la aceptación del principio
de jus soli; a diferencia de Europa, donde el principio más común es el
jus sanguinis (Schmitter 2000: 77-96).

En este sentido, en general, los países settlers o “de colonización”,
que aceptan grandes escalas de migración, como han sido Canadá,
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Estados Unidos y Australia, han adoptado como política ciudadana el
principio de jus soli que otorga la ciudadanía por lugar de nacimiento,
es decir, por el simple hecho de haber nacido en un país. En cambio,
los países nonimmigrant o “etnicistas” se fundan en el principio de
jus sanguinis que atribuye la ciudadanía por parentesco o sangre, por-
que su objetivo es preservar la homogeneidad de la sociedad y,
por ende, cuando han requerido mano de obra adicional han recurrido
a la contratación temporal de trabajadores extranjeros. Los europeos
no se han caracterizado por tener una actitud abierta hacia la admisión
de cuantiosos flujos migratorios y su orgullo radica, precisamente, en
haber escogido el principio basado en la herencia de sangre. Por lo
anterior, la ciudadanía se puede obtener tanto por el principio de jus
soli como el de jus sanguinis y, como ya señalé anteriormente, cada
vez más se aceptan ciudadanías duales o triples.

Es importante destacar que para Estados Unidos y Canadá, la cons-
trucción de una nación significó el ingreso de un cúmulo importante
de inmigrantes, lo que conllevó a una participación cívica y un com-
promiso para propagar los valores democráticos. Por el contrario, los
europeos que no fueron conformados por inmigrantes, en general, han
rechazado la diversidad étnica, precisamente con el fin de preservar
la homogeneidad de sus sociedades. Este rechazo constituye un valor
en sí mismo, es decir, un factor positivo de su sociedad y, por ende, en
ocasiones la inmigración masiva ha sido percibida como una amena-
za para su unidad nacional y el bien común.

Al terminar la guerra fría, muchos países comenzaron a revisar sus
leyes y prácticas relacionadas con los derechos y obligaciones de los
ciudadanos. Esto se debió a que la ciudadanía se vio como la solu-
ción a muchos de los problemas derivados de los nuevos fenómenos:
la creciente migración internacional; la creación de países multiétni-
cos (antes socialistas); las ex colonias, buscando alcanzar una iden-
tidad nacional y un gobierno estable, entre otras razones. Es decir, las
nuevas circunstancias políticas a nivel mundial ocasionaron que el
concepto de ciudadanía se analizara a fondo.

Como ya señalé con anterioridad, la globalización ha impuesto nue-
vos retos a los Estados, y se ha cuestionado si la creciente movilidad
internacional de las poblaciones debería fundar nuevas bases de per-
tenencia a uno solo, ya que cada vez más hay personas con múltiples
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ciudadanías viviendo en más de un país (o en otro diferente al de
su ciudadanía). Esta situación ha erosionado o modificado las fronte-
ras nacionales y ha dificultado los procesos de aculturación y asimila-
ción, dada la creciente heterogeneidad de los valores culturales. 

Un inmigrante se convierte en ciudadano cuando obtiene la natu-
ralización. Como símbolo de ello, obtiene formalmente el pasaporte
del país de residencia. Pero aún más importante, el hecho de conver-
tirse en ciudadano le confiere la membresía a la nación, y con ello
tiene las mismas posibilidades de participación en distintas áreas de
la sociedad, tales como política, laboral y de acceso a los sistemas
de bienestar social, entre otras. 

Las reglas para convertirse en ciudadano son distintas en cada país,
además de ser complejas y haber sufrido considerables cambios en
los últimos años. Los países “de colonización”, de inmigración tradi-
cional, han incorporado a su sociedad a ciertos extranjeros como in-
migrantes, otorgándoles posteriormente la ciudadanía. Han tenido la
ventaja de haber desarrollado los mecanismos para seleccionar racial-
mente a sus futuros ciudadanos. Por su parte, los países “etnicistas”
no han cambiado tan fácilmente sus criterios de acceso a la ciudada-
nía, debido a la fuerte relación entre su imaginario cultural como co-
munidad y la pertenencia a la comunidad política. Sin embargo, estos
criterios se han ido flexibilizando a través del tiempo, sobre todo
respecto a los extranjeros con una residencia prolongada.

Aunados a los principios de jus sanguinis y jus solis, Castles y
Davidson (2000: 100) plantean un modelo nuevo para otorgar la ciu-
dadanía denominado jus domicili —ley de residencia—. Dicho prin-
cipio está tomando mucha fuerza, y establece que un individuo puede
obtener la ciudadanía con base en la residencia continua en un país.
Estima que el acceso a la ciudadanía para la segunda y subsecuentes
generaciones debería facilitarse extendiendo a los hijos de inmigran-
tes el principio de jus soli o la combinación de éste con los principios
de jus sanguinis y jus domicili. Por ejemplo, los hijos de los inmi-
grantes nacidos en cualesquiera de los países “de colonización” son
ciudadanos automáticamente. En algunos países etnicistas, como
serían Francia, Suecia, Holanda, Bélgica e Italia, los hijos de inmigran-
tes se convierten en ciudadanos al alcanzar la mayoría de edad; en
otros, como Austria y Suiza, sigue habiendo grandes restricciones,
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por lo que muchos de los extranjeros permanecen en ese estatus a
pesar de haber nacido ahí; y, finalmente, hay algunos como Alemania,
donde recientemente se han suscitado cambios al haber introducido
el principio de jus soli además del de jus sanguinis.

La ciudadanía no es siempre una categoría absoluta, ya que, en res-
puesta al gran número de inmigrantes que fluyen y se establecen en
un lugar determinado, algunos países han desarrollado formas de cua-
siciudadanía que brinda algunos de los derechos que posee el ciu-
dadano. Un importante ejemplo en este sentido es la ciudadanía
que el Tratado de Maastricht introdujo para la UE en 1991. No obs-
tante, este tipo de ciudadanía implica ciertos problemas. Por ejemplo,
la ciudadanía de la UE está ligada a la de los Estados miembros y sólo
brinda un número limitado de derechos políticos, aunque un núme-
ro considerable de derechos sociales. No gozan de este privilegio
los miembros de los terceros países o “extracomunitarios”, lo que es
visto por algunos como una forma excluyente de crear una identidad
europea. A pesar de esto, la ciudadanía europea puede ser tomada
como un ejemplo importante en la construcción de una “membresía
total” o “membresía comunitaria”. La cuestión es si este tipo de mem-
bresía será de un Estado excluyente o de un nuevo tipo de entidad
democrática transnacional. 

Hoy muchas personas tienen doble o triple nacionalidad; no obs-
tante, algunos inmigrantes o refugiados, sin ser ciudadanos, obtienen
derechos similares a los ciudadanos en virtud de que han tenido una
residencia prolongada o gracias al derecho internacional. Los residen-
tes extranjeros legales y permanentes se distinguen en forma sustan-
tiva de los ciudadanos. En algunos países no necesariamente tienen
acceso a todos los beneficios públicos propios de los ciudadanos,
aunque en otros sí son sujeto de ellos. Esta situación ha causado una
gran controversia en naciones como Estados Unidos. Ahora bien, los
residentes temporales ingresan precisamente por un tiempo y pro-
pósito determinado; por lo que deben salir en el periodo estipulado
y certificado en su visa. Como ya señalé con anterioridad, en el caso
de Canadá y Estados Unidos, los extranjeros que ingresan en forma
temporal lo hacen con la categoría de no inmigrantes.

Podríamos decir entonces que la ciudadanía provee a los individuos
una seguridad frente al mundo exterior, y promete un estatus político

MIGRACIÓN TEMPORAL 59



y social y una identidad nacional en el escenario nacional. Como
bien lo señala Peter Schuck, el sentido normativo de la ciudadanía
puede inferirse de la distancia que separa a los ciudadanos o insid-
ers de los extranjeros o outsiders en cuanto a sus derechos y obliga-
ciones (1998: 192-193).

RESIDENTES PERMANENTES Y TEMPORALES

De acuerdo con Schuck, los insiders son quienes forman parte de
una comunidad constitucional con determinados derechos. Este con-
cepto incluye a los ciudadanos, a los residentes extranjeros legales
y, en ocasiones, a los extranjeros indocumentados. Es decir, su comu-
nidad incluye a casi todos los individuos que se encuentran en su
territorio e, incluso, algunos que se encuentran fuera, pero que tienen
una relación política y legal especial con el país. La problemática exis-
tente en este caso es la tensión entre los valores de la soberanía y auto-
nomía nacional y la realidad en la que muchos outsiders puedan vol-
verse insiders aun sin el consentimiento o el control de la nación.

Los residentes permanentes legales tienen diferencias políticas res-
pecto a los ciudadanos: no tienen el derecho de votar, no pueden ser
electos para determinados puestos gubernamentales ni fungir como
jueces federales y estatales. Esta situación se basa en que los residen-
tes permanentes siguen siendo extranjeros y su lealtad al país está alta-
mente cuestionada. Esta limitación tiene una carga simbólica, en el
sentido de que los ciudadanos son miembros de la nación y perte-
necen a ella. Su exclusión también puede interpretarse como un in-
centivo para que quienes deseen ser miembros de la nación obtengan
la naturalización.

En el caso de Estados Unidos existen ciertas inequidades: los resi-
dentes permanentes tienen menos derechos que los ciudadanos
estadunidenses, en virtud de que un insider debe apoyar económi-
camente como patrocinador al outsider —constituidos generalmente
por miembros familiares— para obtener el estatus de inmigrante.
Como producto de su política de reunificación familiar, los hijos y
parientes inmediatos de los ciudadanos reciben un estatus preferen-
cial sin tomar en consideración la cuota establecida para ellos. En
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contraste, las esposas(os) así como los hijos(as) no casados de los
residentes permanentes califican por una preferencia numérica limi-
tada y sus descendientes no reciben ninguna preferencia. 

Otra cuestión de suma importancia es que un residente permanente
puede estar sujeto a deportación por haber cometido algún acto cri-
minal, pese a que son pocos los casos registrados de este tipo. En
este sentido, es importante señalar que la Suprema Corte de Estados
Unidos estima que la deportación no es un castigo y, por consiguien-
te, no requiere de garantías constitucionales; no obstante, se sabe que
la deportación en este caso puede causar graves daños a la persona
deportada y a los familiares que deja.

Sin embargo, en Estados Unidos la diferencia más controversial entre
ciudadanos y residentes permanentes es la relativa al acceso a los ser-
vicios públicos, en virtud de que las leyes de Inmigración y Bienestar
Social de 1996 han limitado el acceso de los residentes permanentes
a ciertos programas de bienestar social. A partir de entonces, cualquier
extranjero que reside en ese país tiene que comprobar que es auto-
suficiente o que tiene algún familiar que lo apoya o que funge como su
“patrocinador”.

La situación para los residentes permanentes ha cambiado sustan-
tivamente, por lo que se podría decir que, además de que se estable-
ció una política discriminatoria en contra de los no ciudadanos, al
mismo tiempo se instituyó —quizá como consecuencia no intencio-
nada— una revitalización de la política de naturalización, enviando
a los residentes legales el mensaje de que se naturalicen tan pronto
como sea posible si quieren recuperar los servicios sociales. Cabe
mencionar que sólo 14 por ciento de los residentes permanentes en
Estados Unidos se ha naturalizado. Se calcula que el promedio de
años para que un residente se naturalice en ese país es de diez años
(Schuck 1998a: 260-263).

Por lo que respecta a los trabajadores temporales, como su nombre
lo indica, en algún momento trabajan en un determinado sector del
mercado laboral y de acuerdo con el tipo de visa que obtengan, se
especifican sus derechos y obligaciones. 

Los países importadores de mano de obra contratan trabajadores
extranjeros en forma temporal, con el propósito de aumentar el nú-
mero de trabajadores disponibles, sin necesariamente tener que aña-
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dir residentes permanentes y/o ciudadanos a la población. En la ma-
yoría de los casos, pueden ajustar su estatus para poder optar por una
residencia permanente. 

La admisión temporal de individuos con altos niveles de educa-
ción puede beneficiar la productividad económica del país receptor,
así como generar múltiples negocios e inversiones; asimismo, la ad-
misión de trabajadores con bajas capacidades educativas y técni-
cas, es decir, mano de obra barata, puede solucionar problemas tem-
porales, al aceptar trabajos que los locales desdeñan y al producir
productos o servicios con costos competitivos nacional e interna-
cionalmente.

La contratación legal de trabajadores extranjeros se puede llevar
a cabo por medio de acuerdos internacionales, de carácter bilateral
o multilateral. Los convenios bilaterales se hacen entre países expor-
tadores e importadores de mano de obra. A través de estos acuerdos
se establecen contratos mínimos que especifican el proceso de reclu-
tamiento, así como las condiciones de trabajo que se establecen entre
trabajador y empleador. El Convenio sobre Braceros entre México y
Estados Unidos, que concluyó en los años sesenta, y el actual Progra-
ma de Trabajadores Agrícolas Temporales Mexicanos entre México
y Canadá son ejemplos de convenios de carácter bilateral. Por su par-
te, los acuerdos multilaterales de trabajadores temporales se hacen
por lo general para permitir el libre movimiento de personas en una
región determinada. El caso de la UE es un ejemplo de este tipo de
acuerdos, que garantizan a los ciudadanos de países miembros el de-
recho a trabajar en otro Estado miembro. 

No obstante, la mayoría de los trabajadores extranjeros, temporales
o permanentes, ingresan a los países importadores de mano de obra
bajo acuerdos internos, es decir, unilaterales. Las leyes y regulaciones
del país sede establecen los requisitos que debe cumplir el empleador
para recibir el permiso de las autoridades correspondientes para poder
contratar trabajadores extranjeros, sin necesariamente especificar el
proceso de reclutamiento. En general, los trabajadores extranjeros son
admitidos para llenar un empleo vacante en un determinado sector,
por un periodo específico, a solicitud de un empleador en especial.
Su esfuerzo y buen desempeño en el trabajo no constituyen ele-
mentos suficientes para obtener la residencia permanente o la ciu-
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dadanía.6 Los trabajadores extranjeros pueden solicitar su ingreso
tramitando una visa de trabajo; o pueden ingresar en el mercado
laboral con una visa de turista y permanecer más tiempo de lo per-
mitido (visa abusers), o bien simplemente pueden cruzar la frontera
a pie, nadando o en un barco y ser contratados en el mercado labo-
ral sin documentos migratorios. 
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Nativismo y restriccionismo
en las políticas migratorias
estadunidense y canadiense
durante el siglo XX

POSICIONES IDEOLÓGICAS

A lo largo de la historia, las sociedades de las naciones importado-
ras de inmigrantes han tenido opiniones encontradas a propósito de
los flujos de aquellos que ingresan a su país cotidianamente, mismas
que han influido para determinar la cantidad de personas que deben
aceptarse cada año y con qué perfil o categoría deben entrar según
sus necesidades y/o preferencias. Mientras que algunas corrientes de
opinión, denominadas expansionistas, han propiciado que se acepten
flujos migratorios y han tratado de influir sobre los representantes
ante las instancias responsables —congresos o parlamentos— para
facilitar su ingreso, otros, llamados restriccionistas, han exigido poner
límites a la inmigración por diversas razones. 

La mayoría de los expansionistas, que estarían de acuerdo con una
política flexible de puertas abiertas, apoyan la migración pues con-
sideran que enriquece su sociedad no sólo por la frescura (ya que
los migrantes aportan nuevos talentos) sino por la experiencia de con-
vivir con individuos provenientes de otras culturas. No obstante,
estiman que los flujos deben ser limitados, con aumentos moderados
periódicos. Los menos han favorecido fronteras abiertas, con el fin de
maximizar la libertad para poder contratar a individuos, sean extran-
jeros o nacionales. En general, los expansionistas son pragmáticos,
ya que esta práctica les reporta beneficios personales o colectivos.
Entre los principales impulsores de esta posición se encuentran cier-



tos empresarios que requieren tanto de mano obra barata o no cali-
ficada, como de la altamente calificada, pero más barata que la local,
para mantener la competitividad de sus productos a nivel nacional
e internacional; grupos étnicos o residentes extranjeros legales, que
buscan reunirse con sus familiares o parientes cercanos que se en-
cuentran en el extranjero; y organizaciones de derechos humanos,
que apoyan altas tasas de aceptación tanto de refugiados como de
inmigrantes, entre otros grupos.

Respecto a los restriccionistas, quienes estarían en favor del estable-
cimiento de una política de puertas cerradas, Peter Schuck (1998a: 240)
distingue tres corrientes de pensamiento diferentes entre sí, pero
todas restrictivas: a) xenofobia, b) nativismo, c) restriccionismo. Si bien
estas actitudes se pueden distinguir analíticamente, a veces las dife-
rencias entre ellas se pierden en el debate público.

Xenofobia

Como su nombre lo indica, expresa una fobia hacia los extranjeros,
a la “otredad”, a lo “extraño” y diferente. Ahora bien, la xenofobia
surge cuando un grupo de personas de origen extranjero, creciente-
mente visible, que habita en un lugar determinado, es rechazado
porque los nacionales desean distanciarse y diferenciarse de ellos.

A través de los años han surgido movimientos xenofóbicos como
una respuesta de rechazo al continuo flujo de migrantes en un de-
terminado lugar. Por lo general, los inmigrantes arriban a los sitios
que son demandados por diferentes razones, lugares que constituyen
los enclaves en donde, simultáneamente o como consecuencia, sur-
gen y florecen los movimientos xenofóbicos. Aun más, la situación se
agrava cuando flujos migratorios no esperados arriban en cantida-
des mayores a las que normalmente se aceptan y los sentimientos
tienden a exaltarse, llegando inclusive a adoptar actitudes violentas,
como ha ocurrido en diversas etapas de la historia estadunidense y
canadiense.

En la actualidad existen situaciones contradictorias que invitan a
reflexionar sobre el surgimiento de actitudes xenofóbicas. Por un
lado, los procesos de integración regional han generado un sistema

66 MÓNICA VEREA



avanzado de comunicaciones y tecnologías de transporte que han fa-
cilitado una mayor comunicación entre las sociedades, registrándose
aumentos sustantivos en el intercambio de bienes y servicios entre
las naciones de una región. En teoría, los procesos de integración
han permitido una creciente homogeneización y/o aceptación de las
culturas, conformándose un ambiente multicultural y, por ende, el
temor de la “otredad” se debería diluir, lo que nos llevaría a con-
cluir que deberían disminuir las actitudes xenofóbicas. No obstante,
en la realidad, las crisis económicas recurrentes, el desempleo y la
vulnerabilidad económica, así como las características y valores in-
herentes de ciertas etnias —lenguaje, comportamiento, apariencia
física, entre otras—, enclavadas en un lugar específico de un país
importador de inmigrantes, esporádicamente se convierten en los fac-
tores que provocan actitudes y movimientos antiinmigratorios o
xenofóbicos (Verea 1999).

Nativismo 

El nativismo es una corriente de pensamiento que pretende conser-
var la nación predominantemente blanca, de origen europeo y de
preferencia protestante. Perciben a los inmigrantes como un grupo
potencialmente problemático, social y culturalmente diferente. Re-
presenta la oposición más radical a las minorías internas, sobre la
base de sus lazos o relaciones extranjeras (Delaet 2000: 24). La opo-
sición a los extranjeros se funda en un ferviente nacionalismo, es
decir, se los ve como una amenaza para la nación.

El nativismo es obviamente racista porque considera que una
raza es superior a otra. Podríamos definir la raza como la identidad
consciente que tiene una población y/o un grupo de personas en
otro país con sus ancestros, en donde el color de la piel juega un
papel dominante. El racismo expresa explícitamente una diferencia
en tanto procedencia y color de la piel. John Higham (1963: 4) de-
fine al nativismo como la oposición intensa a una minoría, bajo la
premisa de sus conexiones extranjeras. Sostiene que a través de cada
muestra de hostilidad, corre simultáneamente la fuerza energizante
del nacionalismo moderno. 
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Las antipatías culturales y los juicios etnocéntricos constituyen las
características más evidentes de los nativistas, y son generalmente
las armas que utilizan para destruir a sus enemigos no pertenecien-
tes a su nación. El etnocentrismo —que se refiere a la posesión de
un ancestro común— puede ser definido como el mecanismo de pro-
tección que utiliza un grupo cuando se siente amenazado por con-
dicionantes externas. En la ideología estadunidense —o lo que se
llama el universalismo estadunidense—, las rivalidades etnocéntricas
y las presiones demográficas han jugado un papel importante en la
conformación del mito fundacional (Higham 1999: 45).

En la rica bibliografía existente sobre los términos de raza y etnia
en Estados Unidos, frecuentemente se habla de grupos de inmi-
grantes que se establecen en un país determinado provenientes de
diversas regiones del mundo, desde las más remotas como África y
Asia, hasta las más próximas como América Latina. De ahí que los
estadunidenses “blancos” hayan establecido una relación de subor-
dinación con todos los que no provenían de Europa Occidental,
creando una conciencia de raza o etnia —la predominancia de una
raza sobre otra—. Sin embargo, cabe destacar que la definición de
etnia es diferente, dependiendo de su origen. La etnicidad es una
categoría socialmente construida, que incluye elementos culturales
de genotipo, de lengua, de un determinado grupo social, o también
se puede interpretar como la estrategia para influir en los intereses
específicos de un grupo en la sociedad (Gutierrez 1995: 7).

En los debates contemporáneos sobre identidad, el término se ha
relacionado con el hecho de “pertenecer” o, por el contrario, ser ex-
cluido de una colectividad en particular. La identidad contiene, pues,
conceptos de inclusión y exclusión: para ser “nosotros” se necesi-
ta de unos “otros”. Las identidades colectivas están formadas por un
determinado grupo que se reconoce a sí mismo con un pasado
común, es decir, una memoria colectiva. Esta memoria colectiva va
acompañada de nociones, ideas y recuerdos sobre las identidades
de otras naciones, por lo que los debates sobre las diferencias cul-
turales caen fácilmente en el nacionalismo y la tramposa afirmación
de la superioridad de un grupo sobre otro (Solomos y Schuster
2000: 74-91). Por su parte, la cultura puede ser definida desde dife-
rentes perspectivas, una de las cuales es muy simple: es aquello que es
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comparable con un “kit de herramientas”, en el que distintos sím-
bolos, historias, rituales y formas de ver el mundo ayudan a los indi-
viduos a resolver problemas concretos (Joppke 2000: 145-158).

En una sociedad en donde existe una gran diversidad de razas,
etnias, culturas procedentes de diversas regiones del mundo, resul-
ta inevitable la interacción entre éstas. Y es precisamente a través de
este intercambio que se establecen las diferenciaciones entre los que
interactúan, y surge la concepción de lo otro, lo diferente, es decir,
las razas y las etnias.

Es difícil llegar a un consenso acerca del significado de multicul-
turalismo. En general es un concepto flexible incluso dentro de una
sociedad específica. Pero, grosso modo, esta noción se refiere a un
amplio rango de formas de interacción en sociedades que contienen
una variedad de culturas. Habitualmente, el término se usa en con-
textos de movilizaciones que utilizan símbolos raciales y étnicos
para demandar derechos culturales y sociales, así como el derecho a
la representación política. El multiculturalismo debe ser visto como
parte de la lucha de las minorías que gozan de una “inclusión iguali-
taria”, y es al mismo tiempo la afirmación de las diferencias cultura-
les a partir de las demandas de autenticidad étnica o racial (Solomos
y Schuster 2000: 407-424). En este sentido, para Joppke el multicul-
turalismo estadunidense es una respuesta a la opresión de los afro-
americanos, indígenas e hispanos, mientras que el multiculturalismo
inglés o alemán es una simple respuesta a la inmigración. En virtud
de que los inmigrantes forman parte de una clase socioeconómica
y de una comunidad cultural en una determinada comunidad o so-
ciedad, por lo general no son incorporados y/o aceptados totalmente,
a menos que el Estado receptor acepte sus diferencias culturales.

Independientemente del concepto o categoría de que se trate, los
representantes del nativismo anglosajón casi siempre han considera-
do que su cultura debe predominar sobre cualquier otra. Para ellos,
las cuestiones étnicas siempre han sido percibidas como un problema
de asimilación. En el caso de la cultura estadunidense se pensaba
que el continuo flujo de inmigrantes con diversas culturas propicia-
ría relaciones entre los diferentes grupos interétnicos y, al interactuar,
poco a poco irían conformando una sociedad cada vez más homo-
génea, proceso al que se le ha denominado melting pot. Por ende,

MIGRACIÓN TEMPORAL 69



los inmigrantes debían paulatinamente “asimilarse” a la sociedad re-
ceptora, lo que equivale a una imposición de los valores de la cultura
predominante sobre cualquier otra. Cabe destacar que la asimilación
se lleva a cabo a través de la integración residencial con sus familia-
res y las relaciones intermatrimoniales, entre otros factores (McDa-
niel 1995: 179-197); pero, para Nathan Glazer, el continuo flujo de
inmigrantes, de alguna forma, ha impedido la cohesión de una comu-
nidad, pues ésta no les ha permitido insertarse plenamente en una
sociedad determinada (1985: 216).

Entre los argumentos más sobresalientes que los nativistas han
esgrimido en contra de los inmigrantes, en diferentes épocas de su
historia, encontramos los siguientes: se ha expresado que ciertas ra-
zas son intelectual y culturalmente inferiores a la de la mayoría blan-
ca; que presentan dificultades para asimilarse; que quitan oportunida-
des de empleos a los nativos y, más recientemente, que abusan de
los servicios públicos que los gobiernos proveen. 

Joe R. Feagin (1997: 13-43) nos señala un planteamiento extremo,
el del darwinismo social, el cual plantea que la supervivencia del
más apto es un indicador de que la cultura e instituciones, en este caso
anglosajonas, son las dominantes por ser las mejores. En efecto, el
nativismo de principios del siglo XX utilizó la biología, la antropo-
logía y la psicología para demostrar que las otras razas y/o etnias
—en ese entonces claramente tendencioso en contra de los judíos,
los europeos del Este y los asiáticos— contaminarían y terminarían
por acabar con la genuina y “casi perfecta” raza blanca. Posterior-
mente, la corriente nativista de la segunda mitad del siglo XX puso
énfasis en las fronteras. Percibidas desde entonces como altas y rígi-
das murallas, las fronteras tenían la función de dividir y detener la
entrada no sólo de la fuerza de trabajo, sino de un inmenso flujo de
vagos y semicriminales, personas “no deseables” que, según ellos,
decoloraban, afeaban, contaminaban, agredían su primacía blanca.
Esta corriente de pensamiento ha apoyado políticas tendientes a re-
forzar fronteras como la de México, para detener flujos de inmigran-
tes no deseados.

En general, el nativismo constituye una posición más discriminato-
ria que la xenofobia, ya que cree en la superioridad racial y moral de
los habitantes originarios, pero sobre todo presupone la homogenei-
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dad de una nación. En el caso de Estados Unidos y Canadá, los nati-
vistas no se refieren a las comunidades indígenas sino a los de origen
anglosajón que se convirtieron, desde la formación del Estado-na-
ción, en dominantes en términos demográficos, políticos y culturales.

Se podría decir que el nativismo constituye una ideología que amal-
gama a sus miembros por los valores que profesan, pues estiman
que la cultura, hábitos e ideas de ciertos extranjeros —no anglosa-
jones— son inferiores a los de ellos. Por ende, el nativismo es una es-
pecie de racismo, ya que infiere que esos valores son heredados y
no se pueden aprender. Ser nativista demanda no sólo la exclusión
de ciertos grupos extranjeros considerados como “inferiores” racial
y culturalmente, sino que conduce a posiciones de dominio de unas
culturas sobre otras en el mismo país. 

Esta corriente de pensamiento ha estado presente en la historia de
la inmigración tanto estadunidense como canadiense y ha hecho
erupción como un volcán lo haría cuando han estallado crisis econó-
micas, políticas y sociales. El teórico John Higham (1963) ha demos-
trado, por ejemplo, que en la historia de Estados Unidos han surgido
estas crisis exclusionistas en diferentes estratos de la sociedad y en
diversas épocas de los siglos XIX y XX.

Restriccionismo 

Esta posición no necesariamente tiene una carga emocional tan fuer-
te como la de los xenofóbicos y nativistas, pero ha recibido su influen-
cia en momentos de crisis. Entre los restriccionistas se encuentran
los más intolerantes que Schuck denomina “de principios”, y los
menos, a quienes llama “pragmáticos”. 

Los restriccionistas de principios piensan que hoy día son muy
altos los niveles de inmigración y que amenazan ciertos valores de
la sociedad o metas políticas. Por ejemplo, los ecologistas estiman
que un crecimiento de la población “cero” es esencial para preser-
var la estabilidad ecológica y que las altas tasas de natalidad de cier-
tos inmigrantes amenazan dicha estabilidad. Otros han expresado su
preocupación, ya vieja, en el sentido de que el creciente flujo de
inmigrantes, sean documentados o no, desplazan a trabajadores lo-
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cales, absorben los escasos recursos de los programas de bienestar
social —principalmente servicios educativos y de salud—, justifi-
cando que éstos deben beneficiar principalmente a los ciudadanos.
Finalmente, a algunos restriccionistas les preocupa la unidad lingüís-
tica, la tolerancia religiosa y/o coherencia cultural, que en un mo-
mento dado pueden afectar actitudes de solidaridad nacional. 

Mientras que los restriccionistas de principios perciben en la in-
migración una amenaza a sus valores y metas, los restriccionistas prag-
máticos perciben estos conflictos como inherentes e inevitables. No
se oponen a la inmigración por principio, sino tienen una posición
más abierta e inclusive estarían dispuestos a apoyarla siempre y cuan-
do los inmigrantes proporcionen beneficios económicos y/o políticos
para su economía y sociedad. Es decir, los restriccionistas pragmáti-
cos consideran importantes sus raíces históricas como inmigrantes,
aunque les preocupa qué tan fácilmente se pueden asimilar. No obs-
tante, estiman que es indispensable establecer ciertos controles para
evitar niveles altos de inmigración, es decir, están favorablemente
dispuestos a una inmigración regulada y legal, les atrae la diversidad
cultural, pero quieren una menor cantidad.

En general, muchos estadunidenses son ambivalentes ante el tema
migratorio y han mostrado diferentes actitudes a lo largo de la histo-
ria. De acuerdo con las últimas encuestas, por ejemplo, los estaduni-
denses están más a favor de los inmigrantes que de la inmigración,
favorecen más a los pasados flujos que a los nuevos, consideran im-
portante su acceso a la educación y a los beneficios de salud, pero
no a los programas de bienestar o seguridad social; estiman que las
diferencias culturales han enriquecido la vida estadunidense, pero al
mismo tiempo resisten cualquier tipo de multiculturalismo que de-
salentará a los inmigrantes de que aprendan el inglés (Verea 2003).

En general, las actitudes xenofóbicas, nativistas y restriccionistas
se construyen en regiones particulares como resultado de una con-
centración alta de inmigrantes, y tienden a disiparse cuando la inmi-
gración se analiza y reconsidera a nivel nacional. Asimismo, estas
presiones son contrarrestadas o atacadas por grupos étnicos minori-
tarios; por agricultores, que tienen intereses económicos ligados con
la fuerza laboral inmigrante; y por grupos eclesiásticos quienes, por lo
general, defienden sus derechos humanos. Dichos grupos de presión
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están concentrados precisamente en los lugares de mayor atracción
para los inmigrantes.

La actitud de ostracismo adoptada por algunos nativistas en épo-
cas de crisis ha estado dirigida a utilizar soluciones extremas, tales
como repatriar a inmigrantes, considerados como los chivos expia-
torios de todos sus males. El nativismo estadunidense, por ejemplo,
ha tomado varias formas en la historia de ese país: enviar a los ne-
gros —inicialmente importados como esclavos— a África; no permitir
la entrada e incluso expulsar a los asiáticos, a creyentes de religiones
como la judía y la católica, a enfermos, a potenciales terroristas, entre
muchos otros. Un ejemplo claro y reciente del nativismo contempo-
ráneo fue el apoyo que se dio a la Propuesta 187,7 iniciativa que en un
principio se aprobó en California en 1994, y que expresaba las frus-
traciones de un pequeño estrato de la sociedad que cohabitaba con
un importante y creciente número de inmigrantes.

Asimismo, los actos terroristas del 11 de septiembre de 2001, ocu-
rridos en Nueva York y Washington, D.C., ocasionaron una reacción
xenofóbica y nativista en contra de los extranjeros, principalmente
aquellos con apariencia árabe, pero también en contra de cualquier
extranjero, en general.

Estoy de acuerdo con Peter Schuck cuando señala que la mayoría
de los estadunidenses son pragmáticos restriccionistas, en el sen-
tido de que están a favor de niveles migratorios moderados, aunque
estén abiertos a debatir cuál sería el nivel deseable y qué efectos
tendrían (1998a: 245). Es importante señalar que algunos sectores
cambian de opinión súbitamente, de acuerdo con el estado de la eco-
nomía, por ejemplo, al inicio de la recesión reciente y, en casos ex-
tremos, como con los actos terroristas del 2001.

POLÍTICAS ADOPTADAS EN ESTADOS UNIDOS

Orígenes 

Desde sus orígenes, los estadunidenses propiciaron la inmigración,
dado que se tenía un amplio y despoblado territorio. Se buscó mano

MIGRACIÓN TEMPORAL 73

7 En virtud de la importancia de esta propuesta, la explicaré posteriormente.



de obra extranjera, proveniente de Europa —principalmente de
Gran Bretaña y Alemania—, para la construcción de caminos, puen-
tes, canales, ferrocarriles, pueblos y hasta ciudades. No obstante, se
generó un debate en torno a los costos que implicaba el aceptar
cierto tipo de inmigrantes, surgiendo desde entonces posiciones
nativistas. 

Ya Benjamin Franklin en 1753, 23 años antes de que se firmara la De-
claración de Independencia, prefería a los inmigrantes provenientes
de la Gran Bretaña pues consideraba que “los alemanes, a pesar de
ser excelentes maridos y trabajadores al contribuir para el crecimiento
de la nación […], por desgracia arribaban […] los más estúpidos de
su propia nación […], pocos hablan inglés y su particular indiscreción
junto con la nuestra, algún día podrán ocasionar grandes desórdenes
entre nosotros”.8

Desde la formulación de la Constitución, los indígenas eran con-
siderados como un grupo distinto, que pertenecía a clases más bajas
que la mayoría de los ciudadanos estadunidenses. No se les otorga-
ban garantías ni oportunidades para poder obtener la ciudadanía en
un momento dado, ni mucho menos se les reconocía como miem-
bros de una nación independiente. A pesar de que los federalistas
expresaron que habían adoptado una política liberal o de apertura
a la inmigración, siempre mezclaban elementos nativistas importan-
tes, dado que creían que Estados Unidos debería renovarse cons-
tantemente, pero siempre con inmigración proveniente de Europa. 

Hasta después de la Guerra Civil, Estados Unidos no imponía lí-
mites a la inmigración, prácticamente tenía una política de “puertas
abiertas”. Algunos investigadores han denominado a esta época como
“la era de la puerta de oro”, cuando las actitudes liberales hacia la
inmigración predominaron sobre el nativismo latente. Así, por ejem-
plo, en 1862 fue aprobada la Homestead Act, que fue diseñada para
atraer pobladores a los estados de la costa del Pacífico. Poco des-
pués, en 1864, se aprobó la Contract Labor Act, la cual daba la pauta
a los contratos para la migración laboral. En ese entonces, el presi-
dente Abraham Lincoln consideraba que los inmigrantes contribuían

74 MÓNICA VEREA

8 Carta de Benjamin Franklin a Peter Collison, mayo de 1753, en Abbott (1969: 415-416).



al bienestar económico y que se requería de mano de obra extran-
jera, especialmente en la agricultura y en la minería. Incluso en 1868
se llegó a celebrar un tratado con China, el cual hacía referencia a la
libertad de migración entre dos países para viajar, comerciar y se otor-
gaba el permiso para permanecer en el territorio, aunque no nece-
sariamente significaba la posibilidad de obtener la ciudadanía (Delaet
2000: 25). Esta actitud con los chinos se revertiría posteriormente.
No obstante, siempre existió el temor de recibir más inmigrantes de
los que podía absorber la sociedad estadunidense. George Washington
con frecuencia consideraba que “América se estaba convirtiendo en
un asilo para los oprimidos y perseguidos de todas las naciones y
religiones” (en Smith 1997: 149). Así, durante los primeros años de
la república, algunos estados adoptaron ciertas leyes que imponían
restricciones a la movilidad de la población, principalmente para
prohibir la entrada, por ejemplo, de los “no deseables” como los con-
victos por crímenes, los discapacitados, los enfermos contagiosos
y los débiles mentales, entre otros. Es más, aun cuando se importa-
ban esclavos de raza negra se establecieron ciertos límites, inclusive
una cuota, para que no se abusara de este comercio de humanos.

Ya desde fines del siglo XVIII había surgido cierta animadversión
en contra de los extranjeros, y se comenzaba a establecer ciertos lími-
tes a su ingreso. A pesar de que se impusieron cuotas, preferencias
y restricciones a la entrada de inmigrantes, los republicanos solían
expresar cierto temor ante la posibilidad de estar creando una socie-
dad con ciudadanos de segunda clase y con ello violar los principios
de la Constitución. Así, el Congreso aprobó la Naturalization Act of
1798, una ley nativista diseñada para disuadir a los inmigrantes de
que obtuvieran la ciudadanía, y de esa forma poder deportar a los di-
sidentes silenciosamente. Desde entonces, los nativistas estaban
preocupados no solamente por la posible obtención de la ciuda-
danía por parte de los inmigrantes, sino también por su posible par-
ticipación democrática a través del voto (Smith 1997: 226).

Por su parte, los federalistas en el Congreso estimaban que el de-
recho a la ciudadanía estadunidense no debería escogerse, sino por
el contrario, sólo debía ser otorgada a individuos por razones de na-
cimiento y herencia sanguínea, enfatizando que ciertos tipos de
“sangre” eran más estadunidenses que otros (Smith 1997: 153). No
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hay que olvidar que el interés de las elites blancas por conservar una
supremacía blanca, es decir, una hegemonía protestante, un patriar-
cado y una predominancia anglosajona, fue la filosofía del nativismo
y ha sido una constante en la historia de Estados Unidos. 

La primera legislación restrictiva para establecer control sobre la
admisión de inmigrantes a Estados Unidos, la Ley de Inmigración
(Immigration Act), aprobada por el Congreso en 1875, marcó el ini-
cio de una regulación federal directa sobre la inmigración. El primer
límite que se estableció para la admisión de inmigrantes fue para los
que procedían de Oriente. Un año después la Suprema Corte afir-
mó que los asuntos de inmigración correspondían al Congreso por la
Constitución y, en 1882, se promovió la primera ley de exclusión
china (Chinese Exclusion Act of 1882),9 debido al fuerte incremento
de la inmigración proveniente de ese país, a causa de una hambru-
na en la región de Cantón y la demanda de trabajadores en ese mo-
mento en la Unión Americana. Asimismo, durante el mismo año el
Congreso hizo efectivo el primer Estatuto General sobre Inmigración,
el cual excluía a pobres y criminales y legislaba un impuesto de cin-
cuenta centavos para los gastos de inspección al arribo de los ex-
tranjeros. El propósito de esa inspección era buscar —e impedir la
entrada— a “convictos”, “lunáticos”, “débiles mentales” o cualquier
persona susceptible de convertirse en una carga pública.

En 1885, el Congreso promulgó la primera Ley sobre Contrata-
ción de Trabajo para Extranjeros (Alien Contract Labor Act). Por pri-
mera vez en la historia, se establecía como ilegal el contrato o la
importación de trabajadores extranjeros o cualquier forma de atraer
inmigrantes hacia Estados Unidos, ya fuera para propósitos de tra-
bajo o para llevar a cabo un servicio (Delaet 2000: 27). Dicha ley fue
diseñada para poner fin a la práctica de importar trabajo barato del
extranjero. La causa principal para que se promulgara esta ley fueron
las constantes quejas provenientes de las organizaciones laborales
estadunidenses. Desde entonces, dichas organizaciones estimaban
que la contratación de mano de obra extranjera ocasionaba un des-
censo en los salarios y en las condiciones de trabajo de la mano de
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obra local. Tres años después, en 1888, esta ley fue enmendada; en-
tonces, quedó establecida la deportación de inmigrantes que tuvieran
un año de haber entrado al país si violaban las leyes del contrato
de trabajo.

Posteriormente, en 1891, se creó el Departamento de Inmigración
con el fin de impedir la entrada, a través de la provincia canadiense
de Quebec, de personas indeseables a Estados Unidos. Dos años des-
pués, se legalizó la existencia de juntas especiales de investigación
para un examen más detallado de los pasajeros recién llegados. En
1903 el Congreso promulgó una nueva ley de inmigración, en la que
se añadían categorías de excluibles para epilépticos, limosneros, anar-
quistas, prostitutas o alcahuetes.

Como puede observarse, a finales del siglo XIX y principios del XX

se fue desarrollando una política inmigratoria restrictiva y a la vez
exclusiva, resultado de un sentimiento creciente en contra de la
inmigración de extranjeros a la Unión Americana. En su mensaje al
Congreso en 1903, el presidente Theodore Roosevelt se refirió al ob-
jetivo básico de la política de inmigración estadunidense de la siguien-
te forma:

No podemos tener mucha inmigración del tipo correcto, y no debe-
mos tener ninguna del tipo incorrecto. Es necesario crear un sistema
en donde los inmigrantes no deseables se mantengan fuera por comple-
to, mientras que los inmigrantes deseables se distribuyan apropiada-
mente en el país (en Delaet 2000: 23).

Este discurso ilustra la política de aquel entonces: alejar a los in-
migrantes “indeseables” y facilitar la entrada de los “deseables”.

Sin embargo, a pesar de la política restrictiva se admitió una canti-
dad importante de extranjeros, ya que durante el periodo 1861-1900
entraron al país 14 300 000 inmigrantes procedentes principalmente
de varios países europeos y orientales. Durante las dos primeras dé-
cadas del siglo XX la inmigración se incrementó sustancialmente:
14 531 000 (véase cuadro 2), cifra muy semejante a la del periodo de
los últimos cuarenta años del siglo XIX. Esta situación fue ocasionan-
do que la opinión pública estadunidense presionara en favor de una
reglamentación más restrictiva respecto a la inmigración.
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El aumento de inmigración japonesa despertó nuevamente senti-
mientos nativistas y xenofóbicos, y comenzaron a introducirse pro-
yectos de leyes excluyentes, lo que a su vez suscitó protestas por
parte de Japón. En virtud de que la Ley de Inmigración de 1907 auto-
rizaba al jefe del Ejecutivo a establecer acuerdos internacionales para
reglamentar la inmigración, el presidente Theodore Roosevelt no
sólo se opuso sino que haciendo uso de su autoridad, estableció un
“Acuerdo entre Caballeros” (Gentlemen’s Agreement) con Japón para
limitar el número en el ingreso de trabajadores japoneses a Estados
Unidos. Asimismo, dicha ley elevó el impuesto migratorio a cuatro
dólares, y añadió las categorías de excluibles a imbéciles, débiles men-
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CUADRO 2
ADMISIONES DE INMIGRANTES EN ESTADOS UNIDOS (1900-2001)

Periodo Número Tasa* Año Número

1901-1910 8 795 000 10.4 1980 531 000
1911-1920 5 736 000 5.7 1985 570 000
1921-1930 4 107 000 3.5 1990 1 536 000
1931-1940 528 000 0.4 1995 720 000
1941-1950 1 035 000 0.7 1996 916 000
1951-1960 2 515 000 1.5 1997 798 000
1961-1970 3 322 000 1.7 1998 654 000
1971-1980 4 493 000 2.1 1999 647 000
1981-1990 7 338 000 3.1 2000 850 000

1991-2000 9 094 000 3.4 2001 1 064 000

.0
Total
1901-2000 46 963 000

* Tasa anual de la población durante el periodo o los años señalados. 
FUENTE: US Immigration and Naturalization Service (INS), Statistical Yearbook,

2000, 2001 y 2002, en US Department of Commerce, Statistical Abstract of the
United States, US Census Bureau, Population, Washington, 2002, p. 10.



tales, a personas con defectos físicos y mentales, tuberculosos y mu-
jeres con intenciones inmorales. 

El Congreso continuó aprobando enmiendas a la Ley de Inmigra-
ción, todas ellas de corte restrictivo. Siguieron prevaleciendo los sen-
timientos nativistas, de tal manera que la Ley Orgánica de Inmigración
adoptada en 1917 estableció restricciones a los inmigrantes prove-
nientes de algunos países asiáticos, así como a los analfabetas, psicópa-
tas, alcohólicos, por no señalar a vagos y desempleados.10 Reempla-
zaba a las anteriores leyes que excluían la inmigración de Asia, pero
simultáneamente creaba una especie de zona asiática, llamada también
“barrera”, negándoles la residencia permanente. Estableció que eran
inadmisibles personas originarias de ciertas zonas de China, India, Per-
sia, Birmania, Siam y de los Estados Malayos; parte de Rusia, Arabia y
Afganistán; también la mayor parte de las islas polinesias y las islas
de la India oriental. Además se había estipulado reducir la inmigración
proveniente del sur y este de Europa, pues se estimaba que no era
la deseable. Por primera vez se estipulaba como delito introducir re-
fugiados ilegales. 

En 1921, la Ley de Emergencia Restrictiva a la Inmigración (Emer-
gency Immigration Restriction Act) estableció cuotas de inmigración
anuales, basadas en el origen nacional. Hacia 1924, la Ley de Cuotas
por Origen Nacional (National Origins Quota Law) establecía la
creación de un sistema de cuotas permanente tendiente a aminorar
el número de personas nacidas en el extranjero que estuvieran vi-
viendo en Estados Unidos desde 1910. A partir de esta fórmula tram-
posa, 55 por ciento de un total de alrededor de 350 000 inmigrantes
admitidos anualmente debería reservarse para inmigrantes provenien-
tes de Europa del norte y occidental, y el resto, para los del sur y
del este de Europa y, con ello, se conservaría un país predominante-
mente sajón y particularmente blanco. De esta manera se restringió
el número de visas en general, y sólo se otorgaron a los extranjeros
originarios de las naciones que coincidieran con una proporción ma-
yoritaria de los inmigrantes radicados en Estados Unidos que se hubie-
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sen empadronado en el censo de 1910. Es decir, con esta fórmula
tramposa y obvia, se dio prioridad a los inmigrantes provenientes de
Europa noroccidental, pues fueron los que, en mayor proporción,
se empadronaron en dicha ocasión. 

En 1924 también se estableció la necesidad de emitir visas de inmi-
gración, como requisito para ingresar a Estados Unidos. No obstante,
dicha ley fue la primera que admitió a ciertos extranjeros como inmi-
grantes “no sujetos a cuota”, creando un régimen de excepción diri-
gido en realidad a los mexicanos que trabajaban en la agricultura del
sur de Estados Unidos, dentro de la categoría de inmigrantes del he-
misferio occidental. Con el sistema de cuota y las categorías excluyen-
tes impuestas por la ley estadunidense, sobre todo la de analfabetas,
muchos inmigrantes europeos comenzaron a buscar la entrada ilegal
a través de las fronteras terrestres de Canadá y México. El objetivo de
la ley promulgada en 1924 era claramente mantener el equilibrio
de personas provenientes del norte de Europa, principalmente britá-
nicos, y limitar la entrada de inmigrantes de Asia y del sur de Europa.
Dicha ley está en desacuerdo con la Decimocuarta Enmienda a la
Constitución de Estados Unidos, que prohíbe la discriminación sobre
la base de raza u origen nacional (Strickland 1978: 19).

Establecimiento de límites

Hacia finales del siglo XIX, comenzaron a llegar a territorio estadu-
nidense un número importante de inmigrantes procedentes del sur
y oriente de Europa, quienes eran en su mayoría pobres y estaban
menos capacitados que sus predecesores. Se calcula que alrededor
de 26 millones de inmigrantes ingresaron a Estados Unidos entre
1880 y 1924, cantidad significativamente mayor a la de cerca de diez
millones que habían llegado entre 1820 y 1880. Este incremento tan
importante ocasionó que la opinión pública estadunidense cambiara
su percepción y mostrara actitudes adversas a la admisión de extran-
jeros. Por tal motivo, demandó el establecimiento de nuevas restric-
ciones a la inmigración. 

Podemos observar claramente en los ciclos económicos de la his-
toria estadunidense que, cuando ha habido periodos de casi pleno
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empleo, por lo general ha surgido una escasez de mano de obra, la
cual ha sido satisfecha por inmigrantes, para llenar los huecos del
mercado laboral. Sin embargo, hay que reconocer que esos empleos
se han caracterizado por tener condiciones laborales no muy desea-
bles, como largas jornadas de trabajo y baja remuneración. 

Cabe destacar que hasta fines del siglo XIX, la Suprema Corte res-
tringió la autoridad que cada estado había tenido para establecer su
propia política migratoria. Las principales razones fueron las múltiples
y serias recesiones económicas, en donde se registraba escasez de
empleos y estancamiento en los salarios, y la franca competencia entre
viejos y nuevos inmigrantes. Así, durante épocas de crisis económi-
cas, las organizaciones nativistas propiciaron debates antiinmigrato-
rios, culpando a los inmigrantes de sus males. Desde entonces se
fueron estableciendo preferencias y límites —formales e informa-
les— para el ingreso de ciertas razas y/o etnias, tendencia que se
ha constituido en una constante en la historia de la política migra-
toria de Estados Unidos. 

En virtud de que la inmigración proveniente del sur empezó a
aumentar, se comenzó a establecer límites al ingreso de extranjeros
y, por ello, se creó la Patrulla Fronteriza en 1924. Su objetivo princi-
pal era vigilar y administrar las fronteras y costas para impedir la
entrada ilegal de inmigrantes. Hasta entonces, únicamente alrededor
de 150 inspectores vigilaban doce puertos de entrada en la frontera
sur. Pero en realidad no fue sino hasta 1929 que se penalizó el ingre-
so a extranjeros sin visa, iniciándose la trágica historia de las cuan-
tiosas aprehensiones y deportaciones de nuestros connacionales. 

Con la depresión económica de 1929, no sólo bajó significativa-
mente el flujo de inmigrantes sino que muchos de ellos fueron repa-
triados o retornaron voluntariamente a sus lugares de origen; esta
tendencia continuó durante la década de los treinta, y se prolongó
hasta la segunda guerra mundial.11 Los latinos en general y los mexi-

MIGRACIÓN TEMPORAL 81

11 Cabe destacar que a principios de la década de los veinte la SRE creó el Departamento
de Repatriaciones, y alrededor de cien mil mexicanos fueron repatriados. El gobierno de
México exhortó a la vez a la población mexicana a que permaneciera en su país, época en
que fue creada la Patrulla Fronteriza. Posteriormente en 1929, el gobierno mexicano creó el
Comité Nacional de Repatriación, debido al cuantioso flujo de inmigrantes repatriados. Véase
García y Griego (1983).



canos, en particular, confrontaron una situación sumamente difícil,
debido a que los empleos comenzaron a escasear. En aquel enton-
ces, muchos mexicanos que habían vivido por décadas con sus
familiares e inclusive con hijos nacidos allá y por ende ciudadanos
estadunidenses, tuvieron que emprender el éxodo de retorno a Mé-
xico, quedando separados en muchos casos de sus familias por varios
años. En lugar de utilizar el proceso de deportación, los estaduni-
denses muy hábilmente establecieron una fórmula de repatriación
voluntaria, evitándose con ello los costos de expulsión. Durante la
depresión económica, alrededor de cuatrocientas mil personas
fueron repatriadas a México, sin el proceso de deportación formal
(McWilliams 1997: 194).

Cuando la Gran Depresión terminó, y en vísperas de la segunda
guerra mundial los agricultores del sudoeste comenzaron a deman-
dar un permiso para importar mano de obra para llenar los huecos
que dejaba la escasez de la misma; en virtud del mal precedente es-
tablecido por la repatriación de mexicanos durante la depresión se
consideró pertinente establecer un convenio formal. El gobierno de
México, preocupado por el posible maltrato de sus conciudadanos,
firmó el 23 de julio de 1942 —para ser implementado quince días
después, y renovado el 26 de abril del año siguiente—, un progra-
ma laboral con México o la primera fase del programa de braceros,
con recursos económicos provenientes del Fondo de Emergencia
del Presidente (President’s Emergency Fund). 

Con el programa de braceros12 que perduró hasta 1964, México
permitiría a sus ciudadanos trabajar temporalmente en Estados Uni-
dos, convenio sujeto a ser renovable. En dicho acuerdo se estable-
cieron ciertas condiciones relativas a reclutamiento, transportación,
estándares de cuidado de salud, salarios, horas de trabajo, vivienda,
etc. Inclusive había una cláusula donde se señalaba explícitamente
que no debía haber discriminación en su contra. Desafortunadamen-
te, las condiciones fueron ignoradas y poco observadas tanto por el
gobierno estadunidense como por los empleadores, y por ende, los
trabajadores mexicanos fueron víctimas de pésimas condiciones la-
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borales y humanas, tales como cobros excesivos por vivienda y ali-
mentos de baja calidad, exposición a pesticidas y químicos dañinos
para la salud, deducciones inapropiadas en sus cheques, amén del
maltrato y la discriminación.

Durante los años cincuenta y sesenta fue creciendo el desconten-
to entre los trabajadores y muchos grupos se organizaron en diversas
comunidades, como reacción principalmente en contra de las actitu-
des nativistas y racistas así como de otras condiciones sociales opre-
sivas. Fue de particular importancia el surgimiento de protestas or-
ganizadas por los afroamericanos y los latinos. El movimiento de
derechos civiles de los sesenta tuvo como principal consecuencia la
participación creciente, en forma institucional, de la minoría afroame-
ricana en la sociedad estadunidense. La gran mayoría de los demócra-
tas apoyaron definitivamente el movimiento de los derechos civiles
y su asociación con grupos minoritarios. Con ello respaldaban las
políticas migratorias de corte liberal, que enfatizaban los derechos
de los inmigrantes y la extensión de programas de asistencia pública
para los inmigrantes en general y para los recién llegados en particu-
lar (Gimpel y Edwards 1999: 31).

Una respuesta de este descontento y consecuencia del movimien-
to de derechos civiles la constituye la enmienda que se hizo en 1965
a la Ley de Inmigración y Nacionalidad de 1952, también conocida
como la McCarren Walter Act. Esta legislación, que previamente había
sido reformada, modificó la distribución de visas con el fin de im-
pulsar la entrada de inmigrantes más calificados, favoreciendo como
siempre a los originarios de países de Europa noroccidental. Así
quedó establecida en la Ley de Inmigración y Nacionalidad de 1952
una cláusula especial para los trabajadores agrícolas, que benefició
a inmigrantes provenientes de México y con ello se aseguró que no
escasearía mano de obra para este tipo de labores. 

En marzo de 1952, se aprobó, por primera vez, la Ley Pública 283,
la cual estableció la categoría H-2 de no inmigrante en la sección
101(a)(15)(H). Dicha cláusula autorizaba la admisión temporal de
trabajadores extranjeros no calificados en pequeña escala y, lo más
importante, sin aprobación especial del Congreso (Verea 1983: 30).
Asimismo, se estableció que el Departamento del Trabajo tendría la
autoridad para admitir a inmigrantes temporales para trabajar en em-
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pleos de carácter agrícola, siempre y cuando no fuera posible encon-
trar este tipo de mano de obra en la localidad demandante. Es impor-
tante mencionar que los trabajadores quedarían al arbitrio y a merced
del empleador y podrían ser deportados en el momento en que éste
ya no los necesitara. 

Durante la década de los cuarenta, se aprobaron otros programas
para resolver el problema de la inmigración indocumentada que desde
entonces ya preocupaba. Se instituyó la categoría especial denomi-
nada Border Commuters, para que los residentes fronterizos pudie-
sen cruzar la frontera, ya sea diariamente o por ciertas temporadas
para poder laborar por un tiempo determinado en ciertos estados del
sur de la frontera de Estados Unidos. Originalmente utilizaban la tar-
jeta I-151 de color verde, a la cual denominaban green card, pero
en 1964 el color de la tarjeta cambió a azul claro, un año después a
azul oscuro y posteriormente a rosa y azul.13

Asimismo, se instituyó el Programa de Trabajadores Visitantes (Visi-
tor Workers) que utilizaban la tarjeta I-186 de color blanco. Mediante
dicha tarjeta, los trabajadores podían permanecer hasta por 72 horas
a una distancia máxima de 25 millas de la frontera. Sin embargo, mu-
chos de los portadores de dicha tarjeta trabajaron durante un perio-
do significativo —mucho mayor de lo permitido— en ocupaciones
temporales. Se considera que las tarjetas verdes o blancas han sido
utilizadas por trabajadores indocumentados para ingresar al país y em-
plearse, permaneciendo en Estados Unidos por tiempo indefinido.

Las enmiendas a la Ley de Inmigración de 1965 reestructuraron el
marco legal para la admisión de inmigrantes, a pesar de que en ese
entonces fue percibida más como parte de su proyecto de derechos
civiles que como cambios sustanciales a la Ley de Inmigración. Por
primera vez se abolió el sistema de cuotas restrictivas sobre origen
nacional y se aumentó e impuso un límite global al número de visas
—170 000 visas para países que no pertenecieran al hemisferio occi-
dental—. Simultáneamente, se estableció un sistema de preferencias
para la admisión de inmigrantes que se otorgarían de acuerdo al si-
guiente orden:
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a) Primera preferencia: hijos(as) de ciudadanos estadunidenses.
b) Segunda preferencia: esposas e hijos(as) solteros de residentes

legales.
c) Tercera preferencia: trabajadores profesionistas, artistas o cien-

tíficos, con capacidades y habilidades extraordinarias. 
d ) Cuarta preferencia: hijos(as) casados de ciudadanos. 
e) Quinta preferencia: hermanos(as) de ciudadanos. 
f ) Sexta preferencia: trabajadores con altas y bajas capacidades o

habilidades, de probada escasez local. 
g) Séptima preferencia: refugiados. 

Evidentemente la legislación fue aprobada sobre la base de que
se abrirían las puertas a una sociedad más abierta y plural. Se podría
decir que fue un gesto antirracista, pues hasta 1965, la legislación mi-
gratoria estaba diseñada explícitamente para mantener a Estados Uni-
dos prioritaria y mayoritariamente con ciudadanos blancos, dado que
era muy difícil para los inmigrantes no blancos emigrar y más aun
obtener la ciudadanía.14

Hasta hoy, si alguien se pronuncia en contra de la diversidad es
considerado como un intolerante, racista o nativista. Y es precisamen-
te esta diversidad que, en 1965, se percibía como un elemento muy
atractivo para el fortalecimiento de un mosaico de culturas, que hoy
está siendo cuestionada principalmente por ideólogos conservado-
res. Y precisamente, esta diversidad se ha convertido en un elemen-
to negativo para la composición de su población, pues las proyec-
ciones derivadas del censo más reciente indican que la población
blanca se volverá minoritaria hacia mediados de este siglo, perspec-
tiva por demás impensable en la década de los sesenta, cuando estas
enmiendas fueron aprobadas. 

Con el rechazo de las cuotas por origen nacional como un crite-
rio para distribuir las visas para inmigrantes, el tipo y volumen de
la inmigración se modificó, como reflejo de un cambio importante
de actitud. A partir de entonces, se registró un cambio en la compo-
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sición de la población estadunidense, y con ello del rostro de la
nación que, para algunos nativistas, ha sido dramático: mientras que
durante la década de los cincuenta, alrededor de 75 por ciento de
los inmigrantes provenían de Europa y sólo 25 por ciento de Asia y
Latinoamérica, medio siglo después nos encontramos que únicamen-
te cerca de 10 por ciento proviene de Europa.

Con la terminación del programa de braceros en 1964, comenzó
nuevamente a aumentar el flujo de inmigrantes no documentados, si-
guiendo el patrón de demanda de empleadores por mano de obra
barata para desempeñar trabajos de baja capacitación o low skilled,
principalmente en el sector agrícola, aunque también permearon en
otros sectores. Hacia mediados de la década de los setenta, los inmi-
grantes latinoamericanos y asiáticos se fueron haciendo más presen-
tes, convirtiéndose en presas fáciles de la discriminación, y su presen-
cia provocó también el surgimiento de innumerables prejuicios y con
ello, el surgimiento y continuo crecimiento de una polarización racial. 

Durante los setenta, el Congreso añadió ciertas reformas que se
habían planteado ya desde 1965, con el fin de configurar una políti-
ca migratoria mundial que fuese uniforme. De esta manera, en 1976,
aprobó un sistema de preferencias para el hemisferio occidental que
fijaba un límite de veinte mil visas anuales para todas las naciones,
excluyendo a los parientes inmediatos de los ciudadanos estaduni-
denses. Esta cláusula afectó a México, pues hasta entonces enviaba
mucho más inmigrantes que esta cuota —alrededor de un tercio de
la cuota del hemisferio occidental se destinaba a inmigrantes mexica-
nos—. Por esta razón, la migración legal de este país cayó drástica-
mente, alcanzando tan sólo 45 000 en 1977, el nivel más bajo desde
el fin del programa de braceros en 1964 (Massey et al. 2002: 46).
Preocupados, algunos miembros del Congreso que se consideraban
amigos de México manifestaron que Estados Unidos debía preservar
una relación especial con su vecino, permitiendo una mayor cantidad
de inmigrantes de México. Sin embargo, este sentimiento no lo com-
partieron los demás congresistas también preocupados, ya que veían
que el idioma español constituía la lengua extranjera más hablada
en el país. 

En 1978, el Congreso completó sus reformas al crear un tope de
290 000 visas anuales —sin tomar en consideración a los parientes
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inmediatos de los ciudadanos estadunidenses—, combinando los dos
hemisferios y a la vez estableciendo un sistema de preferencias para
todas las naciones. Es decir, entre 1968 y 1980 el número de visas
accesibles para los mexicanos cayó de una oferta sin límites a sólo
veinte mil anuales, excluyendo a los parientes inmediatos de los ciu-
dadanos estadunidenses (Massey et al. 2002: 43).

Posteriormente, a principios de los ochenta, en un ambiente de cri-
sis económica en el que se registraron altas tasas de inflación y de-
sempleo, aunadas a conflictos externos como las múltiples guerrillas
y turbulencias —la revolución en Irán, Haití, Camboya, Vietnam,
entre otras— el presidente Carter firmó la Ley de Refugiados de
1980, la cual otorgaba residencia y generosos beneficios gubernamen-
tales a refugiados provenientes de múltiples países (García y Griego
y Verea 1988). A pesar de que no se presentó una división impor-
tante entre liberales y conservadores respecto a la entrada de refu-
giados, sí surgió un debate significativo en relación con el laxo con-
trol del creciente flujo de indocumentados, dadas las condiciones de
crisis políticas y económicas a nivel internacional. Es cierto que no
se pueden tomar como indicadores fidedignos las aprehensiones
hechas en la frontera; sin embargo, éstas se incrementaron en forma
sustantiva y con ello la sensibilidad y animadversión del tono en las
voces de la opinión pública.

La inmigración indocumentada o no autorizada15 no existiría de
no haber una política migratoria que restringiera la entrada a ciertas
personas. Los estadunidenses consideran “ilegales” a los extranjeros
indocumentados o no autorizados que están sujetos a deportación
por violar el derecho migratorio estadunidense. Como el número de
extranjeros que ingresan a territorio de Estados Unidos de esta manera
a través de sus fronteras terrestres y marítimas ha aumentado duran-
te los últimos años, los esfuerzos han sido canalizados a controlar
este tipo de inmigración, principalmente en su frontera sur. A pesar
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de que los estadunidenses continuamente condenan su presencia,
exacerbando en ocasiones los ánimos xenofóbicos, es un hecho que
esta mano de obra es indispensable para su vida cotidiana, ya que se
dedican a levantar cosechas de ciertos productos, desempeñar labo-
res difíciles en el sector servicios, entre otras ocupaciones.

Es importante abrir un paréntesis para señalar que si bien los con-
gresistas demócratas y los republicanos siempre han estado cons-
cientes de que la inmigración constituye un tema extremadamente
complejo, sensible y éticamente difícil de discutir y resolver, no se ha
creado un consenso homogéneo de cómo resolver el fenómeno. Sin
embargo, los republicanos han sido a lo largo del tiempo más proclives
a limitar la inmigración aunque muchos conservadores —que también
son republicanos pero sobre todo empleadores—, han venido con-
tratando a indocumentados, simplemente para que sus productos sean
más competitivos a nivel nacional e internacional. El Congreso esta-
dunidense, en general, frecuentemente se ha dividido ante el tema de
la inmigración legal en términos de a quién y a cuántos se admiten,
pero casi en ninguna ocasión los congresistas, tanto demócratas como
republicanos o liberales y conservadores, han apoyado la inmigra-
ción ilegal, dado que por principio ha quebrantado la ley.16

Durante los ochenta, el diputado Peter Rodino tuvo un papel fun-
damental en la Cámara Baja del Congreso para la discusión y apro-
bación de iniciativas de corte restriccionista, con el fin de dar solución
a algunos aspectos migratorios. Ya desde 1971 había presentado un
proyecto de ley que tenía como objetivo imponer sanciones a los
empleadores de indocumentados. Diversos interlocutores presenta-
ron varias versiones, siendo la más destacada el proyecto de ley
Simpson-Mazzolli, el cual estuvo a punto de aprobarse; sin embargo,
aunque esto no ocurrió quedaron sentadas las bases para lo que
posteriormente sería una de las leyes de mayor impacto: Immigration
Reform and Control Act of 1986 (IRCA), mejor conocida como la ley
Simpson-Rodino, denominada así por sus promotores. Hubo sancio-
nes a empleadores, aumento en la vigilancia fronteriza y se imple-
mentó el importante programa de amnistía que legalizó a alrededor
de tres millones de trabajadores indocumentados (dos millones de
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mexicanos obtuvieron la legalización).17 El programa de legalización
se aplicó a diferentes categorías de migrantes. Por un lado, a quienes
hubiesen permanecido trabajando desde 1982 en forma continua; y,
por el otro, se otorgó residencia temporal a trabajadores agrícolas
especiales (special agricultural workers, SAW) que pudiesen demostrar
haber trabajado noventa días seguidos en el sector agrícola. Bajo la
primera categoría —quienes comprobaron haber vivido continuamen-
te desde 1982 en Estados Unidos—, se legalizaron 1 757 957 —70 por
ciento de éstos, es decir, 1 230 457 eran mexicanos, de los cuales
54.4 por ciento lo hicieron sólo en California y 17.7 por ciento en
Texas—. Bajo la segunda —la de los trabajadores agrícolas espe-
ciales, quienes demostraban haber trabajado en este sector temporal-
mente por un mínimo de noventa días durante un año entre mayo de
1985 y mayo de 1986—, sumaron un total de 1480 971. De esta can-
tidad, 81.5 por ciento de los solicitantes eran mexicanos, es decir,
1 040 268, siendo California —53 por ciento— el principal estado
donde se presentaron dichas solicitudes (González 1993: 224-225).

Es un hecho que la IRCA trajo consecuencias positivas para nuestros
migrantes mexicanos. El programa de legalización masivo constituyó
un acto de generosidad, y estoy convencida de que tendrá importan-
tes consecuencias en términos numéricos para futuras legislaciones.
El temor que prevalecía en ese entonces era en el sentido de que
había sanciones a empleadores que contrataban a inmigrantes indo-
cumentados, lo que ha tenido graves consecuencias para la discri-
minación de éstos, aunque en realidad tales sanciones han sido muy
laxamente aplicadas, por lo que se ha castigado al indocumentado
más que al empleador por contratarlo. 

Como ya se ha señalado con anterioridad, el flujo de migrantes
indocumentados ha sido constante y creciente a partir de la termina-
ción del programa de braceros en 1964. Para darnos cuenta de su
dimensión, se ha calculado que en un periodo de veinte años, entre
1965 y 1986, alrededor de 28 millones de inmigrantes indocumenta-
dos entraron a Estados Unidos y 23.4 millones salieron, lo que resultó
en una migración neta de 4.6 millones de indocumentados, compa-
rada con 1.3 millones de inmigrantes legales y 46 000 trabajadores
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temporales. Es decir, se calcula que hubo una inmigración neta, en
todas sus versiones, de 5.7 millones durante ese tiempo, de los cuales
81 por ciento fueron indocumentados y la gran mayoría se caracterizó
por ser una migración circular, lo que significa que hubo un progra-
ma ilegal e informal de trabajadores temporales (Massey et al. 2002:
45). Durante este nuevo periodo, la Patrulla Fronteriza se duplicó al
pasar de 1500 oficiales en 1965 a 3700 en 1986. Cabe destacar que 97
por ciento de los inmigrantes indocumentados ha firmado una orden
de salida voluntaria y con ello han accedido a que la Patrulla Fronte-
riza los deporte con su consentimiento a México, evitando su derecho
de pedir una audiencia ante un juzgado. Probablemente el mismo por-
centaje ha intentado ingresar a territorio estadunidense nuevamente,
cuantas veces sean necesarias hasta lograr ingresar a salvo. 

El fin de la guerra fría causó nuevos flujos de inmigrantes y refu-
giados. Se debatieron entonces en el Congreso las posibilidades de
aumentar la cuota de admisiones anuales, modificar las preferencias
para la admisión de inmigrantes, en especial las relacionadas con la
familia extendida (hermanos) y establecer nuevos controles a través
de aspectos como la exigencia del idioma inglés, con el fin de re-
cibir una inmigración más calificada, mejor preparada, pues ciertos
estudios señalaban que nueve de cada diez inmigrantes ingresaban
a Estados Unidos como beneficiarios de un ciudadano o residente
estadunidense (Papademetriou y Hamilton 1995: 19).

Asimismo, para fines de la década de los ochenta, el tema de la
competitividad internacional había cobrado una gran importancia
en el debate, en el marco del fenómeno de la globalización. A la vez
fue muy discutido el papel económico que los inmigrantes desem-
peñaban en una economía cada vez más tecnificada y competida.
Simultáneamente, se publicaron ciertos estudios que estimaban la
posibilidad de una futura escasez laboral que, aunada a las bajas tasas
de natalidad estadunidense, planteaba la conveniencia de admitir
nuevos flujos migratorios. Esto con el fin de equilibrar el lento cre-
cimiento de la población y la demanda creciente de mano de obra,
sobre todo en algunos sectores de la economía. Sin embargo, la preo-
cupación por la calidad del inmigrante, en términos de nivel educa-
tivo, habilidades y/o capacidades técnicas y profesionales, fue deter-
minante para que se propusiera un incremento en la admisión de
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inmigrantes más calificados. Ya a principios de la década de los no-
venta, tan sólo 10 por ciento de los inmigrantes provenía de Europa,
50 por ciento de Asia y 40 por ciento de América Latina y otros países.

Por las razones expresadas con anterioridad, se aprobó la Ley de
Inmigración de 1990, la cual tuvo como objetivo propiciar una inmigra-
ción mejor educada y más calificada. Se puso un límite de 675 000
visas a la admisión de inmigrantes a partir de 1994. Con fórmulas com-
plejas, se marcaron límites a las categorías de reunificación familiar,
estableciendo prioridades para los parientes más inmediatos —hijos
y padres—. La proporción de visas basadas en el empleo se incremen-
tó en 70 por ciento —pasando de 54000 a 140000—; éstas se otorga-
rían a profesionales altamente capacitados, especialistas, con habili-
dades y capacidades extraordinarias en campos particulares, con
grados académicos avanzados, así como a inversionistas. Se especificó
que se sumarían a esta preferencia las visas que no fuesen utilizadas por
el sistema de reunificación familiar. El sistema preferencial también
estableció un límite de 10000 visas para trabajadores no calificados y
se limitó su admisión, siempre y cuando fuera necesaria o en caso de
no haber trabajadores disponibles en el interior (Usdansky y Espen-
shade 1998: 8). Por primera vez se estableció un límite a la admisión
de trabajadores de alta capacitación (H-1B) a 65 000 visas anuales.18

La Ley de Inmigración de 1990 también creó otras categorías para
trabajadores calificados: la H-1A para enfermeras y la O y P para cien-
tíficos prominentes, educadores, artistas, atletas y personas emplea-
das en la industria del entretenimiento. En términos generales, esta
ley incrementó las cuotas en 35 por ciento anualmente, sobre todo
de inmigrantes altamente calificados y significó una reforma a la
inmigración legal.

La nueva era nativista

La década de los noventa se caracterizó por importantes cambios en
términos de política migratoria, producto de la victoria del Partido
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Republicano en las elecciones de 1994, pues por primera vez en
cuarenta años tomaron el control de ambas cámaras del Congreso.
Al fortalecerse dicho partido se observó un nuevo balance en el pen-
samiento político conservador y liberal. Los conservadores supieron
capitalizar el malestar causado por la crisis económica de principios
de esa década. Sus voceros abrazaron ideologías nativistas, llegando
a presentar visiones paranoicas directamente relacionadas con un
nacionalismo racial, basados nuevamente en la supremacía blanca. 

Su afán por recuperar los valores tradicionales los llevó a sustentar
planteamientos en favor de un “americanismo” y en contra de la
presencia de extranjeros.19 Las posiciones ideológicas extremas están
estrechamente vinculadas con su historia. Un país que se percibe
como el gran melting pot, modelo que ha sido utilizado para explicar
el proceso de asimilación, presupone que diferentes tipos de inmi-
grantes equilibrarían una sociedad multicultural.

Durante la década de los noventa los flujos migratorios ascendie-
ron significativamente tanto por la vía legal —alrededor de diez millo-
nes de personas— como en forma indocumentada —se calcula que
el flujo neto anual fluctúa entre 250 000 y 300 000 inmigrantes—.
Esto ha significado que la proporción de la población estadunidense
nacida en el extranjero se incrementó cerca de 10 por ciento, cuan-
do en 1970 constituía tan sólo la mitad, es decir 4.8 por ciento. 

Desde entonces, los conservadores han promovido un debate al-
tamente antiinmigratorio,20 y han presentado a los inmigrantes como
los chivos expiatorios a quienes hay que culpar de sus males. Dicho
debate ha centrado su atención en los aspectos negativos de los in-
migrantes y sus efectos en la economía. Como resultado de ello
surgieron propuestas, iniciativas y reformas de ley inspiradas por el
nativismo y la xenofobia, que han afectado los intereses y la seguridad
de los inmigrantes, tales como la anticonstitucional, xenofóbica y
nativista Propuesta 187 en California; la Ley de Responsabilidad In-
migrante y Reforma a la Inmigración Ilegal de 1996 (Illegal Immi-
gration Reform and Immigrant Responsibility Act of 1996, IIRIRA por
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19 Cabe destacar que la subversión siempre se ha identificado con extranjeros o anties-
tadunidenses. Durante los años veinte, la subversión se relacionaba con los judíos y gente de
color. En Berlett (1995: 36).

20 Para mayor información consúltese Verea (1995a, 1998a y 1999a).



sus siglas en inglés), así como de la Ley de Bienestar Social (Personal
Responsibility and Work Opportunity Act, PRWORA por sus siglas en
inglés); y de las operaciones fronterizas.

La Propuesta 187. Esta propuesta marcó un parteaguas en la percep-
ción del inmigrante en California en particular y en el territorio esta-
dunidense en general, en virtud de que generó un debate importante
en la sociedad en contra de su presencia. Ante actitudes nativistas y
xenofóbicas, se generaron respuestas novedosas por parte de la so-
ciedad y del gobierno mexicanos.21

El 8 de noviembre de 1994, se sometió a votación popular en Cali-
fornia la Propuesta 187, denominada SOS por sus siglas en inglés, Save
Our State (“salvemos a nuestro estado”). Es importante resaltar que
los autores intelectuales de la Propuesta 187 fueron Alan Nelson, ex
comisionado del SIN (Servicio de Inmigración y Naturalización, SIN o
INS, por sus siglas en inglés) y Harold Ezell, también ex comisionado
de la región occidental de la misma institución.22 La intención de esta
propuesta también era reducir los gastos por los servicios utilizados
por los indocumentados, así como reforzar las multas para los crimi-
nales que manufacturen, distribuyan o vendan documentos falsos
de inmigración.

La victoria se obtuvo por un margen de 59 a 41 por ciento, lo cual
contribuyó a incrementar significativamente el debate sobre la inmi-
gración en diversos ámbitos, en un nivel nunca antes alcanzado, y no
sólo en California. Entre otros objetivos, tenía el propósito de prohibir
a los inmigrantes indocumentados el acceso a la educación pública
y a los servicios médicos gratuitos, excepto en casos de emergencia.
Uno de los planteamientos más importantes de la propuesta era
que, al negar los servicios esenciales a los extranjeros ilegales, se de-
salentaría su deseo de ingresar a territorio estadunidense o incluso
se alentaría su regreso a su lugar de origen.
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da en las boletas electorales en los comicios del 8 de noviembre del mismo año, y para junio
obtuvieron 580 000 firmas de ciudadanos registrados en el padrón electoral, de las cuales sólo
se requerían 385 000.



Si bien el entonces gobernador Pete Wilson ordenó que esta ley
fuera efectiva a partir del 9 de noviembre del mismo año, suspendien-
do de inmediato el cuidado a la salud para madres indocumentadas,
y sugirió que se adoptara una versión federal de la Propuesta 187,
también estimó que la solución debía estar enfocada a reforzar e
instaurar debidamente las actuales leyes de inmigración, y que era
necesario proteger aun más la frontera y reembolsar los gastos ero-
gados por los principales estados que reciben un número significa-
tivo de inmigrantes indocumentados.

Al mismo tiempo, las cortes comenzaron una batalla para dero-
gar la Propuesta 187, con el fin de prevenir su puesta en vigor, argu-
mentando que, por lo menos una parte de esa ley, era anticonsti-
tucional.23 Esta iniciativa establecía la obligación legal a maestros y
empleados del estado, entre otros, de proporcionar nombres y datos
a las autoridades del SIN de las personas que sospecharan son indo-
cumentados. Es importante recordar que el caso Pyler vs. Doe en
1982 sentó las bases para que todos los niños, independientemente
de su estatus migratorio, tuvieran acceso a la educación pública en
los estados. 

La Propuesta 187 impactó no sólo en California sino en iniciativas
en otros estados que en ese entonces reflejaban el ánimo antiinmigran-
te. Más todavía, la Propuesta 209 pretendía eliminar los beneficios
adquiridos por las minorías a través de la política de Acción Afir-
mativa; y en 1998, la 227, prohibía la educación bilingüe, dado que
se estimaba como un fracaso para la integración plena de la población,
poniendo fin a tres décadas de educación en dos lenguas en algu-
nas de las escuelas californianas. 

Estimamos que esta propuesta trató de desvirtuar las razones por
las cuales los indocumentados emigran a Estados Unidos, es decir,
en lugar de que el factor de atracción sea salarios más altos y me-
jores empleos, entre otros, se pretendía hacer creer a la población es-
tadunidense que emigran para obtener los servicios sociales dispo-
nibles a costa del Estado. 
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en cuenta que esa ley no se estaba ejerciendo.



Es importante destacar que el 8 de noviembre de 1994, los elec-
tores de California votaron por 41 republicanos y 39 demócratas para
la Asamblea estatal, la primera mayoría republicana en 25 años. La
Propuesta 187 fue favorecida principalmente por votantes blancos
en una proporción de 2 a 1, mientras que los hispanos sólo apo-
yaron una proporción contraria, es decir 1 a 2. El voto estuvo fran-
camente dividido entre las minorías asiáticas y afroamericanas de
acuerdo con las exit polls llevadas a cabo por Los Angeles Times.
Cabe señalar que, a raíz de la aprobación de la Propuesta 187, las
estadísticas muestran que se incrementó el deseo por parte de los
inmigrantes de participar en los procesos internos de la vida política
de Estados Unidos, y aumentaron sustancialmente las solicitudes para
obtener la ciudadanía, tema que abordaré posteriormente.

Consideramos que el origen de la Propuesta 187 estuvo directa-
mente relacionado con la crisis económica tan aguda por la cual
atravesó la economía de California durante el primer quinquenio de
la década de los noventa. A partir de 1990, dicho estado comenzó
a perder la posición privilegiada que durante muchos años tuvo,
debido principalmente a que el fin de la guerra fría golpeó duramen-
te la economía del estado, dada la fuerte concentración de la industria
militar y aeroespacial, y de las numerosas bases militares estableci-
das allí. 

El gran desequilibrio fiscal que enfrentó California, producto de
la difícil situación económica y de la numerosa pérdida de empleos
de alta remuneración, entre otros, ocasionó que decayera su posi-
ción líder entre los estados. Durante 1994, mientras el gobernador
buscaba su reelección, tuvo que enfrentar el problema de un déficit
de aproximadamente 4.9 mil millones de dólares en el presupuesto
del año fiscal 1994-1995 y para cubrirlo, propuso reducir ciertos gas-
tos sociales. De ahí que el debate político californiano de los noventa
hubiese girado en torno a quiénes son los responsables de la crisis
fiscal y cómo distribuir los recortes presupuestales de los gobiernos
estatal y locales. Por ello desvió la atención hacia una pequeña par-
te de la población y a los problemas fiscales: la población de indocu-
mentados. La actitud oficial refleja y refuerza la del electorado, el
cual también opina que los problemas fiscales del estado se origi-
naron por el cruce ilegal de migrantes a través de la frontera con
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México y por la presencia de extranjeros sujetos a deportación (Verea
y García y Griego 1995).

Existen algunos estudios sobre los impuestos pagados por los in-
migrantes en Estados Unidos. Uno de los más creíbles —elaborado
por Jeffrey Passel, en respuesta a otro de dudosa credibilidad reali-
zado por el economista Donald Huddle— considera que los inmi-
grantes en general contribuyen más en impuestos de lo que reciben
en servicios. Además, el gobierno federal recibe más impuestos de
lo que otorga en servicios a la población de bajos ingresos. En res-
puesta a esta situación, y a petición de la Casa Blanca, en enero de
1994 el Urban Institute —institución apartidista— inició un estudio
de los costos y las contribuciones fiscales de los inmigrantes indo-
cumentados para los siete estados que habían solicitado apoyo del
gobierno federal por los gastos públicos erogados y dirigidos a la po-
blación de indocumentados. En términos generales, dicho estudio
estimó que las cifras y datos en que se basaron fueron exagerados.24

Durante el periodo en que se lanzó esta iniciativa e incluso poste-
rior a su aprobación, fue severamente criticada por diferentes secto-
res en Estados Unidos y México por las siguientes razones: que el
grupo de inmigrantes más afectado por las medidas propuestas fue-
ron los mexicanos que radican en California principalmente; que los
cálculos estimados respecto a los costos atribuidos directamente a
los indocumentados eran dudosos y elaborados con metodologías
tendenciosas; que había causado efectos negativos colaterales sobre
la población de hispanos e indocumentados en el mismo estado; que
propiciaría no sólo la violación masiva de los derechos humanos y
laborales de los inmigrantes indocumentados, sino también de los
inmigrantes legales que por su apariencia física eran sospechosos de
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24 El estudio realizado por el Urban Institute considera que el cálculo de la población de
indocumentados que el gobernador presenta es exagerado, ya que el instituto contabiliza 1.4
millones, mientras el gobierno del estado afirma que la población es de 2.1 millones. También
encuentra exagerado el cálculo referente al número de niños indocumentados en las escue-
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lar se calcula respecto a los servicios médicos de emergencia bajo el concepto de Medicaid,
de 350 millones contra una cantidad que oscila entre 113 y 167 millones de dólares. Verea y
García y Griego (1995). 



no tener su documentación migratoria en orden; que condicionaría
a esta población el acceso a la educación, así como el derecho a los
servicios de salud, lo que constituiría una contradicción con los prin-
cipios básicos sobre los que se sustenta la nación estadunidense, y
que tendría repercusiones negativas e impredecibles en el contexto
internacional, pero sobre todo en las relaciones bilaterales entre
México y Estados Unidos.25

Considero que la Propuesta 187 constituyó un parteaguas en el
cambio de actitud de la sociedad californiana en particular y estadu-
nidense en general, ante la presencia de inmigrantes —principal-
mente indocumentados mexicanos—, lo cual alimentó una actitud
nativista, xenofóbica en general y antimexicana en particular, que dañó
severamente la percepción que se tiene de la comunidad a nivel
regional. Asimismo, creó una situación sumamente hostil para las mi-
norías y tuvo un efecto importante en Washington en cuanto a la
discusión de proyectos de ley sobre inmigración aun más restriccio-
nistas que en el pasado. La consecuencia más grave fue la aproba-
ción de una de las leyes más duras y rígidas del siglo XX, como la
que a continuación describimos.

Las leyes restrictivas de 1996. El resurgimiento de los temas antiin-
migratorios en la política impactó a Washington y en especial al Con-
greso, recinto en donde el asunto de la inmigración se ha debatido
entre líneas partidistas y tendenciosos puntos de vista, y dio pie para
que surgieran reformas a políticas como la de inmigración y bie-
nestar social. Así, el 30 de septiembre de 1996, el presidente Clinton
firmó la IIRIRA. Su principal propósito era controlar la inmigración
ilegal y reducir el acceso a los inmigrantes legales a los programas
de bienestar social. Sus cláusulas más importantes tienen por objeto
reforzar los controles para vigilar la frontera; incrementar sanciones
al tráfico de inmigrantes y castigar a los que falsifican documentos;
inspeccionar, aprehender, detener y remover a extranjeros deporta-
bles e inadmisibles; y establecer nuevas restricciones a empleadores
(García y Griego y Verea 1998: 107-134). Un aspecto muy serio fue-
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ron los recortes en la utilización de programas de bienestar social.
El resultado fue de una mayor rigidez que la IRCA y la Ley de Inmigra-
ción de 1990, en el sentido de que a partir de entonces se respondió
más severamente a la migración de indocumentados.

Los arquitectos fundamentales del diseño de la legislación IIRIRA

fueron el senador Alan Simpson y el diputado Lamar Smith (presi-
dente en turno del Subcomité de Inmigración y Refugiados de la
Cámara de Representantes), ambos republicanos. Con ello respondie-
ron a las inquietudes de una sociedad que ahora percibe la inmigra-
ción como un elemento dañino para su bienestar, a la vez que bus-
caron la forma de reducir significativamente el gasto para equilibrar
el presupuesto y de esta manera poder cumplir con el plan general
al cual se había comprometido su partido.

En términos generales, se puede afirmar que esta ley cambió drás-
ticamente los aspectos legales y prácticos del control migratorio,
sobre todo en términos de la inadmisibilidad, para las personas que
se encuentran en forma ilegal en Estados Unidos. Con este fin legi-
timó la erogación de recursos a través de la ampliación considerable
del número de elementos de la Patrulla Fronteriza para controlar la
inmigración indocumentada, principalmente vía su frontera sur, auto-
rizando al SIN la contratación anual entre 1996 y 2001 de mil agentes
oficiales y trescientos ejecutivos como personal de apoyo. Las patru-
llas fronterizas se han más que duplicado de 1993 a la fecha, al pasar
de cuatro mil a nueve mil agentes, y sería necesario emplear a mil
agentes por año hasta 2002. Esto demuestra nuevamente la falsa
percepción y el enfoque policial y criminalista que se tiene en el
Congreso del problema de los indocumentados. 

Asimismo, la IIRIRA aprobó un presupuesto para vigilar a los turistas
que permanecen sin permiso, abusando del vencimiento de sus visas.
Como respuesta al fracaso de la IRCA de 1986, también se incrementó
el número de policías encargados de investigar casos de empleadores
que contratan a indocumentados y de migrantes que usan documen-
tos falsificados, aumentando las penas para combatir al contraban-
dista de documentos y/o al “pollero” que trafica indocumentados.

Un hecho sumamente significativo es que la IIRIRA abolió el proce-
dimiento de audiencias de deportación y de exclusión que había
existido durante muchos años y con ello eliminó muchos de los de-
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rechos individuales de los indocumentados sujetos a deportación.26

Además estableció límites para la adquisición de su estatus legal en
caso de ser indocumentado y la obtención de la ciudadanía para los
inmigrantes legales.27 También estableció como un requisito básico
el apoyo de un patrocinador o copatrocinador que demuestre tener
un ingreso familiar mínimo de 125 por ciento por encima del nivel
oficial de pobreza. Es de resaltar que muchos inmigrantes legales
perciben ingresos cercanos al salario mínimo, los que en muchos
casos —sobre todo para familias con varios hijos— están por debajo
del nivel requerido. De esta manera, el inmigrante puede ser deporta-
ble incluso si califica para ser acreedor a los beneficios asistenciales,
cuando el ingreso de quien lo avala es más bajo que el requerido.

Una iniciativa muy importante que fue aprobada es la concernien-
te a que los extranjeros no inmigrantes no son elegibles para obtener
los beneficios de educación media con base en su lugar de residencia
en un estado, así como los de asistencia y beneficios de seguro social
(pensiones, en el caso de Estados Unidos), a pesar de que se les obli-
ga a contribuir con sus cuotas al seguro social a través del pago de sus
impuestos. Los extranjeros ilegales sólo podrán tener derecho a los
servicios médicos de urgencia, a los almuerzos escolares y otros pro-
gramas nutricionales, vacunas y ayuda de corto plazo en caso de
auténtico desastre.

Es un hecho que las posiciones de los republicanos en el Congre-
so respecto a la política migratoria se endurecieron significativamente
durante la década anterior. Convencidos de que el gobierno es la
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26 Establece un nuevo procedimiento llamado “remoción” y crea el procedimiento de
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última instancia para proveer de asistencia a los inmigrantes, dado
que su principal obligación debe ser para sus conciudadanos, han
propuesto que el Estado mantenga un perfil muy bajo en la protec-
ción del bienestar de los inmigrantes. Consideran que éstos deben
apoyarse en su propia responsabilidad personal y, en caso de no
contar con recursos económicos, deben buscar el apoyo de cualquier
patrocinador, propiciando con ello una mayor participación de enti-
dades privadas para proteger su bienestar. 

Por otra parte, con la aprobación de la PRWORA, se retiraron todos
los beneficios a los inmigrantes ilegales salvo en casos de emergen-
cia o de enfermedades contagiosas. Para los inmigrantes se eliminó
la posibilidad de utilizar los servicios sociales tales como los seguros
de ingresos complementarios (supplementary security income, SSI por
sus siglas en inglés) y los cupones alimenticios (food stamps) amplia-
mente utilizados por los residentes legales, calculados en 24 000 mi-
llones de dólares durante un periodo de cinco años.28 En ese enton-
ces, se calculaba que alrededor de 1.5 millones de inmigrantes recibían
algún tipo de ayuda federal, 25 por ciento de los que reciben SSI son
inmigrantes legales y cerca de un millón de inmigrantes dejaron de
recibir cupones alimenticios. Aun más, se propuso que otro medio
millón de inmigrantes legales fueran excluidos del programa y que
se les excluyera también del Medicaid —en ambos casos durante los
primeros cinco años después de haber obtenido la residencia legal
si son nuevos inmigrantes, o hasta que sean ciudadanos estaduniden-
ses—, sin tomar en cuenta que la mayoría de dichos inmigrantes ha
vivido por más de diez años en Estados Unidos. Desde entonces,
para hacer uso de cualquiera de los programas de servicios sociales,
es necesario verificar el estatus migratorio de cualquier solicitante de
dichos servicios.

Es importante destacar algunas medidas incendiarias que por su
probable inconstitucionalidad y graves repercusiones no fueron apro-
badas, aunque fueron álgidamente debatidas en el Congreso, prove-
nientes de la veta ultraconservadora de los republicanos, a través de
su líder el representante Smith, y que afortunadamente no se apro-
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baron,29 aunque esto sí ocurrió con medidas tales como construir
una triple cerca metálica a lo largo de la frontera con México,30 ilu-
minada en sus tramos urbanos, y emplear las bases militares cercadas
como centros de detención de los extranjeros ilegales.

Otras medidas igualmente restrictivas propuestas en ese entonces
lograron modificarse, como fueron la que se refiere a unir esfuerzos
entre el SIN y el Servicio de Aduanas para mejorar el control de in-
greso de indocumentados y del tráfico de drogas, y la de imponer
multas hasta de 250 dólares a quien sea arrestado por cruzar la fron-
tera sin documentos. No obstante, a raíz de los actos terroristas del
11 de septiembre, estos planteamientos han vuelto a resurgir, ya que
recientemente se autorizó al Departamento de Defensa enviar tropas
militares para ayudar al SIN y al Servicio de Aduanas, explícitamente
para combatir el terrorismo y el tráfico de drogas, lo cual nos indica su
deseo de militarizar la frontera.

Operaciones fronterizas. Después del ambiente descrito, durante la
década de los noventa las autoridades estadunidenses se propu-
sieron evitar la entrada del flujo masivo de inmigrantes indocumen-
tados, adoptando medidas destinadas a reforzar la seguridad en la
frontera.31

La propia administración de Clinton apoyó una política de “re-
fronterización”. Mediante recursos adicionales se incrementó sustan-
cialmente la vigilancia fronteriza con el fin de capturar y deportar
más y con mayor eficiencia a los indocumentados y se implemen-
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29 En ese entonces propusieron: a) confiscar fondos o propiedades a quienes sean arresta-
dos por tratar de ingresar a territorio estadunidense sin documentos más de una vez en un
año; b) enjuiciar y sentenciar, con una pena de diez a quince años de prisión, a quien trate
de ingresar a Estados Unidos sin documentos por tercera vez; c) exigir a los extranjeros no
documentados el reembolso de todos los beneficios recibidos derivados de fondos públicos;
d) eliminar el derecho a la ciudadanía para los hijos nacidos en Estados Unidos de padres
indocumentados; e) otorgar a los gobiernos de los estados la opción de dar o negar el acce-
so a las escuelas públicas a los niños sin documentos migratorios; y f ) reducir el número de
admisiones legales anualmente.

30 Se establece la suma de doce millones de dólares para la construcción, a lo largo de 22
kilómetros hasta la ciudad de Tijuana, de una cerca fronteriza de tres barreras, aunque el SIN
expresó públicamente que era innecesaria.

31 Para mayor información sobre cuestiones fronterizas, consúltese Verea (en proceso de
ed., 1999b y 2000).



taron medidas para el combate contra los contrabandistas de inmi-
grantes. Asimismo, se establecieron diversas operaciones, entre las
que destacan la operación Gatekeeper en California; Blockade y
Hold the Line en Texas y Nuevo México, y Safeguard en Arizona,
actividades que han intentado obstaculizar la entrada no autorizada,
en los lugares más comunes de cruce de la frontera mexico-ameri-
cana. Las autoridades migratorias estadunidenses aprehenden anual-
mente a más de un millón de indocumentados, la mayoría de ellos
mexicanos.

Tomando en consideración que Estados Unidos cuenta con alre-
dedor de cien mil millas en costas marítimas y seis mil millas en
fronteras terrestres, cualquier presupuesto para resguardarlas sería
insuficiente. Hoy, con el fin de vigilar sus fronteras, el gobierno es-
tadunidense gasta cerca de dos mil millones al año para construir
murallas altamente tecnificadas; contrata un importante número de
recursos humanos para patrullar; utiliza sofisticados helicópteros, ve-
hículos con sensores, luces infrarrojas que detectan cuerpos en mo-
vimiento durante las 24 horas del día a grandes distancias; todo ello
para descubrir, aprehender y remover a indocumentados. Quienes
logran cruzar la frontera y sobreviven a los cálidos desiertos, las es-
carpadas montañas y los crecidos ríos, se encuentran con una espe-
cie de tierra prometida cuyo mercado laboral les da la bienvenida, y
donde los patrones los contratan dispuestos a evadir la ley, dado
que no se les castiga debida ni frecuentemente.

Y es precisamente por esta razón que los restriccionistas estadu-
nidenses32 han venido presionando para que no solamente se apoye
una política localizada para reforzar la frontera, sino que también se
aplique la ley en el interior del país. La cláusula de la IRCA según la
cual se deben aplicar multas y hasta algunos años de prisión a los
empresarios que contratan a sabiendas a indocumentados pocas ve-
ces se ha observado, dado que no hay la voluntad política para apli-
carla. Es decir, esta política es contradictoria ya que no se enfrentan
las causas del problema castigando a los empresarios que contratan
mano de obra barata y evaden la ley. Esta contradicción es evidente
si analizamos que mientras en la frontera estadunidense con México

102 MÓNICA VEREA

32 Para mayor información sobre el tema véase Verea (1999a, 2000a, 2003).



existen nueve mil agentes contratados por el SIN para patrullarla y
vigilarla, tan sólo hay trescientos agentes para localizar y deportar a
trabajadores indocumentados en los lugares de trabajo y, hasta antes
de los sucesos terroristas del 11 de septiembre, otro tanto más para
vigilar la frontera con Canadá.

No cabe duda que los refuerzos tan brutales en la frontera han
creado una nueva situación mucho más agresiva, costosa y perver-
sa. Dichas acciones son parte fundamental del proceso de “refron-
terización” y han logrado crear una frontera más peligrosa y violenta
y sus principales consecuencias han sido muy variadas, entre las
cuales destacamos sólo algunas:

a) El reforzamiento fronterizo no necesariamente ha disminuido
el número de personas que cruzan la frontera, pero ciertamente
ha desviado el flujo hacia lugares más remotos y peligrosos. Es
cierto que el número de aprehensiones ha bajado en algunas
áreas de la frontera, pero es difícil de medir la eficiencia de estos
métodos, por el número de ellos. 

b) Los mayores riesgos y dificultades para ingresar a territorio es-
tadunidense han traído como consecuencia el aumento sus-
tancial en las violaciones a los derechos humanos, debido a
los riesgos y dificultades que implica entrar y permanecer en
Estados Unidos sin documentos. Se ha registrado un aumento
importante en las acusaciones por disparos, violaciones, gol-
pizas y asesinatos aparentemente perpetrados por la Patrulla
Fronteriza.

c) El sur de Arizona se ha convertido en un punto popular de cru-
ce fronterizo para grupos de inmigrantes a raíz de la intensifi-
cación de la vigilancia en California y Texas desde los años
noventa. Se ha registrado un extraordinario aumento en el nú-
mero de muertes debido a la deshidratación, exposición exce-
siva al sol e hipotermia, dado que ahora intentan cruzar por
lugares desolados y peligrosos. Según estadísticas de la SRE,
entre 1995 y 2002 se registraron más de 1 600 muertes entre la
frontera de México y Estados Unidos. Por su parte, la Patrulla
Fronteriza registró 106 personas muertas por deshidratación o
exposición severa al sol, únicamente en dicho desierto. Duran-
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te 2001 se produjeron 363 muertes, cifra menor que la de 491 en
2000, pero mucho mayor que en 1998, cuando se registraron
261 fallecimientos (Castañeda 2001: 17A). A pesar de que son
muertes que se podrían predecir, aquellos que deciden emigrar
no saben los graves daños y peligros con que se enfrentan. 

d) Los contrabandistas de indocumentados, también denominados
“coyotes”, han elevado sustancialmente los costos del tráfico hu-
mano, convirtiendo al negocio en uno muy lucrativo y sofistica-
do. Por ejemplo, los polleros pueden cobrar entre ochocientos
y dos mil dólares para transportar a salvo a cada indocumenta-
do al otro lado. Asimismo, los contrabandistas se han sofisticado
en sus estrategias, por ejemplo, configurando pasaportes falsos
de países con Visa-Waiver33 para evitar su verificación consular.
A pesar de los esfuerzos llevados a cabo por los grupos “Beta”,
hoy compuestos por alrededor de 75 agentes mexicanos, quie-
nes supuestamente anticipan a los migrantes de los peligros
que corren por emigrar en forma no autorizada y a diario con-
frontan y arrestan a varios polleros, estos esfuerzos no han sido
suficientes para erradicarlos.

e) El modelo tradicional de circularidad migratoria, caracterizada por
una migración temporal, ha cambiado por un patrón de mayor
permanencia, debido al temor de no poder ingresar nuevamen-
te a territorio estadunidense. De esta manera, el indocumentado
tiende a permanecer más tiempo de lo planeado, aumentando
con ello el stock de indocumentados en Estados Unidos; es éste
un efecto boomerang no esperado y quizá no intencionado.

f ) La creciente vulnerabilidad de los indocumentados es cada vez
más evidente, puesto que a diario confrontan un ambiente alta-
mente adverso y cargado de odio, sin poder obtener una mínima
protección. Esta condición los ha forzado a hacerse menos visi-
bles y, por supuesto, a aceptar salarios aun más bajos, sin tener
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33 El Visa Waiver Pilot Program (VWPP) inició en 1998 y permite a nacionales de 26 países ingre-
sar a territorio estadunidense por noventa días sin visa. Estos países son: Portugal, Singapur y Uruguay,
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El programa quedó suspendido temporalmente a partir del 11 de septiembre de 2001.



la capacidad de utilizar los servicios sociales. Asimismo, se ha in-
centivado mayor discriminación no sólo en contra de inmigrantes
indocumentados, sino para los que parecen extranjeros. 

g) El Programa de Amnistía aprobado por la IRCA en 1986, aunado
al ambiente antiinmigratorio de los noventa, que condujo a la
nueva prohibición de ciertos beneficios sociales inclusive para
inmigrantes legales impuestos por la IIRIRA, así como por la Ley de
Bienestar Social (ambas aprobadas en 1996), se han constituido
en un elemento de presión importante para obtener la ciudadanía. 

h) Recientemente se ha despertado una mayor desconfianza por
los cruces fronterizos legales. Con el fin de perfeccionar su sis-
tema de vigilancia de entradas, el gobierno estadunidense dio
por terminado en septiembre de 2001 el proceso de sustitución
de visas o tarjetas de cruce, conocidas como “micas”, por las
nuevas visas láser emitidas por el SIN, lo cual ha traído muchos
problemas de cruces fronterizos. El SIN calculó en 5.5 millones el
número de ciudadanos mexicanos que no podrían atravesar la
frontera para internarse en ese país, hasta que nuevamente las
sustituyan. El Departamento de Estado y el SIN comenzaron el
proceso de renovación de visas en 1998, y hasta enero de 2001
se habían aprobado casi cuatro millones de visas láser infalsi-
ficables, válidas por diez años.34

Los factores determinantes que han dado lugar al recrudecimien-
to en la posición misma de los conservadores y al surgimiento de im-
portantes movimientos nativistas y antiinmigratorios durante los no-
venta ocasionaron cambios sustantivos en las ideologías y posiciones
tanto de funcionarios públicos como de partidos políticos y diversos
sectores de la sociedad. Estos factores son: a) el constante crecimien-
to del volumen tanto de la inmigración legal como de la de indocu-
mentados, que ha variado la composición étnica de la población
estadunidense; y b) una mayor presencia de inmigrantes, la cual ha
sido presentada como una de las causas de la crisis económica y fis-
cal de algunos estados, como California en particular, en tanto que
su mayor visibilidad ha causado un aumento en su rechazo.
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Como podemos observar, la década de los noventa sentó un nue-
vo precedente de actitudes xenofóbicas y nativistas, lo que conllevó
a la aprobación de legislaciones locales y federales altamente res-
trictivas. Asimismo, la política de “refronterización” adoptada o de
“puertas cerradas” con severos controles a la inmigración evidencia
iniciativas unilaterales, contrarias al espíritu de integración y “des-
fronterización” que inicia la región de América del Norte durante
esa década.

Si a las consecuencias anteriores aunamos los hechos suscitados a
raíz de los actos terroristas del martes 11, podemos esperar un refor-
zamiento aún más brutal, ocasionando prácticamente la militarización
fronteriza, la cual por desgracia conllevará un aumento significativo
de las violaciones a los derechos humanos que recaerá principal-
mente en quienes intentan cruzar sin documentos.

POLÍTICAS ADOPTADAS EN CANADÁ

Orígenes y establecimiento de límites 

Durante muchos años y pasando por multitud de generaciones, la
inmigración, además de que ha sido un importante factor que ha con-
tribuido a un crecimiento significativo de la población canadiense,
sobre todo la de las ciudades, ha servido no sólo como una fuente
de prosperidad económica sino que ha contribuido a forjar su sen-
tido de identidad nacional. No obstante, la inmigración, al igual que
en Estados Unidos, ha constituido un tema muy sensible para sus
ciudadanos o residentes, y muchas veces ha sido difícil de compren-
der y aceptar, pues trae consigo una variedad de facetas, así como
repercusiones para su sociedad. 

Las experiencias históricas de la inmigración a cualquier país han
sido determinantes para la formulación de sus políticas al respecto.
En el caso de Canadá, su política tradicional abierta a la inmigración
se manifestó en la continua reclutación de inmigrantes a lo largo de
los años. Desde mediados del siglo XIX, la población de Canadá era
de alrededor de 3.5 millones de habitantes, población sumamente
pequeña para los planes de expansión económica y geográfica que
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tenía el primer ministro John MacDonald, en 1867. Desde ese enton-
ces, la inmigración se percibía como una solución para un aumento
inmediato de la población, requisito indispensable para las necesi-
dades inminentes del mercado laboral. 

En términos generales, la política canadiense durante el periodo
inmediatamente posterior a la etapa de la confederación alentó la en-
trada de inmigrantes. Sin embargo, a fines del siglo XIX, al igual que
Estados Unidos, Canadá estableció ciertas restricciones a la compo-
sición de su inmigración, ya que en 1885 se limitó significativamente
la entrada a chinos, lo que constituyó la primera serie de medidas
diseñadas para restringir la inmigración “no blanca”. Los políticos
canadienses comenzaron a tomar conciencia de que la inmigración
traía consigo problemas, pero también beneficios, y decidieron se-
leccionar a quién admitir y a quién excluir. De esta manera, la legisla-
ción encaminada a crear una política migratoria exclusiva para for-
mar un “Canadá blanco” comenzó a partir de 1911, extendiéndose
hasta 1919 (Hawkins 1989).

Durante los primeros quince años de este siglo se estableció un
plan para contratar trabajadores agrícolas provenientes principal-
mente de Europa oriental y central con el fin de desarrollar la parte
occidental de Canadá. Esto condujo a la primera gran inmigración
de polacos, eslavos y rusos, todos ellos impulsados por la gran expec-
tativa de establecerse en un país en plena expansión económica y
en franco crecimiento de su población.

Para apreciar la magnitud del papel que jugó la inmigración en
Canadá, hay que tener presente que sólo entre 1891 y 1914 llegaron
alrededor de tres millones de inmigrantes y de esta cifra, más de un
millón arribó entre 1911 y 1913 (véase cuadro 3). De acuerdo con
ciertos analistas, durante esta época las facilidades que brindaba el
gobierno canadiense para su establecimiento eran rudimentarias, ya
que sólo proveía transporte, asistencia para localizar el lugar donde
se establecerían, revisión médica y ocasionalmente préstamos de
emergencia.

A pesar de que se mantuvo un flujo estable de inmigrantes du-
rante la década de los veinte, las dos guerras mundiales y la depre-
sión de 1930 redujeron, en gran medida, la inmigración. Los alema-
nes, polacos y ucranianos incrementaron el acostumbrado flujo de
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CUADRO 3
INMIGRANTES Y RESIDENTES NO PERMANENTES

ADMITIDOS EN CANADÁ, 1860-2002

*Dato preliminar
FUENTE:  «Immigrants, emigrants et residents non permanents», Quebec, Ontario,

et Canada, 1951-2002. Institut de la statisque de Quebec.  Para 1998-2000: Facts and
Figures, Immigration Overview.

Año Inmigrantes Residentes no
permanentes

1860 6 276
1865 18 958
1870 24 706
1908 143 326
1909 173 694
1910 286 839
1911 331 288
1912 375 756
1913 400 870
1914 150 484
1915 33 665
1916 55 914
1917 72 910
1918 41 845
1932 20 591
1934 12 476
1936 11 643
1938 17 244
1940 11 324
1942 7 576
1955 109 946
1956 164 857
1957 282 164
1958 124 851
1959 106 928
1960 104 111
1961 71 689
1962 74 586
1963 93 151
1964 112 606
1965 146 758
1966 194 743
1967 222 876
1968 183 974

Año Inmigrantes Residentes no
permanentes

1969 161 531
1970 147 713
1971 121 900
1972 122 006 84 217
1973 184 200 87 192
1974 218 465 95 120
1975 187 881 93 143
1976 149 429 101 074
1977 114 914 98 105
1978 86 313 96 123
1979 112 096 93 153
1980 143 129 101 083
1981 128 618 115 952
1982 121 147 146 233
1983 89 157 142 506
1984 88 239 146 875
1985 84 302 146 526
1986 99 219 157 507
1987 152 098 204 044
1988 161 929 244 943
1989 192 001 353 860
1990 214 230 421 216
1991 230 834 410 265
1992 252 842 355 604
1993 255 747 323 671
1994 223 759 260 379
1995 212 030 243 879
1996 226 074 244 048
1997 216 045 232 428
1998 174 191 232 596
1999 189 950 234 146
2000 227 363 262 781
2001 250 415 285 304
2002 228 830 321 798*
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inmigrantes proveniente principalmente de las islas británicas. Aunque
la mayoría de ellos eran trabajadores agrícolas, algunos encontraron
trabajo en las ciudades nacientes. 

Hacia 1941 la proporción de inmigrantes con ascendencia británi-
ca había declinado a 50 por ciento, los de herencia francesa suma-
ban alrededor de 30 por ciento y otros grupos etnoculturales consti-
tuían el restante 20 por ciento.35

El periodo inmediato de la posguerra, entre 1946 y 1957, se carac-
terizó por el gobierno de los liberales y por el establecimiento de los
fundamentos esenciales de la política migratoria canadiense. Es ne-
cesario mencionar que la migración fue vista como un área de alta
prioridad, al considerársele como un instrumento de crecimiento y
desarrollo económico. Incluso una amplia declaración sobre la po-
lítica de inmigración fue presentada en 1947. Sin embargo, a pesar
de esa visión según la cual la migración es considerada un área estra-
tégica para el desarrollo del país, prevaleció una percepción nativista,
ya que la migración de personas provenientes de Asia fue muy re-
chazada, y se impusieron determinadas cuotas de admisión a las per-
sonas originarias, por ejemplo, de la India, Pakistán y Ceilán (hoy
Sri Lanka) (Hawkins 1972: 67-173).

La principal razón fue la importante expansión industrial, la cual in-
crementó significativamente la demanda de mano de obra calificada,
así como la de los trabajadores que su propio mercado laboral no
podía ofrecer. Se calcula que al finalizar la segunda guerra mundial,
Canadá experimentó su segundo gran flujo migratorio del siglo, lle-
gando a admitir a 1 544 642 inmigrantes durante la década de los cin-
cuenta; más de 30 por ciento de los inmigrantes provino de Alemania,
Austria e Italia, y algunos fueron refugiados de Europa oriental. 

Y, precisamente, en virtud de la creciente demanda de trabajadores
extranjeros, en 1950 se creó el Departamento de Ciudadanía e Inmigra-
ción (Citizenship and Immigration Canada) para ejecutar la política
migratoria canadiense, así como para hacerse cargo de los asuntos de
los grupos indígenas. Posteriormente se aprobó la Ley de Inmigración
de 1952 (Immigration Act), la cual estableció la estructura legal que

35 Employment and Immigration Canada, “Immigration”, The Canadian World Almanac
and Book of Facts (Hull, Quebec: Head Office, Place du Portage, phase IV, level 0, 1991).



manejaría la inmigración. En ese entonces, todas las acciones que se
llevaban a cabo respecto a la inmigración eran eminentemente fede-
rales, y no se incluía la participación de las provincias en la toma de
decisiones, por lo que el apoyo económico al área migratoria era li-
mitado y deficiente.

Política de selección

A fines de la década de los cincuenta y principios de los sesenta, las
administraciones federales conservadoras se enfrentaron a un descen-
so en su crecimiento económico que causó efectos negativos en el
mercado laboral y, por ende, el gobierno disminuyó su reclutamiento
de inmigrantes. Esta situación originó un proyecto de “autoevalua-
ción”, enfocado en el papel que debería jugar Canadá y la política
que deberían desarrollar sus instituciones. En cuestiones migratorias,
es necesario mencionar que el Departamento del Trabajo empezó a
controlar la migración a partir de criterios de selección de migrantes,
basados en las características del mercado de trabajo del país. Es así
que, en 1962, se introdujeron nuevas medidas regulatorias y no dis-
criminatorias en la materia. También se comenzó a tener una visión
más critica de la propia estructura administrativa y sobre la manera
como se debían emplear los recursos canadienses. En 1963 fue crea-
do el Departamento de Inmigración y Fuerza Laboral (Manpower
and Immigration Department), como el responsable de administrar
la inmigración, para que de esta manera se ajustara a las necesidades
de empleo del país. Es decir, al igual que el Departamento del Traba-
jo, se haría cargo de los servicios de empleo, la capacitación técnica
y vocacional de los migrantes y de su rehabilitación civil.

Durante esta década, también surgió el importante fenómeno de
la inmigración ilegal, mucho menos importante en comparación con
lo que representa para Estados Unidos. El gobierno canadiense, pre-
ocupado por eliminar este problema, realizó varios tipos de regula-
rizaciones de estatus durante los siguientes años, las cuales se consi-
deraron exitosas en su momento. 

Así, con el fin de solucionar el problema del creciente ingreso de
inmigrantes sin documentos o de la permanencia en forma ilegal
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de éstos, el gobierno realizó una revisión general de todos los aspec-
tos de inmigración. En 1966 se dio a conocer el famoso White Paper, en
el cual cuestionaba la posibilidad a largo plazo de absorber masiva-
mente a inmigrantes que buscaban empleo, e hizo un llamado a que
se establecieran vínculos más estrechos entre la inmigración y las ne-
cesidades inmediatas de trabajo. Dicho documento se envió para su
discusión al Comité del Parlamento sobre Inmigración. 

En 1967 se creó el Manpower and Immigration Council, cuya prin-
cipal función era informar sobre la utilización efectiva y el desarrollo
de los recursos de mano de obra de Canadá, incluyendo la participa-
ción de los migrantes extranjeros en su territorio. Ese mismo año
comenzó en Canadá un rápido cambio en la expansión, crecimiento
y desarrollo económico, lo que provocó un aumento considerable
en los flujos migratorios de diversos orígenes, iniciándose un impor-
tante flujo de inmigrantes provenientes de Latinoamérica.

Con las Immigration Regulations de 1967 se introdujo un sistema
de selección conocido como Canadian Point System, diseñado prin-
cipalmente para seleccionar un determinado tipo de inmigrante, de
acuerdo con las necesidades laborales del país en general y de las
regiones en particular. En este sistema, se asignaban puntos a cada
candidato según las calificaciones que obtuviera para determinado
empleo, tales como el conocimiento de los idiomas inglés y fran-
cés, nivel de educación, experiencia laboral y factores de integra-
ción, entre otros componentes relacionados con el empleo, los
cuales son indicadores esenciales para determinar el acceso. Dicho
sistema resultó en un importante incremento de la inmigración
multicultural. 

El trayecto hacia una sociedad multicultural

Durante la década de los sesenta, se realizaron muchas mejoras en
el Servicio de Inmigración Exterior de Canadá. Algunos programas
comenzaron a desarrollarse y se dio un mayor apoyo a inmigrantes
y refugiados a través de agencias voluntarias, principalmente a quie-
nes ingresaron de inmediato a la fuerza laboral y requerían de un
cierto entrenamiento.
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Es interesante destacar que durante esta misma década se presen-
taron cambios significativos a nivel mundial: el fin de la época colo-
nial y la aparición de nuevos países en varias regiones del mundo.
Al mismo tiempo, surgió un nuevo interés internacional por los de-
rechos humanos y la igualdad racial y nacional. Por estas y muchas
otras razones, el cambio del origen del flujo migratorio a Canadá se
volvió evidente, pues a partir de entonces extranjeros provenientes
de múltiples regiones del mundo fueron aceptados. Así, debido a
una combinación del incremento natural de la población canadiense
con un aumento en la tasa de inmigración, la población de Canadá
se duplicó en tan sólo las tres décadas posteriores a la segunda
guerra mundial.

La composición de los inmigrantes en Canadá continuó cambian-
do y fue conduciendo hacia una sociedad aún más multicultural. El
censo de 1981 demostró un incremento significativo en el por-
centaje de nuevos canadienses nacidos en Asia, el Caribe y América
Latina. La proporción de residentes canadienses sin ascendencia
francesa ni británica aumentó significativamente al alcanzar un ter-
cio de la población (Hawkins 1972). Como se puede observar, la
política de inmigración, basada en el proyecto original de lograr
conformar un “Canadá blanco”, bajo la cual fueron considerados
como admisibles sólo los candidatos de origen europeo o estaduni-
dense —con muy pocas excepciones—, permaneció fuerte y vi-
gente hasta principios de los sesenta. 

Es más, Canadá junto con Estados Unidos constituyeron los países
pioneros que abandonaron su tradicional política migratoria blanca.
A partir de 1967, esta política se convirtió en una no discriminatoria
y universal que aceptaba principalmente a migrantes económicos, pa-
rientes inmediatos de los inmigrantes ya establecidos y a refugiados.
Cabe señalar que hoy día, esta composición permanece semejante. Uno
de los factores determinantes de este cambio se debió a que algunos
políticos y funcionarios consideraron que el hecho de mantener
una política de inmigración selectiva en cuanto a origen de proce-
dencia entorpecería la posición que Canadá había mantenido en la
ONU O aun más, en la multirracial Commonwealth of Nations. Dicho
ejemplo fue seguido por Australia en 1973.
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Formación y conceptualización de la política migratoria 

En Canadá, el control y la administración migratoria son asunto de juris-
dicción compartida entre el gobierno federal y las provincias canadien-
ses, a excepción de Quebec que, a partir del Acuerdo Coullen-Couture,
mantiene su autonomía al respecto.36 Desde la década de los sesenta,
se presentaron varios cuestionamientos que cambiaron el rumbo y la
forma como se debía conformar y desarrollar una política migratoria
canadiense (Hawkins 1972).

En primer término, los aspectos financieros constituyeron un tema
fundamental, en virtud de que se presentó una multitud de dificulta-
des para decidir si es el poder federal o el provincial el que debería
hacerse cargo de los servicios sociales otorgados a los migrantes, como
educación, capacitación, atención médica y seguridad, entre otros.
Desde entonces se han tratado de establecer programas de servicios
con responsabilidad compartida. Así, la seguridad social y el bie-
nestar constituyen un tema tan importante que la responsabilidad re-
cae en los tres niveles: federal, provincial y municipal.

Uno de los aspectos de la seguridad social al que se ha dado gran
importancia es la educación para migrantes. Tanto la capacitación en
cuestiones laborales como aquella dirigida a mejorar y reforzar el do-
minio de alguna de las lenguas oficiales de Canadá, se estimó que
debía recaer, principalmente, en cada provincia.

Por lo que respecta a la orientación que se debería dar a los mi-
grantes y en virtud de que se concentran en las principales ciudades,
especialmente en Toronto, Montreal, Vancouver y, en menor medi-
da, en Edmonton, Winnipeg y en algunas ciudades de Ontario, se
consideró conveniente el establecimiento de centros de orientación e
información para los que se encuentran en las principales ciudades.
No obstante, dicha responsabilidad hoy recae en todos los niveles
gubernamentales.

Con el fin de conformar no sólo una política migratoria, sino una
de asimilación, se estimó que los inmigrantes necesitan ayuda para
ajustarse a las comunidades canadienses dentro del territorio. Por tal
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motivo, se estableció el proceso de “ajuste”, con el fin de alcanzar el de-
sarrollo cultural y comunitario de los migrantes con sus comunidades.
Éste se ha constituido en un tema que con frecuencia se encuentra
en el debate nacional, para intentar definir cuál es el poder adecuado
que debe apoyar esa labor, si el federal, el provincial o el municipal.

Durante los setenta hubo muchas mejoras en la administración y po-
lítica migratoria canadiense, siendo la más notable la creación de la Ley
de Inmigración de 1976, proclamada en 1978. Mediante consultas exten-
sivas entre los diversos sectores, Robert Andras, quien fue el principal
promotor y posteriormente llegó a ser ministro del Departamento de
Inmigración y Fuerza Laboral en 1972, y Alan Gotlieb, su segundo de a
bordo, quien después fuera embajador canadiense en Estados Unidos,
lograron realizar un cambio significativo en la política migratoria. 

Esta ley reemplazó la de 1952 y fue percibida en ese entonces
como una pieza de ley de inmigración sensible, liberal e innovadora,
creando un clima favorable para la inmigración, así como una política
de refugiados humanitaria. Se otorgó un énfasis especial a la “admi-
sión” en lugar de a la “exclusión”. Entre sus principales características
incluye una clara declaración de principios, entre éstos uno antidiscri-
minatorio y un compromiso formal de ayuda a refugiados. Asimismo,
se dio un énfasis especial al enriquecimiento social y cultural, a la reu-
nificación familiar, al cabal cumplimiento de sus obligaciones inter-
nacionales en torno a la ayuda a refugiados y, principalmente, al uso
de la inmigración para apoyar el desarrollo económico.

La política de inmigración canadiense y las reglas y regulaciones
elaboradas con esta ley fueron diseñadas de tal manera que se pro-
movieran los intereses nacionales e internacionales de Canadá. Sus
principales objetivos reconocen las siguientes necesidades: 

a) Apoyar el cumplimiento de las metas demográficas establecidas
por el gobierno respecto al tamaño, tasa de crecimiento, estruc-
tura y distribución geográfica de la población canadiense.

b) Enriquecer y reforzar el tejido cultural y social de Canadá, to-
mando en consideración su carácter federal y bilingüe.

c) Facilitar la reunión en Canadá de ciudadanos canadienses y resi-
dentes permanentes con sus parientes más cercanos o inmediatos
residentes en el extranjero.
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d ) Promover y facilitar la adaptación a la sociedad canadiense de las
personas a quienes se les ha otorgado la admisión como resi-
dentes permanentes. 

e) Facilitar la entrada de visitantes con el propósito de incrementar
el comercio, turismo, actividades culturales y científicas y un me-
jor entendimiento internacional.

f ) Asegurar que cualquier persona que busca la admisión, ya sea
como residente permanente o temporal, sea sometido a los crite-
rios de admisión y que no se discrimine de una manera incon-
sistente con el carácter canadiense del derecho a la libertad.

g) Cumplir con las obligaciones legales internacionales respecto a
los refugiados y preservar su tradición humanitaria con los des-
plazados y perseguidos.

h) Alentar el desarrollo de una economía fuerte y viable para la
prosperidad de todas las regiones en Canadá.

i ) Mantener y proteger la salud, seguridad y el buen orden de la so-
ciedad canadiense.

j ) Promover el orden internacional y la justicia a través de la ne-
gación del uso territorial a personas que son capaces de cometer
actividades criminales.37

Por lo que se refiere a la selección de los inmigrantes, esta ley, en
el apartado sobre el “principio general sobre la admisibilidad de los
inmigrantes”, señala: “A cualquier inmigrante, refugiado, miembro
familiar o independiente se le debe conceder el derecho de entrada
siempre y cuando satisfaga los criterios de selección y se determine si
será capaz de establecerse con éxito en Canadá”. Por lo que respec-
ta a los desplazados y los perseguidos, la ley señala que “se les debe
admitir sujetos y de acuerdo con las convenciones de refugiados
establecidas”.38

Dicha ley establece el compromiso de Canadá para cumplir con
sus obligaciones internacionales legales hacia los refugiados y para
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continuar con su tradición humanitaria respecto a los desplazados y
perseguidos. En lo relativo a su preocupación multicultural, la ley
aprobada en 1988, Canadian Multiculturalism Act, complementa el
apoyo y buenos deseos que se tienen en Canadá para con las per-
sonas originarias de múltiples países y culturas. Entre sus principios
encontramos que debe haber igualdad de oportunidades para todos
los canadienses, se debe fomentar la preservación de todas las cul-
turas, eliminar la discriminación estableciendo medidas que afir-
man al extranjero y apoyar la integración social del inmigrante, entre
otros.39

Se considera que la ley de 1976 logró cambios importantes en las
áreas de exclusión y control, al reducir sustancialmente el grado ex-
cesivo de discreción ministerial que permitía la ley de 1952. A pesar
de que se suprimió lo que era conocido como las “clases prohibidas”
y la larga lista de los considerados como no deseables, la ley de
1976 restringe la entrada de las personas que constituyen una ame-
naza para la salud pública; los que hayan cometido ofensas criminales
serias sin mostrar evidencia de rehabilitación; y los que se encuen-
tren involucrados en actividades criminales, de espionaje, terrorismo,
secuestro, etc. Cabe señalar que todas las ofensas cometidas fuera
de Canadá se relacionan directamente con las que se encuentran bajo
la ley canadiense y son enjuiciadas en relación con la sentencia que
hubiese sido impuesta en Canadá (Hawkins 1972).

Política de población

Hasta hace poco tiempo, Canadá no había mostrado interés en formu-
lar una política de población. Como ya es de todos conocido, inme-
diatamente después de la segunda guerra mundial muchos países
industrializados experimentaron un aumento significativo en su tasa
de fertilidad que, en el caso de Canadá y Estados Unidos, duró quince
años. Sin embargo, a partir de 1973, un nuevo fenómeno demográfico
comenzó a desarrollarse, ya que la tasa de fertilidad cayó por debajo
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del nivel de 2.1 nacimientos por mujer, nivel necesario para reem-
plazar la población a largo plazo (Hawkins 1989). 

La Ley de Inmigración de 1976 propuso metas demográficas y se
desarrolló un sistema de niveles de inmigración anuales, el cual im-
plicó un proceso detallado y cuidadoso de consulta. Estas consultas se
llevan a cabo con las provincias, las organizaciones nacionales y los
grupos de interés; asimismo, participan académicos y funcionarios gu-
bernamentales, y deben ser expuestas ante el Parlamento en los tiem-
pos que indica la ley con el fin de determinar las necesidades laborales
y demográficas tanto federales como regionales. Al respecto se debe
elaborar un informe que especifique: a) el número de inmigrantes que
el gobierno de Canadá considera apropiado admitir durante cualquier
periodo específico, y b) la forma en que las consideraciones demográ-
ficas fueron tomadas en cuenta para determinar ese número (Bai 1991).
Cabe señalar que actualmente este proceso se realiza cada año. 

Al parecer esta tendencia se ha convertido en una de largo plazo,
y es difícil que se revierta en el futuro. Un estudio sobre la fertilidad
canadiense, realizado por Anatole Romaniuc subtitulado “Fertility in
Canada, from Baby Boom to Baby Bust” (1984), presenta una pers-
pectiva similar del futuro demográfico en Canadá y enfatiza el papel
tan importante que tiene y desempeñará la inmigración en el futuro,
alertándonos a que el actual régimen de fertilidad tan bajo y el con-
secuente envejecimiento y descenso del crecimiento de la pobla-
ción canadiense han creado una situación históricamente nueva que
puede afectar las estrategias de inmigración. Si la tasa de fertilidad no
aumenta sustancialmente y el crecimiento de la población no se vuel-
ve una meta nacional, no será una alternativa real. Si la fertilidad se
estanca en el mismo nivel de ahora y el nivel de la inmigración neta
se mantiene en un mínimo de cincuenta mil admisiones anuales, el cre-
cimiento disminuirá y la declinación comenzará a partir del año 2020.

La nueva era selectiva

La política migratoria canadiense ha estado íntimamente ligada a las
condiciones económicas. Así, la recesión de los ochenta provocó
una respuesta respecto al control de la migración a través de una re-
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gulación en 1982. Ésta estipulaba que la admisión de inmigrantes es-
taría condicionada al empleo previamente arreglado de trabajadores
selectos. Lo que realmente quería el gobierno canadiense —princi-
palmente entre 1982 y 1985, periodo de alto desempleo— era admi-
tir solamente a personas con empleos firmes y, como resultado, el
número de admisiones disminuyó. Pero, en 1986, cuando el desempleo
bajó, el gobierno federal adoptó una política moderada de control a
la inmigración. Los inmigrantes independientes fueron nuevamente
admitidos sin un empleo prearreglado. Esto provocó que hacia fines
de los ochenta, la inmigración ascendiera a su nivel más alto desde
mediados de los setenta.

Al mismo tiempo, en 1986, el gobierno federal realizó una revisión
de sus índices de crecimiento demográfico, la cual generó un sin-
número de estudios aunque no incidió en un cambio de política. En
términos de política de admisión, también se pusieron en marcha
iniciativas federales correspondientes a una expansión del programa
de migrantes de negocios, la cual ha sido muy exitosa, ya que ha
atraído miles de millones de dólares de capital de inversión a Canadá.
Asimismo, se han realizado intentos por unificar y alinear los criterios
en el proceso para determinar el estatus del refugiado, ya que cons-
tantemente se registraban casos en retraso.

Hacia mediados de los ochenta había ya un significativo número
de programas de servicios y de establecimiento para los inmigrantes,
que se pusieron en marcha con el apoyo de las provincias, así como
de la ayuda voluntaria proveniente de diversos sectores. Entre estos
programas tenemos el de la Asistencia para el Ajuste, el de Adapta-
ción y Establecimiento del Inmigrante, el del Acceso al Entrenamiento
del Lenguaje, entre otros. La oficina Employment and Immigration,
así como la organización Heritage Cultures and Languages de la Se-
cretaría de Estado, han prestado dichos servicios. 

El programa más importante ha sido el de la Asistencia para el Ajus-
te, que ha contado con fondos sustantivos para apoyar a más de cien
organizaciones voluntarias. Dicho programa tiene por objeto ayudar
a inmigrantes indigentes con la renta, comida, ropa e incidentes im-
previstos durante un año. Sin embargo, según la investigadora Freda
Hawkins, una de las más destacadas especialistas en migración cana-
diense, el Programa de Adaptación y Establecimiento, a pesar de sus
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importantes logros a nivel mundial, todavía presenta grandes deficien-
cias y requiere de una mejor coordinación, así como un mayor apoyo
económico. Considera que algunas de las consecuencias más serias
para los inmigrantes son el desempleo o subempleo, la segregación
ocupacional y los bajos salarios. Estima que casi siempre estos pro-
blemas van acompañados de desequilibrios emocionales y que, por
lo general, inciden en las personas que no saben hablar inglés ni
francés, y que principalmente son minorías del tercer mundo, refugia-
dos y mujeres (Hawkins 1972). De ahí la importancia del aprendizaje
de los idiomas para una mejor adaptación.

Por lo que respecta al debate reciente en torno a las implicacio-
nes que la inmigración ha tenido para la sociedad canadiense, se ha
señalado que llena vacíos en el mercado laboral, crea empleos y trae
fondos significativos al país. En cuanto a la composición multicultu-
ral, se ha argumentado que la continuidad de la inmigración asiáti-
ca y latinoamericana ayuda a nutrir los fuertes nexos comerciales
que existen con estas dinámicas regiones del mundo. También se
sigue pensando que la inmigración desempeña un papel importante
en la sociedad canadiense, ya que disminuye el descenso y el enve-
jecimiento de su población.

Este debate ha sido apoyado por un creciente análisis proveniente
de literatura especializada. Green considera que la política básica y
efectiva de inmigración ha consistido en detectar la escasez de mano
de obra interna y suplirla a través de la importación de trabajadores.
Por su parte, Seward critica ciertos modelos macroeconómicos que
han tomado poco en cuenta el hecho de que los inmigrantes consti-
tuyen el capital humano, que han sido entrenados y educados con
el presupuesto de otros países, que traen consigo fondos, que crean
empleos y que llegan a consumir más que los propios canadienses.
Passaris percibe la inmigración en términos de un recurso humano
multicultural en el cual su conocimiento lingüístico y cultural es uti-
lizado por los canadienses para incrementar el número de sus so-
cios comerciales que redunda en la diversidad de sus exportaciones,
atrae inversión y se mantiene al día en investigación y desarrollo.
Romaniuc prevé que una población decreciente es una población
vieja, teniendo una proporción cada vez más significativa de perso-
nas de más de 65 años en su fuerza laboral, que hoy día representa

MIGRACIÓN TEMPORAL 119



10 por ciento de su población (Green 1987; Passaris 1987: 361-383;
Romaniuc 1984 y 1992: 33, en Verea 1994a).

Desde el inicio de la década de los noventa, el debate sobre la
posibilidad de reformar la legislación canadiense ha estado presen-
te. Las tres administraciones de Chrétien han coincidido en que la
Ley de Inmigración de 1976 tiene que ser reformada, pues fue apro-
bada con base en experiencias de los sesenta y principios de los
setenta, cuando los tiempos eran más simples, los abusos a los progra-
mas menos perversos y era mucho más fácil manejar el sistema de
selección de los inmigrantes. Se ha considerado introducir cambios
justos y pragmáticos para preservar la integridad y los valores huma-
nitarios de la inmigración canadiense, con el fin de hacer una mejor
selección y asegurar su contribución al desarrollo social y a la pros-
peridad económica; se ha tratado también de detectar a los que abu-
san de los programas y desobedecen las leyes; y, en la medida de
lo posible, mejorar la administración o manejo y control del sistema
para asegurar que la inmigración realmente sirva al interés nacional.

En términos generales se considera que la atención se ha concen-
trado en los refugiados, las minorías visibles en las grandes ciudades
y en el impacto socioeconómico de los inmigrantes empresariales.
Algunos consideran que cada uno de estos temas tiene ciertos matices
raciales, y no se puede negar que el debate sobre cuestiones de este
tipo ha surgido en la agenda de discusiones públicas. Si bien es cierto
que en el futuro cercano prevalecerá el interés económico sobre otros
factores para determinar la política migratoria, también es cierto que
influirán temas tales como la raza, los asuntos internos, los cambios
económicos y la política exterior, sobre todo en el ámbito de seguri-
dad nacional. 

Durante los últimos años, el gobierno federal ha promovido una
revisión y actualización de los procedimientos migratorios, con la fi-
nalidad de crear un sistema más actualizado y menos complejo. A pe-
sar de que la Ley de Inmigración ha sido revisada y enmendada muchas
veces, no se ha llevado a cabo una revisión sistemática durante las
últimas dos décadas.

Está en proyecto la ley Immigration and Refugee Protection Act
(IRPA), conocida por el momento como Bill-11; de ser aprobada, susti-
tuirá a la actual ley de inmigración, puesta en vigor hace 25 años.
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Este proyecto se deriva del presentado en abril de 2000, denominado
Immigration and Refugee Protection Bill (C-31), el cual quedó pen-
diente, al convocar a elecciones el primer ministro Jean Chrétien a
fines de ese año. Entre los aspectos más importantes que tendrá en
cuenta la nueva ley están los siguientes:

a) Creación de un simple, pero coherente sistema legislativo que
refleje los valores canadienses, acorde a las realidades actuales,
incluyendo el refuerzo de los acuerdos sobre los derechos
humanos.

b) Mejorar los programas de reunificación familiar.
c) Modernizar el sistema de selección de trabajadores calificados

y de inmigrantes de negocios, así como facilitar la entrada de tra-
bajadores temporales extranjeros calificados.

d) Introducir criterios transparentes para el estatus de residentes
permanentes.

e) Reforzar la protección de refugiados a través de un proceso
rápido y justo.

f ) Modernizar el sistema inmigratorio de peticiones.
g) Mantener la integridad y seguridad de la sociedad canadiense.40

Respecto a los refugiados, se proponía reducir el tiempo promedio
de espera para determinar el estatus de las peticiones de refugio de
cinco a tres años. Además, se establecieron lineamientos para evitar que
se siga generando un limbo de refugiados (limbo refugee) (Escalan-
te 2001).
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Las políticas sobre migrantes
temporales en América 
del Norte

ESTADOS UNIDOS

Mecanismos y categorías de admisión41

La política migratoria estadunidense estipula mecanismos de admi-
sión bien definidos, bajo las categorías de inmigrantes y no inmigran-
tes, con el fin de que ingresen ciertos extranjeros en forma temporal
o definitiva. La categoría de inmigrantes incluye a los extranjeros que
han sido admitidos por las autoridades para poder residir en forma
definitiva en Estados Unidos y posteriormente optar por la ciuda-
danía (García y Griego y Verea 1988: 51). Se otorga un número de
visas limitado con base en los objetivos de admisión, de acuerdo con
un sistema de preferencias previamente establecido, que incluye
relaciones familiares, personas seleccionadas con habilidades y/o
capacidades especificas, refugiados, entre otras. Los inmigrantes pue-
den obtener la naturalización después de haber residido legalmente
en el país por lo menos durante cinco años en forma continua. Es
necesario demostrar que se tiene conocimientos básicos del idioma
inglés y un conocimiento elemental de la historia y del gobierno esta-
dunidense. Una vez recibida la solicitud, las autoridades no están
obligadas a atender y desahogar los casos de inmediato, por lo que
se puede acumular una larga lista de espera por meses y hasta años.
De ser concedida la naturalización, los beneficiados adquieren casi
todos los derechos que los ciudadanos estadunidenses, con las si-
guientes excepciones: no pueden votar ni ocupar puestos de elección

41 Una primera versión de este apartado fue publicada en Verea (2001a).



y algunos empleos les están prohibidos. Cualquier ciudadano nacido
en territorio estadunidense se convierte automáticamente de ese país.

La categoría de no inmigrante se otorga a las personas que fueron
admitidas en territorio estadunidense por un tiempo o propósito de-
finido. Existen numerosas clases de admisión, entre las cuales encon-
tramos la de turistas, visitantes, intercambio de estudiantes, inversio-
nistas, comerciantes y trabajadores temporales. 

Alrededor de 47 millones de inmigrantes fueron admitidos legal-
mente en Estados Unidos durante el siglo XX, de los cuales 39 por
ciento arribaron durante las primeras tres décadas del siglo, y 41
por ciento durante las tres últimas (véase cuadro 2). Tan sólo duran-
te los años noventa llegaron alrededor de nueve millones de inmi-
grantes, cifra de admisión sin precedente en ninguna década anterior.
Hoy los inmigrantes son admitidos por diversas razones: por ser fa-
miliar de un residente legal, por tener un empleo con una profesión
determinada y por ser refugiado o bien asilado. Durante 1998, por
ejemplo, ingresaron 660 477 inmigrantes, de los cuales 29 por ciento
lo hizo como familiar preferencial, y otro 43 por ciento bajo la cate-
goría de pariente inmediato. Tan sólo 11 por ciento ingresó bajo la
categoría de empleo (véase cuadro 4). Estos datos muestran que el
programa de reunificación familiar, instituido desde los años sesenta,
ha cumplido su objetivo, a pesar de las severas críticas que los con-
servadores han esgrimido al respecto. 

Además, en años recientes, los inmigrantes provenientes de la región
de Norteamérica han ido aumentando. Como resultado del Progra-
ma de Legalización contenido en la IRCA, se regularizaron alrededor de
tres millones de indocumentados y, por ende, los inmigrantes proce-
dentes de México y Canadá obtuvieron más de 40 por ciento de los
ingresos, en los años ochenta. Durante esa década, México contri-
buyó con 22 por ciento de los inmigrantes admitidos, y durante el
periodo 1990-1995 con 42 por ciento, debido a las legalizaciones
que se realizaron en forma tardía. A partir de 1996, aproximadamente
38 por ciento proviene de América del Norte. No obstante, y debido
al nuevo mapa demográfico, México contribuyó con cerca de 21 por
ciento de inmigrantes en 2000 y 20 por ciento en 2001, mientras que
Canadá tan sólo con 2 por ciento durante esos mismos años (véase
cuadro 5).
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Como ya mencioné anteriormente, existen diversas formas de in-
greso con la categoría de no inmigrante. Entre ellas se encuentran
los trabajadores extranjeros temporales, quienes son admitidos con una
visa especial de acuerdo con el tipo de trabajo que desempeñen. El
sistema migratorio estadunidense establece que se puede contratar
a un trabajador extranjero, siempre y cuando no se encuentren traba-
jadores locales para realizar la actividad que se requiere. Se utiliza
una gran variedad de sistemas para la admisión de trabajadores; entre
los más importantes encontramos:

a) Certificación laboral (labor certification). A través de este proceso
de selección, los trabajadores extranjeros se someten a una
prueba individual frente a un empleo particular y un lugar y tiem-
po determinados. Dicha certificación la emite el Departamento
del Trabajo (Department of Labor). Las enmiendas a la Ley de In-
migración de 1965 o Immigration and Naturalization Act estable-
cieron que para otorgar una visa a un inmigrante bajo la categoría
basada en el empleo (employed-based) debe estar autorizada
por el Departamento del Trabajo, especificando que no hay nin-
gún trabajador estadunidense que esté disponible o capacitado
para el empleo que el supuesto inmigrante va a desempeñar, y
que la admisión de inmigrantes no afecta la situación de los
trabajadores nativos. Estados Unidos otorga diferentes variantes
de visas para sus sistemas de certificación laboral temporal, como
son las visas H-2 en sus tipos A y B. Cabe destacar que este sis-
tema no contiene ningún control sobre el trabajador después de
su empleo al mercado laboral. Se debe determinar un salario
predominante (prevailing wage), para los propósitos de la cer-
tificación. El Departamento del Trabajo utiliza el salario prome-
dio aritmético, usualmente derivado de pequeños muestrarios.
Cabe destacar que para que el inmigrante pueda obtener la cer-
tificación del empleo, se requiere que el empleador notifique
de la vacante de empleo por un tiempo determinado a dicho
Departamento (Papademetriou 1999: 34-37). Este mismo está con-
siderando cambios mayores al proceso de certificación laboral,
dado que se estima que es complicado, costoso y consume mu-
cho tiempo. 
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b) Testificación (postentry test: attestation). Este método es un me-
canismo que reduce los trabajadores extranjeros que se necesitan
con el fin de proteger a los trabajadores locales, así como los tér-
minos y condiciones del empleo, para equilibrar la necesidad
de salvaguardar el interés de los trabajadores locales mientras
otorga el tiempo suficiente a los empleadores para que piensen
sobre la necesidad de trabajadores extranjeros (Papademetriou
1999: 37). Al igual que en el proceso de certificación, es difícil
determinar el salario prevaleciente tanto para el empleador como
para el Departamento del Trabajo.

Por lo general, se contrata a los trabajadores temporales para llevar
a cabo un empleo específico por un periodo determinado, al térmi-
no del cual deben regresar a su país de origen. Dicha contratación se
hace “caso por caso”, es decir, se debe encontrar un inmigrante que
reúna ciertas cualidades para llevar a cabo un cierto trabajo, pero pre-
viamente se debe contar con un empleador específico. 

En realidad, son muy pocas las personas que ingresan con el pro-
pósito de trabajar bajo esta categoría. Por ejemplo, en 2001 ingre-
saron un total de 29 419 601 extranjeros, de los cuales la gran mayoría
entraron como visitantes temporales por motivos de placer (turistas)
y/o negocios. En ese año 592 994 ingresaron como trabajadores
temporales, comparados con 543 950 en 2000 y 457 346 en 1999. Es
importante destacar que durante la década de los noventa la admisión
de trabajadores temporales creció sustancialmente. Así, en un perio-
do de dos años, casi se duplicó la admisión de éstos y en un lapso de
seis años se triplicó, esto entre 1995 y 2001. Dentro de la categoría
de trabajadores temporales, la más demandada es la H-1B o de tra-
bajadores altamente capacitados, mediante la cual se contrató a 64
por ciento de los extranjeros, en 2001, y a 16 por ciento como tra-
bajadores agrícolas y de baja capacitación con las categorías H-2A y
H-2B (véase cuadro 6).

Cabe destacar que, históricamente, el mercado laboral estaduni-
dense ha contratado a inmigrantes temporales, tanto en forma legal
como en forma no autorizada. Múltiples empleadores pertenecien-
tes a diversos sectores de la economía han contratado a trabajadores
extranjeros con el fin de mantener su competitividad tanto a nivel
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nacional como internacionalmente, y para satisfacer las crecientes
demandas que hoy exige la economía global. Estos trabajadores han
constituido una importante fuente de riqueza, propiciando cíclica-
mente periodos de franca prosperidad económica. Durante los últi-
mos años, los trabajadores han ido aumentando en tamaño e impor-
tancia y se les ha otorgado visas bajo la categoría de no inmigrante,
de acuerdo con el tipo de actividad que realizan (véase cuadro 7).

Por lo que respecta a la categoría H, bajo la cual se contrata a
alrededor de 80 por ciento de los trabajadores temporales, ésta se
divide en las siguientes subcategorías:

• H-1B. Esta visa se otorga a los profesionales y trabajadores alta-
mente capacitados en ocupaciones especializadas hasta por
seis años y después pueden ajustar su estatus (Papademetriou
1999: 43; Aleinikoff et al. 2001: 31). La Ley de Inmigración de 1990
estableció que las visas H-1 debían ser otorgadas a extranjeros
con residencia en otro país “que no tenga intención de abando-
nar”, con lo cual se garantizaba tanto su temporalidad como no
contratar a extranjeros que residieron bajo otra categoría en
Estados Unidos. Supuestamente se prohíbe a los empleadores
despedir a trabajadores locales para después poder contratar a
extranjeros con esta categoría. En el mismo ánimo de protec-
ción, se les exige a los empleadores que tomen los pasos sufi-
cientes para reclutar y retener a trabajadores locales estaduniden-
ses. Esta categoría ha ido creciendo significativamente, ya que
para el 2001 se registraron 384 191 profesionales extranjeros
que contaban con esta visa. Durante los últimos años, 80 por
ciento de los empleadores de inmigrantes con visas H-1B se
encuentran en la industria de la tecnología de la información.
En cuanto al origen, Filipinas constituía el principal país recep-
tor de estas visas hasta 1995, pero los extranjeros provenientes
de la India han venido aumentando su participación, ya que
representaron el 47 por ciento de las visas H-1B emitidas en
1999. Es interesante destacar que 25 por ciento de los extran-
jeros que portan visas H-1B habían sido estudiantes con varios
años de residencia en Estados Unidos. Un estudio realizado
entre los estudiantes extranjeros de doctorado mostró que 75
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CUADRO 7
DIFERENTES TIPOS DE VISAS BAJO LA CATEGORÍA NO INMIGRANTE

EN ESTADOS UNIDOS

Categoría Descripción

B Visitantes por placer y por negocios.
D Miembros de transporte aéreo, marítimo y ferroviario.
E Comerciantes e inversionistas bajo ciertos tratados inter-

nacionales. Disponible para extranjeros de países que son
signatarios de un tratado comercial con EU, empleados por
compañías extranjeras que están invirtiendo cantidades sig-
nificativas de dinero (E1) o que están comprometidos con
negociaciones comerciales importantes (E2).

H Trabajadores temporales especializados y de baja capaci-
tación.

I Representantes de medios de comunicación.
J Visitantes con un intercambio específico de estudio o entre-

namiento. Puede ser admitido por un año con posibilidad
de una extensión de seis meses.

L Transferencias intracompañías internacionales. Permite a
las compañías internacionales transferir personal clave a su
oficina estadunidense, subsidiaria o afiliada en EU hasta
por cinco años. La Ley de Inmigración de 1990 establece
que esta visa se puede otorgar hasta por siete años en una
posición ejecutiva o de alta dirección.

O* Trabajadores con capacidades extraordinarias.
P Artistas y atletas.
Q Participantes en intercambio cultural.
R Religiosos.
TC Trabajadores profesionales bajo el Acuerdo de Libre Co-

mercio con Canadá.
TN Trabajadores profesionales bajo el Tratado de Libre

Comercio de América del Norte.

* Diseñada para trabajadores en el área de ciencias, artes, educación, negocios
o atletas.



por ciento de ellos había expresado su deseo de permanecer
en Estados Unidos (Lowell 2000: 10, 15). Es previsible que en el
futuro cercano una gran cantidad de los poseedores de estas
visas busquen la residencia permanente.

Los programas H-2 se iniciaron durante la segunda guerra mundial,
cuando se necesitaba mano de obra barata. Posteriormente esta ca-
tegoría se subdividió de la siguiente manera:

• H-2A. Esta visa se concede a trabajadores agrícolas por un perio-
do no mayor a once meses, sujeto a renovación. Los agricul-
tores que anticipan escasez de mano de obra pueden obtener-
la legalmente en cualquier país, con la salvedad de que hayan
tratado previamente de contratar trabajadores legales ofrecién-
doles el más alto de tres tipos de salario: el mínimo, el sueldo
predominante o el adverse effect wage rate (AEWR). Aunque
numéricamente pequeño, este programa ha sido fuente constan-
te de discusión entre diversos sectores de la sociedad. Pero en
realidad, la mayoría de los agricultores tienden a contratar in-
documentados, puesto que estiman que los requisitos a cubrir
son incómodos, latosos y demasiado burocráticos. Se calcula
que la mitad de los 1.6 millones de trabajadores agrícolas que
hoy laboran en Estados Unidos son extranjeros indocumenta-
dos y que la mayor parte de ellos proviene de México. Durante
los últimos años, se ha visto que un promedio de 85 por ciento
de la totalidad de los trabajadores agrícolas son mexicanos.
Recientemente se dio a conocer que el Departamento del Tra-
bajo, en lugar del SIN, se encargará directamente de adjudicar
las peticiones recibidas por empleadores, quienes entregarán
un archivo, junto con una cuota al Departamento del Trabajo
(Lowell 2000: 35).

• H-2B. Se otorga a trabajadores temporales no agrícolas. Requie-
ren también de certificación laboral, a pesar de que su admisión
es limitada. Un máximo de 66 000 visas pueden ser emitidas
anualmente. Durante los últimos años, estas visas se han incre-
mentado significativamente, pasando de un promedio anual de
alrededor de 15 000 hasta 1996 a 72 387 en 2001. Los mexicanos
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CUADRO 8
ADMISIÓN DE TRABAJADORES NO INMIGRANTES A ESTADOS UNIDOS

POR CATEGORÍA EN LA REGIÓN DE AMÉRICA DEL NORTE

Periodo H1-B H2-A H2-B O P Q R TLCAN* Total

Totales
1996 144 458 9 635 14 345 9 289 35 573 2 056 8 992 34 681 259 029
1998 240 947 27 308 24 895 15 023 46 988 1 921 10 863 76 877 444 822
1999 302 326 32 372 35 815 19 194 48 471 2 485 12 689 87 441 540 793
2000 355 605 33 292 51 462 25 373 56 377 2 726 15 342 91 279 631 456
2001 384 191 27 695 72 387 29 519 55 791 2 388 17 122 95 486 684 579

Norteamérica
1996 12 525 9 103 9 406 1 278 13 887 169 1 610 34 681 82 659
1998 21 966 26 662 19 555 1 788 19 799 224 2 572 76 877 169 443
1999 27 834 31 244 30 627 2 226 21 595 211 2 959 87 441 204 177
2000 32 497 31 744 44 310 3 064 24 231 223 3 454 91 279 230 800
2001 37 554 25 664 62 673 3 636 24 303 239 3 690 95 486 253 245

Canadá
1996 4 192 127 1 738 688 2 900 49 595 34 438 44 727
1998 7 595 760 4 293 1 067 4 753 89 1 070 76 063 95 690
1999 10 235 766 3 946 1 188 5 580 65 1 264 85 704 107 678
2000 12 929 747 4 741 1 601 5 718 74 1 424 89 220 116 454
2001 16 454 524 5 593 1 619 5 913 91 1 439 92 915 124 548

México
1996 5 273 8 833 5 539 236 5 831 98 512 243 26 563
1998 10 079 21 594 10 727 348 7 268 116 796 824 51 752
1999 12 257 26 069 18 927 561 8 731 120 907 1 737 69 309
2000 13 507 27 172 27 755 750 10 385 132 1 147 2 059 82 907
2001 14 423 21 569 41 852 881 10 508 139 1 377 2 571 93 320

FUENTE: Informe anual del Immigration and Naturalization Service (INS),
Statistical Yearbook, años 1999, 2000 y 2001. Temporary Admissions, Non
immigrants.

* Incluye esposas e hijos.



MIGRACIÓN TEMPORAL 135

han hecho poco uso de estas visas —alrededor de 30 por cien-
to—, a pesar de que es ampliamente conocido que muchos de
ellos trabajan en sectores de servicios de baja capacitación. En
2000 esta proporción ascendió cuatro veces entre 1998 y 2001
(véase cuadro 8).

En general, los mexicanos recibieron cerca de 16 por ciento del to-
tal de visas H emitidas y el 62 por ciento de las emitidas en la región
de Norteamérica durante 2001. Se podría concluir que, mientras que
la región de América del Norte ha venido recibiendo más visas para
trabajos temporales, México recibe tan sólo el 37 por ciento de ellas.

Las categorías O, P, Q y R constituyen 20 por ciento del total de
los permisos para trabajar temporalmente. La visa O es otorgada a
trabajadores con habilidades extraordinarias; la P para reconocidos
atletas o entrenadores en programas de intercambio recíproco o cul-
turales; la Q a trabajadores por programas de intercambio cultural;
y la R para trabajadores con ocupaciones religiosas. Los mexicanos
han sido admitidos en cada una de estas categorías y en la que más
participan es en la categoría P (véase cuadro 8).

El TLCAN no contiene disposiciones que permitan la inmigración
entre los tres países signatarios; es más, el empleo permanente no es
algo que tenga que ser promovido, sino algo que tiene que ser protegi-
do en sus países. Sin embargo, el capítulo 16 referente al movimiento
temporal de inmigrantes profesionales establece la categoría trabaja-
dores Trade NAFTA (TN),42 equivalente a los inmigrantes profesionistas
Trade Canada (TC), que fue dispuesta en 1989 en el Acuerdo de Libre
Comercio entre Estados Unidos y Canadá. A través de dicha categoría
se puede admitir a visitantes de negocios, comerciantes e inversionis-
tas, personal transferido entre compañías y profesionales.43 Aunque
no se estableció un límite específico para canadienses, en el caso de

42 A pesar de que para obtener la categoría TN se exigen varios requisitos, es más fácil
obtener ésta que la visa H-1B, puesto que para la TN no es necesaria la aprobación del SIN
ni del Departamento del Trabajo y no se impone el periodo máximo de estancia de seis años.
Los TN reciben la visa por un año, con la opción de renovarla indefinidamente, o hasta acu-
mular ciertos requisitos para obtener la residencia permanente.

43 El TLCAN facilita la entrada temporal de hombres de negocios mexicanos y canadienses
que están involucrados en el comercio de bienes y servicios o en transferencias entre compañías,
evitando la necesidad de certificar o validar un empleo.



los mexicanos el límite anual es de 5 500 profesionistas. En realidad,
son muy pocos los mexicanos que han ingresado al mercado laboral
estadunidense mediante esta categoría, y muchos los canadienses que
la utilizan. De 95 915 trabajadores del TLCAN que ingresaron en 2001,
sólo 2.7 por ciento provenía de México (véase cuadro 8).

Históricamente, una cantidad mayor de canadienses ha emigrado a
Estados Unidos que estadunidenses a Canadá. Makmood Iqbal (2002)
señala que durante los últimos años, por cada estadunidense que se
muda a Canadá, tres canadienses emigran al sur de su frontera. Es un
hecho que Canadá ha atraído a una gran cantidad de profesionistas
del mundo durante los últimos años. Pero también es cierto que Ca-
nadá está sufriendo una fuga de cerebros, perdiendo a sus mejores y
más brillantes ciudadanos (best and the brightest) que emigran a Esta-
dos Unidos. Esta emigración se ha vuelto más cuantiosa a raíz de la
firma del Acuerdo de Libre Comercio.

A partir de la implementación del TLCAN, más de 90 por ciento de
la emigración altamente capacitada de Canadá a Estados Unidos se ha
dado en la categoría temporal (TN y H-1B). En cambio, la migración
estadunidense a Canadá, tanto permanente como temporal, es mucho
menor. Hacia 1997 Estados Unidos recibió a 131 500 canadienses, mien-
tras que Canadá lo hizo para 13 330 estadunidenses (Iqbal 2002: 8).
Se estima que un mayor acceso a las visas temporales ha causado una
disminución de la demanda de visas permanentes. 

Durante los últimos años, la región de Norteamérica obtuvo un
promedio de 37 por ciento del total de aceptaciones para trabajar
temporalmente en Estados Unidos; un tercio de ellas fue para los me-
xicanos, lo que indica que la participación de los canadienses es ma-
yoritaria. Como participación del total de aceptaciones de la catego-
ría de no inmigrantes, México lo hizo con 14 por ciento, mientras
que Canadá con 18 por ciento en 2001, brecha que ha ido reducién-
dose año con año (véase cuadro 8).

Estados Unidos-México: convenios laborales

Antecedentes de la migración de mexicanos a Estados Unidos. La
emigración de mexicanos a Estados Unidos ha sido cuantiosa desde
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muchos años atrás. Debe recordarse que México perdió la guerra
con esa nación y tuvo que ceder una parte importante de su territo-
rio mediante el tratado de Guadalupe Hidalgo en 1848, quedándose
muchos mexicanos habitando en estados otrora de nuestro país. La
fiebre del oro o gold rush propició que muchos mexicanos estuvieran
interesados en migrar, poblando este territorio medio deshabitado
hasta entonces. Asimismo, a fines del siglo XIX fueron reclutados para
construir las vías ferroviarias, así como para trabajar en la agricultura.
El objetivo era contar con mano de obra barata, casi incondicional, sin
tener que otorgar a estos trabajadores en Estados Unidos el derecho
a la ciudadanía, para que ellos pudieran tener la posibilidad de entrar
y salir a su antojo (Carrasco 1997: 192), límite que conscientemente fue
impuesto a los mexicanos y que se fundaba en actitudes nativistas y
antiétnicas. De acuerdo con Arthur Corwin (1978), comenzaron a apa-
recer ciclos migratorios bien definidos provenientes de México, inmi-
grantes que combinaron su trabajo en los ferrocarriles con la cosecha
en sus lugares de origen. Según ciertos informes, hacia 1880 había
alrededor de 9 300 extranjeros de origen mexicano y 14 000 en 1900.
Se estima que a principios del siglo XX, habitaban alrededor de
170 000 mexicanos en Estados Unidos.

Debemos reconocer que, durante los primeros años del siglo XX, los
mexicanos tuvieron una franca bienvenida, como fue evidente durante
la primera guerra mundial, dado que el restriccionismo se concentró
particularmente en mantener fuera a los asiáticos y a los europeos
del sudeste, como señalé con anterioridad. A raíz de la prohibición de
la entrada de asiáticos, los empleadores estadunidenses desesperados
trataron de buscar mano de obra barata a toda costa. Acudieron a
contratadores privados que utilizaban todo tipo de medidas para re-
clutar a trabajadores mexicanos e importarlos al mercado laboral esta-
dunidense. Los enganchadores, siguiendo los rieles del tren que iban
del norte al sur, llegaban a estados tales como Guanajuato, Jalisco,
Michoacán, San Luis Potosí y Zacatecas —estados que desde en-
tonces han sido los principales proveedores de mano de obra para
el mercado laboral de Estados Unidos—, y recurrían a las tácticas de
enganche, permitiendo a los trabajadores ganar importantes salarios.
Asimismo, les ofrecían préstamos para realizar su viaje, que junto con
los intereses se les deducirían de sus salarios cuando una vez hubie-

MIGRACIÓN TEMPORAL 137



138 MÓNICA VEREA

sen obtenido el trabajo (Massey et al. 2002: 28). Según Cardoso, una
vez en ese país los contract laborers o trabajadores temporales bajo
contrato se enfrentaban con salarios no tan jugosos, condiciones de
trabajo mucho peores de las ofrecidas y tasas de interés más altas
de lo prometido. Como tenían que trabajar hasta que pagaran su deuda
al empleador, se consideraban enganchados hasta pagarla.

Por ejemplo, al año de haber sido aprobada la Ley de Inmigración
de 1917, se inició un programa de contratación de trabajadores mexi-
canos de carácter informal, ya que no fue firmado bilateralmente por
ambos gobiernos, el cual constituiría, históricamente, el primer pro-
grama de braceros, como lo bautizaron Kiser y Kiser. 

Con una frontera semiabierta, pues no fue sino hasta 1924 que se
creó la Patrulla Fronteriza, se admitieron 76 862 trabajadores mexica-
nos, de los cuales la mitad regresó a México. Por presiones de los
agricultores del sudoeste estadunidense, el Congreso incluyó ciertas
cláusulas en la ley orgánica que permitían la entrada “temporal” de
trabajadores extranjeros durante la primera guerra mundial y hasta 1922.
En ese entonces no se incluyeron las propuestas del gobierno de
México para garantizar los contratos laborales, como se haría 25 años
después, pero este acuerdo sirvió de base para que posteriormente se
elaboraran los convenios de braceros que se celebraron a partir de 1942.

Desde entonces, la migración de mexicanos a Estados Unidos ha
constituido un tema difícil y complejo en la agenda bilateral. A fines
de los años veinte, el gobierno de México protestó por los intentos
en el Congreso estadunidense por excluir a inmigrantes mexicanos
como “raza indeseable” y en los treinta no solamente colaboró sino
que organizó la repatriación de muchos de sus nacionales como res-
puesta a los intentos de expulsarlos durante la Gran Depresión.44 Si
bien hubo colaboración bilateral cuando se celebraron los convenios
de braceros entre 1942 y 1964, también hubo importantes roces en
la multiplicidad de ocasiones que se violaron los términos del acuer-
do, cuando creció el flujo de indocumentados y cuando Estados
Unidos terminó unilateralmente el convenio. Al cerrarse la puerta le-
gal a los braceros fue incrementándose la corriente migratoria de
indocumentados durante los años restantes del siglo XX hasta nues-

44 Para mayor información consúltese Verea (2000: 61). 



tros días. Y es precisamente esta migración masiva indocumentada
y su creciente presencia en diversas regiones y ámbitos la que ha oca-
sionado problemas en la relación bilateral entre ambos países. 

Se podría afirmar que los mexicanos han sido vistos por la política
migratoria estadunidense como fuerza de trabajo temporal, y se ha
esperado de ellos que regresen eventualmente a su país cuando hayan
complementado sus funciones y/o cuando se ha terminado la de-
manda por su mano de obra. Nunca se ha esperado que se asienten,
se asimilen ni mucho menos que adquieran la ciudadanía, a pesar de
sus largos periodos de estancia como residentes legales. Hemos sido
considerados culturalmente diferentes, heterogéneos y difíciles de in-
tegrar. Pocas veces se ha reconocido que los mexicanos han colabo-
rado para el crecimiento económico estadunidense en general y de
la región del sudoeste en particular. Esta actitud no responde a las
causas intrínsecas de la inmigración, originada por fuerzas estructu-
rales poderosas enraizadas en procesos y relaciones económicas y
sociales complejas, que no son controladas tan fácilmente por leyes
y mucho menos con murallas. La existencia de un mercado de tra-
bajo para inmigrantes es un hecho inexorable y ha constituido por
muchos años un factor de atracción en sí mismo.

Convenio sobre braceros (1942-1964). La migración mexicana en
masa hacia Estados Unidos se reinició de manera importante como
consecuencia de la fuerte escasez de mano de obra estadunidense,
especialmente en la agricultura del sudoeste, durante la segunda gue-
rra mundial, después de haberse paralizado por la recesión econó-
mica de los años treinta. Dicha escasez llevó a los agricultores a
demandar trabajadores mexicanos para que levantaran las cosechas.
De ahí que el gobierno estadunidense solicitara al mexicano su co-
laboración para administrar bilateralmente la corriente migratoria de
trabajadores mexicanos. 

En abril de 1942, el SIN —bajo la presión de los productores de
azúcar— creó una comisión con el fin de estudiar la carestía de ma-
no de obra, así como la posibilidad de su importación. Dicha comi-
sión estaba formada por representantes de los departamentos de
Agricultura, de Estado, de Trabajo y de Justicia. La conclusión a la
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que llegaron fue que en Estados Unidos se requería mano de obra
mexicana.

Como consecuencia, las autoridades estadunidenses iniciaron de
inmediato gestiones con el gobierno de México con el fin de llegar a
un acuerdo. México se resistió en un principio, pues temía que se pre-
sentara de nuevo el retorno de los trabajadores mexicanos durante
una depresión. Asimismo, estaba consciente de la discriminación de
que eran objeto en suelo estadunidense, y se cuestionaba si la emi-
gración de sus trabajadores pondría en peligro el desarrollo industrial
recién iniciado en el país. Sin embargo, el gobierno de México con-
sideró los aspectos positivos de un posible programa: una importan-
te participación en el acuerdo de gobierno a gobierno; la agricultura
mexicana se podría beneficiar con los conocimientos que adquirieran
los braceros durante su estancia en el país del norte; se presentaba
una oportunidad de participar significativamente con los aliados en
la guerra; y, a través de los ingresos de los braceros, entraría al país
una cantidad importante de divisas.

Los aspectos positivos que brindaría un acuerdo pesaron más que
los negativos y así, el 23 de julio de 1942 se celebró el primer con-
venio “formal” de braceros entre los gobiernos de México y Estados
Unidos. En él quedaron incorporadas las demandas mexicanas que
procuraban la defensa de sus ciudadanos: garantías de un trato no
discriminatorio, condiciones de trabajo dignas y salarios equitativos
a los recibidos por los estadunidenses.45

Los principales puntos del acuerdo fueron los siguientes: 

a) Los trabajadores mexicanos solamente deberían cubrir la esca-
sez de mano de obra y no desplazar a trabajadores locales. 

b) No podrían ser reclutados por el ejército de Estados Unidos, y
el gobierno de ese país sería el contratista. 

c) No habría trato discriminatorio para los mexicanos en territorio
estadunidense.

d ) Se garantizarían los gastos de transportación de ida y vuelta, así
como los viáticos durante el viaje del trabajador.

45 El acuerdo entró en vigencia el 4 de agosto de 1942 al ratificarse mediante el inter-
cambio de notas diplomáticas. En Morales (1981: 115).



e) La contratación se haría sobre la base de un contrato por escri-
to entre el trabajador y su patrón.

f ) El trabajo de los braceros se destinaría exclusivamente a la
agricultura.

g) Los braceros quedarían en libertad de realizar sus compras
donde ellos decidieran. 

h) Las habitaciones e instalaciones sanitarias deberían estar en
buenas condiciones.

i) Se autorizarían deducciones a los salarios hasta de 10 por cien-
to, como un ahorro que tendría depositado el patrón y que sería
devuelto al trabajador a su regreso a México.

j ) El trabajador debería garantizar cuando menos tres cuartas par-
tes del tiempo de duración del contrato.

k) Los salarios deberían ser iguales a los que se hubieran fijado en
el área a donde se destinaría el trabajador contratado, pero en nin-
gún caso podrían ser menores de treinta centavos de dólar por
hora (Bustamante 1975: 24).

El primer centro de contratación se estableció en la ciudad de Méxi-
co en 1942, pero muy pronto surgieron dificultades para los admi-
nistradores del programa en nuestro país porque el número de soli-
citantes excedía por mucho al de los aceptados. En 1944, para evitar
grandes concentraciones en la capital, se crearon otros dos centros de
contratación, uno en Guadalajara y otro en Irapuato; tres años después
en Zacatecas, Chihuahua, Tampico y Aguascalientes. Para 1950, en los
centros de Hermosillo, Chihuahua y Monterrey se contrataba a todos
los trabajadores migratorios que iban a Estados Unidos bajo el ampa-
ro del convenio sobre braceros.

Cabe señalar que ninguno de los centros de contratación estuvo si-
tuado en la frontera, debido a que el gobierno de México consideró
que era mejor para sus intereses que la contratación fuera en el cen-
tro de la república, donde se encontraba el grueso de la población
rural desempleada o subempleada del país. Además, si la contratación
se realizaba cerca de la frontera, atraería a miles de campesinos que
eran necesarios para levantar las cosechas de algodón, principalmen-
te de los grandes campos agrícolas capitalistas en los estados del norte
de México.
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En términos generales, el convenio de braceros propició la emi-
gración de trabajadores sin documentos y dificultó a nuestro gobier-
no el ejercicio de su responsabilidad a fin de proteger realmente a sus
ciudadanos. Varios autores han proporcionado una relación de cifras
entre los braceros admitidos y los que emigraron sin documentos. Así,
durante el periodo 1942-1947, Ernesto Galarza (1964: 52-53) señala
que 220 640 trabajadores mexicanos fueron contratados bajo los tér-
minos de los convenios sobre braceros y 343 896 trabajadores fueron
aprehendidos y deportados por las autoridades estadunidenses por
no cumplir con las leyes migratorias. Wayne Cornelius (1978: 4) ha pro-
porcionado cifras semejantes a las de Galarza; calcula que durante
el mismo periodo se contrataron 219 000 braceros mexicanos y que
se deportaron 372 922 trabajadores indocumentados. Por su parte,
Richard Craig hace una distinción entre los 200 000 mexicanos que
fueron contratados en el programa de braceros para participar en las
labores agrícolas, y los 130 000 trabajadores adicionales que fueron
contratados para dedicarse al mantenimiento de las instalaciones
ferroviarias estadunidenses durante el periodo 1943-1946.46

De las cifras anteriores podemos deducir que la firma del primer
convenio sobre braceros propició la inmigración de trabajadores sin
documentos, excediendo desde entonces el número de trabajadores
contratados legalmente bajo los términos del acuerdo bilateral.

En noviembre de 1946, el Departamento de Estado notificó al go-
bierno de México su intención de poner fin al Programa Bracero, y en
abril de 1947 el Congreso estadunidense aprobó la Ley Pública 40,
que pretendía dar fin al programa.

De acuerdo con el criterio de Richard Craig, México se benefició del
programa de una manera importante durante estos años. Por un lado,
las relaciones con Estados Unidos fueron más cordiales como resulta-
do del programa de braceros y, por otro, ingresaron por concepto de

46 En 1943, el gobierno de Estados Unidos solicitó al de México la firma de un acuerdo
relacionado con la importación de trabajadores para laborar en los ferrocarriles. Estos traba-
jadores estarían exentos del servicio militar estadunidense, se les garantizaría un trato no dis-
criminatorio y les ampararía la Ley Federal del Trabajo mexicana en su artículo 29. Asimismo,
se estipuló que los mexicanos no podrían desplazar a los trabajadores nacionales, ni afectar
los salarios vigentes o las condiciones de trabajo. Después de una suspensión del acuerdo,
en agosto de 1943, debido a que México exigía mejores salarios, continuó hasta febrero de
1946 cuando el gobierno estadunidense lo dio por terminado. Véase Craig (1971: 40).
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remesas aproximadamente 205 millones de dólares durante esos cinco
años. Asimismo, los braceros regresaron a su lugar de origen dueños
de una tecnología agrícola avanzada y con un horizonte cultural más
amplio que acrecentaría el mutuo entendimiento tanto entre los ciu-
dadanos como entre los gobiernos. Este criterio se basa fundamen-
talmente en las declaraciones que, en ese entonces, hacían los fun-
cionarios públicos mexicanos en torno a los beneficios que traían a
nuestro país los braceros que habían trabajado en Estados Unidos.

Los contratos verificados de 1948 a 1951 se diferenciaron del pre-
cedente, en que la contratación de los braceros fue hecha directa-
mente por los agricultores estadunidenses. Una vez que el Depar-
tamento de Trabajo, a través del Servicio de Empleo de Estados
Unidos, certificaba la escasez de mano de obra y el trabajador era
reclutado en México, el empresario —y no el gobierno— se respon-
sabilizaba del costo de su transportación y viáticos, así como de su
regreso a México.

Los contratos de trabajo entre el bracero y el empleador ya no espe-
cificaban un salario-hora mínima, ni se establecía un mecanismo para la
investigación y solución de las quejas que fueran presentadas. Los em-
presarios debían garantizar, previo a la contratación, un fondo de 25 dó-
lares por cada bracero, con el fin de asegurar su regreso a México. Los
cónsules mexicanos y el personal del Servicio de Empleo quedaron
autorizados para inspeccionar los campos de trabajo periódicamente.

Durante este periodo hubo dos puntos que se discutieron amplia-
mente entre ambos gobiernos: la localización de los centros de reclu-
tamiento en México y el veto que unilateralmente había ejercido
nuestro gobierno contra los estados en donde se discriminaba a los
mexicanos, específicamente Texas.47

El contexto estructural en el que operó la contratación de braceros
después de la segunda guerra mundial fue puesto en evidencia en
lo que se llamó “el incidente de octubre de 1948”. El gobierno de Mé-
xico había aceptado desde un principio la noción de que se pagaría
a los braceros de acuerdo con los salarios prevalecientes en la región.
Mientras duró la guerra no se abusó de tal principio. Sin embargo,

47 El gobierno de México se oponía a instalar centros de reclutamiento en la frontera, de-
bido a que esto propiciaría la emigración ilegal.
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los empresarios texanos del algodón fijaron la cantidad de 2.50 dó-
lares por cien libras de algodón pizcado y un representante del De-
partamento del Trabajo estadunidense aceptó esta decisión unilateral
de los empresarios. Ante este abuso, el gobierno de México exigió tres
dólares por la pizca de esa cantidad de algodón.

La indignación de los empresarios agrícolas texanos frente a la exi-
gencia de los representantes mexicanos se transformó en un acto de
fuerza, y haciendo caso omiso del convenio sobre braceros, anun-
ciaron la apertura de la frontera a todo el que quisiera trabajar por
2.50 dólares por cien libras pizcadas de algodón. La reacción del go-
bierno de México fue la decisión de prohibir la contratación de traba-
jadores mexicanos con destino al estado de Texas. A pesar de que
el gobierno estadunidense aceptó que se había cometido una viola-
ción y ofreció que esto no se repetiría, los texanos continuaron las
prácticas tradicionales de contratación.

En agosto de 1949, se adoptó la política del drying out, en la cual
ambos gobiernos acordaron que se legalizaría a todos los traba-
jadores ilegales que se encontraran en aquel país hasta el 1 de agos-
to inclusive, y tendrían preferencia para ser contratados los mexicanos
que por primera vez pretendieran entrar a Estados Unidos. Según la
investigación de Kerstein, se legalizaron 7 200 indocumentados. Asi-
mismo, acordaron negar mano de obra mexicana legal o certificados
de braceros a los empresarios que continuaran contratando trabajado-
res ilegales. Estados Unidos logró que México eliminara la práctica
unilateral de la lista negra “hacia Texas”, y que la localización pre-
cisa de los centros de reclutamiento estuviera en Hermosillo, Chihua-
hua y Monterrey. Galarza opina que la política del drying out fue una
importante concesión oficial a los empresarios agrícolas, quienes ya
no tenían que pagar el transporte y además se beneficiaron con la de-
presión de los salarios que causó esta abundancia de mano de obra.
Señala que en el año fiscal de 1950 se admitieron 19 813 braceros y
se legalizó a 96 239 trabajadores ilegales (1964: 60). Otra fuente se-
ñala que 238 439 trabajadores fueron contratados y/o legalizados
entre 1947-1951 (Carrasco 1997: 195).

Por lo que se refiere al dinero que ingresó al país por concepto de
los salarios que percibieron los mexicanos —braceros e indocumen-
tados— de acuerdo a cifras oficiales, en 1948 alcanzó la suma de
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21.6 millones de dólares; en 1949, 17.6 millones; en 1950, 19.5 millo-
nes; y en 1951 se incrementó a 29.5 millones de dólares.48

A principios de la década de los cincuenta ninguna de las partes
involucradas en el programa bracero —como se administró en este
periodo de 1948 a 1951— estaba satisfecha. Los empresarios estadu-
nidenses insistían en ubicar los centros de reclutamiento en ciudades
mexicanas fronterizas, y el sindicato nacional de trabajadores agrícolas
de Estados Unidos pedía la cancelación definitiva del programa porque
estaba afectando seriamente las condiciones laborales internas.

Por su parte, el gobierno de México había expresado su insatisfac-
ción con el programa, debido a que era un sistema de contratación
unilateral libre, porque había emigrado un gran número de obreros
industrializados calificados provenientes de las ciudades cercanas a
la frontera y porque poco podía hacer en materia de negociación de
mejores salarios para sus trabajadores. Asimismo, las remisiones de los
trabajadores migratorios se estaban gastando en Estados Unidos de-
bido a que las familias de los braceros se habían ido a residir a la fron-
tera (Ojeda 1974: 394).

En 1951, al estallar la guerra de Corea, el gobierno de Estados Uni-
dos solicitó nuevamente el servicio de los braceros. La posición del go-
bierno de México para la reanudación de un acuerdo fue la exigencia
de que el gobierno estadunidense formara parte integrante del con-
venio. Esta petición del gobierno mexicano dio lugar a la promulga-
ción de la Ley Pública 78, la cual se aprobó el 13 de junio de 1951. Con
este instrumento intergubernamental se pretendía obtener un control
y una adecuada protección para los trabajadores mexicanos. La dife-
rencia entre uno y otro consistió en que el Departamento del Trabajo
se convirtió en el nuevo empleador, confiriendo a su secretario la
responsabilidad de certificar la necesidad de braceros, no sólo para
autorizar su reclutamiento en México sino para garantizar los términos
de su contrato, en cuanto a transporte y salarios se refiere.49

La Ley Pública 78 otorgó autoridad al Departamento del Trabajo
para: 

48 Compendio estadístico 1951, p. 285; y 1952, p. 221, en Craig (1971: 59).
49 Se rectificaron ciertas condiciones laborales: los contratos iban de seis semanas a seis

meses en lugar de ser anuales; y se les garantizaba el trabajo por el 75 por ciento del tiempo
estipulado en el convenio.
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a) Contratar mexicanos —incluyendo a los indocumentados que
ya se encontraban en ese país. 

b) Establecer y administrar centros de recepción cerca de la fron-
tera con México, con el fin de recibir y dar habitación a los brace-
ros, mientras quedaban concluidos los arreglos para su empleo
en Estados Unidos o bien para su regreso a México.

c) Transportar, dar asistencia y atención médica a los braceros desde
su reclutamiento hasta su llegada a los centros de recepción
estadunidenses. 

d) Asistir a empresarios y trabajadores en la negociación de sus
contratos individuales de trabajo.

e) Garantizar el cumplimiento de los contratos por parte de los em-
presarios en lo referente a salarios y transportación.

Una vez aprobada la Ley Pública 78,50 se firmó un nuevo acuerdo bi-
lateral sobre braceros el 11 de agosto de 1951, en el cual quedaron
estipulados, entre otros asuntos: las actividades agrícolas en las que los
braceros podían emplearse; el derecho de negociar sobre los términos
del acuerdo; se indicaba la localización de los centros de reclutamien-
to en México y de recepción en Estados Unidos; se condenaba la dis-
criminación; se ratificó la prioridad a los trabajadores nacionales; se
establecía que el Departamento del Trabajo era la única entidad respon-
sable en la determinación de los salarios; se garantizaba un mínimo de
tres cuartas partes de duración de los contratos; y se garantizaba el pago
de transportación y viáticos. Los trabajadores mexicanos tenían derecho
a elegir a sus representantes; no podían ser utilizados como rompe-
huelgas y no tenían derecho a la seguridad social. Este acuerdo, con va-
rias enmiendas y extensiones, se mantuvo vigente hasta fines de 1964.

Cabe destacar que el 20 de marzo de 1952 se aprobó la Ley Públi-
ca 283, la cual castigaba a quienes importaran, transportaran y con-
centraran a trabajadores indocumentados. El 19 de mayo de ese mis-
mo año se dio por terminada una ampliación de 18 meses del acuerdo
de 1951. La Ley de 1952 estableció por primera vez la categoría H-2, de
no inmigrante, en la sección 101(a)(15) (H), que autoriza la admi-

50 La Ley Pública 78 estuvo en vigor hasta el 3 de diciembre de 1953 y posteriormente fue
objeto de varias extensiones: al 31 de diciembre de 1955, al 30 de junio de 1951 y al 31 de
diciembre de 1963.



sión temporal de trabajadores extranjeros no calificados a pequeña
escala sin aprobación especial del Congreso. También da una cober-
tura legal al trabajador commuter en la frontera (Corwin 1978: 150).

En septiembre de 1953, cuando dieron principio las negociaciones
bilaterales para la extensión del acuerdo, quedó claro que la admi-
nistración de Eisenhower reflejaba una línea dura favorable a las reco-
mendaciones de los empresarios agrícolas. Estados Unidos quería ne-
gociar que México reabriera el Centro de Monterrey, y se quería
establecer un procedimiento para llevar a cabo la determinación de
los salarios. México se negó a reabrir el Centro de Monterrey y el De-
partamento del Trabajo estadunidense señaló que no tenía derecho
legal para fijar el salario; que únicamente estaba autorizado a averi-
guar el salario que los empresarios estuvieran pagando. Como conse-
cuencia, a partir de 1954, el gobierno estadunidense optó por reclutar
unilateralmente a los braceros, motivado, sobre todo, por las presio-
nes que ejercían los empresarios agrícolas. 

Al aprobarse la Ley Pública 309, el 10 de mayo de 1954, se firmó
un nuevo acuerdo de reclutamiento unilateral. En éste, vigente hasta
el 31 de diciembre de 1955, quedó estipulado que el Departamento
del Trabajo sería el encargado de determinar los “salarios imperan-
tes”, aunque el de México tendría derecho a solicitar su revisión. Se
señaló que, en caso de haber desacuerdo entre las partes, el recluta-
miento de trabajadores seguiría ininterrumpidamente hasta que se
llegase a una solución. Asimismo, se acordó que el trabajador tendría
derecho al seguro de ocupación y de desempleo. Se estableció que las
prácticas de “listas negras” serían conjuntas, y que México no tendría
derecho a llevarla a cabo unilateralmente. Los empleadores pagarían
los gastos de transporte y viáticos sólo en proporción a los servicios
prestados por el trabajador y no totalmente. Los centros de recluta-
miento estarían —además de en Durango, Irapuato y Guadalajara—
en Mexicali, Monterrey y Chihuahua.

Este acuerdo de reclutamiento unilateral dio lugar a un control com-
pleto sobre los braceros por parte de las autoridades estadunidenses.
La pérdida de poder de negociación del gobierno mexicano frente
al estadunidense se debió, principalmente, a que aquél consideró que
la entrada de divisas por concepto de los salarios ganados por los
braceros era importante para la economía del país, y a que la salida
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de un buen número de mexicanos aliviaba el problema del desem-
pleo causado por el alto índice de crecimiento demográfico y por
su contraído mercado de trabajo, incapaz de dotar a sus ciudadanos
de una oportunidad de empleo.

Debe hacerse notar que, como consecuencia de este reclutamien-
to unilateral, un mayor número de ilegales entró a Estados Unidos.
Durante el periodo 1946-1950 se admitieron 346 845 braceros, y se
aprehendieron y deportaron 1 283 696 indocumentados, y de 1951 a
1955 se admitieron 1 298 163 braceros y se deportaron 3 081 691 indo-
cumentados (Alba 1976: 155). La diferencia entre los dos periodos
es notoria, sobre todo en el incremento sustancial de los trabajadores
que penetraron subrepticiamente al país del norte. Como consecuen-
cia de la terminación de la guerra de Corea, en 1953, la demanda
de mano de obra mexicana en Estados Unidos descendió. En ese
entonces se comenzó a considerar la presencia del trabajador ilegal
como causante de desempleo en la Unión Americana. Los sindicatos
declararon que el tráfico de indocumentados era destructivo para su
bienestar; como resultado de ello, se originó la famosa deportación
masiva denominada Operación Wetback o de “espaldas mojadas”,
irónicamente al mismo tiempo que continuaba el acuerdo de brace-
ros entre México y Estados Unidos.51 Tan sólo en 1954 se deportó
a 1 075 168 mexicanos indocumentados (véase cuadro 9). Esta ope-
ración fue más allá de lo debido, deportándose también a ciudadanos
estadunidenses con ascendencia mexicana, a quienes les negaron la
oportunidad de presentar sus casos aun cuando, de haberlo hecho,
no habrían sido deportados. Entre 1954 y 1959 más 3.7 millones de
personas fueron deportadas, muchas de las cuales se prestaron a esto
en forma voluntaria. Estas deportaciones se caracterizaron por su
crueldad y su rudeza, violando con ello los más mínimos derechos
humanos. El Departamento del Trabajo fue exigiendo cada vez más
el cuidado y protección tanto de los braceros mexicanos como de
los trabajadores agrícolas internos.

En 1959 el Congreso de Estados Unidos expidió la ley New Wagner-
Peyser, mediante la cual se pedía que se pagaran los salarios pre-

51 El 17 de junio de 1954, el procurador general de estados Unidos, Herbert Brownell Jr.,
ordenó un freno a la inmigración ilegal, cediendo la responsabilidad al comisionado del SIN,
Joseph Swing. En Carrasco (1997: 197).
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CUADRO 9
LA MIGRACIÓN MEXICANA A ESTADOS UNIDOS

Año fiscal Inmigrantes mexicanos Braceros Trabajadores H-2 Deportados
admitidos legalmente

1924 87 648 4 614
1925 32 378 2 961
1926 42 638 4 047
1927 66 766 4 495
1928 57 765 5 529
1929 38 980 8 538
1930 11 915 18 319
1931 2 627 8 409
1932 1 674 7 116
1933 1 514 15 875
1934 1 470 8 910
1935 1 232 9 139
1936 1 308 9 534
1937 1 918 9 534
1938 2 014 8 648
1939 2 265 9 376
1940 1 914 8 051
1941 2 068 6 082
1942 1 282 4 203 ND
1943 3 985 52 098 8 189
1944 6 399 62 170 26 689
1945 6 455 49 454 63 602
1946 6 805 32 043 91 456
1947 7 775 19 632 182 986
1948 8 730 35 345 179 385
1949 7 977 107 000 278,538
1950 6 841 67 500 435 215
1951 6 372 192 200 500 000
1952 9 600 197 100 543 538
1953 18 454 201 380 865 318
1954 37 456 309 033 1 075 168
1955 50 772 398 650 242 608
1956 65 047 445 167 72 442
1957 49 154 436 049 44 451
1958 26 712 432 857 37 422
1959 23 061 437 643 30 196
1960 32 084 315 846 29 651
1961 41 632 291 420 29 817
1962 55 921 194 978 30 272
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1963 55 253 186 865 39 124
1964 32 967 177 736 43 844
1965 37 969 20 236 55 340
1966 45 163 8 647 89 751
1967 42 371 7 703 108 327
1968 43 563 151 705
1969 44 623 201 636
1970 44 469 219 254
1971 50 103 290 152
1972 64 040 355 099
1973 70 141 480 588
1974 71 586 616 630
1975 62 205 579 448
1976 57 863 848 130
1977 44 079 792 613
1978 92 367 841 525
1979 52 096 866 761
1980 56 680 817 479
1981 101 268 ND 874 433
1982 56 106 ND 887 481
1983 59 079 ND 1 172 292
1984 57 557 ND 1 170 769
1985 61 077 24 544 1 266 999
1986 66 533 ND 1 671 458
1987 72 351 ND 1 139 606
1988 95 039 ND 949 722
1989 405 172 46 570 865 291
1990 679 068 35 973 ND
1991 946 167 39 882 ND
1992 213 802 34 442 1 168 946
1993 126 561 29 475 1 230 124
1994 111 398 28 872 999 890
1995 89 932 25 587 1 293 508
1996 163 572 23 980 1 523 141
1997 146 865 ND 1 387 650
1998 131 575 52 203 1 522 918
1999 147 573 44 993 1 634 055
2000 173 919 54 927 1 744 304
2001 206 426 63 421 1 315 678
2002 ND ND 904 724

ND. No disponible. 
FUENTES: García Griego y Verea, México y Estados Unidos... 117-121. Statistical Abstract of Latin Ame-

rica, vol. 29, Parte 1, 1992, p. 437. Para años posteriores a 1985, Statistical Yearbook  of the Immigration
and Naturalization Service, Enforcement, 1999,2000 y 2001; US Department of Justice, Immigra-
tion and Naturalization Service (2002), Annual Report: Legal Immigration, Fiscal Year 2001, p. 6



dominantes y se garantizaran las condiciones mínimas de trabajo para
los trabajadores agrícolas estadunidenses. Las exigencias del gobierno
para la garantía de sus nacionales se extendía en beneficio de los tra-
bajadores agrícolas, que anteriormente no habían disfrutado de los
derechos de la legislación laboral de ese país. Por otro lado, las fuer-
zas sindicales agrícolas, que antes no se dejaban sentir en los organis-
mos representativos de la Unión Americana, comenzaron a adquirir
conciencia de sus derechos y fuerza para reclamarlos.

A principios de 1961 el presidente Kennedy hizo notar su posi-
ción respecto a los trabajadores migratorios al recomendar cuatro
enmiendas a la Ley Pública 78: 

a) Autorizar al Departamento del Trabajo establecer límites al nú-
mero de braceros, con el fin de notificar a los trabajadores
nacionales. 

b) Ofrecer condiciones simultáneas de empleo a trabajadores na-
cionales y a braceros. 

c) Permitir que los braceros fueran empleados en temporada agríco-
la, y que en ningún caso se les permitiera el manejo de ma-
quinaria agrícola industrial.

d) Otorgar el mismo salario tanto a trabajadores nacionales como
a braceros.

Se prorrogó la Ley Pública 78 por dos años más, es decir, hasta el
31 de diciembre de 1963, a pesar de la fuerte oposición del Senado
estadunidense. Sin embargo, el 29 de mayo de 1963, la Cámara de
Representantes votó en contra de la prórroga de dicha ley, conside-
rando que el programa de braceros terminaría a finales de 1963. El
gobierno de México luchó por la prórroga de un año más. La Ley Pú-
blica quedó definitivamente cancelada el 31 de diciembre de 1964 y,
por tanto, el programa de braceros.

La negativa fue resultado de poderosas presiones políticas, como
fueron: el movimiento de sindicalización de los trabajadores agrícolas
estadunidenses, especialmente la AFL-CIO; la utilización de máqui-
nas mecánicas para recolectar las cosechas, que hicieron cada vez más
innecesaria la mano de obra; y los cambios de política interna en lo
relativo a la seguridad social y a los programas de beneficencia. Sin
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embargo, los argumentos aducidos entonces eran que el empleo de
los trabajadores mexicanos tenía un efecto adverso sobre las condicio-
nes de salario y laborales, en general, de los trabajadores del país;
que el número de indocumentados que entraba a Estados Unidos era
mayor cuando el programa de contratación legal estaba vigente; que
dicho programa sólo beneficiaba a un número reducido de grandes
agricultores y afectaba a los pequeños; que el trabajador era víctima
de sobreexplotación; y que había suficiente mano de obra local dis-
ponible, pero que por los bajos salarios y pobres condiciones de tra-
bajo, se negaba a realizar las labores agrícolas.

En realidad, una de las consecuencias que ocasionó la terminación
del programa de braceros fue el incremento de la corriente migra-
toria subrepticia. Surgió entonces el tráfico de trabajadores indocu-
mentados con sus fenómenos colaterales de violación de las leyes,
falsificación de documentos, corrupción de los agentes de la autoridad
y, lo que es peor, explotaciones, fraudes y toda una serie de activida-
des clandestinas de las que ha sido víctima el trabajador mexicano. 

Durante los 22 años de duración del programa de braceros, el
gobierno de México demostró un desconocimiento de la verdadera
situación que padecían sus ciudadanos en Estados Unidos y sola-
mente se limitó a protestar por los actos discriminatorios, que jamás
dejaron de ocurrir. México consideró que el programa fue benéfico
para el país, ya que sirvió como una válvula de escape en favor de
la estabilidad política y social internas y, además, representó una
fuente de divisas importante: se calcula que durante la década de los
cincuenta la cantidad enviada a México por los trabajadores agríco-
las fluctuó entre los 22 y 122 millones de dólares anualmente. Otra
fuente señalaba que durante la vigencia efectiva de la Ley Pública
78, más de mil doscientos millones de dólares fueron remitidos a
México.52

52 Los cálculos de las fuentes oficiales mexicanas indican que durante el periodo 1954-
1959, doscientos millones de dólares llegaron a nuestro país por este concepto (Secretaría de
Industria y Comercio, Dirección General de Estadística, Revista de Estadística 19: 422, 21: 119,
22: 108 y 23: 168, en Craig 1977: 17). Una publicación del gobierno estadunidense calculaba
que en 1957 los braceros obtuvieron ganancias aproximadamente por doscientos millones de
dólares, de los cuales la mitad fue enviada a México (U.S. Department of Labor, Farm Labor
Fact Book, p. 176, en Craig 1977: 17).



La posición del gobierno de nuestro país, en ese entonces, era que
la emigración era inevitable y que era mejor programarla en lugar
de que se diera en un marco de clandestinidad. Se pensaba que los
acuerdos otorgarían una garantía de respeto a las condiciones de
trabajo, pero el resultado de éstos fue que desafortunadamente fue-
ron más violados que respetados.

Los factores que contribuyeron a la constante violación de las esti-
pulaciones del convenio internacional por parte de los empresarios
agrícolas fueron: 

a) Los empresarios contrataban braceros sin tomar en cuenta los
centros de reclutamiento manejados por el gobierno de México.

b) La colaboración de la policía fronteriza para admitir trabajado-
res como braceros, sin tomar en cuenta si estaban autorizados
por el gobierno de México.

c) La colaboración de la policía fronteriza en la práctica drying out
con los granjeros provocó que, en ocasiones, las aprehensiones
se hicieran “sobre pedido”, en términos de número y experien-
cia en el tipo de trabajo deseado por el granjero. 

d) La indiferencia del gobierno estadunidense hacia las violaciones
denunciadas por el gobierno de México.

A principios de la década de los sesenta los agricultores, dependien-
tes ya de mano de obra mexicana, encontraron mucho más fácil con-
tratar a trabajadores en forma indocumentada, que ajustarse a todos
los trámites burocráticos y costosos que exigía el programa de bra-
ceros, por lo que dejaron de presionar para que se continuara con di-
cho convenio. Muchos de los agricultores solicitaron un ajuste de esta-
tus para sus braceros, y 386 000 mexicanos recibieron visas de residentes
permanentes durante 1960-1968, casi el doble de las que se otorgaron
a nuestros connacionales entre 1950-1958 (Massey et al. 2002: 43).

Como consecuencia, los beneficiados durante la vigencia de los
convenios de braceros fueron los empresarios agrícolas estaduniden-
ses, quienes tuvieron disponible mano de obra abundante y barata.
Dichos convenios se convirtieron en un foco de atracción para la emi-
gración pues, independientemente de la cuota fijada, se incrementó
el paso subrepticio de migrantes.

MIGRACIÓN TEMPORAL 153



154 MÓNICA VEREA

Por último, cabe señalar que después de la terminación del progra-
ma, muchos trabajadores mexicanos fueron admitidos en un “acuer-
do básico” temporal, que rigió durante 1965-1967, con el fin de ayudar
a los agricultores de California y Arizona a ajustarse a la suspensión de
la mano de obra de los braceros. Si se analiza el cuadro 10 se obser-
vará que en 1966 fueron admitidos 8 647 braceros, y 7 703 en 1967.

Así, alrededor de 4.6 millones de mexicanos fueron admitidos y
contratados en forma temporal para trabajar en el sector agrícola
durante los 22 años que duró vigente el convenio, siendo que 72 por
ciento de esta cantidad fue contratado en sus últimos nueve años,
entre 1955 y 1964. Muchos otros ingresaron en forma no autorizada;
se calcula que se registraron alrededor de 4.7 millones de aprehen-
siones en la frontera durante el periodo de vigencia del convenio
(véase cuadro 9).53

La etapa posbracera. Después del fin del Convenio sobre Braceros,
los empleadores agrícolas han podido contratar temporalmente a
trabajadores agrícolas gracias a la fracción 101 (15) (H) (ii) de la Ley
de Inmigración. Dentro de esta categoría, los trabajadores agrícolas
son admitidos bajo el subinciso A y, por esa razón, son conocidos
como trabajadores H-2A. Como se puede observar en el cuadro 10
son muy pocos los trabajadores que han sido contratados bajo la ca-
tegoría H-2 y muchos más los que han sido aprehendidos en la fron-
tera por cruzar sin documentos. 

A partir de 1968, la migración mexicana tuvo que ajustarse a las nue-
vas reglas del juego restriccionista, pues quedó sujeta al límite esta-
blecido para el hemisferio occidental de 20 000 mil visas por país. Es
decir, los mexicanos por primera vez se vieron forzados a competir
junto con los otros países de América Latina por participar en una
cuota fija y esto duró hasta mediados de la década de los setenta. En
1977, como respuesta a una demanda hecha al SIN en el entendido que
se le estaba negando a México injustamente acceso a visas del hemis-
ferio, las cortes decidieron apartar 144 946 visas —originalmente uti-

53 No hay que olvidar que una persona puede ser aprehendida y deportada varias veces
en un mismo año, por lo que el número de aprehensiones no muestra la cantidad de indoc-
umentados que han logrado entrar y permanecer en territorio estadunidense.



lizadas para admitir a refugiados cubanos— adicionales al límite he-
misférico. El denominado Program Silva tuvo vigencia de 1977-1981,
y temporalmente expandió el otorgamiento de visas a los mexicanos.

Es un hecho que a partir del fin del convenio sobre braceros la ma-
yoría de los mexicanos han ingresado como indocumentados, salvo
excepciones como se ha demostrado con anterioridad. Esta situación
ha conducido a un debate permanente y en ocasiones muy álgido
entre diversos sectores.

Desde entonces, las autoridades estadunidenses se han propuesto
evitar a toda costa la entrada del flujo masivo de inmigrantes indoc-
umentados, procedentes principalmente de la frontera con México,
adoptando medidas destinadas a reforzar, sobre todo, la seguridad
en su frontera sur. Así, desde 1993 se ha venido aumentando el presu-
puesto para vigilar la frontera sur, lo que ha ocasionado que se du-
plique el número de elementos de la Patrulla Fronteriza de cuatro
mil a más de nueve mil en 2000. Se han puesto en marcha operacio-
nes fronterizas como las Gatekeeper, Blockade, Hold the Line, Safeguard
y Hard Line en diferentes puntos de la zona, con el fin de capturar y
deportar más y con mayor eficiencia a los indocumentados. Asimis-
mo, se han implementado medidas para el combate contra los con-
trabandistas de inmigrantes.

Simultáneamente, el impresionante desarrollo de la tecnología, ha
permitido una comunicación mucho más rápida, ágil y muy variada,
con conexiones mucho más estrechas entre comunidades de ambos
lados de la frontera. Esta situación ha permitido que se expandan las
redes que interconectan a múltiples comunidades, dando como resul-
tado la construcción de comunidades transnacionales. Es decir, se ha
establecido una circulación de viejos y nuevos flujos de trabajadores
que inician su proceso de forma temporal, pero después de un tiem-
po generan tales condiciones en el lugar de destino que se mueven
en varias direcciones y algunos llegan a vivir simultáneamente en más
de un espacio nacional (Caban 1998: 210). Estas crecientes interco-
nexiones sociales proveen hoy un vehículo aun más poderoso para
promover la inmigración, convirtiéndose a su vez en factores que la
estimulan más. Es decir, se ha desarrollado un sistema único de con-
tratación de mano de obra transnacional, de carácter informal, que
hoy se constituye en el patrón tradicional para emigrar. 
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Hoy día, con las sofisticadas comunicaciones e interconexiones,
los empleadores de un condado estadunidense fácilmente contratan
a un trabajador mexicano de un pueblo o municipio específico del
cual probablemente han obtenido otros trabajadores, convirtiéndose
éste en un patrón de contratación de mano de obra indocumentada
(Verea 1999c: 11). En estados como California, ciertas empresas depen-
den de trabajadores “eventuales, de contingencia o sobre pedido”, que
con frecuencia son inmigrantes recién llegados, la mayoría de ellos
mexicanos indocumentados. Dichos empresarios han adoptado la tra-
dición de apoyarse en los sistemas familiares de inmigrantes de primera
o segunda generación, como principal medio para el reclutamiento
de trabajadores eventuales o temporales (Cornelius 1989: 50).

Los indocumentados siguen cruzando la frontera, quizás ahora por
lugares más recónditos debido a la brutal militarización de la zona,
registrándose una reducción de las aprehensiones (véase cuadro 9),
pero sobre todo cambios de localización de las mismas. Y, precisa-
mente, debido a este refuerzo en la vigilancia fronteriza sin prece-
dente, no sólo las violaciones a los derechos humanos se han incre-
mentado significativamente, sino el número de muertes —alrededor
de 350 anualmente—, ha generado una amplia insatisfacción en
México.54

La población de origen mexicano en el siglo XXI. Durante las últimas
dos décadas del siglo XX, la población latina ha ido aumentando
considerablemente y se ha convertido en la minoría étnica más nu-
merosa en Estados Unidos sobrepasando al número de afroamerica-
nos que es de 38.3 millones. Si en 1980 los latinos constituían 6.4  por
ciento de la población estadunidense, en el 2002 llegaron a alrededor
de 38.8 millones de personas representando el 13.5 por ciento de la
población.* Los anglosajones siguen siendo mayoría (236.2 millo-
nes), los asiáticos suman 13.1 millones y los indígenas 4.3. Cabe des-

54 Para mayor información sobre la situación en la frontera norte véase Verea (2000).
* La Oficina del Censo estadunidense divulgó el 18 de junio del 2003 que debido en gran

parte a la inmigración, la población hispana creció 9.8 por ciento. Uno de cada 3 hispanos tiene
menos de 18 años de edad, lo cual lo sitúa por debajo del promedio nacional que supera los
35 años; esto indica el gran potencial de crecimiento demográfico que tiene tal minoría.
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tacar que datos provenientes del censo del 2000 confirmaron que
de 31.1 millones de personas nacidas en el extranjero, alrededor de
7.5 millones son indocumentados, cantidad sumamente significativa
para cualquier lugar del mundo. Cálculos realizados con base en las
tendencias recientes, y si la política migratoria se mantiene sin cam-
bios sustantivos, alrededor de trece millones de inmigrantes se
podrían establecer en Estados Unidos durante los próximos diez años
(Gribbin 2001).

Las principales razones que se han aducido para explicar este cre-
ciente aumento de los flujos migratorios son la constante demanda
de mano de obra en el mercado de trabajo estadunidense; la abundan-
te fuerza laboral extranjera en busca de mejores oportunidades de
empleo, salario y calidad de vida; el creciente aumento de la población
latina con sus altas tasas de natalidad (un promedio de tres hijos por
mujer latina, comparado con 1.8 hijos por mujer blanca no hispana).55

Otro factor que es digno mencionar ha sido el incremento de natura-
lizaciones, generado tanto por el Programa de Amnistía aprobado por
la IRCA en 1986, como por el ambiente antiinmigratorio de los noven-
ta, el cual ha impulsado a los residentes a buscar la ciudadanía. 

La naturalización es un fenómeno relativamente nuevo entre resi-
dentes mexicanos, dada la cercanía geográfica. Hasta mediados de
los noventa eran pocas las solicitudes de este tipo —alrededor
de 250 000— las que se recibían provenientes de la comunidad latina.
Sin embargo, esta tendencia ha venido cambiando drásticamente.56

Alrededor de 4 000 000 de inmigrantes han obtenido la naturalización
desde 1995 —1.9 millones son latinos—. Para contrastar este impor-
tante aumento, basta recordar que durante la década de los noven-
ta, 5.7 millones de extranjeros recibieron la naturalización, más del
doble que en los ochenta (2.2 millones de naturalizaciones) y más
del triple que en los setenta (1.5 millones).57 Para destacar la impor-
tancia de las recientes naturalizaciones, desde 1907, 18 millones de
inmigrantes se han naturalizado y de éstos una tercera parte lo hizo

55 “Un promedio de tres hijos por mujer latina, comparado a 1.8 hijos por mujer blanca
no hispana”, The Economist, 11 de marzo de 2000, survey 4, “Oh Say Can You See”.

56 “More Wait to Pledge Allegiance”, The New York Times, 18 de abril de 1998, p. 1a.
57 Se calcula que alrededor de 1.33 millones de solicitudes para la obtención de la natu-

ralización se encuentran en lista de espera. Véase Pachon y Pantoja (2000: 8).
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en los noventa.58 Además, se supone que hay una larga lista de es-
pera, a pesar de las recientes reformas del SIN y sus campañas en
favor de la naturalización, como la Citizenship USA llevada a cabo
en las elecciones de 1996.59 Esta política sirvió para que los republica-
nos criticaran a los demócratas por haberla lanzado en ese momento,
pues aquéllos señalaron que constituía un esfuerzo de los demócratas
por añadir votos de inmigrantes con tendencias hacia este partido.
No debe olvidarse que alrededor de 75 por ciento de los aproxima-
damente 800 000 inmigrantes admitidos anualmente son parientes
de ciudadanos y de residentes permanentes (véase cuadro 4).

Ciertas proyecciones indican que la comunidad latina constituirá
la minoría más importante en ciertos estados como California60 y
Texas hacia el año 2020, y en el territorio estadunidense hacia media-
dos de este siglo.61 Uno de cada cuatro de los cuatrocientos millo-
nes de habitantes proyectados para el 2050 será de origen latino, es
decir, una tendencia creciente hacia la latinización de Estados Unidos,
una pésima noticia para los nativistas.

Existe un hecho que no podemos eludir: los mexicanos constitu-
yen la fuente más importante de inmigrantes legales e indocumen-
tados en Estados Unidos al iniciarse el siglo XXI. Como porcentaje
de la población total de extranjeros que ahí radican, su participación
se ha venido incrementando sustancialmente durante los últimos
treinta años, al pasar de 8 a 28 por ciento, para fines de los noventa.
Se calcula que hay 7.9 millones de emigrantes de México que viven
en Estados Unidos (Caramota 2001).

Por su parte, la mexico-americana se ha constituido en la comuni-
dad más prominente entre los latinos, ya que constituye 64 por cien-

58 Migration News (junio de 2001e).
59 El SIN procesó alrededor de 1.3 millones de naturalizaciones hasta las elecciones de

1996 y cerca de ochocientas mil solicitudes se encuentran en lista de espera, las cuales serían
procesadas alrededor de octubre de 2001; cantidad inferior a los casi dos millones que se
encontraban en esta situación hace dos años. El tiempo de espera para obtener la ciudadanía
es actualmente de alrededor de 20 meses, inferior al promedio de 33 meses que era en 1999.
Migration News (diciembre de 2000b).

60 En la actualidad, California tiene alrededor de 25 por ciento de residentes nacidos en
el extranjero, de una población que se calcula en 33 millones.

61 Cabe destacar que hoy día una tercera parte de los latinos vive en California y otro tanto
en Texas, Nueva York y Florida.
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to de éstos. Es un hecho que los mexicanos han colaborado en el
crecimiento económico de Estados Unidos en general y de la región
del sudoeste en particular. La vecindad y las crecientes interconexio-
nes que se han establecido entre las comunidades y los mercados
laborales, en virtud de los importantes avances tecnológicos, han
sido factores determinantes para emigrar, pero las diferencias salaria-
les de hasta 1:10 han sido fundamentales, mismas que se han ido
acrecentando sobre todo en épocas de crisis económicas. Asimismo,
es un hecho que los empleadores estadunidenses han demostrado una
preferencia por contratar mano de obra vecina, disponible, dócil, leal
y tan productiva o quizás hasta más que cualquier otro ciudadano
estadunidense, a pesar de que continuamente los desacreditan públi-
camente, destacando sus deficiencias en el sentido de que no tienen
niveles altos en sus capacidades y educación.

CANADÁ

Mecanismos y categorías de admisión 

Sin la contribución del importante flujo de inmigrantes, Canadá no
hubiera podido ser el país tan próspero económicamente y tecno-
lógicamente avanzado que hoy es. Durante el siglo XX, la política
migratoria canadiense, con ciertas restricciones, fue utilizada como
un instrumento para la construcción de una nación. Conscientes de
que la inmigración ha brindado más beneficios que problemas, los
canadienses optaron por seleccionar sus admisiones provenientes
de diversas regiones del mundo de acuerdo con sus necesidades la-
borales. A diferencia de la opinión pública estadunidense, la cana-
diense estima que la inmigración tiene un impacto positivo para su
economía.62

Como se señaló con anterioridad, bajo un sofisticado sistema de
puntos, se selecciona a los inmigrantes de acuerdo con las necesi-
dades laborales del país. Anualmente, se estiman metas demográfi-

62 De acuerdo con encuestas recientes realizadas por Environics Research Group. Migra-
tion News (marzo de 2002).



cas y necesidades laborales tanto federales como regionales, con el
fin de establecer los niveles de inmigración requeridos periódica-
mente. Para ello, se ha tomado en consideración la continua necesi-
dad de reforzar el tejido cultural y social, la indispensable reunifica-
ción familiar para facilitar la adaptación, pero principalmente se
considera incentivar el desarrollo económico.63

Por lo que se refiere al tipo de inmigrantes que pueden ser admi-
tidos en Canadá, la ley reconoce tres tipos de categorías de admisión,
bajo la sección 6 de la Ley de Inmigración: la familiar, la de refu-
giados y la de inmigrantes independientes, quienes pueden solicitar
su ingreso bajo su propia iniciativa y, posteriormente, ser admitidos
por el gobierno canadiense, que a continuación describo:

1. Clase familiar. Son los familiares inmediatos —hijos dependien-
tes, padres y abuelos, esposos o comprometidas— que deseen
inmigrar a Canadá. Para solicitar su entrada, el ciudadano cana-
diense o residente permanente de 19 años o más tiene el dere-
cho de apoyar dicha solicitud. 

2. Refugiados. Acorde con la definición establecida por la Con-
vención y Protocolo de la Organización de las Naciones Unidas,
éstos pueden recibir asistencia por un periodo de un año, según
los requerimientos de la ley. Grupos de por lo menos cinco
ciudadanos canadienses o residentes permanentes de un míni-
mo de 19 años de edad u organizaciones locales legales pueden
apoyar a la Convención de Refugiados para que sean admiti-
das determinadas personas así como familiares. 

3. Inmigrantes independientes. Esta categoría incluye a parientes
asistidos, trabajadores calificados, empresarios, inversionistas,
personas autoempleadas y otros inmigrantes que solicitan admi-
sión por propia iniciativa y que a continuación se describen:
• Parientes que reciben apoyo: son aquellos que no califican

bajo la clase familiar ni bajo el criterio de selección, pero que
tienen un pariente en Canadá que está dispuesto a apoyarlo
en su establecimiento en ese país. Éstos pueden ser nuevamen-
te desde padres o hermanos hasta tíos, primos y sobrinos.

160 MÓNICA VEREA

63 Employment and Immigration Canada 1991, “Immigration Objectives” (mimeo, p. 7). 
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• Empresarios: personas que pueden demostrar que tienen la
intención y capacidad de establecerse y/o realizar una inver-
sión en un negocio que contribuya significativamente a la eco-
nomía canadiense.

• Inversionistas: personas que demuestren tener una carrera en
negocios y que hayan acumulado por lo menos un capital
de quinientos mil dólares canadienses. Asimismo, deben com-
probar que su proyecto traerá beneficios económicos signifi-
cativos a la provincia en que dicha inversión sea localizada.

• Autoempleado: personas preparadas que intentan establecer
un negocio que creará fuentes de empleo no sólo para esa
persona sino que contribuirá considerablemente a la econo-
mía, la cultura y/o la vida artística de Canadá.64

Asimismo, la ley requiere que todos los visitantes y estudiantes que
deseen trabajar o estudiar temporalmente en Canadá deben obtener
una autorización previa en el extranjero y, una vez admitidos como
visitantes o estudiantes, no podrán cambiar su estatus en Canadá.

A diferencia de la política estadunidense, la canadiense ha dado
una alta prioridad a la admisión por razones económicas y/o labo-
rales: en 2001, de un total de 250 386 inmigrantes admitidos 61 por
ciento emigró por razones económicas, y tan sólo 27 por ciento fue
admitido por reunificación familiar y 11 por ciento por ser refugia-
do (véase cuadro 10). Esta cantidad fue superior al nivel predetermi-
nado de hasta 235 000 inmigrantes anuales para 2001. Cabe destacar
que el máximo que se ha pensado admitir sería el correspondien-
te a 1 por ciento de la población —que hoy es de 31 millones de
habitantes.

Como ya se señaló con anterioridad, la inmigración ha jugado un
papel fundamental para la formación de esta pujante sociedad. Sólo
entre 1891 y 1914 llegaron alrededor de tres millones de inmigrantes

64 Esta última incluye a parientes a los que se les envía ayuda, trabajadores calificados,
“entrepreneurs”, inversionistas, personas autoempleadas y otros inmigrantes que hacen la
solicitud por iniciativa propia. Asimismo, la ley requiere que todos los visitantes y estudiantes
que deseen trabajar o estudiar temporalmente en Canadá deben obtener una autorización
previa de los consulados y embajadas en el extranjero. En Employment and Immigration
Canada 1996, “Canada’s Immigration Law” (p. 6).
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y, de esta cifra, más de un millón llegó entre 1911 y 1913.65 Durante
las dos guerras mundiales y la depresión de 1930 se redujo dicho
flujo, pero la expansión industrial de la posguerra incrementó signi-
ficativamente la demanda de mano de obra calificada y la de los tra-
bajadores no disponibles en su propio mercado laboral.

La admisión a inmigrantes ha ido en aumento durante los últimos
años, sobre todo durante 2001 cuando ingresaron 250 386, cifra que
muestra un exceso de 25 386 sobre la meta fijada. Es decir, entre 1998
y 2001 se registró un aumento de 38 por ciento en las admisiones.
El aumento fue paulatino: en 2000, se admitieron 227 159 inmigran-
tes, casi 20 por ciento más que en 1999, año cuando se admitieron
189 849 inmigrantes, 9 por ciento más que en 1998, que contó con
173 965 admisiones (véase cuadro 10). 

Los datos dados a conocer por el censo del 2000 muestran que la
economía necesita de inmigrantes para su prosperidad. Se calcula
que hacia 2011 los inmigrantes constituirán el crecimiento total de
la fuerza laboral y que en 2026 la población canadiense exclusiva-
mente crecerá a través de la inmigración.66

Por lo anterior, la inmigración en Canadá también se ha incre-
mentado sustancialmente durante la última década. En el año 2000,
los principales países de origen de los inmigrantes a Canadá fueron
China, India, Pakistán, Filipinas y Corea. Entre los diez primeros lu-
gares no se encuentra ningún país latinoamericano —sólo 10 000
argentinos solicitaron asilo—; Estados Unidos contribuyó con 3 por
ciento en el 2000. Tres cuartas partes de los inmigrantes se han esta-
blecido en las siguientes ciudades en orden de preferencia, durante
el mismo año: Toronto (47.5 por ciento), Vancouver (14.5 por ciento)
y Montreal (12 por ciento).67

Según datos provenientes del censo, hacia 1996 la población na-
cida en el exterior era de 4 971 070, de la cual 25 por ciento emigró
antes de 1961 y otro tanto durante los años noventa. De este total,
244 685 son inmigrantes estadunidenses y 273 820 proceden de Centro
y Sudamérica. Respecto a los inmigrantes estadunidenses constituían

65 Migration News (marzo de 2000). 
66 Citizenship and Immigration Canada (2002).
67 Citizenship and Immigration Canada (2000).



cerca de 3 por ciento de la inmigración entre 1990-1996 —ingre-
saron anualmente un promedio de 5 500—; mientras que alrededor
de 7 por ciento procede del resto del continente, que está clasificado
como Centro y Sudamérica.

La mayoría de la población nacida en el exterior para el 2001, pro-
vino de Asia y el Pacífico, 19 por ciento llegó de África y Medio
Oriente, seguida muy de cerca por extranjeros de Europa, princi-
palmente del Reino Unido, con 17 por ciento; tan sólo 8 por ciento
de América del Sur y Central y 2.5 por ciento de Estados Unidos (véase
cuadro 11). Como podemos observar, son muy pocos los inmigran-
tes de origen latino que ingresan anualmente a Canadá, sobre todo
si los comparamos con los importantes flujos asiáticos y europeos.
Es difícil saber cuántos inmigrantes provienen de México, puesto que
sus estadísticas sólo muestran la procedencia por región. 

Por lo que se refiere a los trabajadores temporales que entran en
la categoría de no inmigrantes, la Ley de Inmigración de 1976-1977, las
Regulaciones sobre Inmigración de 1978, el Manual de Inmigración,
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CUADRO 10
INMIGRANTES ADMITIDOS EN CANADÁ POR CATEGORÍA

(1998-2001)

Categoría 1998 1999 2000 2001

# % # % # % # %

Familiar1 50 882 29 55 261 29 60 515 27 66 709 27
Económicos2 94 968 55 105 447 56 132 118 58 151 692 61
Otros3 5 415 3 4 768 3 4 496 2 4 103 1
Refugiados4 22 799 13 24 373 13 30 030 13 27 882 11
Total5 173 965 100 189 849 100 227 159 100 250 386 100

1 Incluye cónyuge, padres, abuelos y otros.
2 Incluye trabajadores calificados y hombres de negocios.
3 Incluye categorías conocidas como: live-in caregivers, post determination

refugee claimants, deferred removal orders, retires, provincial/territorial nominees.
FUENTE: “Facts and Figures 2000, Immigration Overview”, Citizenship and Immi-

gration Canada, y “More than 250,000 new permanent residents in 2001”, en News
Release, Citizenship and Immigration Canada, información en línea:<www.cic.
gc.ca/english/press/02/0211-pre.html>.



164 MÓNICA VEREA

así como el Memorándum de Operaciones, contienen las disposi-
ciones que regulan la política de admisión, así como su estancia en
Canadá. Al igual que en Estados Unidos, los no inmigrantes son quie-
nes ingresan como visitantes, estudiantes y/o trabajadores temporales.
El visitante es definido como la persona que busca entrar a Canadá
con un fin determinado; en cambio, un trabajador extranjero tempo-
ral es el que ingresa en el país con el objeto de participar en una
actividad laboral remunerada. 

En la actualidad, muchos trabajadores —la mayoría de ellos alta-
mente capacitados— ingresan anualmente a múltiples negocios en
Canadá, quienes deben llenar empleos vacantes. Si los trabajadores
son inversionistas y colaboran para la transferencia de conocimien-
to al mercado laboral canadiense, es aun mucho mejor.68 Un traba-

CUADRO 11 
ADMISIONES DE INMIGRANTES EN CANADÁ

POR LUGAR DE PROCEDENCIA 1998-2001

Región 1998 1999 2000 2001
# % # % # % # %

África y 
Medio Oriente 32 586 18.71 33 490 17.63 40 815 17.96 48 078 19.20

Asia y 
Pacífico 84 197 48.34 96 437 50.78 120 539 53.03 132 711 53.01

Centro y 
Sudamérica 14 040 8.06 15 221 8.01 16 944 7.45 20 129 8.04

EU 4 773 2.74 5 528 2.91 5 814 2.56 5 894 2.35

Europa y 
Reino Unido 38 530 22.12 38 930 20.50 42 885 18.87 43 204 17.26

Otros 36 0.02 316 0.17 316 0.14 330 0.13

Total 174 162 100 189 922 100 227 313 100 250 346 100

Fuente: Facts and Figures 2001: Immigration Overview, Citizenship and Immigra-
tion Canada, en <www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000/1imm-01.html>.

68 Existen categorías de ingreso interesantes, tales como la de compradores —empleados
o empresarios—, quienes pueden entrar a Canadá con el propósito de comprar bienes y ser-
vicios para su negocio o sus propios intereses, aunque no deben contribuir a la producción



jador temporal en Canadá es el que labora legalmente y que no es
ciudadano ni residente legal. El trabajador temporal no puede entrar
a Canadá si no cuenta con una autorización de empleo avalada por
un funcionario de la oficina de inmigración. El empleador debe con-
sultar a la Oficina de Desarrollo de Recursos Humanos (Human
Resources Development Canada, HRDC) para que se determine si el
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CUADRO 12
POBLACIÓN DE RESIDENTES TEMPORALES: TRABAJADORES, ESTUDIANTES

Y REFUGIADOS ADMITIDOS EN CANADÁ 1978-2000

Año Trabajadores Estudiantes Refugiados Otros Total
extranjeros extranjeros

1978 57 075 33 529 2 985 84 944 178 533
1979 51 859 16 047 3 300 83 843 155 049
1980 55 956 20 620 5 469 87 933 169 978
1981 61 380 25 649 6 206 91 358 184 593
1982 54 124 23 263 4 936 83 443 165 766
1983 52 762 19 248 6 638 90 701 169 349
1984 53 571 17 663 9 915 78 782 159 931
1985 60 470 18 715 11 965 75 892 167 042
1986 66 501 19 988 23 225 70 655 180 369
1987 70 261 22 853 26 510 70 910 190 534
1988 80 363 27 574 19 695 61 022 188 654
1989 78 167 27 812 80 570 62 321 248 870
1990 75 841 30 737 42 803 65 991 215 372
1991 67 313 30 799 33 221 61 586 192 919
1992 60 520 29 440 37 016 55 521 182 497
1993 56 952 28 247 21 333 50 524 157 056
1994 58 947 28 050 21 435 49 513 157 945
1995 60 361 32 707 25 498 52 201 170 767
1996 60 855 40 204 25 372 51 040 177 471
1997 63 740 43 057 24 166 53 311 184 274
1998 68 093 41 852 24 862 54 190 188 997
1999 75 539 52 497 37 313 60 552 225 901
2000 86 225 63 618 35 368 73 152 258 363

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada 2002, “Foreign Workers”, Facts and
Figures 2000, <http://www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000-temp/facts-temp-4.html>.

de esos bienes; y la de vendedores, a quienes se les permite entrar por un periodo menor de
noventa días para vender sus productos, exclusivamente bienes, no servicios, y no pueden
vender directamente al público en general.
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contratado será de beneficio para el país. También se asegura que
los empleadores hayan considerado la contratación de ciudadanos
canadienses o residentes legales, y que la entrada de un trabajador
extranjero no los afecte adversamente. Sin embargo, algunos traba-
jadores extranjeros pueden ser admitidos a trabajar sin que el em-
pleador tenga que pasar por el proceso de validación otorgándoles
una autorización de empleo, y ésa es la responsabilidad de los fun-
cionarios de la Oficina de Ciudadanía e Inmigración (Citizenship
and Immigration Canada), quienes determinan si el trabajador extran-
jero está exento porque su caso está contemplado dentro de un tratado
internacional. El Programa de Trabajadores Agrícolas para mexicanos
y caribeños69 es administrado por la HRDC.

Durante los últimos cuatro años, las contrataciones de trabajadores
temporales han aumentado significativamente, al pasar de 60 855 en
1996 a 86 225 en 2000 (véase cuadro 12). No obstante, estos datos
no toman en consideración a los trabajadores que reinciden en tra-
bajar temporalmente en Canadá llegando, por ejemplo, a un total de
92 986 en 1996, 101 710 en 1998, y 116 384 en 2000 (véase cuadro 13).
Si a estos trabajadores temporales les sumamos el ingreso de los es-
tudiantes extranjeros y los refugiados, resulta que en 1996 llegaron
a un total de 177 471 residentes temporales y 258 363 hacia 2000.
Estas cifras son semejantes para los mismos años de lo que se
recibió por concepto de inmigrantes.

Las principales provincias a donde llegan estos trabajadores son:
Ontario, 52 por ciento; Columbia Británica, 16 por ciento; Quebec,
14 por ciento, y Alberta, 10 por ciento (véase cuadro 14). A su vez
en el 2000, 30 por ciento de estos trabajadores proviene de Estados
Unidos; 10 por ciento de México; 7 por ciento del Reino Unido; 6
por ciento de Jamaica y la misma proporción de Francia, Japón y
Australia (véase cuadro 15). Es interesante resaltar que, mientras que
hay pocos inmigrantes procedentes de México, nuestro país ocupa
el segundo lugar como proveedor de trabajadores temporales después
de Estados Unidos, por lo que ha aumentado el flujo sobre todo de
trabajadores temporales del sexo masculino en la región de América

69 Los otros países que participan en el programa de trabajadores agrícolas de temporada
son Jamaica, Barbados, Trinidad y Tobago y Estados del Este del Caribe.
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del Norte durante los últimos años. Para el caso de mujeres, Estados
Unidos ocupa el primer lugar y México el octavo (véase cuadro 16).
Esta situación es curiosa, pues notamos que del total de 65 148 de tra-
bajadores temporales extranjeros que se encontraban en el merca-
do laboral canadiense en 1998, tan sólo 6 por ciento se ocupó en la
industria primaria —actividad que por lo general cubren mexicanos
y caribeños— (véase cuadro 17).

CUADRO 13
POBLACIÓN DE TRABAJADORES EXTRANJEROS EN CANADÁ

1978-2000

Año Trabajadores Trabajadores Trabajadores Otros Total de 
Entrada inicial temporales que iniciales más reingresos ingresos y 

reingresan temporales que reingresos
regresaron

1978 57 075 26 57 101 1 739 58 840
1979 51 859 2 213 54 072 7 058 61 130
1980 55 956 2 805 58 761 10 591 69 352
1981 61 380 3 264 64 644 13 488 78 132
1982 54 124 3 514 57 638 15 432 73 070
1983 52 762 3 399 56 161 17 266 73 427
1984 53 571 3 352 56 923 17 714 74 637
1985 60 470 3 366 63 836 17 300 81 136
1986 66 501 3 690 70 191 17 738 87 929
1987 70 261 4 136 74 397 17 752 92 149
1988 80 363 4 019 84 382 19 063 103 445
1989 78 167 6 670 84 837 15 970 100 807
1990 75 841 9 475 85 316 18 256 103 572
1991 67 313 10 411 77 724 19 045 96 769
1992 60 520 9 896 70 416 19 961 90 377
1993 56 952 8 402 65 354 20 143 85 497
1994 58 947 8 585 67 532 20 247 87 779
1995 60 361 9 159 69 520 20 831 90 351
1996 60 855 10 342 71 197 21 789 92 986
1997 63 740 11 196 74 936 21 679 96 615
1998 68 093 10 807 78 900 22 810 101 710
1999 75 539 8 737 84 276 24 429 108 705
2000 86 225 5 086 91 311 25 073 116 384

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada, 2002, “Foreign Workers”, Facts and
Figures 2000, <http://www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000-temp/facts-temp-4.html>.
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En general, podríamos afirmar que a partir de la firma del TLCAN

en 1994, no sólo el flujo de trabajadores provenientes de la región
de América del Norte ha aumentado significativamente, sino tam-
bién el de estudiantes, ya que los provenientes de Estados Unidos
constituyen 8 por ciento y los mexicanos participan con 7 por ciento,
ocupando el cuarto y quinto lugar respectivamente.70 Independien-
temente de las múltiples visas otorgadas, las solicitudes para visitantes
se incrementaron en 27 por ciento entre 1997 y 2000; las de permisos
para trabajar temporalmente aumentaron 43 por ciento; y aquellas para
estudiar 63 por ciento —sobre todo a nivel medio superior—, y las
solicitudes de refugiados, 45 por ciento. En virtud de esta demanda,
ahora se pone mayor énfasis en la calidad del visitante o trabajador
eventual en el aspecto educativo y dominio de los idiomas.

70 Citizenship and Immigration Canada (2000a).

CUADRO 14
DESTINO DE LA POBLACIÓN DE TRABAJADORES TEMPORALES

EN CANADÁ 1998-2000

Censo del área metropolitana/ 1998 1999 2000
provincia de residencia # % # % # %

Newfoundland 484 0.64 757 0.93 986 1.11
Isla del Príncipe Eduardo 97 0.13 124 0.15 121 0.14
Nueva Escocia 968 1.28 1 209 1.50 1 013 1.13
Nueva Brunswick 406 0.54 540 0.67 564 0.64
Quebec 8 863 11.74 10 238 12.68 12 621 14.18
Ontario 39 621 52.44 41 950 51.96 46 375 52.12
Manitoba 1 520 2.01 1 622 2.01 1 676 1.88
Saskatchewan 1 170 1.55 1 188 1.47 1 302 1.46
Alberta 8 100 10.72 8 612 10.67 9 326 10.48
Columbia Británica 13 507 17.88 14 102 17.46 14 603 16.41
Yukón 55 0.07 69 0.09 63 0.07
Territorios del Noroeste 135 0.18 149 0.18 187 0.21
No registrados 628 0.83 193 0.24 125 0.14
Total 75 554 100 80 753 100 88 962 100

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada, 2002, “Foreign Workers”, Facts and
Figures 2000, <http://www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000-temp/facts-temp-4.html>.
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CUADRO 15
POBLACIÓN DE TRABAJADORES TEMPORALES

POR LUGAR DE ORIGEN 1998-2000

País de Origen 1998 1999 2000
No. % Lugar No. % Lugar No. % Lugar

EUA 24 851 31.50 1 24 592 29.18 1 26 969 29.54 1
México 6 949 8.81 2 8 052 9.55 2 9 858 10.80 2
Reino Unido 5 307 6.73 3 6 278 7.45 3 6 702 7.34 3
Jamaica 5 120 6.49 4 5 484 6.51 4 5 400 5.91 4
Francia 4 232 5.36 6 4 701 5.58 6 5 311 5.82 5
Japón 4 503 5.71 5 5 031 5.97 5 4 274 4.68 6
Australia 3 741 4.74 7 3 673 4.36 7 4 060 4.45 7
Alemania 2 126 2.69 9 2 287 2.71 8 2 463 2.70 8
India 1 358 1.72 11 1 480 1.76 11 2 230 2.44 9
Filipinas 2 222 2.82 8 2 160 2.56 9 2 177 2.38 10
Trinidad/Tobago 1 721 2.18 10 1 653 1.96 10 1 777 1.95 11
Total de los 
diez primeros 60 772 77.03 63 911 75.83 69 444 76.06
Total otros países 18 128 22.97 20 365 24.17 21 867 23.94
Total 78 900 100 84 276 100 91 311 100

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada, 2002, “Foreign Workers”, Facts and
Figures 2000, <http://www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000-temp/facts-temp-4.html>.

El Plan de Inmigración para el 2002 proponía admitir hasta un
máximo de 235 000 inmigrantes, de los cuales 60 por ciento será des-
tinado para trabajadores altamente capacitados, personas de negocios
con sus familias; 25 por ciento para reunificación familiar de los ciu-
dadanos y 10 por ciento para refugiados.71

El capítulo 15 del Acuerdo de Libre Comercio (ALC) entre Canadá
y Estados Unidos, que se puso en marcha a partir del 1 de enero de
1989, establece la admisión expedita de personas de negocios sobre
una base temporal, con el fin de agilizar la actividad comercial y/o
de inversión. Se establecieron cuatro grupos de personas que pueden
ingresar por este medio: visitantes de negocios; comerciantes e in-
versionistas; transferencias entre compañías; y profesionales (TC).

71 Citizenship and Immigration Canada (2002).
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CUADRO 16
TRABAJADORES TEMPORALES POR PAÍS DE ORIGEN 1998-2000

HOMBRES

País de origen 1998 1999 2000
No. % Lugar No. % Lugar # % Lugar

EU 19 693 33.79 1 19 264 30.94 1 21 176 31.15 1
México 6 634 11.38 2 7 687 12.35 2 9 386 13.81 2
Jamaica 4 924 8.45 3 5 319 8.54 3 5 216 7.67 3
Reino Unido 3 598 6.17 4 4 465 7.17 4 4 769 7.01 4
Francia 2 817 4.83 5 3 104 4.99 5 3 546 5.22 5
Australia 2 062 3.54 7 2 013 3.23 6 2 219 3.26 6
Alemania 1 654 2.84 8 1 737 2.79 8 1 913 2.81 7
Japón 2 230 3.83 6 1 991 3.20 7 1 833 2.70 8
India 1 127 1.93 10 1 210 1.94 10 1 831 2.69 9
Trinidad/Tobago 1 647 2.83 9 1 584 2.54 9 1 714 2.52 10
Total de los 46 386 79.59 48 374 77.69 53 603 78.84
diez primeros
Total otros países 11 898 20.41 13 889 22.31 14 380 21.16
Total 58 284 100 62 263 100 67 983 100

MUJERES

País de origen 1998 1999 2000
No. % Lugar No. % Lugar # % Lugar

EU 5 156 25.09 1 5 327 24.21 1 5 792 24.87 1
Japón 2 273 11.06 2 3 039 13.81 2 2 441 10.48 2
Filipinas 1 980 9.64 3 1 895 8.61 3 1 987 8.53 3
Reino Unido 1 709 8.32 4 1 813 8.24 4 1 933 8.30 4
Australia 1 679 8.17 5 1 660 7.55 5 1 837 7.89 5
Francia 1 415 6.89 6 1 597 7.26 6 1 763 7.57 6
Alemania 472 2.30 7 550 2.50 7 550 2.36 7
México 315 1.53 10 365 1.66 9 472 2.03 8
Irlanda 349 1.70 9 336 1.53 10 442 1.90 9
China 431 2.10 8 484 2.20 8 432 1.85 10
Total de los 15 779 76.80 17 066 77.57 17 649 75.78
diez primeros
Total otros países 4 768 23.20 4 934 22.43 5 643 24.22
Total 20 547 100 22 000 100 23 292 100

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada, 2002, “Foreign Workers”, Facts and
Figures 2000, <http://www.cic.gc.ca/english/pub/facts2000-temp/facts-temp-4.html>.
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Posteriormente, el TLCAN incluyó las mismas categorías y ahora se
denominan TN.

Actualmente, Canadá está llevando a cabo una revisión integral
de sus leyes migratorias. En febrero de 2001 se presentó en el Parla-
mento para su análisis y aprobación la Ley de Protección al Inmigran-
te y Refugiado (Immigration and Refugee Protection Act, Bill C-11).
Sin embargo, es previsible que se mantengan los principios que han
guiado su política de admisión: contribuciones económicas en forma
preponderante y reunificación familiar como una de sus preocupa-
ciones humanitarias.

El proyecto de ley mencionado contemplaría medidas referentes
a aspectos de seguridad que establecen nuevos parámetros de se-
lección de migrantes, tales como cambio en el énfasis de selección
de la ocupación actual de los trabajadores a una evaluación de las
habilidades y experiencia; reforzamiento de los intentos de reunifica-
ción y de la protección a refugiados; rediseño del programa de traba-
jadores temporales, para que el proceso de selección de los trabaja-
dores calificados sea más eficiente y el otorgamiento de permisos de
trabajo a sus cónyuges; y finalmente, facilitar la transición del estatus
de temporal al de residente permanente.72

Canadá-México: Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales 

Contenido y características generales. El gobierno canadiense, cons-
ciente de que se requieren trabajadores adicionales para llenar vacan-
tes de empleos, creó ciertos programas especiales para contratar traba-
jadores temporales. Entre los que se encuentran vigentes encontramos:
Facilitated Processing for Information Technology Workers; Spousal
Employment Authorization; Seasonal Agricultural Workers Program,
International Youth Exchange Programs, entre otros, además de los
que ingresan a través de acuerdos y/o tratados internacionales, como
el TLCAN. 

El Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales Canadiense dio
inicio en 1966; mediante él se contrató a caribeños principalmente,

72 Citizenship and Immigration Canada (2002a).
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y no fue sino hasta 1974 cuando se extendió la contratación a los tra-
bajadores mexicanos. El Programa de Trabajadores Agrícolas Tempo-
rales Mexicanos con Canadá (PTATM) constituye un memorándum de
entendimiento que en realidad es un arreglo administrativo intergu-
bernamental.73 El objetivo de dicho programa es facilitar el desplaza-
miento de trabajadores agrícolas temporales mexicanos a las provincias
que determine el gobierno canadiense, con el fin de satisfacer las ne-
cesidades del mercado de trabajo agrícola.

El PTATM opera de la siguiente forma: en México, la Dirección Ge-
neral de Empleo de la Secretaría de Trabajo y Previsión Social (STPS)
recluta y selecciona al trabajador. Las secretarías de Gobernación y
la de Relaciones Exteriores analizan la documentación migratoria del
trabajador y se cercioran de que se hayan respetado los acuerdos
del memorándum. La Secretaría de Salud determina si clínicamente es
apto para el trabajo. Se selecciona al que tenga experiencia en tra-
bajo agrícola y se trata de beneficiar al jefe de familia. Por su parte, en
Canadá, las organizaciones privadas denominadas farms en Ontario
y ferme en Quebec reciben las peticiones de los granjeros canadien-
ses que no hayan encontrado trabajadores locales. Estas organizaciones
cobran al empleador una cuota para asegurar que los trabajadores
agrícolas reclutados lleguen al lugar deseado y arreglen su transporte
entre la ciudad de México y el lugar de destino en Canadá. La mayo-
ría de los empleadores recuperan un tercio de dicho costo con las
deducciones que se hace a los trabajadores de sus salarios. También
se les deduce el costo del seguro de salud que se aplica a la com-
pañía de seguros mexicana, así como 6.50 dólares canadienses por
alimentos diarios. Al trabajador se le deduce 4 por ciento del salario
o hasta 425 dólares canadienses, para cubrir los costos de adminis-
tración del programa.74

A diferencia del convenio sobre braceros, éste es un acuerdo la-
boral revisado periódicamente que, en caso de que hubiese un con-
flicto, no tendría la suficiente fuerza para ser objeto de intermedia-

73 Una revisión detallada de la política migratoria canadiense, así como del PTATM-Canadá,
se puede consultar en Verea (1994a: 517-537).

74 Cabe destacar que al trabajador caribeño se le deduce hasta 25 por ciento de su pago
para un “programa de ahorro forzoso”. Los migrantes reciben un registro de causantes, con-
tribuyendo con sus impuestos al sistema de pensiones canadiense. En Basok (2000). 
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CuadRO 17
TRABAJADORES TEMPORALES EN CANADÁ

POR TIPO DE EMPLEO (1996-1998)

Tipo de empleo 1996 1997 1998
Núm. % Núm. % Núm. %

Cultura y arte 9 253 15.4 8925 14.3 9127 14.0

Ciencias naturales 5130 8.6 7151 22.5 7682 11.8
y aplicadas

Ciencias sociales, 5788 9.7 5721 9.2 5749 8.8
educación, servicios 
gubernamentales 
y religión

Negocios y finanzas 4139 6.9 4556 7.3 5117 7.9

Ocupaciones técnicas 3727 6.2 3669 5.9 3995 6.1
relacionadas 
con las ciencias  
naturales y aplicadas

Industria primaria 2339 3.9 2445 3.9 3669 5.6

Actividades técnicas 4106 6.8 3595 5.8 3368 5.2
en arte, cultura 
y deporte

Ventas y servicios 2875 4.8 3226 5.2 3361 5.2

Actividades gerenciales 2337 3.9 2453 3.9 2382 3.7

Comercio, transportes 1377 2.3 1618 2.6 1737 2.7

y operadores 
de equipo

Otro tipo de empleos 18885 31.5 18952 30.4 18961 29.1

Total 59956 100 62311 100 65148 100

FUENTE: Citizenship and Immigration Canada, Canada... The Place to Be. Annual
Immigration Plan for Year 2000, noviembre de 1999.
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ción. Se firma un contrato de trabajo entre trabajador y empleador,
con testigos de ambas partes y con un aval, el cual garantiza derechos
y obligaciones para el trabajador tanto de orden económico como
laboral, de salud, comportamiento y protección. Este contrato es re-
visado por las asociaciones de granjeros y autoridades mexicanas y
se vigila su cumplimiento en los consulados mexicanos en Canadá,
con el fin de corregir las anomalías tanto por parte del trabajador
como del empleador. 

Las condiciones de trabajo establecidas en dicho acuerdo son: 

a) La jornada normal de trabajo no deberá exceder de ocho horas
diarias ni de cuarenta horas semanales.

b) El salario debe ser pagado semanalmente en el lugar de tra-
bajo y de acuerdo con el nivel pagado al trabajador canadiense
por el mismo tipo de trabajo (en promedio son 5.50 dólares ca-
nadienses por hora).

c) El alojamiento deberá ser adecuado y gratuito, lo mismo que
su alimentación.

d ) El transporte de ida y vuelta será pagado por el empleador.
e) El pago de compensación a trabajadores se hará por heridas su-

fridas o enfermedades contraídas como resultado del trabajo.
f ) Se les dará seguro de gastos médicos, atención hospitalaria y

beneficios por fallecimiento.
g) Se les hará un contrato mínimo de seis semanas y máximo de seis

meses (véase cuadro 18).

No obstante las condiciones señaladas, los mexicanos han mani-
festado que muchas veces no ha sido respetado su horario de traba-
jo y que los salarios son menores que los que reciben sus contrapartes
canadienses. Sin embargo, insisten en ir a trabajar allá, pues las dife-
rencias salariales siguen siendo importantes. En 1999, 83 por ciento
de las solicitudes de trabajadores por parte de canadienses se hizo por
nombre, lo que indica que la mayoría de los mexicanos que llegan
a Canadá ya tienen varios años de experiencia trabajando allá.

El alcance de este programa ha sido muy significativo, ya que ha
ido aumentado geométricamente. En 1974 se inició con 203 traba-
jadores y diez años después creció al doble: 550 trabajadores anuales.
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CUADRO 18
CONDICIONES DE TRABAJO ESTABLECIDAS EN EL CONVENIO SOBRE BRACEROS

Y EN EL PTATM-CANADÁ

Temas Convenio braceros PTATM

Contrato temporal y
jornada de trabajo

Salario

Alojamiento 
y alimentación

Transporte

Enfermedades 
y seguro social

El contrato temporal po-
dría ir de un mínimo de 45
a 90 días y podría extender-
se hasta un año, garantizán-
dose el 75% del tiempo de
la duración del trabajo

El salario sería el prevale-
ciente en la zona y en nin-
gún caso menor a 30 centa-
vos la hora

Las condiciones de la vi-
vienda deberían cumplir con
normas mínimas

El pago del transporte de los
centros de reclutamiento en
México al sitio de trabajo y
los viáticos corría por cuen-
ta del gobierno y/o emplea-
dores estadounidenses

Se les pagaba gastos médi-
cos y seguro de vida

Se les descontaba hasta el
10% del salario para ser en-
tregado a su regreso a Méxi-
co,con el finde garantizarlo*

La jornada normal de tra-
bajo no deberá exceder de
8 horas diarias ni de 40
horas semanales

El salario debe de ser pa-
gado semanalmente en el
lugar de trabajo y de acuer-
do con el nivel pagado al
trabajador canadiense por
el mismo tipo de trabajo

El alojamiento deberá ser
adecuado y gratuito así
como su alimentación

El transporte de ida y vuel-
ta será pagado por el em-
pleador

El pago de compensación a
trabajadores se hará por
heridas personales sufridas
o enfermedades contraídas
como resultado del trabajo;
Se les dará seguro de gastos
médicos, atención hospita-
laria y beneficios de falleci-
miento

* Esta retención solo se hizo hasta 1949. Cabe destacar que hoy muchos ex bra-
ceros están demandando a los empleadores, y a ciertos bancos estadounidenses como
el Wells Fargo, por no haberles regresado dicho monto al término de su estancia.
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Pero no fue sino a partir de 1985 que este programa empezó a crecer
en forma relevante, registrándose un aumento a 874 contrataciones;
ya hacia 1987 ascendió a 1 538; en 1988 se llegó a contratar 2 623 mexi-
canos; y para 1989 las contrataciones ascendieron a 4 414 trabajado-
res. De acuerdo con datos del gobierno de México, durante los no-
venta el flujo de trabajadores a Canadá se mantuvo estable: en 1990
se contrataron 5 143; en 1994 a 4 910; en 1997 a 5 647; pero a partir
de 1998 la contratación de mexicanos ha venido aumentando signifi-
cativamente al pasar de 6 486; a 7 640 en 1999 y a 10 529 en 2001; es
decir, en un periodo de tres años se triplicó (véase cuadro 19).

Para México este programa ha significado una alternativa de em-
pleo para un sector que ha tenido desventajas en el mercado de traba-
jo, a la vez que ha representado un considerable ingreso de divisas
por concepto de envíos o remesas, así como por lo que traen a su re-

CUADRO 19
TRABAJADORES TEMPORALES MEXICANOS EN CANADÁ

BAJO EL PROGRAMA PTATM: 1974-2001

Año Número de trabajadores Año Número de trabajadores

1974 203 1988 2623
1975 402 1989 4414
1976 533 1990 5143
1977 495 1991 5148
1978 543 1992 4778
1979 553 1993 4866
1980 678 1994 4910
1981 655 1995 4886
1982 696 1996 5211
1993 615 1997 5547
1984 672 1998 6486
1985 834 1999 7460
1986 1007 2000 9175
1987 1538 2001 10529

FUENTE: Datos de la Secretaría de Relaciones Exteriores y de la Secretaría del
Trabajo y Previsión Social. México, varios años.
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greso.75 El salario percibido por el emigrante constituye un comple-
mento importante para su ingreso familiar y contribuye a estimular la
economía regional. Hasta el momento, ha funcionado en forma exce-
lente y representa un ejemplo del buen entendimiento y comunicación
política que mantienen ambos países. También se debe aclarar que
cuando dio comienzo el Convenio sobre Braceros entre México y Esta-
dos Unidos y se manejaban pequeños flujos funcionó perfectamente
bien, pero no fue sino hasta que se manejaron cifras de doscientos mil
a cuatrocientos mil braceros anualmente cuando surgieron los gran-
des problemas en la relación bilateral. Por otra parte, es importante
señalar que al estar Canadá tan lejos de nuestro territorio, es poco pro-
bable que se dé una migración masiva de indocumentados.

La población de origen mexicano en el siglo XXI. La inmigración en
Canadá ha ido variando durante los últimos años: mientras que en la
década de los sesenta el 90 por ciento de los inmigrantes provenía de
Europa y Estados Unidos, hacia 1996 esa proporción bajó a 20 por
ciento, aumentando significativamente la proporción de inmigrantes
asiáticos, ya que les corresponde el 45 por ciento del total. La inmi-
gración procedente de América Central y del Sur también ha aumen-
tado significativamente, sobre todo si la comparamos con la de los
años sesenta, pues en 1990 constituían alrededor de 15 por ciento
de los nuevos flujos migratorios.76 En 1999, Toronto atrajo 44 por

75 No existen leyes financieras que regulen justamente los envíos de remesas. En el caso de
los trabajadores en Canadá esta situación es más que evidente: los bancos mexicanos cobran
por cada remesa de mil dólares una cuota de entre 20 y 25 dólares, aun cuando los migrantes
ya hicieron sus respectivos pagos bancarios por 50 dólares en las instituciones de aquel país.
Así, los jornaleros que trabajan bajo el programa laboral establecido entre México y Canadá
sufren un doble recorte en sus salarios, que alcanza los 75 dólares. La causa del problema se
debe a las discrepancias entre las leyes bancarias de ese país y México. Es decir, los jornaleros
mexicanos en Canadá reciben al final de cada temporada de cosecha un reembolso por los
impuestos que les puede adeudar el gobierno canadiense. Los gastos en medicamentos y aten-
ción especializada también les son devueltos en forma de cheques. Sin embargo, la validez de
estos pagarés es de veinte años en Canadá y de apenas noventa días en México. Por lo anterior,
muchos de los trabajadores que regresan hasta después de varios meses a nuestro país y se
encuentran con que sus cheques ya están vencidos en bancos mexicanos, se ven imposibilita-
dos para obtener su dinero de vuelta. Supuestamente la cancillería mexicana ya inició las gestio-
nes necesarias para que los mexicanos puedan rescatar sus cheques. Véase Milenio (2001).

76 Datos de 1992.



ciento de la inmigración, seguido por Vancouver con 15 por ciento,
Montreal con 12 por ciento, Calgary con 4 por ciento, y otras ciu-
dades con 23 por ciento.77

Es interesante describir la historia de la inmigración de latinos a
Canadá. Según Fernando Mata (1999: 57-67), los latinoamericanos han
llegado en cuatro oleadas: la primera con la expansión industrial de los
años sesenta, en general profesionales y obreros calificados necesa-
rios al desarrollo canadiense, muchos de ellos hijos de europeos naci-
dos en América Latina; la segunda provino de Ecuador y Colombia,
empleados en industrias, pequeños negocios, reparaciones de autos
y hoteles; la tercera llegó del Cono Sur y estuvo integrada por uruguayos,
argentinos y chilenos que, en los años setenta, huyeron de las dicta-
duras militares y se caracterizaron por ser intelectuales, profesio-
nales, gente en general con un alto nivel de compromiso político; y
la cuarta proveniente de América Central, causada por las guerras ci-
viles en dicha zona durante los años ochenta, que expulsaron a una gran
cantidad de nicaragüenses, salvadoreños, guatemaltecos, etc. Esta olea-
da está formada en general por campesinos de baja capacitación y
poco preparados técnicamente para adaptarse a la vida urbana.

Los inmigrantes en Canadá participan de tres maneras diferentes
en el mercado laboral: como empleados asalariados, autoemplea-
dos y como empresarios empleando a otros. El sector servicios, que
absorbe mano de obra tanto de ingresos altos como de muy bajos,
ha atraído a nuevos inmigrantes, muchos de ellos latinos. Algunos
analistas han llegado a la conclusión de que los sectores donde tra-
bajan más minorías visibles en Canadá son la comercialización, la
hotelería y los servicios alimenticios, donde se ocupan 42 por ciento
de las minorías visibles autoempleadas de Canadá y 24 por ciento de
los asalariados. En ciudades como Toronto, que reciben la mayor par-
te de inmigrantes, se ha encontrado que las mujeres latinoamerica-
nas se ocupan principalmente en el sector servicios, como el de la
hotelería, seguido de la manufactura, el sector salud y el comercio.
En el caso de los hombres, esta proporción fue notoriamente más
alta en el sector manufacturero y de la construcción, seguida por los
empleos en el sector hotelero (Lo et al. 2001). Cabe aclarar que los tra-
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77 Citizenship and Immigration Canada, 2001 a, b,c.
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bajadores latinoamericanos constituyen el segundo grupo racial que
ocupó el mayor número de empleos en la provincia de Ontario, des-
pués de los asiáticos, y los segundos en el sector de la construcción
después de los polacos. 

En general, el impacto de los latinoamericanos en la economía de
Canadá es positivo, ya que en 1995 reportaron una tasa de impuestos
de 61 por ciento, parecida a la de los inmigrantes asiáticos, y han mos-
trado buena disponibilidad para pagar sus contribuciones. Algunas
de las características que presentan estos inmigrantes son las siguien-
tes: 41 por ciento entró a Canadá con 0 a 9 años de escolaridad, 32 por
ciento con 10 a 12 años de educación y sólo 5 por ciento entró con
grados universitarios. Los inmigrantes de otras regiones tienen nive-
les más altos de educación, de tal manera que los latinos son más
susceptibles al desempleo y a la obtención de menores ingresos. 

Por lo que respecta a los trabajadores mexicanos, la mayoría de
ellos ha emigrado temporalmente a laborar en el sector agrícola. La
preferencia de los empleadores por la mayor ductilidad y adapta-
bilidad del trabajo desempeñado por mexicanos ha hecho que este
programa vaya en aumento y disminuya proporcionalmente la de los
caribeños. Los trabajadores mexicanos son, por lo general, hombres
jóvenes de entre 25 y 45 años de edad. Los empresarios canadien-
ses prefieren que sean casados, ya que así se aseguran que regresen
a su lugar de origen al fin de su contratación. 

Durante los últimos años, la gran mayoría de los trabajadores agríco-
las mexicanos han sido empleados en granjas sembrando y cosechan-
do cultivos de hortalizas, plantas y flores de invernadero y siembra
de pepino, manzana, fresa, entre otras muchas frutas; empacadoras de
tomate, ginseng, tabaco, duraznos, melones y algunos se dedican a
la apicultura. Son contratados por empresarios agrícolas que radican
en las provincias de Ontario (80 por ciento), Quebec (15 por cien-
to), Alberta y Manitoba (5 por ciento). Durante 2001 se inició un
programa piloto con trabajadores mexicanos para Nueva Brunswick
y la Isla del Príncipe Eduardo. La mayoría de los mexicanos provienen
de cuatro estados en México: Tlaxcala, Guanajuato, México e Hidalgo.78

78 Información proporcionada por Pierre Sved, Public Affairs and Congressional Relations,
Embajada de Canadá, México, D.F., abril de 2002.





Propuestas recientes entre
México y Estados Unidos

ESTADOS UNIDOS

Iniciativas al inicio del siglo XXI

A fines del siglo XX, ciertos sectores estadunidenses se pronunciaron
por la liberalización de sus fronteras con el fin de que ingresaran tra-
bajadores extranjeros, actitud sumamente novedosa. En diversos ámbi-
tos se debatió no sólo la posibilidad de regularizar u otorgar una
amnistía a la gran cantidad de inmigrantes indocumentados, sino la
de aumentar el número de visas para trabajadores temporales tanto
calificados como no calificados. Esta situación se explica en virtud
de que a fines del año 2000, Estados Unidos alcanzó la expansión
económica más larga de su historia, con una tasa de desempleo de
4 por ciento —el nivel más bajo que se había registrado desde 1969
(Lindquest 2001).

Las declaraciones hechas en su momento tanto por el presidente
de la Reserva Federal, Alan Greenspan, como por John Sweeney,
líder de la agrupación sindical estadunidense más poderosa, AFL-CIO,
en el sentido de que una inmigración regulada es mejor que una ile-
gal sin normar, fueron inéditas e impactaron a la opinión pública
estadunidense en forma determinante.79 Calificaron como legítimas
las necesidades que tienen los patrones de contratar a trabajadores
extranjeros, exhortando al Congreso en forma muy novedosa, a que
revisara las políticas de admisión de inmigrantes. Por su parte, los
sindicatos se pronunciaron no sólo en favor de otorgar una nueva

79 Cabe destacar que los sindicatos, si bien habían apoyado las sanciones a empleadores
que contrataban a trabajadores no autorizados, se habían opuesto a la legalización de indocu-
mentados, predicamento que hoy se ha revertido.



“amnistía” para los indocumentados que se encontraban laborando
en el momento en Estados Unidos, sino en pro de la admisión de un
mayor número de inmigrantes anualmente. Consideraban que una vez
regularizados, estos trabajadores podrían pasar a sindicalizarse, y así
los sindicatos recuperarían la fuerza que habían perdido en términos
cuantitativos en años recientes. No cabe duda que la prosperidad
económica influyó en el cambio de actitud hacia la inmigración e in-
clusive creó un ambiente más favorable a una regularización.80

Hasta antes de los ataques terroristas del 11 de septiembre, fueron
tres los temas que se discutieron ampliamente en el seno del Congre-
so estadunidense: aumentar el límite anual a las visas de trabajadores
temporales especializados (H-1B) —propuesta que fue aprobada—;
establecer un nuevo Programa de Trabajadores Huéspedes (PTH)
para el sector agrícola (H-2A); y otorgar una amnistía a ciertos traba-
jadores no documentados. 

Trabajadores especializados (H-1B). La propuesta American
Competitiveness in the 21st Century Act, que se convirtió en ley
en octubre de 2000, eliminó los topes de cuotas para las categorías
basadas en el empleo, mientras sean utilizadas hasta su límite
(Aleinikoff et al. 2001: 27). En el caso de las categorías de no
inmigrantes, se aprobó un incremento de 195 000 visas anuales
para trabajadores especializados —con la categoría de no inmi-
grante H-1B, durante los siguientes tres años, lo que represen-
taría casi el doble de las que se otorgan actualmente—. La asig-
nación anual de visas H-1B era de 65 000 entre 1995 y 1997;
115 000 entre 1998 y 2000, y se proyectó de 195 000 hasta 2003
(Repsher 2001). Se calculaba que, hasta julio de 2001, había
alrededor de 425 000 trabajadores H-1B en Estados Unidos.81
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80 En una encuesta de salida realizada durante las elecciones federales de 2000, se encon-
tró que había una actitud más positiva en favor de la inmigración que aquella que se percibía
a principios de los noventa en plena crisis económica. Así, se registró que 55 por ciento de
los votantes favorecía una amnistía limitada para inmigrantes indocumentados que hubieran
estado viviendo en Estados Unidos durante los últimos años, mientras que sólo 29 por cien-
to se oponía y 16 por ciento se mostró indeciso. Véase Werner (2000).

81 Migration News, junio de 2001.



Trabajadores temporales agrícolas (H-2A). Algunos empresarios
han presionado para que se inicie nuevamente un programa de
trabajadores huéspedes, semejante al convenio sobre Braceros.
Al respecto, existen dos proyectos pendientes de ser aprobados
por el Congreso estadunidense: 

• El senador Phil Gramm, republicano por Texas,82 propuso un
programa de trabajadores agrícolas que permitiría a los mexi-
canos indocumentados que se encontraran en Estados Unidos
obtener un permiso legal temporal para trabajar hasta por un
año. El número de trabajadores admitidos anualmente depen-
dería de las condiciones económicas, específicamente de las tasas
de desempleo. Con el fin de obtener apoyo para esta iniciativa,
se insistió en que se aseguraría que la estancia de dichos traba-
jadores huéspedes realmente fuera temporal y que regresarían
a México cuando sus permisos de trabajo expirasen. Los trabaja-
dores podrían solicitar un nuevo permiso después de haber
regresado a su lugar de origen pero no serían elegibles para
una residencia permanente. También prevé la aplicación real de
sanciones a empleadores —ya que hasta ahora no se han apli-
cado en forma decidida—. Esta propuesta podría convertirse en
un sofisticado instrumento de deportación, ya que indocumen-
tados que han trabajado por mucho tiempo en Estados Unidos
podrían ser deportados después de un año de haber laborado
como trabajadores huéspedes.

• El senador Bob Graham, demócrata por Florida, propuso un
programa que legalizaría a trabajadores no autorizados que
estuvieran laborando en Estados Unidos en el sector agrícola,
independientemente de su país de origen, es decir, no se favo-
recería un acuerdo especial con los mexicanos. Se proponía la
ampliación de admisiones de trabajadores agrícolas que podrían
obtener su residencia permanente después de un periodo pe-
rentorio, usualmente de cinco años, permaneciendo en este
sector (Aleinikoff et al. 2001: 35). Cabe mencionar que Graham

MIGRACIÓN TEMPORAL 183

82 Tradicionalmente el senador Gramm se había opuesto a la inmigración ilegal. Hoy esti-
ma que la coyuntura es idónea para regularizar a los trabajadores indocumentados.



bloqueó el proyecto The Agricultural Job Opportunity Benefits
and Security Act of 1998 (AGJOBS) en diciembre de 2000, porque
incluía un programa de legalización. Es importante destacar que
la iniciativa AGJOBS83 hubiese creado un PTH en el sector agrícola,
al haber otorgado el estatus de no inmigrante condicionado.84

La principal oposición a los PTH proviene principalmente de
los miembros de la comunidad laboral, quienes temen que un
programa de esta naturaleza ocasione una competencia desleal
entre quienes se encuentran en ese mercado. Por su parte, el
grupo congresista de origen latino se opondría al mismo, ya que
no se incluiría paralelamente un proyecto de obtención final de
residencia permanente y/o naturalización.85 147 organizaciones
laborales y cívicas de mexico-americanos llegaron al acuerdo
—enviado al Congreso el 6 de octubre de 2000— de que estarían
dispuestos a aceptar un programa de trabajadores huéspedes
si se otorgaban y/o cumplían las siguientes condiciones: protec-
ción laboral y salarial; amnistía para migrantes indocumentados
residentes en Estados Unidos; residencia legal para trabajadores
huéspedes y sus familiares; y prohibir la dependencia laboral
del trabajador de un solo empleador (Jiménez 2001). Mientras
estas iniciativas se aprobaban en el Congreso, a fines de 2000,
los representantes de los agricultores y trabajadores llegaron a
ciertos acuerdos, con el fin de ejercer el cabildeo de forma más
efectiva (Lindquest 2001).
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83 El Senado estadunidense aprobó 68 contra 31 votos este proyecto de ley en julio de 1998.
84 Dicho programa se habría aplicado a los indocumentados que hubiesen comprobado

haber cumplido 150 días de trabajo agrícola en el año, quienes podrían obtener su residencia
legal si comprobaban haber trabajado en este sector por lo menos 180 días cada año, durante
cinco de los siguientes siete años; y también se propone llevar a cabo un registro por cada
servicio de empleo estatal, con el fin de localizar a quienes buscan y/o aceptan ofertas de
empleo. No obstante, hubiera eliminado el papel que ha venido desempeñando el Departa-
mento del Trabajo en certificar la necesidad de emplear a trabajadores extranjeros para llenar
vacantes en la agricultura; tampoco se aplicaría el adverse effect wage rate, y ya no se re-
queriría proporcionar vivienda gratuita al trabajador H-2A.

85 Cabe destacar que muchas de las organizaciones cívicas de mexico-americanos (OCMA)
se opusieron a versiones anteriores de PTH, argumentando que estos programas omiten refor-
mas fundamentales necesarias para proteger los derechos humanos básicos, así como el mejo-
ramiento de las condiciones laborales de estos trabajadores.



Amnistía. Algunos diputados demócratas consideraron la posi-
bilidad de llevar a cabo una amnistía para los inmigrantes indo-
cumentados que se encontraran viviendo en Estados Unidos,
por un tiempo determinado. Una de las iniciativas más impor-
tantes fue la del diputado Luis Gutiérrez, demócrata por Illinois,
quien introdujo el proyecto de ley H.R500, en febrero de 2001,
el cual proponía un programa de regularización o legalización a
los trabajadores indocumentados que hubiesen estado laborando
continuamente por más de cinco años. 

Además, el 15 de diciembre de 2000, el Congreso aprobó la
Ley de Inmigración Legal y de Equidad Familiar (Legal Immi-
gration and Family Equity Act, LIFE Act). Dicha ley permite que
hasta 400 extranjeros86 solicitaran una “amnistía tardía” relacio-
nada con la ley IRCA.87 Para poder solicitarla, debían demostrar
que en forma injusta les fue negada la posibilidad de legalizar-
se, así como comprobar haber entrado a Estados Unidos entre
el 1 de enero de 1982 y el 4 de mayo de 1988.88 Asimismo, la
ley estableció un nuevo programa de visas V que benefició a al-
rededor de 500 000 familiares de inmigrantes legalizados como
residentes permanentes —esposas(os) e hijos menores—, que
han solicitado su tarjeta verde por más de tres años; y restable-
ció temporalmente el programa 245(i) de 1994-1998, para permi-
tir permanecer a alrededor de 200 000 extranjeros no autoriza-
dos que estaban en espera de obtener una visa de inmigrante,
siempre y cuando pagaran una multa de mil dólares, en lugar
de tener que salir a tramitarla en algún consulado en el exterior
(Garcia 2000). Cabe destacar que muchos indocumentados se con-
fundieron al pensar que esta ley otorgaba una amnistía general,
cuando estaba dirigida sólo a quienes no la habían obtenido en
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86 Se calcula que alrededor de 150 000 indocumentados lograrán obtener la amnistía, por
la dificultad en los requisitos solicitados.

87 Alrededor de 2.7 millones de inmigrantes no autorizados fueron legalizados entre 1987-
1988 por la IRCA. Sin embargo, miles fueron rechazados o desalentados al solicitarla, puesto
que el SIN interpretó el requisito de la ley que establecía “haber tenido una residencia conti-
nua” de manera muy estricta, para los mismos que ahora tienen la oportunidad de cumplirlo.

88 Uno de los requisitos para calificar es que el inmigrante compruebe haber demandado
al SIN después de que éste le haya negado la amnistía. Los cónyuges y los hijos menores de
estos solicitantes de IRCA también pueden permanecer en Estados Unidos.



los periodos señalados. Se calculaba que alrededor de 500 000
mexicanos se beneficiarían de las provisiones de esta ley.

Los proyectos de amnistía, así como las propuestas para el esta-
blecimiento de un programa de trabajadores huéspedes quedaron
suspendidos a raíz de los ataques terroristas, que fueron un parte-
aguas en el debate migratorio estadunidense.

El debate migratorio a partir del 11 de septiembre 

Los actos terroristas del 11 de septiembre de 2001 constituyen una de
las ofensivas más crueles en la historia contemporánea estaduni-
dense. A partir de entonces se han sentido sus repercusiones en el
campo de su política exterior y, en cuanto a seguridad nacional se
refiere, se ha adoptado una posición aun más defensiva que en el pa-
sado, en aras de combatir el terrorismo. 

Osama bin Laden y las organizaciones terroristas internacionales
despertaron vehementemente la conciencia estadunidense respecto
a su inmensa “vulnerabilidad”, cuestionando la eficiencia del manejo
de su seguridad nacional. Su preocupación por este asunto tan grave
impactó directamente a su política migratoria, poniendo en duda a
quién y a cuántos admitir. 

Desde entonces, el debate interno sobre inmigración ha cambia-
do radicalmente y han surgido propuestas importantes con el fin de
modificar algunos aspectos de la política y legislación migratorias.
Su percepción hacia los inmigrantes y su actitud hacia lo “foráneo”
o lo “externo” ha cambiado. No sólo las personas provenientes de
los países árabes ya han resentido estas actitudes antiinmigratorias,
sino también nuestros migrantes mexicanos han resultado afectados
en forma negativa por la xenofobia, tendencias que tendrán efec-
tos sobre las fronteras y, por ende, es probable que sufran descalabros
las relaciones bilaterales con nuestro país.

A partir de los ataques terroristas, se han venido discutiendo entre
la opinión pública estadunidense una buena cantidad de propuestas
con el fin de elaborar una reforma integral a su sistema migratorio,
particularmente en la rama ejecutiva del gobierno y en ambas cáma-
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ras del Congreso. De manera simultánea, se ha quedado pendiente
el Acuerdo Migratorio propuesto por la administración de Fox formal-
mente en Washington, una semana antes de los ataques terroristas. 

Hasta el martes 11, el debate estadunidense en torno a las refor-
mas migratorias tanto por el gobierno, como por el Congreso, estaba
básicamente centrado en los efectos que los inmigrantes ocasionaban
en su economía, principalmente a los trabajadores menos educados o
desempleados; a los sectores laborales en busca de inmigrantes tem-
porales tanto agrícolas como de servicios, ya sea indocumentados o
con documentos; a la ecología, entre muchos otros argumentos;
amén de las tradicionales y recurrentes actitudes xenofóbicas que han
prevalecido durante años entre algunos miembros y sectores de la
sociedad estadunidense. 

Un importante segmento de la opinión pública de Estados Unidos,
que durante los últimos años había coqueteado con la opción de
abrir sus fronteras a mayor cantidad de inmigrantes, hoy ha cambia-
do de parecer. Las últimas encuestas demuestran que dicha opinión
percibe una falta de control en sus fronteras; consideran que fácil-
mente ingresaron los terroristas a territorio estadunidense y estiman
que, por ende, se requiere un más severo control y una profunda re-
forma de sus leyes migratorias. Por lo anterior, es posible que nueva-
mente surjan las voces conservadoras y extremistas que escuchamos
a principios de los noventa, con actitudes nativistas, xenofóbicas y
racistas, y que se traduzcan en múltiples propuestas locales y nacio-
nales al estilo de la 187.

Después del martes terrorista, el debate se ha dirigido hacia la ne-
cesidad de controlar aun más sus fronteras como una medida de
seguridad nacional y hacia la necesidad de que ingresen menos
inmigrantes, lo cual representa un parteaguas en el tono del debate
reciente. A sólo unas semanas de los hechos ya se había intensifi-
cado un proceso de militarización en sus fronteras como un medio
para controlar aun más su ahora frágil seguridad nacional. Asimismo,
se había iniciado una política defensiva o de “puertas cerradas”, para
la cual comenazaron las investigaciones necesarias para no permi-
tir la entrada de nuevos terroristas, así como para prevenir la admisión
de extranjeros que representan un riesgo para su seguridad nacional.
Con el fin de llevar a cabo estos objetivos se puso en marcha un
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programa para compartir información entre las agencias de inteligen-
cia y servicio secreto como la Agencia Central de Inteligencia (CIA),
la Oficina Federal de Investigaciones (FBI), el Departamento de Estado
y el SIN. Simultáneamente, se giraron instrucciones para que el Depar-
tamento de Estado reforzara sus embajadas y consulados en el exte-
rior, y estableciera una mayor vigilancia en los puertos de entrada. 

En el mismo sentido, en el interior del país se adoptaron actitudes
nacionalistas, surgiendo con ello el “terror del terrorismo”, y se ha
llegado a actuar en forma anticonstitucional. Así, tenemos por ejem-
plo que el procurador general de justicia, John Ashcroft, autorizó la
detención indefinida de inmigrantes o extranjeros simplemente por-
que parecen sospechosos o se percibe que tienen conexiones con
organizaciones terroristas. Al parecer se ha detenido a alrededor de
mil cien inmigrantes no ciudadanos, sin la posibilidad de que puedan
solicitar un juicio para su defensa.

El presidente Bush, quien al inicio de su administración había co-
queteado con la posibilidad de establecer un programa de traba-
jadores huéspedes y una “normalización” del estatus de indocumen-
tados mexicanos, cambió drásticamente sus prioridades, y manifestó
la intención de restringir el número de visas emitidas anualmente.
Alarmado por los hechos, Bush solicitó al Congreso que revisara dete-
nidamente la política migratoria, con el fin de contar con los instru-
mentos necesarios para combatir el terrorismo. 

A fines de octubre de 2001, el presidente Bush creó el Foreign Te-
rrorist Tracking Task Force,89 con el propósito de revisar los linea-
mientos de la política migratoria, principalmente la asignación de vi-
sas temporales, en virtud de que muchos de los terroristas ingresaron
a territorio estadunidense con éstas. Asimismo, dio órdenes para que
dicho grupo coordinara junto con los gobiernos de México y Canadá
la posibilidad de establecer las medidas pertinentes para prevenir la
posible entrada de terroristas sospechosos a sus territorios. Incluso, se
giraron instrucciones para limitar la entrada a miembros pertenecien-
tes a 46 grupos de terroristas dispersos en el mundo. También propuso
la posibilidad de trabajar conjuntamente para compartir sus bases de da-
tos, con el fin de agilizar la detección de posibles extranjeros terroristas. 
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Por su parte, los congresistas estadunidenses mostraron su pre-
ocupación y se desató un álgido debate en ambas cámaras en torno
a la introducción de nuevas reformas a su legislación migratoria en
general, y posibles soluciones al problema de seguridad con sus fron-
teras con México y ahora particularmente con la de Canadá. Algunos
han culpado a las diversas ramas del Ejecutivo por no cumplir con
su función de resguardar las fronteras debidamente, señalando que
los ataques terroristas muestran la facilidad para ingresar a territorio
estadunidense. Otros están preocupados por el posible impacto que
tendrá en la economía la disminución notable de trabajadores inmi-
grantes —sean éstos documentados o no—, ya que es evidente que
tendrán mayor dificultad para ingresar, debido a un aumento sus-
tantivo en el reforzamiento de la seguridad fronteriza. Y otros más
están alarmados por las consecuencias que esta nueva actitud pueda
traer en términos económicos, políticos y sociales en la frontera. A
continuación describo las principales políticas, proyectos e iniciativas
de ley que se discutieron los primeros seis meses después de los
actos terroristas, todos ellos de corte altamente restrictivo:

a) Reforzar la seguridad nacional. En forma extrema, se ha pro-
puesto utilizar guardias nacionales para reforzar la protección
de las fronteras y/o entrenar militarmente a la Patrulla Fronte-
riza. La gran mayoría ha demandado que se aumente sustan-
cialmente el número de agentes en dicha organización. En este
sentido, el clima creado por el 11 de septiembre era semejante al
que prevalecía a principios de los noventa, cuando la opinión
pública, agobiada por una crisis económica severa, insistía en
que el gobierno tomara los pasos necesarios para controlar la
inmigración indocumentada. Entonces no sólo se fijó un pre-
supuesto importante para calmar dichas angustias, sino que se
aprobó y puso en marcha una de las leyes más restrictivas de la
historia de la inmigración estadunidense: la Ley de Responsabi-
lidad Inmigrante y Reforma a la Inmigración Ilegal de 1996.
Además, se aprobaron medidas tendientes a establecer un mayor
control o sobreprotección en la frontera a través de costosas ope-
raciones para controlar el flujo de inmigrantes sin documentos.
Dichas iniciativas prácticamente han sellado la zona fronteriza
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entre México y Estados Unidos, como expresión de una política
de “refronterización”. De esta manera, desde 1992 hasta 2001
el presupuesto del SIN se ha cuadruplicado pasando de mil mi-
llones a alrededor de cuatro mil millones de dólares, lo que ha
resultado en un aumento en el número de empleados, que pasó
de 17 000 a cerca de 30 000. Incluso, la Patrulla Fronteriza se con-
virtió en la agencia federal ejecutiva más grande, sobrepasando
al FBI y a la DEA. Para muchos, la situación era semejante a la que
se vivió a principios de los noventa, pues las aprehensiones
que reportaba el SIN, de alrededor de 1.5 millones anualmente,
revelaban que la frontera todavía era sumamente porosa.

Una voz muy influyente en el Congreso, el republicano James
Traficant, propuso un plan piloto de cinco años, para echar a andar
un proyecto de entrenamiento militar para la Patrulla Fronteriza
con el fin de detener el flujo de terroristas y narcotraficantes
(Michel 2001: 4). Como resultado de las poderosas y múltiples
presiones, se asignó mayor presupuesto para la contratación de
un número mayor de patrullas fronterizas. La Office of Manage-
ment and Budget autorizó una partida extraordinaria de 114 mi-
llones de dólares para mejorar la seguridad tanto en los aero-
puertos como en los puntos fronterizos de alto riesgo.

Otros congresistas discutieron la necesidad de reformar la
estructura inoperante del SIN y para ello elaboraron múltiples
proyectos tendientes a dividirlo en dos agencias, con el propó-
sito de corregir su inherente inefectividad. Una estaría dedicada
exclusivamente a aplicar la ley y la otra a la administración del
proceso de admisiones a la inmigración legal. No obstante, el co-
misionado del SIN, James Ziglar, señaló que no hay una buena
disposición para llevar a cabo una reestructuración de fondo, re-
forma que se consideraba indispensable, más aun después de
los actos terroristas.

Con el fin de dar mayor congruencia a sus objetivos de re-
forzar su seguridad nacional, en junio de 2002 Bush propuso la
creación del Departamento de Seguridad del Territorio Nacional
(Homeland Security). Dicha iniciativa fue aprobada por la Cá-
mara de Representantes por 295 contra 132 votos el 26 de julio.
La aprobación de dicha iniciativa fue una reforma importante,
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pues transformará la burocracia federal como no ha ocurrido
desde que el Departamento de Defensa fue creado hace más de
medio siglo. Esta iniciativa forma parte del proyecto sobre Estra-
tegia Nacional para la Seguridad Territorial, cuyo propósito prin-
cipal ha sido movilizar y organizar a Estados Unidos para asegu-
rar su territorio contra los ataques terroristas.90 Dicha institución
incluiría al SIN, la Guardia Costera (Coast Guard), la Agencia de
Administración de Emergencia Federal (Federal Emergency Mana-
gement Agency) —entre otros—, y contaría con un presupuesto
anual de 37 billones de dólares, así como con 170 000 emplea-
dos.91 El nuevo Departamento tendría cuatro divisiones: Segu-
ridad fronteriza y transporte; Análisis de información; Defensa
contra las armas nucleares, químicas y biológicas; y Prevención
de emergencias.

Los objetivos estratégicos de la seguridad territorial en orden
de importancia son: prevenir los ataques terroristas dentro de
Estados Unidos; reducir la vulnerabilidad de ese país frente al te-
rrorismo; minimizar el daño y recuperarse de los ataques que
lleguen a ocurrir.92 Dichos objetivos se encuentran enfocados
en seis áreas principales: inteligencia y prevención, frontera y
transporte, contraterrorismo interno, protección de infraestructu-
ra, defensa contra terrorismo catastrófico, y preparación y res-
puesta para las emergencias.

En términos de seguridad fronteriza, dicha iniciativa contem-
pla los siguientes lineamientos: garantizar la responsabilidad en
la seguridad de las fronteras y el transporte; crear las “fronteras
inteligentes”; incrementar la seguridad de los contenedores de
transporte marítimo; implementar el Acta de Seguridad de 2001,
referente a la aviación y el transporte; cambiar la estructura del Ser-
vicio de Guardacostas; y reformar los servicios de inmigración.93
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No cabe duda que la creación de este departamento es el
resultado concreto del cambio de percepción sobre la inmigra-
ción en la era posterior al 11 de septiembre. Hoy es tratada como
un tema de seguridad nacional y no como un fenómeno econó-
mico, social, político o diplomático.

b) La segunda política que se discutió después del 11 de sep-
tiembre era relativa a la vigilancia de la emisión de visas. Se
propuso revisar y mejorar los procedimientos que se utilizan para
la emisión de visas con el fin de ingresar a territorio estadu-
nidense, y vigilar la calidad del personal encargado de ello en
el extranjero, principalmente en las embajadas y consulados, así
como en el interior del país, actividades que realizan los buró-
cratas del SIN. También se ha discutido la posibilidad de compu-
tarizar, a través de una base de datos, los registros de visas emi-
tidas a turistas, trabajadores temporales y estudiantes. Al mismo
tiempo, se aprovechó la coyuntura para revisar las propuestas
que se habían discutido a propósito de los actos terroristas ante-
riores, como fue el perpetrado contra el mismísimo World Trade
Center, en Nueva York, en 1993. En ese entonces, la senadora
Olimpia Snowe94 proponía que se negara la visa a cualquier
miembro de grupos y organizaciones terroristas; que se iniciara
un programa para compartir información con servicios de inte-
ligencia de otros países y que se computarizaran los registros
de las visas emitidas. Actualmente muchos congresistas consi-
deran que su propuesta era sumamente atinada y realista, ci-
tando continuamente como ejemplo el caso del conspirador
Rahman, quien participó en el primer ataque a las torres geme-
las, y no sólo había visitado en cinco ocasiones territorio esta-
dunidense sin problema alguno, sino que había obtenido la re-
sidencia permanente.95

En este mismo sentido, y respecto a la emisión de visas, se ha
propuesto llevar a cabo un seguimiento a los visitantes tempora-
les o inmigrantes que ingresaron al país. Muchos congresistas
han propuesto restringir las admisiones de estudiantes y pro-
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hibir la entrada de los provenientes de siete países que apoyan
el terrorismo. Preocupados por las debilidades de su sistema mi-
gratorio, los senadores demócratas Dianne Feinstein por Cali-
fornia y Edward M. Kennedy por Massachussets, en colaboración
con los republicanos Jon Kyl por Arizona y Sam Brownback por
Kansas, introdujeron un proyecto de ley sobre seguridad fron-
teriza y límites a la emisión de visas temporales. La Cámara de
Representantes aprobó en mayo de 2002 por unanimidad dicha
ley, la cual tiene como objetivo fortalecer la aplicación de las
demás leyes de inmigración, pero sobre todo vigilar más de cer-
ca quién entra a territorio estadunidense evitando a toda costa
el ingreso de terroristas. Esta ley establece:

• Que los pasaportes emitidos después de 2003 deben ser re-
sistentes a cualquier alteración o falsificación, y que los visi-
tantes extranjeros deben portar documentos que puedan ser
leídos con máquinas e identifiquen al portador con datos
biométricos.

• Un estricto control al ingreso de estudiantes, a través de un
nuevo sistema de seguimiento del SIN, con el fin de que se
registre la aceptación de estudiantes extranjeros en las insti-
tuciones educativas. Se requiere que las instituciones noti-
fiquen al SIN cuando los estudiantes extranjeros no asisten a
clases.

• La creación de una base computarizada de datos, para revisar
las solicitudes de visas en todas las embajadas y delegaciones
de Estados Unidos en todo el mundo.

• El SIN debe contratar doscientos nuevos investigadores de in-
migración y otros doscientos inspectores, y mejorar los salarios
de los agentes de la Patrulla Fronteriza de Estados Unidos.

• El FBI y la CIA deben intercambiar más información con el De-
partamento de Estado, que emite las visas en el extranjero.96

Es decir, se plantea una mayor comunicación intersecretarial,
con el fin de ejercer un mayor control sobre sus fronteras y los
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extranjeros que entran a territorio estadunidense y las razones
por las cuales ingresan.

c) La tercera línea de política que se ha discutido se refiere al
establecimiento de un sistema de tarjetas de identificación. Se
ha propuesto emitir una tarjeta de identificación estándar o una
“tarjeta inteligente” para extranjeros que ingresen a territorio
estadunidense. Se contempla que dichas tarjetas identifiquen al
portador mediante indicadores biométricos, ya sea a través de
la voz, la huella digital, la geometría de la mano o el patrón
de la retina, para lograr una mayor seguridad acerca de quién
ingresa a territorio estadunidense. Inclusive se ha propuesto un
pase emitido por el SIN, denominado INSPASS; esta tarjeta facili-
taría a los viajeros frecuentes ingresar más fácilmente a territo-
rio estadunidense. Más aun y a pesar de lo costoso que sería, se
ha propuesto emitir una nueva tarjeta de seguridad social, co-
dificada con información biométrica. Se estima que estas medidas
servirían también para controlar la inmigración no documenta-
da, reducir los fraudes en las elecciones, mejorar el cuidado de
la salud y detectar a quién se otorga y, por supuesto, para bus-
car y dar empleo (CEO 2001).

El representante republicano Lamar Smith, miembro del House
Judiciary Subcommittee on Immigration, quien fue el principal
arquitecto de la Ley de Inmigración de 1996, consideraba en 2002
que las reformas a la inmigración deberían incluir la emisión
de una tarjeta de identificación estándar, la contratación de un
número mucho mayor de patrullas fronterizas, la utilización de
guardias nacionales como capacidad protectora para llevar a
cabo la tarea de reforzar la frontera, y la eventual aprobación de
leyes que faciliten la deportación de inmigrantes criminales. Tam-
bién creía que se debía revisar la forma en que se emiten las vi-
sas para estudiantes extranjeros, dado que algunos terroristas
ingresaron a territorio estadunidense con esa categoría.

d) La cuarta línea de política propuesta consiste en reducir la
inmigración legal. Como respuesta a actitudes extremistas, se ha
llegado a discutir en ambas cámaras la posibilidad de declarar
una moratoria a las admisiones de inmigrantes y/o disminuir sus-
tantivamente las admisiones anuales. Uno de los principales
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portavoces de este planteamiento es el propio chairman del
House Immigration Reform Caucus, el diputado Tom Tancredo,
republicano por Colorado, quien ha declarado públicamente
que a partir de los ataques terroristas del 11 de septiembre ha
recibido muchas solicitudes para ingresar a su comisión y discu-
tir iniciativas en esta materia. Propone una reducción signi-
ficativa de la inmigración legal, de alrededor de un millón de
admisiones anuales a sólo trescientas mil al año. Asimismo,
propuso la creación de una base de datos para registrar las
entradas y salidas de extranjeros y un incremento en el número
de agentes que patrullan la frontera; ha señalado: “la defensa
de nuestro país comienza con la defensa de nuestras fronteras.
Revertiremos la tendencia que habíamos tomado desde hace
veinte años de una política de fronteras abiertas”. Aun más,
declaró que el Programa de Amnistía, desde 2002, estaba
“muerto”. Al respecto, el conservador Dan Stein, director de la
Federación para la Reforma a la Inmigración en Estados Unidos,
quien ha buscado desde tiempo atrás una reducción drástica
de la inmigración y se opone a un programa de amnistía,
señaló que “dar estatus de residente legal a los inmigrantes sin
documentos es como jugar a la ruleta rusa con nuestra seguri-
dad nacional”.

e) La quinta línea de política que se ha discutido propone depor-
tar a inmigrantes que cometen crímenes, mediante el estableci-
miento de medidas más drásticas y eficaces que faciliten la de-
portación de inmigrantes criminales. Un sistema automatizado
podría ser muy eficiente para detectar a extranjeros potencial-
mente terroristas y criminales. De esta manera, el Departamento
de Estado y el SIN podrían tener acceso electrónico a los archi-
vos del FBI y de la CIA. Inclusive se ha propuesto compartir in-
formación con servicios de inteligencia de otros países, como
lo hacen los europeos. 

Las propuestas enunciadas con anterioridad indican que un mayor
control sobre quién ingresa a territorio estadunidense necesariamente
afectará la supuesta confianza prevaleciente hasta entonces, gene-
rando una desconfianza a priori al extranjero hasta que no demues-
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tre que no es una amenaza a la seguridad nacional de Estados
Unidos, es decir, se habrá generado un estado de “terror del terroris-
mo”, que afectará a extranjeros así como a nacionales y residentes.

Además, como cinco de los 19 secuestradores97 del 11 de septiem-
bre ingresaron por la larga y poco vigilada frontera entre Canadá y
Estados Unidos se ha producido un cambio de actitud hacia aquel
país. Mientras que la frontera sur estadunidense, de alrededor de
dos mil millas de longitud, es patrullada por nueve mil elementos
para vigilar 41 puertas de entrada, la norte, de 3 987 millas —casi
dos veces mayor— con 115 puertos de entrada, sólo era custodiada
por 340 oficiales hasta antes de los actos terroristas.98 Se ha estimado
que es urgente reforzar la frontera norte —prácticamente abierta—
y, por ende, se ha autorizado trasladar a varios agentes de la sur a
la norte (Gross 2001). Los proyectos de ley antiterroristas aprobados
en ambas cámaras no incluyen medidas encaminadas a reforzar su
frontera sur, sólo se aprobó un monto de 609 millones de dólares para
contratar personal en la frontera canadiense (Chinni 2000). No cabe
duda que controlar a quinientos millones de personas que ingresan
anualmente por ambas fronteras —180 millones por la canadiense—
es una tarea complicada.

Por otra parte, en las diversas provincias de Canadá se han detec-
tado múltiples grupos de terroristas que constituyen amenazas po-
tenciales no sólo para su país sino también para Estados Unidos. El
presidente Bush ordenó a varios de sus secretarios de Estado trabajar
más cercanamente con sus contrapartes canadienses, e inclusive, se
propuso el establecimiento de un perímetro norteamericano (North
American perimeter), con el fin de armonizar las políticas migratorias
y de seguridad fronteriza, así como el establecimiento de normas adua-
nales entre ambas naciones.99 La administración del primer ministro
Jean Chrétien ha manifestado su preocupación de que dicha propues-
ta implique una cooperación extraordinaria y costosa al estilo euro-
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peo. Cabe señalar que para ingresar a los países miembros de la UE
es necesario presentar un pasaporte, y una vez adentro, puede
cruzarse las fronteras al gusto del visitante.100 Mientras tanto, el gob-
ierno canadiense se ha pronunciado a favor de la lucha esta-
dunidense contra el terrorismo apoyando a sus vecinos con infraes-
tructura bélica, tropas, barcos e intercambio de inteligencia, además
de colaborar en forma simultánea en las misiones de ayuda a la
población afectada. 

Encontrar y deportar a quienes ingresaron con visas, pero que ya
han caducado, como fue el caso de varios terroristas del 11 de sep-
tiembre, será ahora un objetivo prioritario, aunado a los intentos por
reforzar aun más ambas fronteras terrestres.

Mientras tanto, los congresistas liberales, que tradicionalmente han
defendido políticas migratorias de puertas abiertas, se enfrentan a
un ambiente sumamente hostil y tienen dificultades para propiciar
la discusión de iniciativas que han quedado pendientes, tales como
el programa de amnistía para millones de indocumentados y la
aprobación de un programa de trabajadores huéspedes. Ambas pro-
puestas hechas por el gobierno de México durante el primer semes-
tre de 2001 por razones obvias se han quedado en el aire, pues hoy
muchos se oponen a ellas, ya que estiman que de aprobarse, atenta-
rían contra su seguridad nacional; inclusive algunos opinan que ambos
proyectos están muertos. 

No obstante este áspero debate, los congresistas tendrán que esta-
blecer un balance entre iniciativas restrictivas para reducir y controlar
la inmigración y aquellas permisivas para permitir la entrada de nuevos
inmigrantes, manteniendo una frontera semiabierta para trabajadores,
siempre y cuando se implementen medidas que provean de mayor
control y seguridad el ingreso a extranjeros. En algún momento tendrán
que darse cuenta de la realidad y sentar una línea muy clara para evi-
tar confundir a los inmigrantes que van en busca de trabajo de los que
utilizan sus visas temporales para realizar actos terroristas.101
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No cabe duda que los mexicanos que viven del otro lado sufrirán
las consecuencias de una persecución más agresiva, y ahora quizás
sean vistos como sospechosos y peligrosos, y no como simples per-
sonas en busca de trabajo. Es de esperarse que la de por sí ya inten-
sa vigilancia fronteriza —pasó durante los últimos ocho años de
cuatro mil a alrededor de nueve mil patrullas que vigilan la frontera
sur estadunidense— será aun mucho más agresiva —se espera aumen-
tarla a once mil agentes para fines de 2003— no sólo para la captu-
ra de terroristas, sino la de indocumentados, drogas, traficantes, etc.
Nuestros connacionales del lado mexicano sufrirán, a corto plazo,
las repercusiones inmediatas del ya no tan dinámico comercio y tu-
rismo transfronterizo, producto también de la desaceleración o rece-
sión económica que, de profundizarse, tendrá consecuencias aun
más graves.

MÉXICO

Hacia la institucionalización de la relación migratoria 

Durante muchos años, el gobierno de México consideró, silenciosa
aunque conscientemente, que la emigración de sus connacionales
en forma no autorizada constituía un mal necesario. Se percibía
como una válvula de escape importante, que aliviaba tensiones eco-
nómicas, políticas y sociales, sobre todo en épocas de crisis económi-
ca. De alguna manera, se tenía un sentimiento de culpa con los emi-
grados, porque no tenían oportunidades de empleo satisfactorias
que impidieran su salida de México. Este sentimiento se reflejó du-
rante muchos años en la adopción de una política pasiva ante el fe-
nómeno migratorio, a la que algunos han denominado “la política de
la no política”.

Por esta razón, tanto México como Estados Unidos actuaban ante
el tema migratorio sin intentar seriamente involucrar al otro gobier-
no en su programa, inclusive se podría decir que prevalecía un diá-
logo de sordomudos. La comunicación intergubernamental tendía a
ser pro forma; y las posiciones de cada gobierno buscaban encontrar
eco en el interior, es decir, en sus opiniones públicas, más que esta-

198 MÓNICA VEREA



blecer un diálogo bilateral que llevara a la colaboración para lograr
un mejor manejo del problema. 

Desde fines de la década de los ochenta encontramos una situa-
ción paradójica en las relaciones bilaterales respecto al tema de la
migración.102 Por un lado, subió de tono el debate en Estados Unidos
sobre los efectos negativos atribuidos a la migración de mexicanos
en general y de indocumentados en particular; se recrudeció la dis-
cusión sobre qué hacer para contener el flujo y se adoptaron “medi-
das unilaterales” como las múltiples operaciones fronterizas señaladas,
afectando principalmente a dicha zona. Simultáneamente, durante la
década de los noventa, las consultas bilaterales sobre migración aumen-
taron en frecuencia y se ampliaron en alcance.

Por “medidas unilaterales” entendemos las acciones tomadas por
un gobierno sin coordinarlas con las medidas del otro, lo cual en el
caso de la migración desde México a Estados Unidos era práctica-
mente una norma. Desde esta perspectiva, las acciones unilaterales
en política migratoria estadunidense han sido claras, predominando
el enfoque del control migratorio principalmente en la región de su
frontera sur. Tradicional y constantemente, el gobierno estaduniden-
se se ha manifestado en contra de la migración masiva de extranjeros
sin documentos, pues va en contra de sus intereses como Estado-
nación, es decir, representa un atentado en contra de su soberanía.
No obstante, este principio es contradictorio con sus intereses eco-
nómicos reales, en el sentido de que requiere y contrata de manera
permanente mano de obra barata —sin importar su estatus migra-
torio— y, por ende, ha abierto y cerrado sus puertas de manera dis-
crecional cuando su economía así lo ha demandado. 

En general, el gobierno de México ha reaccionado ante las políti-
cas migratorias estadunidenses de naturaleza ofensiva, adoptando
una posición defensiva y desplegando una constante retórica para
asegurar y defender los derechos humanos de sus connacionales,
que junto con sus derechos laborales por desgracia, son creciente-
mente violados. 

No obstante recordemos ciertos mecanismos bilaterales estableci-
dos desde la década de los setenta, con el fin de llegar a acuerdos
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en materia de migración, los cuales se han venido implementando
desde entonces, aunque a partir de los últimos años se han multipli-
cado las consultas:103

a) El Grupo de Trabajo sobre Migración y Asuntos Consulares
(1987), de la Comisión Binacional entre México y Estados Uni-
dos, la cual se reúne anualmente, creada en la década de los
setenta por los presidentes Carter y López Portillo. Dicha
Comisión tiene como objetivo discutir los avances en la pro-
tección consular, facilitar los movimientos legales, incrementar
la cooperación fronteriza y la de iniciativas de investigación,
así como los esfuerzos que se lleven a cabo para mitigar el tráfi-
co de ilegales, y las políticas y legislaciones en general de ambos
países. Éste constituye el grupo de trabajo más importante de
consulta sobre asuntos migratorios. Sus decisiones han incluido
temas tales como la puesta en marcha del Estudio Binacional
realizado durante los noventa y publicado en 1998.

b) El Mecanismo de Enlace para Asuntos Fronterizos instituido en
1992, con el fin de que autoridades de los tres niveles aborden
diferentes temas que afectan a la zona. Su propósito central es
la prevención de incidentes en la frontera y búsqueda de solu-
ciones, así como la planeación de estrategias de la protección
y seguridad de los ciudadanos de los países en la zona fronte-
riza (Padilla 2001: 166). A partir del segundo quinquenio de la
década de los noventa, uno de sus objetivos ha sido la reducción
de la violencia y por tal motivo fue creado el Consejo para la
Seguridad Pública en 1997.

Existen otros mecanismos que han abordado el tema migratorio,
como son los de Consulta sobre las Actividades del Servicio de Inmi-
gración y Naturalización y sobre protección consular, para mejorar
el conocimiento mutuo, las atribuciones y los procedimientos de las
autoridades consulares de México y migratorias de Estados Unidos.
Su propósito principal ha sido fortalecer los derechos de los migrantes
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103 Los siguientes trabajos fueron de suma utilidad: Susan Martin (2001: 177-194) y Padilla
(2001).



y salvaguardar su dignidad, atender de forma inmediata y en cada
localidad cuestiones de procedimiento y aplicación de las leyes.

Durante los noventa, la administración del presidente Salinas tuvo
la oportunidad de formalizar o regularizar la situación de nuestros mi-
grantes indocumentados y propuso que el tema de la migración se
analizara en las discusiones iniciales sobre el TLCAN. Fue la renuencia del
gobierno estadunidense, sin embargo, lo que dio lugar a que este tema
no se incluyera. A pesar de que el tratado trilateral se refiere exclusiva-
mente al comercio e inversión, hay que reconocer que la simple ne-
gociación y puesta en marcha del mismo generó una mayor institucio-
nalización de la relación en un proceso en el que múltiples actores
de diversos sectores desarrollaron vínculos importantes de carácter
económico, político, jurídico y sociocultural. Por ejemplo, en esta mate-
ria se establecieron varios acuerdos bilaterales tales como el Memorán-
dum de Entendimiento sobre Protección Consular (mayo de 1996);
la Declaración Presidencial Conjunta sobre Migración y Frontera
(mayo de 1997); el Memorándum de Entendimiento acerca de los
Mecanismos de Consulta sobre Funciones del SIN y Protección Consu-
lar (junio de 1998); el Memorándum de Entendimiento entre el Con-
sejo Nacional de Población (Conapo) y el SIN (junio de 1998) y el Me-
morándum de Entendimiento contra la Violencia Fronteriza (febrero
de 1999), entre otros. Todos ellos tienen como objetivo establecer lazos,
vínculos y mejores redes de comunicación para tratar de solucionar,
en la medida de lo posible, los asuntos relacionados con la migración.

También, durante los noventa, se instituyó la Conferencia Anual
de Gobernadores Fronterizos, así como la del Golfo de México. Ambas
han funcionado como mecanismos de diálogo y concertación, con
el fin de impulsar la colaboración para el beneficio mutuo de sus
estados. Los gobernadores han tenido un papel creciente en la for-
mulación de políticas para solucionar ciertos problemas a nivel esta-
tal y local.104
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104 Por ejemplo, en materia de inmigración, los gobernadores presionaron a Washington
para postergar partes de la IIRIRA de 1996 hasta 2001. Inclusive el gobierno de Arizona llegó
a proponer al gobierno federal explorar un tipo de visa de trabajador huésped para adminis-
trar el flujo de inmigrantes. Asimismo, los diez estados fronterizos formaron un comité y fir-
maron un pacto para trabajar conjuntamente en diversos proyectos de naturaleza económica,
social, de medio ambiente y seguridad. Véase Baldauf (2000). 



Debe reconocerse que, a partir de la década de los noventa, Mé-
xico ha mostrado un importante cambio de actitud, iniciándose un
nuevo estilo de política exterior mucho más activo que antes, activismo
que culminó con la aprobación del TLCAN.105 Asimismo debe recono-
cerse que por fin se entendió la importancia de la interdependencia
entre ambos países, negada por tantos años. Este mayor activismo
ha promovido una defensa más enérgica de intereses mexicanos en
foros internos de Estados Unidos. Si bien todavía se requieren mu-
chos otros avances más, que conlleven a una mayor cooperación en
la relación que exprese una convergencia de intereses, los pasos adop-
tados han sido sumamente importantes en la historia de las relacio-
nes bilaterales.

Se podría decir entonces que el patrón de consultas recurrentes
durante los noventa ha contribuido a una leve redefinición de inte-
reses y ha planteado una posible convergencia en el tema migratorio
que antes no parecía posible. Este nuevo espíritu de bilateralismo,
caracterizado por una mayor colaboración ha implicado, desde enton-
ces, un mayor diálogo intergubernamental, así como entre múltiples
sectores en el ámbito federal y local, con el propósito no sólo de in-
tercambiar información sino de coordinar políticas, de acuerdo con
intereses previamente establecidos. A pesar de este acercamiento sin
precedente, una gran parte de los acuerdos y medidas establecidos
estuvieron dirigidos a satisfacer uno de los objetivos fundamentales
estadunidenses: frenar la migración no autorizada por su frontera
sur. Entre los acuerdos más importantes destacan:

a) Con el fin de colaborar para desalentar la migración de indocu-
mentados y/o repatriarlos, se acordó iniciar conjuntamente un
programa piloto de repatriación voluntaria al interior del país
que operaría en la región de San Diego, California.106
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105 Cabe destacar que a raíz de la aprobación del TLCAN, México realmente se ha conver-
tido en socio de la economía nacional más grande del mundo, con un comercio de alrededor
de  quinientos millones de dólares anuales, y hoy constituye el segundo socio comercial, qui-
tando el lugar a Japón y a Alemania.

106 Este programa incluye a migrantes mexicanos indocumentados que reinciden en su
intento de cruzar la frontera y aceptan voluntariamente regresar a un punto cercano a su lugar
de residencia, en vez de ser repatriados a una ciudad fronteriza. El costo de los viajes de repa-
triación debe ser sufragado por el gobierno de Estados Unidos.



b) Con el objeto de proteger a indocumentados de la extorsión de
la cual son víctima durante su tránsito hacia Estados Unidos por
contrabandistas y criminales poco escrupulosos que abusan cons-
tantemente de ellos, el gobierno de México creó en 1990 el
Grupo Beta107 y posteriormente los grupos Ébano y Alfa, que con
los mismos objetivos hoy operan en distintos puntos fronterizos.

c) Con el fin de encontrar bases comunes para negociaciones bi-
laterales, se concluyó en 1997 el Estudio Binacional México-
Estados Unidos sobre Migración, elaborado por especialistas
de ambos países.

d) Con el objeto de atender casos específicos y mayor acceso con-
sular a migrantes indocumentados removidos y detenidos en
forma casuística, se instaló en 1996 el programa Mecanismos
de Consulta sobre Funciones del Servicio de Inmigración y Na-
turalización y Protección Consular.108

e) Con el fin de fortalecer la seguridad pública, se propuso que los
cónsules de México y los fiscales federales de la región fronte-
riza cooperaran activamente, entre otras razones, para llevar a
cabo investigaciones de incidentes que involucran el uso “exce-
sivo” de la fuerza, dada la creciente escalada de violencia y
criminalidad en la zona fronteriza.109

Estos acuerdos constituyen sólo unos cuantos, pero nos indican
un creciente acercamiento e intentos de colaboración entre ambos
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107 Este grupo de policías seleccionados de los tres niveles —federal, estatal y municipal—,
bajo la supervisión del Instituto Nacional de Migración, se creó como un instrumento para
salvaguardar la integridad física y moral de los migrantes en la frontera, independientemente
de su calidad migratoria.

108 El 7 de mayo de 1996 los dos gobiernos suscribieron el Memorándum de Entendi-
miento sobre Protección Consular de Nacionales de México y de Estados Unidos, en donde
se expresó la voluntad de los dos gobiernos para consolidar esfuerzos que garanticen la inte-
gridad física, la dignidad y la seguridad de sus nacionales cuando se encuentren en territorio
extranjero, independientemente de su situación migratoria. El Memorándum ha facilitado la
protección consular y ha otorgado protección especial a migrantes menores, mujeres emba-
razadas y personas en situación de riesgo, incluyendo a los enfermos y a quienes pudieran
enfrentar la pena de muerte. Véase Green (1999: 2).

109 El 15 de febrero de 1999, en ocasión de la visita del presidente Clinton a Mérida,
Yucatán, los presidentes de ambos países firmaron el Memorándum de Entendimiento sobre
Cooperación contra la Violencia Fronteriza.



gobiernos, algunos de ellos con el fin de atenuar los resultados que
han traído las medidas unilaterales, drásticas y extremas que Estados
Unidos ha aplicado. Es justo reconocer que esta creciente institucio-
nalización de mecanismos ha permitido un mayor intercambio de in-
formación entre los diversos niveles y localidades, con el que se ha
podido proponer acuerdos y manifestar desacuerdos.

En general, lo novedoso de este nuevo estilo o activismo en la po-
lítica exterior mexicana consistió en la aplicación de nuevos métodos
para alcanzar objetivos nacionales, algunos de ellos considerados ina-
ceptables o demasiados costosos para México en el pasado. Además,
el gobierno mexicano parece haber adoptado una definición más
restringida de lo que antes se hubiera considerado la intervención
en asuntos internos de otro país. De ahí que el activismo del gobier-
no de México incluyera, a partir del gobierno de Salinas, actividades
de abierto cabildeo en el Congreso, aunadas a las expresiones de opi-
niones oficiales sobre cuestiones electorales estadunidenses que pu-
dieran afectar intereses mexicanos.

Parece, entonces, que las relaciones bilaterales avanzaron un im-
portante trecho desde el diálogo apenas cordial de los setenta, carac-
terizado por tener una “política de la no política”, a un nuevo espí-
ritu de colaboración bilateral durante los últimos años del siglo XX.
Debemos distinguir entre el pasado caracterizado por un enfoque
eminentemente unilateral y el presente, que da señales de una aproxi-
mación bilateral. Ahora bien, si por “colaboración bilateral” entendemos
un diálogo intergubernamental cuyo resultado es la coordinación de
políticas, entonces tenemos que en la década de los noventa se die-
ron intentos de colaboración, en gran medida, para satisfacer los
objetivos prioritarios en materia migratoria para Estados Unidos. Esta
situación sorprende precisamente porque se dieron en un contexto
de conflicto y tensión (García y Griego y Verea 1998, 2000).

El proceso de integración en la región de América del Norte du-
rante los noventa ha traído consigo la liberalización de sus econo-
mías, con el fin de facilitar intercambios financieros, comerciales, de
inversión y tecnología. No obstante, simultáneamente se trazaron
lineamientos políticos mucho más severos en su frontera sur, convir-
tiéndola en una de las zonas más vigiladas del mundo y altamente
fortificadas, surgiendo con ello una alarmante criminalidad y violencia
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(Verea, en proceso de ed.). Lejos de que las fronteras desaparezcan
o se desvanezcan, se han reformulado y/o fortalecido a través de
políticas unilaterales, con el fin de reafirmar soberanías nacionales.
Como ya se señaló, ha surgido una “desfronterización” para dar la
bienvenida a los bienes y servicios, y paralelamente una “refronteri-
zación” para limitar y seleccionar los movimientos transnacionales de
humanos (Andreas 2000: 2).

Y precisamente, como consecuencia de este refuerzo en la vigi-
lancia fronteriza sin precedente, no sólo las violaciones a los derechos
humanos se han incrementado significativamente, sino el número
de muertes.110 Tomando fuentes oficiales de datos estadunidenses y
mexicanos, un grupo de investigadores mexicanos detectó más de
1 600 posibles decesos a lo largo de la frontera entre 1993 y 1997. De
acuerdo con la SRE, solamente durante 2000, por lo menos 445 mexi-
canos y un número desconocido de extranjeros de Centroamérica pe-
recieron al intentar cruzar la frontera. Por su parte, las cifras de la
Patrulla Fronteriza señalan que en este mismo año se registraron 369
muertes (Cornelius 2001: 7). La principal causa de muerte ha sido la
hipotermia, deshidratación e insolación y, después, el ahogamiento.

Es indudable que ha habido un esfuerzo de colaboración que no
tiene precedentes en varios aspectos que, a pesar de que han sido pe-
queños pasos y no ha habido concordancia en intereses comunes,
han sido importantes, sobre todo si los comparamos con años ante-
riores. Reconozco que es difícil lograr que converjan dichos intereses,
en virtud de que los indocumentados siguen fluyendo por la fron-
tera, quizás ahora por lugares más recónditos debido a la brutal mi-
litarización de la zona, resultado de su política de “refronterización”,
sin registrarse una reducción real de las aprehensiones, sino cam-
bios en la localización de las mismas. 

Acercamiento a la comunidad mexico-americana

Es de particular interés el acercamiento que tuvo México con sus co-
munidades residentes en Estados Unidos, tan olvidadas por mucho
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tiempo. Durante la administración de Salinas, el titular de la SRE, Fer-
nando Solana, creó el Programa de las Comunidades Mexicanas que
Viven en el Extranjero (PCMVE) —conocido posteriormente como
Programa para las Comunidades Mexicanas en el Exterior (PCME)—
(Padilla 2001: 117). Este programa ha tratado de acercar a diversos
interlocutores de dicha comunidad no sólo con el gobierno sino con
otros actores en campos como los empresariales, comerciales, cul-
turales y deportivos, entre otros. Posteriormente, durante la adminis-
tración del presidente Zedillo, se buscaría fortalecer el sentido de
identidad o pertenencia de los mexicanos de ambos lados de la fron-
tera con la nación mexicana, e incrementar las posibilidades de in-
tercambio económico y cultural entre los dos países (González y
Schumacher 1998: 194).

Como respuesta a las iniciativas antiinmigratorias, como la Pro-
puesta 187, generadas particularmente en California a principios de
los noventa, el gobierno de México inició una política más activa que
en años anteriores e intentó apoyar decididamente a nuestros conna-
cionales en el exterior, dando ciertos pasos tentativos hacia un mayor
grado de bilateralismo y colaboración en materia de migración.111 Se
propuso reformar la Constitución con el fin de permitir la doble na-
cionalidad de mexicanos que se naturalizan en el exterior. Se puso en
evidencia la debilidad de nuestros connacionales no documentados
y el número tan bajo de inmigrantes legales naturalizados en virtud del
temor a perder la nacionalidad mexicana. A raíz de la aprobación de la
Propuesta 187, a manera de defensa de sus derechos, se detectó un
deseo mayor de los inmigrantes por participar en los procesos inter-
nos de la vida política de Estados Unidos, incrementándose sustan-
cialmente las solicitudes para obtener la ciudadanía (Verea 1999).

La propuesta para la obtención de la doble nacionalidad consti-
tuyó una respuesta clave del gobierno de México, ya que los princi-
pales beneficiarios de ella serían los inmigrantes mexicanos que han
vivido y trabajado en Estados Unidos y que, habiendo permanecido
por varios años como residentes legales, no se habían decidido a
obtener la naturalización o ciudadanía estadunidense. 
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García y Griego y Verea (1998 y 2000); Verea (1995, 1998).



La Ley de No Pérdida de Nacionalidad fue aprobada el 20 de
marzo de 1997. Se reformaron los artículos 30, 32 y 37 constitucio-
nales con el objeto de que los mexicanos por nacimiento pudiesen
adquirir otra nacionalidad sin perder la de origen.112 La reforma es-
tablece que el mexicano que haya perdido su nacionalidad mexicana
por adquisición de otra antes del 21 de marzo de 1998 y que desee
recuperarla debe obtener una Declaración de Nacionalidad Mexicana
por Nacimiento expedida por la SRE. El plazo máximo para realizar
dicho trámite se fijó para el 21 de marzo de 2003. Por otro lado, las
reformas a los artículos constitucionales, a la Ley de Nacionalidad y
a diversos ordenamientos jurídicos entraron en vigor el 21 de marzo
de 1998 (González Félix 1998: 160-161). Estos cambios constitucio-
nales crearon una condición o norma que dará nuevas obligaciones
y derechos. Las leyes secundarias mexicanas regularán o determinarán
los derechos específicos de quienes poseen otra nacionalidad, con
el objetivo de evitar conflictos derivados de poseer doble o múltiple
nacionalidad. Estos conflictos pueden surgir en campos como el de
tributación y derechos de propiedad, así como de extradición y de-
rechos políticos (Weintraub et al. 1998: 123).

La aprobación de dicha ley proporcionó al mexicano un instrumen-
to legal para poder ejercer sus derechos con una regulación jurídica
opcional de acuerdo a sus intereses. A partir de ella se permitió al
residente mexicano en Estados Unidos optar voluntariamente por la
nacionalidad estadunidense y conservar la que por nacimiento le co-
rresponde, y por ello podrá contar con una regulación jurídica mucho
más favorable a sus intereses. Eliminada la opción de escoger entre
dos nacionalidades a partir de que el candidato cumpla 18 años de
edad, el interesado podrá ejercer sus derechos como mexicano en
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112 La reforma constitucional que en su artículo 37 establece que ningún mexicano por na-
cimiento podrá ser privado de su nacionalidad ha originado un cambio en la tradición jurídica de
nuestro país, que consideraba a la nacionalidad mexicana como única; por lo cual  ahora, aun-
que no se habla de una doble o múltiple nacionalidad, el mexicano por nacimiento que adopte
otra nacionalidad no perderá la mexicana. En el artículo 30 constitucional, se limitó a la primera
generación la adquisición de la nacionalidad mexicana, para evitar que haya generaciones de
mexicanos que ya no tengan ningún vínculo cultural con nuestro país. El artículo 32 constitu-
cional, como punto medular de la reforma, establece las condiciones necesarias para regular el
nuevo régimen de nacionalidad, reconoce la nueva categoría de mexicano, otorga las directrices
de cómo atender problemas como los de inversiones, cargos públicos, cuestiones militares y
fija las modalidades para evitar conflictos de nacionalidad. Véase González Félix (1998: 69-70).



su lugar de residencia y, adicionalmente, ejercer su derecho al voto
en los procesos electorales de la Unión Americana. Asimismo, podrá
beneficiarse de la asistencia pública del país en donde labore, su-
perando las restricciones que imponen las recientes modificaciones
a la Ley de Inmigración estadunidense.

La doble nacionalidad ha permitido a nuestros connacionales ex-
presar y demandar libre y legalmente sus derechos sociales civiles
y jurídicos dondequiera que se encuentren, y tienen ahora la posi-
bilidad de ejercer una mayor influencia política en todos los ámbitos
para la defensa de sus intereses la cual, hasta hoy, ha estado muy
débilmente representada y no ha correspondido a su dimensión de-
mográfica y económica. 

Derivada de la aprobación de la Ley de No Pérdida de Nacionalidad
y a pesar de que desde fines de la década de los setenta se demandaba,
no es sino hasta 1994 que surge en el debate nacional la posibilidad
de que el mexicano, por derecho constitucional, pueda ejercer el voto
en el extranjero. La nacionalidad, a diferencia de la ciudadanía, no
otorga derechos como el de votar u ocupar cargos de elección popu-
lar. La ciudadanía está directamente relacionada con el lugar donde se
vive y se paga impuestos y puede ser igual o distinta de la primera.
El proyecto, todavía en discusión, representa un encuentro con la co-
munidad de mexicanos en el extranjero y de alguna forma refleja o
supone un intento por asumir una responsabilidad respecto a esta
comunidad, misma que ha esbozado su interés por participar. 

Estas últimas fases del proceso de cambio, si bien han sido lentas,
son esenciales para entender el cambio de actitud del gobierno de
México respecto al fenómeno migratorio, ya que se evidenció la
debilidad de nuestros connacionales, sobre todo de los indocumen-
tados en Estados Unidos. Esta iniciativa refleja, por primera vez, la
aceptación de que muchos de ellos puedan naturalizarse estaduni-
denses y, eventualmente, regresar a México. En este sentido, a partir
de la derrota que sufrieron los mexicanos en California al aprobarse
la Propuesta 187, cobró relevancia la problemática del bajo número
de mexicanos que se habían naturalizado como estadunidenses, ya
que con ello perdían la nacionalidad mexicana. 

Además, es importante destacar que la política estadunidense en
relación con la doble nacionalidad está basada en el caso Sadat vs.
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Mertes. En una carta, el secretario del Departamento de Estado se-
ñala: “Estados Unidos no reconoce oficialmente o aprueba la doble
nacionalidad. Sin embargo, está forzado a aceptar el hecho inevitable
de que algunos ciudadanos estadunidenses puedan poseer otra nacio-
nalidad como resultado de leyes que entran en conflicto con las de
otros países”. Como consecuencia y basada en esta decisión, la po-
lítica estadunidense aparenta ignorar la existencia de una doble na-
cionalidad, cuando precisamente ocurre como resultado de una
adquisición involuntaria de una segunda nacionalidad, permitiendo
a los ciudadanos estadunidenses poseer doble nacionalidad y per-
manecer como tales. Entonces, el gobierno estadunidense tendría
que declarar la expatriación cuando la doble nacionalidad es pro-
ducto de una adquisición voluntaria. Por lo anterior, un inmigrante
mexicano que obtiene la ciudadanía estadunidense por un acto vo-
luntario de naturalización no debe ser afectado por la legislación me-
xicana, si declara que continuará poseyendo la nacionalidad mexi-
cana. La racionalización por la cual un inmigrante mexicano puede
tener la intención de obtener la ciudadanía estadunidense por natu-
ralización estriba en que la atribución de la nacionalidad mexicana
constituye un acto involuntario, independiente de la intención vo-
luntaria del mexicano de obtener la ciudadanía estadunidense por
naturalización.

En términos generales, la iniciativa de la Ley de No Pérdida de Na-
cionalidad ha sido sumamente positiva, ya que provee a nuestros
connacionales en el extranjero de nuevos caminos, inexistentes hasta
ahora, para alcanzar derechos, y una protección legal efectiva en
contra de las tendencias extremas contemporáneas como la política
antiinmigratoria en la era nativista de los noventa, que derivó en la
Propuesta 187. A la vez, permite que los inmigrantes ejerzan cierta in-
fluencia en la vida política estadunidense. 

Consideramos que una iniciativa de esta naturaleza fue una res-
puesta lógica para los países exportadores de inmigrantes, como Mé-
xico. Existen alrededor de cuarenta países en el mundo actual que
permiten a sus respectivos nacionales poseer doble nacionalidad.
Cada caso tiene su legislación específica interna para poder optar por
la nacionalidad del país donde trabajan, sin necesariamente tener
que perder la de su nacimiento.
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Por todo lo expresado anteriormente, esta innovadora propuesta
representa un claro indicio del cambio de actitud de la sociedad me-
xicana frente a la emigración, en general, y a la necesidad de influir
sobre asuntos internos estadunidenses, en particular, acorde con las
transformaciones a nivel mundial, en términos de una mayor integra-
ción de las regiones. Asimismo, es congruente con una política exte-
rior de México mucho más activa y moderna, que responde a los
intereses propios de protección de sus connacionales en el extran-
jero, dadas las tendencias actuales de una creciente actitud antiin-
migrante en Estados Unidos.

La propuesta migratoria de la administración 
del presidente Vicente Fox

El inicio simultáneo de tres administraciones gubernamentales en la re-
gión de América del Norte en el nuevo siglo abrió nuevas ventanas de
oportunidad para elaborar proyectos a corto y largo plazo con el fin
de establecer un sistema regional de migración, así como de revisar y for-
talecer acuerdos como el TLCAN. El presidente de México, Vicente Fox,
desde su campaña expresó planteamientos novedosos sobre el asun-
to migratorio, señalando que para terminar con la inmigración ilegal
sería necesario “abrir las fronteras” paulatinamente durante un perio-
do de diez años e ir creando una región en donde los trabajadores se
muevan libremente. Inclusive, en un momento dado propuso la po-
sibilidad de renegociar el TLCAN para que cubriera fuerza de trabajo.113

A pesar de que sus novedosas posturas causaron fuertes reacciones,
hoy el tema se encuentra en el debate público en ambos países.

De esta manera y como parte de su estrategia para la revisión de
la agenda migratoria con Estados Unidos, el 1 de diciembre de 2000
el presidente de México creó las oficinas gubernamentales para la
Atención a Migrantes y de Asuntos Fronterizos, lo que dio muestras
de que se daría un peso muy importante a dichos asuntos. En diver-
sas ocasiones, tanto el presidente Fox como Jorge Castañeda, ex
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secretario de Relaciones Exteriores, expresaron públicamente su inte-
rés no sólo por mejorar el trato de los mexicanos en Estados Unidos
sino por intentar resolver el problema migratorio.

Durante los primeros meses de su gobierno, se elaboró un programa
migratorio bilateral para ser negociado con los estadunidenses. Por pri-
mera vez en la historia de México se intentaba formular una política
emigratoria sin precedente. Dicho acuerdo contenía las siguientes
propuestas: establecer un nuevo programa de trabajadores huéspedes;
la regularización o promoción de una amnistía para los indocumenta-
dos, la expansión del programa H-2A; el incremento del número de vi-
sas disponibles para México y la reducción del número de muertes.114

A dos años de su administración, los presidentes de ambas nacio-
nes se habían reunido en media docena de ocasiones, cambiando
la rutina de una tradicional reunión anual. En dichos encuentros se
trató el tema migratorio, como uno que debe afrontarse y abordarse
en el ámbito bilateral. Ambos están conscientes de que comparten
una de las fronteras más extensas y con mayor tráfico en el mundo.
Su vecindad ha tenido una historia sui géneris, y cualquier movimien-
to económico y/o político podría tener gran impacto en la sociedad
contraparte. Esta situación es de por sí ya suficiente para justificar
una relación especial. 

La primera de sus reuniones bilaterales se llevó a cabo en Gua-
najuato el 16 de febrero de 2001. Ambos presidentes acordaron la
creación de un Grupo de Trabajo de Alto Nivel sobre Migración,115 al
cual se encargó la difícil tarea de idear una propuesta para establecer
una estructura ordenada para la migración con la que se asegure un
trato humano, seguridad legal y condiciones de trabajo dignas. Desde
entonces, en sus reuniones han tratado cinco temas sobre la mate-
ria: seguridad fronteriza, promoción del desarrollo económico en las
zonas expulsoras de migrantes, aumento en el número de visas para
mexicanos, regularización para indocumentados y el establecimien-
to de un programa de trabajadores huéspedes (Castañeda 2001: 17 A).

MIGRACIÓN TEMPORAL 211

114 Migration News, julio de 2001.
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Powell, y el ministro de Justicia, John Ashcroft; y por la parte mexicana, por el canciller Jorge Cas-
tañeda y el secretario de Gobernación, Santiago Creel. En Novedades, 17 de febrero de 2001.



Bush se ha pronunciado a favor de un programa de trabajadores
huéspedes, pero no por una “amnistía”. Ambos mandatarios han ex-
presado su deseo de administrar la migración de mejor forma, propi-
ciando que este flujo se canalice a través de rutas legales. Y son preci-
samente las rutas legales las que habrá que analizar detenidamente
y posteriormente negociar, si éstas deben lograrse a través de la obten-
ción de un mayor número de visas exclusivamente para mexicanos
y/o un programa de trabajadores temporales. 

La primera semana de septiembre de 2001 —una semana antes
de los actos terroristas— los presidentes se reunieron en Washing-
ton, y el presidente Fox propuso un acuerdo migratorio de manera
formal, que incluía las iniciativas o proyectos mencionados. Señaló
que tanto un programa de amnistía como el establecimiento de un
programa de trabajadores huéspedes brindarían una mayor seguridad
y orden a los flujos migratorios entre los dos países. Asimismo y en
forma no antes vista, Fox hizo un llamado a los mexicanos que viven
en Estados Unidos, señalando: “México necesita de su talento y su sen-
tido empresarial, para que jueguen un papel importante en la cons-
trucción de un México más fuerte”. 

A pesar de que en dicha reunión Bush percibió una franca pre-
sión de su contraparte (“hay un obvio sentido de urgencia en el men-
saje del presidente Fox”), señaló que trataría de influir en el Congre-
so para la aprobación a fines de 2001 de un proyecto tendiente a la
“normalización del estatus de indocumentado”, a través de un pro-
grama de trabajadores huéspedes, sin prometer nada. No explicó
cómo se otorgaría dicho estatus a alrededor de tres y medio millones
de indocumentados que se calcula viven actualmente en Estados Uni-
dos, sin perjudicar a extranjeros de otros países quienes llevan tam-
bién muchos años en espera de la obtención de un permiso legal
para residir y trabajar. Asimismo (y muy importante), Bush señaló que
buscaría cambios legislativos para incrementar el número de visas
permanentes para mexicanos, ampliar los programas de trabajadores
temporales y establecer más mecanismos de cooperación para erra-
dicar el contrabando de humanos. Por lo que se refiere al programa
de amnistía propuesto por el gobierno de México, Bush señaló: “esta-
mos buscando un terreno común para buscar una solución a los me-
xicanos que en forma indocumentada viven y trabajan en Estados
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Unidos: la regularización no significa recompensar a quienes trans-
greden la ley, sino proveerlos con los medios legales para que con-
tinúen contribuyendo a esta gran nación” (Hillman y Mittelstad 2001).
Cabe destacar que de acuerdo con los ajustes estadísticos realizados
recientemente por el censo de 2000, se dio a conocer que durante los
noventa ingresaron un promedio de 500 000 indocumentados anual-
mente y se calcula que viven hoy alrededor de ocho millones de in-
documentados en la Unión Americana. Ante estas alarmantes cifras,
algunos expresaron sentimientos negativos en contra del posible
establecimiento de un programa de amnistía, estimando que este tipo
de medidas no resuelven el problema del creciente flujo de inmi-
grantes indocumentados. Como ya se señaló con anterioridad, en
1986 se otorgó una amnistía a 2.7 millones, de cinco que habitaban
en Estados Unidos desde tiempo atrás. Los nuevos cálculos indican
que éstos han sido reemplazados por alrededor de tres millones más
de los que existían en ese entonces.116

Para los estadunidenses, esta situación evidencia problemas de
fondo en su política migratoria, en el sentido de que no se ha aplica-
do realmente el rigor de la ley. Ahora sí podrán evaluar la despro-
porción entre los recursos invertidos para resguardar su frontera con
México y los laxos intentos por penalizar a los empleadores que con-
tratan a sabiendas trabajadores indocumentados. Regular y administrar
la entrada temporal de extranjeros para trabajar en un número limi-
tado de sectores del mercado de trabajo no es una tarea fácil y puede
causar roces en las relaciones bilaterales, como fue en el caso del con-
venio sobre braceros. No obstante, pueden brindar excelentes resul-
tados como el acuerdo que prevalece con Canadá, el Programa de
Trabajadores Agrícolas Temporales Mexicanos, que funciona muy
bien por su pequeña dimensión, el cual debería ampliarse cuanti y
cualitativamente.117

Otra muestra o iniciativa de la administración de Fox para con-
formar una política emigratoria, a pesar de lo controversial y criticable
que parezca, ha sido el Programa “vete sano, regresa sano”, median-
te el cual se distribuirían doscientas mil “cajitas de sobrevivencia” a
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inmigrantes potenciales.118 Asimismo, a través de los medios de di-
fusión, se ha tratado de disuadir a los mexicanos de que contraten
a polleros o contrabandistas de humanos por los altos riesgos que
corren, pues no necesariamente lograrán su objetivo final. Estas sim-
ples iniciativas de ninguna manera constituyen una solución al pro-
blema, pero muestran la gran preocupación por parte del gobierno
de México ante los riesgos que enfrenta el emigrante, dadas las cre-
cientes cifras de muerte de nuestros connacionales, debido principal-
mente a la política estadunidense de “refronterización”.

Otra iniciativa interesante, cuyo fin es promover el desarrollo de las
economías locales y desalentar los flujos potenciales de migrantes,
fue la relativa a establecer una política para buscar padrinos que in-
viertan en microrregiones altamente marginadas, zonas típicas de
expulsión de migrantes. Dicho proyecto consistiría en que empresa-
rios mexicanos que han tenido éxito trabajando en Estados Unidos
inviertan para crear industrias o compren los productos de esos luga-
res. De funcionar y estar bien coordinada, manejada y administrada,
esta iniciativa podría ser muy atractiva y rendir importantes frutos en
zonas expulsoras de migrantes con grandes necesidades de inversión
y de trabajo. En forma novedosa se ha emprendido una política
informativa a través de la distribución de una “tarjeta de Orientación
Básica al Migrante”, la cual contiene los supuestos derechos de los
migrantes una vez que se encuentran en Estados Unidos, así como
a quién contactar en caso necesario.119

Asimismo, se han tratado de establecer mecanismos para otorgar
mayor seguridad a los cuantiosos recursos económicos que envían
nuestros connacionales, vía remesas, a sus familiares —entre ocho
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118 Dicha “cajita feliz” contiene información sobre los riesgos que corren al cruzar la fron-
tera y medicinas preventivas, para cualquier incidente que pudiese ocurrir en su trayecto al
cruzarla. Por ejemplo, contiene antídotos para mordeduras de víboras, tabletas de rehidra-
tación, materiales de primeros auxilios y comida seca; véase Whitbeck (2002). En virtud de
las múltiples y diversas críticas que surgieron, la Presidencia aseguró que desde hace diez
años el IMSS venía distribuyendo un botiquín de primeros auxilios en las zonas rurales que se
caracterizan por su alta migración hacia el norte y en los consulados fronterizos. En Milenio,
19 de mayo de 2001, 39.

119 Para el programa se tiene en cuenta una inversión por partes iguales, del padrino, de
la Secretaría de Desarrollo Social, del gobierno estatal y del municipal. En Reforma, 4 de junio
de 2002, 1.



mil y nueve mil millones de dólares anualmente—,120 impactando en
forma muy positiva la economía nacional, pero sobre todo a sus co-
munidades de origen. La matrícula consular para el migrante indocu-
mentado, que actualmente están otorgando los consulados, constituye
otra iniciativa interesante del gobierno de Fox, en aras de protegerlos
con un instrumento de identificación. 

En términos generales, podríamos afirmar que se ha dado inicio
a la formulación de una política emigratoria, inédita y sumamente
necesaria. La actitud vergonzante que prevaleció entre los gobernan-
tes mexicanos ante la salida masiva de inmigrantes a Estados Unidos,
la cual reflejaba su percepción de alivio ante posibles presiones so-
ciales, hoy parece haber cambiado. Si bien durante los noventa se
establecieron múltiples acuerdos bilaterales en el ámbito migratorio, la
gran mayoría estuvo dirigida a reforzar las medidas establecidas uni-
lateralmente por los estadunidenses, sin que despreciemos esfuerzos
importantes que han sido benéficos para los mexicanos en general
y las relaciones bilaterales en particular. No obstante, no se había
emprendido la formulación de un proyecto de política emigratoria
integral, que incluyese programas que pudieran brindar posibles be-
neficios a nuestros connacionales, tanto en sus lugares de origen cuan-
do intentan partir o regresar, como en el tránsito de la frontera. Los
gobiernos anteriores no habían puesto en la mesa de negociaciones
un proyecto de regularización de la situación migratoria y laboral de
nuestros connacionales en Estados Unidos, ni habían insistido en la
importancia de canalizar flujos en forma legal. 
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120 De acuerdo con varios estudios, las remesas se han incrementado sustancialmente du-
rante los últimos años. Si en 1990 se enviaba alrededor de 2 500 millones de dólares anualmen-
te, hacia fines de 1999 esta cifra ascendió a más de 5 900 millones, equivalente según el estudio
del Grupo Financiero Bancomer (GFB) a 1.2 por ciento del PIB de ese año; es decir, representan
la cuarta fuente de ingreso después de las exportaciones de petróleo, las inversiones extranjeras
directas y el turismo. En fechas más recientes, el gobierno de México dio a conocer que, en
cifras oficiales, tan sólo en el primer trimestre de 2001 ingresaron 2 010 millones de dólares a
través de 6 382 envíos con un promedio de 362 dólares por envío, cifra superior a la registrada
durante el primer trimestre de 2000, de 1 397 millones de dólares por 3 856 envíos. Se calcula  que
estas remesas son utilizadas en 80 por ciento para consumo básico, y otro 16.5 por ciento para
gastos de vivienda. Desgraciadamente una pequeña porción, tan sólo 1.7 por ciento, es utilizada
para inversión y ahorro; véase Latinoamérica Data Base (2000). Por su parte, el Departamento
de Comercio de Estados Unidos calcula que los residentes estadunidenses envían a sus países de
origen alrededor de 17 400 dólares y una tercera parte de esta cantidad fue enviada a México,
cifra que coincide con los cálculos para este país señalados con anterioridad. En Reforma (2001).



No obstante, las propuestas que se generaron durante el primer año
y medio de la administración de Fox muestran una falta de cohe-
sión y coordinación interna, ya que son muchas las instituciones y
varios los interlocutores cuya función es la atención de los problemas
migratorios y fronterizos. Mientras no se ponga en marcha y real-
mente funcione una comisión intersecretarial —supuestamente crea-
da al inicio de la administración de Fox— que regule una política
emigratoria bien orquestada, con objetivos y funciones bien defini-
das, es posible que los buenos intentos se reduzcan tan sólo a unas
cuantas promesas.121

Consecuencias del 11 de septiembre

Una semana antes del martes 11, celebrábamos la exitosa visita pre-
sidencial a Washington, como supuestos amigos. En ese entonces,
se avizoraba un posible acuerdo migratorio122 entre ambos países,
un proyecto integral que, de haber sido aprobado, hubiera constitui-
do un logro importante de la administración foxista. A pesar de que
desde antes de los atentados terroristas era difícil que el presidente
Bush y el Congreso estadunidense accedieran a todas las peticiones
del presidente Fox, hoy parece utópica la posibilidad de que se
apruebe un paquete migratorio integral que contemple un programa
de trabajadores huéspedes, así como la regularización o normaliza-
ción del estatus migratorio de algunos indocumentados mexicanos,
e ir abriendo paulatinamente las fronteras y convertirnos en una
“comunidad” real al estilo europeo.

En su momento, la ambigua respuesta de México ante los actos
terroristas puso en duda la “profundidad” de la amistad con los es-
tadunidenses, tan publicitada por Fox durante su última visita a
Washington. La visita extemporánea de Fox a Estados Unidos, tres
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121 Ya en otros textos se había propuesto la creación de una entidad intersecretarial con
el fin de coordinar y manejar política y administrativamente una política emigratoria nacional.
Dicha entidad podría estar presidida por el director de la nueva oficina de asuntos migrato-
rios. Véase  Verea (2001 y 2001a: 95-126).

122 Dicho acuerdo incluía seguridad fronteriza, regularización de indocumentados, pro-
grama de trabajadores huéspedes, desarrollo regional y extensión de cuotas para visas.



semanas después de los sucesos terroristas, mostró un claro intento por
limar las posibles asperezas que hubiesen surgido. Este hecho dejó una
lección a nuestro presidente: no sólo la forma de acercarse debe ser
importante sino el momento adecuado; el famoso timing es determi-
nante para lograr una buena comunicación. Al respecto, un líder muy
influyente entre la comunidad latina y la mexico-americana en particular,
Raul Izaguirre, presidente del National Council of La Raza, alarmado
por la lerda respuesta, escribió una carta al presidente Fox sugirién-
dole que “su apoyo total, inequívoco y visible” era indispensable ya
que no sólo aliviaría el ambiente negativo hacia la inmigración exis-
tente después de los ataques terroristas, sino las tensiones que se vis-
lumbran en la complicada relación bilateral (Rodríguez 2001).

A pesar de que las conversaciones entre grupos oficiales de mexi-
canos y estadunidenses designados para negociar el acuerdo migra-
torio se reanudaron desde noviembre de 2001, a mi juicio se vislumbra
un lento proceso de negociaciones, que obviamente se verá empan-
tanado por la nueva percepción hacia los inmigrantes a raíz de los
actos terroristas. De llegar a establecerse algún acuerdo migratorio
bilateral, probablemente se verá modificado, ensombrecido por un
enfoque distinto del que originalmente se concibió, quizá más discre-
to y ahora con costos más onerosos para los mexicanos.

Es un hecho que el gobierno de México se verá presionado para
apoyar la política antiterrorista estadunidense y tendrá que colabo-
rar para salvaguardar sus fronteras. Quizá será indispensable con-
trolar mejor y destinar más recursos a la frontera sur, con el fin de
vigilar y posiblemente detener a los inmigrantes “indeseables”, si pre-
tende estar comprometido como socio y recibir una “relación espe-
cial” con sus vecinos del norte. 

Es importante que el gobierno de México continúe con los intentos
de formulación de una política emigratoria —necesaria e inexistente
durante muchos años—. No obstante, dicha política debe ser definida
claramente, contar con objetivos específicos y con delimitación de
funciones entre los secretarios de Estado, pues actualmente son mu-
chos los funcionarios que intervienen, lo cual puede llegar a empan-
tanar y ensombrecer los proyectos específicos de largo alcance.123
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Debemos estar preparados para sopesar los costos y beneficios que
traería la iniciativa que todavía flota en el Congreso estadunidense
sobre la posibilidad de establecer un esfuerzo de colaboración para
crear con México y Canadá un perímetro norteamericano de seguridad
nacional (North American National Security Perimeter). Para llevar a
cabo este proyecto, supuestamente cada país debe evaluar y maximi-
zar la calidad de sus sistemas de admisión de inmigrantes, para a su vez
facilitar tanto el movimiento de bienes como el de personas. Quizá,
es en este punto donde radicará nuestra colaboración antiterrorista,
y ésta deberá contemplarse a cambio de la aprobación de un progra-
ma de trabajadores huéspedes, meta que el gobierno foxista debería
intentar lograr, siempre y cuando no vaya en contra de nuestros in-
tereses soberanos. Asimismo, los mexicanos debemos insistir en que
un mecanismo como la regularización de indocumentados es precisa-
mente uno congruente con una política de reforzamiento de seguri-
dad nacional. El tema de la migración estará estrechamente vinculado
con el de seguridad, y deberemos hablar la misma lengua que ellos
—la de seguridad—, con el fin de obtener beneficios mutuos.

Hoy más que nunca, es inminente la reformulación y redefinición
de nuestras fronteras a la luz de los acontecimientos recientes. Será
menos visible la “desfronterización” que se había venido poniendo
en marcha durante los noventa, producto del fenómeno de globali-
zación y regionalización, para dar la bienvenida a los bienes y ser-
vicios, pues paralelamente es previsible que un profundo reforza-
miento de la política de “refronterización” se implemente aun con
más fuerza que en el pasado inmediato, para rechazar a extranjeros
sin documentos (Verea, en proceso de ed.).

Durante muchos años hemos luchado en contra de las medidas
unilaterales impuestas por nuestros vecinos del norte que han afec-
tado las relaciones bilaterales. Hemos insistido que el unilateralismo
debe dar paso a iniciativas regionales y/o bilaterales con compromi-
sos y responsabilidades mutuas. Reflexionemos si nos encontramos
ante este parteaguas. Mientras tanto, es urgente que insistamos en la
necesidad de crear un sistema migratorio regional, bien manejado en
forma ordenada, legal y segura, que garantice los derechos huma-
nos y laborales de los trabajadores, de forma tal que se cree una fron-
tera compartida y no divisiva como hoy se vislumbra.
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La Unión Europea: 
¿un ejemplo a seguir?

La formación de la Unión Europea y la consecuente apertura de sus
fronteras han traído como resultado la implementación de un nue-
vo sistema de cooperación multilateral en la administración de los
nuevos controles fronterizos, introduciendo regímenes mínimos que
han tenido efectos tanto en sus políticas migratorias en general como
en acuerdos bilaterales en particular.

Históricamente se pueden identificar tres periodos en el proceso
migratorio contemporáneo a Europa occidental: el primero, durante
la década de los cuarenta, constituido por migración de trabajadores
huéspedes; a éste siguió el periodo natural de reunificación familiar
desde mediados de los setenta; y el nuevo y último, caracterizado por
la recepción y asilo de migrantes en los ochenta, así como la con-
versión de los migrantes en residentes permanentes, producto de la
formación de comunidades minoritarias. 

Durante la primera etapa, el estatus temporal de los trabajadores
huéspedes estaba supuestamente asegurado con base en su estancia
por un periodo determinado. Se les tenía prohibido ejercer ciertas
ocupaciones y empleos, sus derechos civiles y políticos estaban limi-
tados y sus permisos podían ser revocados. En tales circunstancias,
era de suponerse que los inmigrantes tendrían la intención de regresar
a su “hogar”, después de haber ahorrado lo suficiente para construir
una casa o establecer un negocio en sus países de origen. Poste-
riormente, se aceptó la reunificación familiar y, con ello, el estableci-
miento en un domicilio permanente, la inscripción de los hijos en
las escuelas y la necesidad de otorgar servicios públicos, por lo que la
residencia de estos trabajadores se hizo permanente. Una vez que
los inmigrantes se hicieron residentes, comenzaron a demandar y a
hacer uso de los beneficios públicos, provocando una ruptura entre



la lógica del estatus de ciudadanía y la exclusividad del Estado be-
nefactor (Jacobson 1996: 28). Desde entonces, los Estados miembros
han tratado de evitar la entrada de los “no europeos” mediante accio-
nes unilaterales —negando visas e inclusive el asilo—, lo que ha
provocado que la migración se extienda a otros países con políticas
menos estrictas.

A partir del fin de la guerra fría, las fronteras de Europa occiden-
tal se transformaron radicalmente. Los países miembros de la ahora
Unión Europea optaron por establecer un mercado común interno
y, a la par, implementaron una política de “desfronterización”, que
eliminaba las fronteras con el fin de promover y estimular el desa-
rrollo económico. Este proyecto es la respuesta a una ambición que
fue formalmente autorizada con la firma del Tratado de Maastrich,
el cual entró en vigor en 1993. A través de dicho tratado se estableció
la creación de una unión política y monetaria en la ahora Unión
Europea. Este vínculo ha tenido un importante impacto en el com-
portamiento del fenómeno migratorio, así como en las políticas for-
muladas en esta región sobre el tema. 

Es importante destacar que ya desde la firma del Tratado de Roma
se vislumbraba la intención de los países miembros de la Comuni-
dad Económica Europea de crear una Single European Act, la cual
contemplaba la posible formación de una unión regional para re-
gular la migración en la región. En 1987, al revisar el Tratado de Roma,
se suscribió en su artículo 8 que: “el mercado interno debe compro-
meterse a formar un área sin fronteras internas en donde el movi-
miento libre de bienes, personas y capital es asegurado de acuerdo
con las provisiones del tratado”. La interpretación de este artículo,
el cual fue cambiado por el número 7 del Tratado de Maastricht, ha
generado múltiples controversias (Brochmann y Hammar 1999: 321).
El avance importante ha sido la posibilidad de otorgar a todo nacio-
nal de un país miembro la libertad para moverse, residir y trabajar
en cualquiera de los países de la Unión Europea; es decir, el relaja-
miento de las fronteras internas para permitir la libre movilidad de
las personas, las cuales son consideradas como agentes económicos,
es decir, como posibles trabajadores. 

A partir de la década de los noventa ha surgido una cooperación
sin precedente entre los países miembros de la Unión Europea, una
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federación de Estados-nación dependientes de un Parlamento Euro-
peo. Desde el momento en que se desarrolló la política de integración
en Europa, se tuvo que tomar en consideración las diferencias no
sólo en el concepto de migración, sino en las estructuras sociopolíti-
cas, los factores históricos particulares y en este caso, las experiencias
específicas de cada país respecto a la inmigración. A continuación
señalo dos casos antagónicos: 

a) Los alemanes y austriacos utilizaban la figura de los Gastairbete,
a través de la cual invitan a trabajadores extranjeros temporales
que, como invitados, se espera que regresen a su país de origen
cuando han concluido su trabajo o se termina la demanda de
ellos. No pretendían su permanencia, ya que estimaban que era
inmoral e injustificado someterlos a la presión que trae consi-
go la asimilación, derivada de la obtención de la ciudadanía. 

b) Suecia, Noruega y Holanda adoptaron el modelo multiétnico o
multicultural, basado principalmente en una política de integra-
ción a la sociedad por parte de los inmigrantes de diferentes
grupos étnicos. Inclusive, Suecia estableció una política de admi-
sión a la inmigración de forma permanente, la cual no causó
controversia entre sus ciudadanos. Desde 1959 los países nór-
dicos tienen un sistema denominado Nordit Passport Union, el
cual ha implicado libres movimientos entre los países miembros
y tratos igualitarios de trabajo, entre otros arreglos (Brochmann y
Hammar 1999: 321).

Mediante el Acuerdo Schengen, se ha transferido el control de
entrada a las fronteras externas de los países miembros, iniciándose
una política de “desfronterización”. A los países que tienen fronteras
con los no miembros, se les denominó países Schengen. El principal
objetivo del Acuerdo Schengen ha sido introducir el derecho al libre
movimiento de nacionales en la tierra de Schengen o Schengerland.
Éstos tienen el derecho tanto a ingresar a los quince países miem-
bros de la Unión Europea como a buscar empleo, con excepción de
algunos en el sector público, en donde se requiere forzosamente te-
ner la ciudadanía del país específico. A pesar de que estaba listo
para iniciarse en 1995 —aunque fue bloqueado varias veces por
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problemas internos—, no fue sino hasta la Reunión de Amsterdam
de 1997 que el Acuerdo Schengen fue integrado a la estructura de la
Unión Europea y partes de la política migratoria fueron transferidas
al marco de referencia institucional de la unión supranacional, con un
periodo de transición de cinco años.

Contrario a lo que se pensaba, el resultado del libre movimiento de
personas ha reducido en cierta medida las presiones para migrar e in-
cluso ha promovido el retorno de algunos migrantes a sus países de
origen, ya que la posibilidad de moverse está garantizada. Sólo 2 por
ciento de los nacionales de la Unión Europea trabajan en un país di-
ferente al de su nacionalidad y 0.4 por ciento —aproximadamente 1.5
millones de personas— se mueven de un país europeo a otro anual-
mente.124 Estos datos nos indican que la libertad de movimiento no
necesariamente conduce al deseo de permanencia en el lugar de des-
tino temporal, y que el hecho de trabajar en otro país implica lenguas
diferentes, problemas para transferir derechos de pensión, acceso a
vivienda pública y varios tipos de impuestos, entre otros factores. 

Es importante destacar que se han desarrollado medidas com-
pensatorias para garantizar una mayor seguridad en la movilidad de
personas provenientes de países terceros, o países no miembros de la
Unión Europea (Anderson 2000: 19). De esta manera, se han imple-
mentado innovadores sistemas de controles internos y se han estable-
cido diversos proyectos y mecanismos, como el manual Schengen,
un comité coordinador, un sistema de información computarizado
ad hoc, un acuerdo regional de cooperación policiaca y judicial, e
iniciativas para la futura armonización de una política migratoria co-
lectiva, entre otras políticas e instrumentos.

Desde 1996, todos los miembros de la Unión Europea han adop-
tado dicho sistema, con excepción de Gran Bretaña e Irlanda.125 No
obstante, todos los que entran por primera vez deben aceptar el sis-
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tema Schengen. Se espera que Polonia y Hungría ingresen en 2004,
aunque no tendrán un movimiento libre de personas durante los
dos primeros años.126

En este sentido, el Acuerdo Schengen constituye un parteaguas en
materia de política migratoria regional, y en realidad ha implicado
una mayor colaboración policiaca entre los gobiernos para endurecer
el control de sus fronteras externas, con el fin de asegurar su propia
“seguridad interna”. Se han desarrollado acuerdos para establecer
patrullas binacionales y multinacionales que lleven a cabo labores
de vigilancia no sólo en las fronteras sino en el interior de la Unión.
Francia, Alemania y Holanda fueron los países que en un inicio estu-
vieron a favor de un proceso rápido de integración e iniciaron dicho
acuerdo como un proyecto piloto para eliminar controles para bienes
y personas entre ellos. Asimismo, se estableció la estandarización de
los controles externos fronterizos a través de una cooperación judi-
cial y policiaca. 

Sin embargo, el desmantelamiento de los controles fronterizos a
su vez ha causado gran ansiedad entre los europeos, puesto que se
ha percibido un potencial incremento en la inmigración clandestina
o ilegal y un posible aumento del tráfico de drogas, de extranjeros
no miembros, de armas, etc. Estas preocupaciones los han llevado
a desarrollar políticas ad hoc diseñadas para tratar de solucionar los
problemas en materia de seguridad nacional y regional. 

Con el fin de fortalecer su seguridad regional, se ha intentado esta-
blecer una política de visados para inmigrantes temporales; limitar
las peticiones de asilo a un solo país; crear un sistema de información
automatizado para coordinar acciones referentes al ingreso de extran-
jeros, en general. Es importante señalar que este tipo de colaboración
se ha realizado mediante diversas reuniones convocadas por insti-
tuciones intergubernamentales del Consejo de Ministros, de la coope-
ración política europea y de múltiples foros multilaterales.

Existen varias categorías establecidas por la política migratoria
europea.127 En primer término, el Acuerdo Schengen estableció en
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1990 que la emisión de visas para extranjeros dirigidas a turistas, a
personas de negocios o a científicos no debía exceder los tres me-
ses. Destaca específicamente que no son permisos para trabajar o
establecer un negocio. Sin embargo, debe tomarse en consideración
que para la Unión Europea hay tres categorías de extranjeros según
el origen de los inmigrantes: los ciudadanos de países miembros de
la Unión Europea, los originarios de los países de la Asociación de
Libre Comercio de Europa, ALCE (European Free Trade Association)
que, junto con la primera categoría forman un área económica euro-
pea, y los ciudadanos de terceros países. Cada una de estas cate-
gorías tiene una posición legal para cruzar las fronteras o puertas
que pueden dividirse en las siguientes políticas: 

1) Visas y requisitos de entrada. Los ciudadanos de la Unión Euro-
pea no necesitan visa. El resto de los países requieren compro-
bar el objetivo de su viaje; demostrar su intención de regresar
a su lugar de origen y sus ingresos; pagar una cuota; enfrentar
límites numéricos de las visas y multas por no portar documen-
tos, etc. Asimismo, se ha decidido no considerar a ningún ciuda-
dano de la Unión Europea como extranjero, además de que se-
guramente se llegará a un consenso sobre qué terceros países
deberán tramitar una visa válida en todo el grupo dentro de la
misma. Un dato sumamente importante es que los residentes
extranjeros de estos países también cuentan con libertad de mo-
vimiento dentro de las fronteras de los países que conformaron
Schengerland.

2) Controles fronterizos externos. Se han establecido rígidos con-
troles para no permitir la entrada a los extranjeros no miembros
de la Unión Europea, principalmente a los inmigrantes ilegales.
Los controles se han instaurado en los principales lugares de
entrada: el Mediterráneo español para los inmigrantes prove-
nientes de África; los que vienen de la frontera oriental: Ruma-
nia, Bulgaria y Rusia en Alemania y Austria; y para los que pro-
ceden desde Albania o la ex Yugoslavia el Mar Adriático hacia
Italia. En la Convención de Cruces de las Fronteras Externas en
1991, se plantearon cuestiones técnicas y de organización, así
como el establecimiento de una política de emisión de visas. 
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3) Permisos de trabajo y residencia. Los ciudadanos tienen permi-
so de trabajar en cualquiera de los países de la Unión Europea,
así como recibir beneficios para sus familiares y de retiro. Los es-
tudiantes, jubilados y cualquier otra persona sin actividad tam-
bién tienen derecho a moverse libremente por la comunidad.
La única razón por la que se puede rechazar a una persona es
si pone en peligro la política pública, la seguridad o la sanidad
de un país. Cuando se alcance por completo la ciudadanía
europea, estos puntos quedarán superados.

Por su lado, los ciudadanos de terceros países deben superar
varios obstáculos para la obtención de visas, permisos de em-
pleo, regularizarse o naturalizarse, incluso viajar libremente por
la Comunidad. Los permisos de trabajo y residencia normal-
mente se brindan por un periodo determinado, generalmente
un año, aunque mientras más se permanece en un país, las
posibilidades de renovar un permiso o incluso de hacerlo per-
manente en el futuro aumentan sustancialmente. Aunque cada
país ha establecido sus propias reglas, las condiciones que más
importan para otorgar la residencia son un empleo estable,
salario suficiente para la manutención del individuo y su fami-
lia, dominio del idioma local, condiciones de vivienda adecuadas,
etc. Estas limitaciones son de alguna manera proteccionistas,
pues han sido fijadas para proteger los mercados laborales, por
lo que es probable que las políticas sean crecientemente
restrictivas. 

Cabe destacar que el nivel educativo y la capacitación con
la que cuentan los trabajadores que migran de un país de la
Unión Europea a otro, o de los extranjeros que entran en la Co-
munidad es muy distinto, por lo que es importante encontrar es-
tándares comunes en este tema (reconocimiento de estudios,
estatus de las profesiones y salarios equivalentes, etc.). Asimis-
mo, en el Tratado de Maastricht se incluyó un capítulo social
cuyo objetivo era asegurar que la fuerza de trabajo dentro de
la Unión Europea tuviera niveles mínimos de seguridad social
y ésta fuese accesible para los inmigrantes que cuentan con
permisos de trabajo o residencia. Los servicios médicos que se
otorgan a todos los ciudadanos de la Unión Europea, así como
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los seguros privados (generalmente usados por los turistas), no
son aplicables a los inmigrantes, por lo que éstos deben recu-
rrir a los sistemas de seguridad social nacionales.

Es importante destacar que ha habido una falta de consenso
y se han generado múltiples discusiones alrededor del tema so-
bre el estatus legal de un residente extranjero de un país tercero,
que vive en un Estado miembro de la Unión Europea. Este grupo
de personas constituye la mayoría de la población inmigrante de
Europa occidental: a mediados de la década de los noventa cer-
ca de diecisiete millones de migrantes vivían en los quince paí-
ses miembros de la Unión Europea, de los cuales once millones
constituían nacionales de terceros países.

4) Controles internos. Existen controles internos muy controver-
siales, que se establecieron con el fin de proteger los merca-
dos laborales de los inmigrantes indocumentados. Algunas po-
líticas adoptadas en este sentido son: la existencia de tarjetas
de identificación; cierta presión a empleadores de indocumen-
tados sin llegar a castigarlos, con el fin de que reporten toda
contratación de inmigrantes; y deportaciones a sus lugares de
origen. 

5) Permisos de residencia permanente y sistemas de regulariza-
ción. Los programas de regularización y otorgamiento de resi-
dencia permanente varían mucho de país a país pero, en general,
las condiciones que se exigen son una residencia prolongada
y un empleo estable, a condición de no haber abandonado el
país por periodos prolongados (por ejemplo, dos años en Gran
Bretaña). Se promueve la reunificación familiar sobre todo de
cónyuges e hijos menores (cuya edad máxima debe ser 18 años)
y, a veces, de padres, abuelos u otros parientes. La regulariza-
ción de inmigrantes ilegales no es aceptada en algunos países
(como Alemania u Holanda) por considerarse que el inmigran-
te cometió un delito al haber ingresado sin documentos. Un
caso atípico lo constituye Italia, que entre 1984 y 1996 conce-
dió cuatro programas de regularización o amnistías, con los
que se beneficiaron ochocientos mil inmigrantes indocumenta-
dos (Vitorino 2002: 10). En otros países existen ciertos programas
que apoyan la integración del inmigrante. 
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6) Naturalización. Ésta es la última etapa del proceso migratorio
en la que una persona deja de ser inmigrante o residente per-
manente para convertirse en ciudadano, bajo los criterios de
jus soli, jus sanguinis o un modelo mixto, que es diferente en
cada país. En Alemania, por ejemplo, se otorga la ciudadanía
a quien compruebe que tiene ancestros alemanes, aun si no
domina el lenguaje o la cultura alemanas. Los requisitos que los
países buscan para otorgar la ciudadanía van desde un periodo
suficiente de residencia de cinco a diez años hasta ser cónyuge
de un ciudadano. Para obtenerla el candidato debe poseer: un
certificado de decencia o un registro penal limpio; una asimi-
lación y lealtad probada (ejemplo de ello sería el dominio de
la lengua); y, en ocasiones, la renuncia a otras ciudadanías. No
obstante, como ya lo he señalado, cada vez ha sido más acep-
tada la doble o triple nacionalidad. Sin embargo, hasta el mo-
mento los países europeos han tenido poca experiencia en llevar
a cabo naturalizaciones, ya que existen pocos residentes que
luego se convierten en ciudadanos. 

En cuanto a derechos, los ciudadanos de un país tienen la posi-
bilidad de trabajar y residir en otro, aunque no obtienen los mismos
derechos que los nacionales de ese Estado, sobre todo en lo que se
refiere a las elecciones nacionales. La libertad de movimiento otor-
gada a la población de los países miembros ha planteado la cuestión
de si los residentes legales extranjeros tienen el mismo derecho de
moverse de un país a otro. Esto llevó a la Corte Europea de Justicia
a formular la regla de no discriminación para permitir a los traba-
jadores de terceros países moverse legalmente en el interior de la
Unión Europea. No obstante, se ha observado que los residentes
extranjeros que tienen permiso de trabajo en un país, pocas veces
se mueven para trabajar ilegalmente en otro.

Los Estados miembros de la Unión Europea han llevado el tema
migratorio a niveles más profundos de cooperación que cualquier
otro grupo de países u organización regional en el mundo, e incluso
más allá de la cooperación a nivel global. Aunque la regulación eu-
ropea sobre migración no puede ser calificada como propia de una
federación, puede decirse que tiene mayor alcance que un régimen
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internacional. En este sentido, la soberanía de los Estados referente
a la migración dentro y desde fuera de la Unión Europea es ambi-
gua, pues ésta no tiene toda la soberanía sobre la migración dentro
de la misma Unión, pero sí mayor que los Estados miembros; estos
últimos son soberanos en casi todos los sentidos sobre la migración
dentro de la Unión Europea, ya que tiene límites su propia membresía.

Para Koslowsky (1998: 179-180), los resultados de una integración
y una cooperación mayores podrían ser negativos si originan políti-
cas crecientemente restrictivas con actitudes racistas, de violación de
los derechos humanos de inmigrantes. Es decir, la cooperación res-
pecto a la inmigración de terceros países ha ocurrido fuera de la
estructura de la Comunidad y podría derivar en políticas poco demo-
cráticas que vayan en detrimento de los derechos de los inmigrantes.
Curiosamente, esto sería ir en contra de dos de los principios que,
en general, se promueven en la Unión: la democracia y la protección
de los derechos humanos. 

Hasta el momento, la Unión Europea es considerada como la re-
gión con mayor internacionalización de la política migratoria. No
obstante, a pesar del significativo progreso en la homogeneización
de las políticas de visas, del cruce de las fronteras externas y de re-
fugiados, la mayoría de las decisiones respecto a la entrada de no
europeos a la Comunidad siguen siendo tomadas en los niveles inter-
gubernamentales de cada país. Como bien lo señala Freeman (1998: 91),
los Estados miembros no sólo colaboran y buscan acuerdos inter-
nacionales sino que ponen en riesgo sus intereses nacionales.

Para la elaboración de una política migratoria regional y la acep-
tación de la abolición del control de las fronteras propias, automáti-
camente se introduce el valor de la “confianza”, dado que un país
debe confiar en la buena conducción de la supervisión externa que
ejerce el otro. De esta manera, la “confianza” se convierte en elemen-
to central para que pueda tener éxito un acuerdo como el Schengen
(Verea, en proceso de ed.). Hasta el momento, Francia ha sido uno
de los países que, en algunos momentos, ha desconfiado de la efi-
ciencia del control externo de otras naciones, vinculando migración
con tráfico de drogas, problema que ha sido muy importante en las
discusiones del acuerdo. Otro elemento fundamental que ha estado
sujeto a álgidas discusiones y desacuerdos es el referente a los gastos

228 MÓNICA VEREA



que implica constituirse en un país Schengen, pues se tienen que
imponer costosos controles en términos económicos y de recursos
humanos hacia terceros países. 

No obstante, los gobiernos de derecha que tienen hoy muchos
de los países de la Unión Europea han manifestado su preocupación
constante sobre la “invasión silenciosa de extranjeros de terceros
países”. Este tema se ha discutido en diversas reuniones regionales.
Así, por ejemplo, uno de los temas más importantes abordados en
la Cumbre de Sevilla, del 20 al 22 de junio de 2002, fue precisamen-
te la inmigración de terceros países. Se discutió ampliamente la po-
sible elaboración y aplicación de una política coordinada de inmi-
gración por los países miembros. Es un hecho que las políticas hacia
la inmigración se han endurecido sustantivamente durante el último
año,128 por ejemplo:

a) En Italia se aprobó un proyecto de ley en junio de 2002, el
cual pretende restringir la entrada de inmigrantes, facilitando
su expulsión y reforzando las penas contra los clandestinos y
sus traficantes.

b) En Gran Bretaña se han presentado diversos proyectos ante el
Parlamento, con el objeto de expulsar a extranjeros cuyas peti-
ciones de asilo fueron rechazadas.

c) En España, después de haber regularizado a alrededor de
400 000 inmigrantes clandestinos en 2001, se elaboró un plan
de endurecimiento que no permitirá nuevamente que un ilegal
pueda regularizarse. Asimismo, se ha determinado establecer
límites a la reunificación familiar.

d ) En Austria, en ese mismo año, se adoptó una ley que obliga a
los extranjeros de terceros países a aprender alemán, bajo la
amenaza de perder residencia y apoyos sociales.

e) Grecia abrió la oportunidad de una segunda oleada de regu-
larización de migrantes.

f ) En Portugal, a pesar de que han suspendido un programa de
permisos temporales de trabajo, están elaborando un programa
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de instauración de cuotas de entrada a inmigrantes y la regu-
larización de clandestinos. 

g) En Alemania se reforzaron sanciones contra los inmigrantes clan-
destinos y los traficantes.

h) En Holanda se quiere endurecer la lucha contra la inmigración
y se expulsará a aquellos cuya petición de asilo sea rechazada.

A pesar del endurecimiento en contra de los inmigrantes clandes-
tinos provenientes de terceros países, una política migratoria regional
como la europea nos brinda un ejemplo muy ilustrativo de cómo
confrontar tendencias permisivas y/o expansivas con otras medidas
restrictivas, estableciendo diferentes procesos de inclusión así como
de exclusión para todo tipo de migrantes y sus descendientes. Los
procesos de “desfronterización” contra “refronterización” que se han
venido llevando a cabo en la Unión Europea constituyen el pegamen-
to que amalgama y une a los países que se encuentran bajo su sis-
tema y separa a aquellos que no lo comparten, producto de muchos
años de integración no sólo económica sino política y social.
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